
LEY DE COMERCIO EXTERIOR

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de
decreto que reforma los artículos 17 Bis y 24 Bis de la Ley
de Comercio Exterior

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
H. Congreso de la Unión, correspondiente a la LIX Legis-
latura, le fue turnada para su estudio y dictamen, INICIA-
TIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL
QUE SE ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 17 BIS Y 24
BIS DE LA LEY DE COMERCIO EXTERIOR, pre-
sentada por las CC. Diputadas Nora Elena Yú Hernández y
Rebeca Godínez y Bravo del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, el 18 de enero de 2006.
Lo anterior, que en ejercicio de la fracción II del Artículo
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, sometió a la consideración del honorable Congreso
de la Unión.

La Comisión de Economía de la LIX Legislatura, con fun-
damento en los artículos 39 y 45 numeral 6 incisos d), e) y
f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 58, 60, 87, 88
y 94, del Reglamento Interior para el Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al estudio y aná-
lisis de la Iniciativa descrita, al tenor de los siguientes:

ANTECEDENTES

PRIMERO. Que en sesión celebrada en la Comisión Per-
manente, el día 18 de enero de 2006, los CC. Secretarios de
la misma, dieron cuenta al pleno de la Iniciativa que pre-
sentaron las CC. Diputadas Nora Elena Yú Hernández y
Rebeca Godínez y Bravo del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.

SEGUNDO. El C. Presidente de la Mesa Directiva acordó
dar el siguiente trámite: �Túrnese a la Comisión de Econo-
mía de la Cámara de Diputados�.

TERCERO. Mediante oficio CE/2004/06, de fecha 19 de
enero de 2006, se dio cuenta a los integrantes de la Comi-
sión de Economía del contenido de esta Iniciativa.

CUARTO. Las legisladoras proponen lo siguiente:

� Adicionar un artículo 17 Bis, para establecer que en el
caso de donaciones, la Secretaría de Economía podrá
eximir de regulaciones y restricciones no arancelarias,
aquellas importaciones de origen y destino especifico, y

� Adicionar un artículo 24 Bis, para otorgar, cuando
existan causas que lo justifiquen, prórroga de permisos
previos y de cupos a que se refieren los artículos 21 y 24
de la ley, de acuerdo con los términos y condiciones que
establezca la Secretaría mediante reglas.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que con base en los antecedentes indicados,
la Comisión de Economía, con las atribuciones antes seña-
ladas se abocó a dictaminar la Iniciativa de referencia.

SEGUNDO. Que la Ley de Comercio Exterior tiene por
objeto regular y promover el comercio exterior, incremen-
tar la competitividad de la economía nacional, propiciar el
uso eficiente de los recursos productivos del país, integrar
adecuadamente la economía mexicana con la internacional,
defender la planta productiva de prácticas desleales del co-
mercio internacional y contribuir a la elevación del bienes-
tar de la población.

TERCERO. Que la Ley Aduanera tiene por objeto regular
la entrada y salida del territorio nacional, de las mercancí-
as y los medios en que se transportan, el despacho aduane-
ro y los hechos o actos que se deriven de éste o de dicha
entrada o salida de mercancías. 

CUARTO. Que la legislación aduanera establece los re-
quisitos que deben cumplir las importaciones que serán
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objeto de donación: 1) Las mercancías deben ser destina-
das a fines culturales, de enseñanza, de investigación, de
salud pública o de asistencia social; 2) Las mercancías im-
portadas deberán ir a formar parte del patrimonio del bene-
ficiario; 3) El donante deberá ser extranjero y no podrá do-
narse mercancía que ya se encuentre en territorio nacional
antes de la donación, y 4) Se debe cumplir, en los casos que
se requiera, con las �regulaciones y restricciones no aran-
celarias� a las que la importación de la mercancía esté su-
jeta. 

QUINTO. Que las regulaciones y restricciones no arance-
larias, que señala la legislación en materia de comercio ex-
terior, son medidas que el gobierno adopta para controlar la
entrada de mercancías al país, que puedan dañar a la salud
pública, a la seguridad nacional o a la industria y el co-
mercio de nuestra nación, y se concretan en la presentación
de �permisos previos�, �cupos máximos�, �marcado de pa-
ís de origen�, �certificaciones�, �cuotas compensatorias�, y
demás instrumentos que se consideren adecuados.

SEXTO. Que al momento de importar una mercancía do-
nada, el Agente Aduanal debe presentar una autorización
que permite su entrada para fines culturales, de enseñanza,
de investigación, de salud pública o de asistencia social, así
como los documentos que comprueben el cumplimiento de
las regulaciones y restricciones no arancelarias, los cuales
se tramitan ante las diferentes Secretarías de Estado.

SÉPTIMO. Que la Secretaría de Economía pudiera eximir
el cumplimiento de las restricciones y regulaciones no
arancelarias, de su competencia, aquellas mercancías que
se importen con fines específicos de donación.

OCTAVO. Que el artículo 24 del Reglamento de la Ley de
Comercio Exterior establece que, �las aduanas podrán au-
torizar una o más prórrogas automáticas sobre la vigencia
original del permiso de importación, siempre que el inte-
resado demuestre que el embarque de la mercancía se rea-
lizó durante el periodo de vigencia del mismo�, pero esta
disposición resulta un tanto limitativa, por lo que es inelu-
dible establecer la posibilidad de una prórroga para permi-
sos y cupos. 

NOVENO. Que los CC. Diputados integrantes de la Co-
misión de Economía que dictamina, reconocen y conclu-
yen que es prioritario agilizar la entrada al país de mercan-
cías donadas, por lo que es necesario establecer las
condiciones para eximirlas de las regulaciones y restriccio-
nes no arancelarias, evitando así un trámite burocrático, y

también, es preciso que se puedan otorgar prorrogas a los
permisos y cupos para el arribo a destiempo de mercancías.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Economía,
presenta al Pleno de esta honorable Asamblea para su aná-
lisis, discusión y, en su caso, aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADI-
CIONAN LOS ARTÍCULOS 17 BIS Y 24 BIS DE LA
LEY DE COMERCIO EXTERIOR.

ARTÍCULO ÚNICO. Se adicionan los artículos 17 Bis y
24 Bis de la Ley de Comercio Exterior, para quedar como
sigue: 

Artículo 17 Bis. Se exime del cumplimiento de regulacio-
nes y restricciones no arancelarias a la importación de las
siguientes mercancías, conforme a las Reglas que establez-
ca la Secretaría: 

I. Las que sean donadas para ayuda a comunidades en
condiciones de extrema pobreza o cuando se presenten
supuestos de caso fortuito, fuerza mayor o cualquier
otra causa que haga necesaria la inmediata entrada de la
mercancía en territorio nacional;

II. Las remitidas por Jefes de Estado o gobiernos ex-
tranjeros a la Federación, Distrito Federal, estados y
municipios, así como a establecimientos de beneficen-
cia o de educación pública; 

III. Los artículos de uso personal de mexicanos cuyo de-
ceso haya ocurrido en el extranjero; 

IV. Las destinadas a instituciones de salud pública, a ex-
cepción de los vehículos, siempre que únicamente se
puedan usar para este fin, así como las destinadas a per-
sonas morales no contribuyentes autorizadas para reci-
bir donativos deducibles en el Impuesto sobre la Renta; 

V. Las donadas al fisco federal con el propósito de que
sean destinadas al Distrito Federal, estados, municipios,
o personas morales con fines no lucrativos autorizadas
para recibir donativos deducibles en los términos de la
Ley del Impuesto sobre la Renta que, en su caso, expre-
samente señale el donante, para la atención de requeri-
mientos básicos de subsistencia en materia de alimenta-
ción, vestido, vivienda, educación, y protección civil o
de salud de las personas, sectores o regiones de escasos
recursos, y



VI. Las demás mercancías que determine la Secretaría.

Artículo 24 Bis. Cuando existan causas que justifiquen la
prórroga de los permisos previos y de los cupos a que se re-
fieren los artículos 21 y 24 de esta Ley, la Secretaría podrá
autorizar dichas prórrogas en los términos y condiciones
que establezca mediante Reglas. 

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en
vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación. 

ARTÍCULO SEGUNDO. La Secretaría establecerá me-
diante Reglas la normatividad necesaria a cumplir, cuidan-
do la no afectación del sector productivo nacional.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 16 días del mes de
marzo del año 2006.

La Comisión de Economía, diputados: Manuel López Villarreal (rú-
brica), Presidente; José Francisco Javier Landero Gutiérrez (rúbrica),
Nora Elena Yu Hernández (rúbrica), Eduardo Alonso Bailey Elizondo,
Javier Salinas Narváez (rúbrica), Julio Horacio Lujambio Moreno (rú-
brica), secretarios; Francisco Javier Barrio Terrazas (rúbrica), Jaime
del Conde Ugarte (rúbrica), Jorge Luis Hinojosa Moreno (rúbrica), Mi-
guel Sierra Zúñiga (rúbrica), Miguel Ángel Rangel Ávila (rúbrica),
Elizabeth Oswelia Yáñez Robles (rúbrica), José Manuel Abdalá de la
Fuente, Fernando Ulises Adame de León (rúbrica), Jorge Baldemar
Utrilla Robles, Óscar Bitar Haddad, Carlos Blackaller Ayala, Juan Ma-
nuel Dávalos Padilla (rúbrica), Norma Violeta Dávila Salinas (rúbrica),
Alfredo Gómez Sánchez, Gustavo Moreno Ramos, José Mario Wong
Pérez, Juan José García Ochoa (rúbrica), Isidoro Ruiz Argaiz (rúbrica),
Yadira Serrano Crespo (rúbrica), Víctor Suárez Carrera, Jazmín Elena
Zepeda Burgos (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY FEDERAL DE DESARROLLO IXTLERO

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Agricultura y Ganadería, con
proyecto de decreto que expide la Ley Federal de Desarro-
llo Ixtlero

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Agricultura y Ganadería de esta H. Cá-
mara de Diputados, le fue turnada para su estudio y dicta-
men, la Iniciativa con Proyecto de Decreto que expide la
Ley Federal de Desarrollo Ixtlero, suscrita por los Legisla-
dores Ulises Adame de León y Alfonso Nava Díaz, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, el 22 de junio de 2005.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45
numeral 6, inciso f de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, así como por los
artículos 65, 66, 85, 87, 88 y demás aplicables del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, a esta Comisión de Agri-
cultura y Ganadería corresponde dictaminar la presente ini-
ciativa con proyecto de Decreto que Expide la Ley Federal
de Desarrollo Ixtlero a partir de los siguientes:

ANTECEDENTES

El pasado 22 de junio de 2005, los Diputados Ulises Ada-
me de León y Alfonso Nava Díaz, con la facultad que le
otorga el artículo 71 fracción II de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, presentaron ante la Co-
misión Permanente del Congreso de la Unión la Iniciativa
con proyecto de Decreto que Expide la Ley Federal de
Desarrollo Ixtlero.

En la misma fecha, la Mesa Directiva de la Comisión Per-
manente del Congreso de la Unión turnó la mencionada
Iniciativa para su estudio y dictamen a las Comisión de
Agricultura y Ganadería.

La Comisión de Agricultura y Ganadería realizó un deta-
llado análisis del documento, y un proceso de consulta con
el Ejecutivo Federal y con los diversos actores de la socie-
dad rural, así como los productores de Ixtle, encaminado a
mejorar la Iniciativa y obtener el consenso de los actores
involucrados en el tema.

Con base en lo anterior, los integrantes de ambas comisio-
nes formulamos las siguientes:

CONSIDERACIONES

Que la apertura de los mercados, el cambio en los hábitos
de consumo y la búsqueda de la mejor economía por enci-
ma de cualquier necesidad social, son algunas de las causas
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que se han asociado con la caída del nivel de vida de los ix-
tleros.

Que la fibra del agave lechuguilla, conocida mundialmen-
te como Tampico Fiber, por el puerto de su embarque y co-
mo el milagro mexicano por quienes conocieron sus bon-
dades de resistencia y suavidad, llegó a ser la actividad
cotidiana más importante del semidesierto de los estados
de San Luis Potosí, Zacatecas, Coahuila, Durango y algu-
nos otros. Fue la forma de subsistencia de más de 100 mil
familias del norte de México. Fue también el origen de
grandes fortunas para algunos comercializadores y de una
pobreza atávica para la mayoría de los productores que en-
vejecieron, emigraron o murieron sin haber disfrutado de
las bondades de su explotación.

Que de todas las regiones del país, posiblemente el semi-
desierto ha sido la zona de emigración más importante y a
pesar de lo que se anuncia como acciones de gobierno, el
abandono del campo no se ha detenido y continúa siendo
parte de la realidad. Los esfuerzos que se hicieron para
arraigar a las familias del semidesierto, fueron disminu-
yendo conforme la dependencia creada para atender las ne-
cesidades de los habitantes del semidesierto, la Comisión
Nacional de las Zonas áridas, disminuyó su influencia has-
ta que prácticamente desaparece. Para el ejecutivo federal
actual, esta dependencia ha dejado de ser útil.

Que es preciso, vigilar que el aprovechamiento de la plan-
ta de lechuguilla se haga de manera sustentable e integral,
que ni uno solo de sus productos o subproductos se quede
sin aprovechar. Debe promoverse la capacitación de los
productores para garantizar el uso adecuado del recurso y
debe investigarse para localizar los nichos del mercado,
donde quiera que estos se encuentren para que la produc-
ción que tengamos, sea la que el mercado demanda. Parti-
cularmente, debe vigilarse para que las condiciones de vi-
da de los más de 30 mil ixtleros que aun existen y se
agrupan para producir en poco más de 600 cooperativas o
unidades de producción, tengan por justicia las mismas
condiciones de vida que tiene cualquier mexicano. Dentro
de estas prerrogativas se debe tener acceso total al seguro
popular, a la educación primaria y secundaria, a programas
de vivienda rural, al programa de agua limpia y a recursos
de las dependencias estatales y federales para financiar sus
proyectos de producción, transformación y comercializa-
ción del ixtle de lechuguilla, entre otros.

Que el área de influencia de la presente Ley es la región ix-
tlera, un área del semidesierto de 155 000 Kilómetros cua-

drados y que comprende los estados de San Luis Potosí,
Zacatecas, Coahuila, Nuevo León, Tamaulipas e Hidalgo,
área donde coexisten las ciudades industriales, las zonas
mineras y las áreas agrícolas de mayor alta productividad
nacional, con las comunidades más pobres y marginadas
del semidesierto Mexicano. 

Por las Consideraciones anteriormente expuestas los Dipu-
tados integrantes de esta Comisión dictaminadora hemos
tenido a bien someter a votación el siguiente proyecto de
Ley

Artículo Único: Se expide la Ley Federal de Desarrollo
Ixtlero

LEY FEDERAL DE DESARROLLO IXTLERO

Título Primero
Capítulo I. Disposiciones Generales.

Artículo 1º. Esta Ley es de orden público e interés social.
Tiene por objeto fomentar y desarrollar el tallado y la pro-
ducción, la explotación sustentable, la industrialización y
la comercialización de la fibra de ixtle de lechuguilla y sus
derivados, optimizando el esfuerzo, mejorando el rendi-
miento, la calidad y la participación en el valor agregado,
con criterios de competitividad técnica, factibilidad econó-
mica, desarrollo social y sustentabilidad. 

Promoverá la capitalización de este sector; la regulación de
las relaciones entre los agentes participantes en la cadena
productiva, el procesamiento y la comercialización de la fi-
bra de ixtle, tendientes a generar oportunidades equitativas
en el mercado y un desarrollo integral de las regiones ix-
tleras.

Artículo 2º. Son sujetos de esta Ley los agentes partici-
pantes de la cadena en cualquiera de las modalidades, los
talladores, los industriales, los comercializadores y los ex-
portadores de fibras de ixtle y sus derivados. 

Artículo 3º. Para efectos de la presente Ley, se entenderá
por: 

I. Apoyo: A la ayuda oficial de cualquier índole que in-
cida directamente en el proceso de producción de fibra
de ixtle;

II. Ixtle: La fibra derivada del despulpado del agave le-
chuguilla;



III. Centro de Acopio: Establecimiento de las instala-
ciones pertinentes en las regiones ixtleras encargadas de
la entrega, recepción y la compra-venta de ixtle;

IV. Comercializador: Persona física o moral que se de-
dique a la compraventa de fibras de Ixtle, en cualquier
parte de la cadena productiva;

V. Comité: Comité Sistema Producto Ixtlero;

VI. Incentivos: Medidas económicas, administrativas,
fiscales y financieras que apliquen las entidades federa-
les, estatales o municipales que beneficien al sector ix-
tlero;

VII. Industrializador: Persona física o moral dedicada
al procesamiento del Ixtle;

VIII. Ley: Ley Federal de Desarrollo ixtlero;

IX. Tallador: Campesino encargado de la extracción de
la fibra, y

X. Secretaría: Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación. 

Título Segundo
Del Fomento y Desarrollo ixtlero.

Capítulo Único

Artículo 4º. La Secretaría, formulará la política y estable-
cerá el Programa Integral del Ixtle, considerando previa-
mente la opinión del Comité. 

Artículo 5º. La Secretaría deberá: 

I. Fomentar y desarrollar la producción, explotación, ta-
llado, industrialización y comercialización del Ixtle, op-
timizando el esfuerzo para mejorar el rendimiento, la
calidad y la participación en el agregado de valor, con
criterios de competitividad técnica, factibilidad econó-
mica, desarrollo social y sustentabilidad.

II. Coordinarse con las entidades públicas de los tres ór-
denes de gobierno, con los sectores social y privado, así
como con los organismos nacionales para el desarrollo
sustentable del Ixtle;

III. Promover la prestación de los servicios instituciona-
les de fomento y desarrollo previstos en la Ley de Des-
arrollo Rural Sustentable, en especial la investigación,
la asistencia técnica, la capitalización y especialmente
promover la organización y la creación de figuras aso-
ciativas del sector social y privado, en los términos de la
Ley de la materia para el desarrollo de tecnologías de al-
ta productividad y de las capacidades de los talladores.

IV. Desarrollar la infraestructura para el procesamiento
industrial y comercialización del Ixtle;

V. Promover la inversión de capitales en la cadena pro-
ductiva del ixtle, propiciando el otorgamiento de crédi-
tos refaccionarios, prendarios y de avío, fomentando la
formación de instrumentos financieros especializados;

VI. Promover el uso de las fibras naturales duras en sus-
titución de las sintéticas, remarcando su alto valor eco-
lógico y a la salud humana, y 

VII. Promover un programa nacional de uso de las fi-
bras naturales en instituciones oficiales y ante la socie-
dad en general, destacando los beneficios en el uso de
las mismas. 

Artículo 6º. El uso de fibras sintéticas en la industria que
sustituyan al ixtle, así como los permisos de importación
de estos materiales, se llevarán a cabo, una vez que la Se-
cretaría, previa consulta con el Comité, establezca que la
producción nacional de ixtle es deficitaria. 

Artículo 7º. El Comité podrá celebrar convenios con la Se-
cretaría de Educación Pública, Instituciones de Educación
Superior y tecnológicas del país y los estados para estable-
cer programas educativos de conocimientos básicos y des-
arrollo tecnológico asociado con el sistema producto Ixtle.

Título Tercero
Del Programa Integral para el Desarrollo Ixtlero 

y el Fondo de Estabilización del Ixtle.

Capítulo I
Del Programa

Artículo 8º. La Secretaría en coordinación con el Comité
Sistema � Producto del Ixtle, establecerá y aplicará el Pro-
grama Integral para el Desarrollo del Ixtle. Dicho Programa
se elaborará a partir del diagnóstico integral actualizado del
sector ixtlero, atendiendo los objetivos y prioridades, los
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mecanismos y procedimientos más adecuados para el des-
arrollo del sector, poniendo especial énfasis en las regiones
marginadas. 

Artículo 9º. El Programa Integral para el Desarrollo del Ix-
tle, contendrá:

I. Mecanismos para el otorgamiento de créditos a la ca-
dena productiva en condiciones preferenciales y dentro
de parámetros de competitividad. Para esto, el Comité
podrá celebrará convenios con la Financiera Rural, FI-
RA, FOCIR y establecer esquemas que permitan acce-
der a ellos;

II. Transferencia de tecnología, así como formas de ad-
quisición de maquinaria y equipo tendientes a la adop-
ción de tecnologías para la producción en campo, la in-
dustrialización y comercialización;

III. Instrumentos para la coordinación entre industriales
y productores para el desarrollo y operación de los cen-
tros de selección y tallado en las regiones productoras;

IV. Mecanismos de coordinación entre la industria cepi-
llera nacional, los productores organizados, así como, la
producción y comercialización de productos hechos con
fibra de ixtle.;

V. Difundir mediante campañas publicitarias, las bonda-
des económicas y ecológicas del uso de artículos con-
feccionados con fibra de ixtle 

Artículo 10. La Secretaría informará mensualmente al Co-
mité los avances físicos y financieros del Programa en los
formatos que se establezcan para el efecto.

Artículo 11. El Programa Integral del Ixtle deberá consi-
derar los siguientes criterios en su elaboración:

I. El reconocimiento e integración de organizaciones de
talladores;

II. La capacitación continua de los integrantes de la ca-
dena;

III. La investigación, desarrollo, uso y mejora tecnoló-
gicas;

IV. La búsqueda de oportunidades de mercado para los
productos tradicionales y alternativos de la cadena, y

V. Garantizar el acceso de los talladores a los beneficios
de los programas gubernamentales tanto federales, esta-
tales o municipales de desarrollo social. 

Capítulo II
Del Fondo de Estabilización

Artículo 12.- El Ejecutivo Federal, deberá prever en la
proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para
el año fiscal correspondiente, y contemplarse en el decreto
respectivo, la previsión necesaria que tendrá como objeto la
operación del Fondo de Estabilización y Fomento del Ixtle.

Artículo 13. Para ser beneficiario del Fondo, el productor
ixtlero deberá encontrarse inscrito en el Padrón Nacional
de Productores de Ixtle que deberá estar a cargo de la Se-
cretaría y actualizado anualmente a través del Comité.

Artículo 14. La Secretaría, oyendo al Comité, emitirá las
Reglas de Operación del Fondo, en las cuales se especifi-
carán los lineamientos para la entrega de los apoyos a los
productores.

Artículo 15.- El Fondo será operado por la Secretaría en
los términos de las Reglas de Operación, informando al
Comité de los tiempos, plazos y formas de dar el apoyo del
Fondo, buscando la transparencia y eficacia del mismo.

Artículo 16. La Secretaría al operar el Fondo, actuará co-
mo agente técnico y la Secretaría, sin perjuicio de las fa-
cultades conferidas a las de Hacienda y Crédito Público y
a la de la Función Pública, será la responsable de supervi-
sar, controlar y dar seguimiento al Fondo. 

Artículo 17.- El Fondo de Estabilización, podrá incremen-
tarse por las aportaciones que libremente realicen las enti-
dades federativas, municipios, organizaciones, personas
privadas, físicas o morales, mismas que serán registradas
en una cuenta distinta de la gubernamental. 

Título IV
De los Centros de Tallado, Mecanizado 

y Comercialización.

Capítulo Único

Artículo 18. El Comité promoverá, junto con la Secreta-
ría, un sistema general de acopio, certificación y comer-
cialización de ixtle para apoyar a los ixtleros en la comer-
cialización del producto. 



Artículo 19. En las comunidades rurales que lo soliciten,
el Comité promoverá y coadyuvará al establecimiento de
centros de tallado mecanizado y comercialización en las
regiones ixtleras, que se encarguen de la operación de en-
trega-recepción en la compra-venta de materia prima para
el tallado, los cuales serán administrados por los propios
productores. 

Articulo 20. El Comité promoverá y gestionará recursos
para la instalación y operación de los centros de tallado
mecanizado y comercialización, con los tres niveles de go-
bierno, así como de las organizaciones, para su estableci-
miento en las regiones ixtleras. 

Artículo 21. Los Centros de Tallado Mecanizado y Co-
mercialización recibirán la materia prima de los ixtleros y
la procesarán de acuerdo a lo establecido en la Norma Ofi-
cial Mexicana que para tal efecto expida la Secretaría con-
juntamente con la Secretaría de Economía, la cual indicará
cuando menos:

I. corte en campo,

II. transporte,

III. selección por tamaños,

IV. tallado mecánico,y

V. obtención y conservación de los subproductos.

Articulo 22. Los Centros de Tallado Mecanizado y Co-
mercialización celebrarán contratos con la industria, en los
cuales se estipulen las cantidades de entrega-recepción de
materia prima y las condiciones de pago. 

Artículo 23. Para poder recibir los beneficios y apoyos del
acopio y comercialización de su producto, los ixtleros, de-
berán estar debidamente registrados ante la Secretaría.

Articulo 24. Los Centros de Tallado Mecanizado y Co-
mercialización se encargarán de promover mercados para
los productos y optimizar los mejores precios y condicio-
nes para su venta. 

Artículo 24. El Comité promoverá y apoyara la integra-
ción y operación de la asociación y organización de los
productores. 

Título Quinto
De las Infracciones, Sanciones 

y del Recurso de Revisión

Capítulo I.
De las Infracciones 

Artículo 25. Se sancionará administrativamente con la pér-
dida del registro y la exclusión del Fondo de Estabilización
al productor que: 

I.- Dolosamente con el propósito de ser incluido dentro
del Fondo de Estabilización, se ostente como productor
de ixtle sin serlo, o falsifique documentos; 

II.- Siembre en su terreno cultivos ilícitos u otros que no
sea ixtle, y

III.- Aun habiendo sido capacitado, reincida en la so-
breexplotación del recurso o dañe perentoria o perma-
nentemente el ecosistema.

Artículo 26. El servidor público que auxilie, encubra o
aconseje a cualquier individuo a violar las disposiciones de
esta Ley y su Reglamento en materia que no constituya de-
lito, será sancionado en términos de lo dispuesto por la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos. 

Artículo 27. La imposición de las sanciones administrati-
vas será sin menoscabo de la actuación jurisdiccional en
caso de que la conducta constituya un delito o una respon-
sabilidad civil.

Capítulo II
De las Sanciones

Artículo 28. Para la imposición de las sanciones previstas
en esta Ley, su Reglamento y demás disposiciones aplica-
bles, la Secretaría se sujetará a lo dispuesto por la Ley Fe-
deral de Procedimientos Administrativos, independiente-
mente de las acciones penales que deberán emprenderse
contra quienes incurran en delitos constitutivos de delito. 

Capítulo III
Del Recurso de Revisión

Artículo 29. Los afectados por los actos y resoluciones de la
Secretaría que pongan fin al procedimiento administrativo, a
una instancia o resuelvan un expediente, podrán interponer
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recurso de revisión en términos de la Ley Federal de Pro-
cedimientos Administrativos. 

Artículo 30. Las disposiciones que esta Ley establece pue-
den ser aplicables a otras fibras naturales, que como el ix-
tle de lechuguilla requieran ser reguladas, de acuerdo a la
producción, industrialización y comercialización que en
cada caso proceda.

Transitorios

Primero. Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La Secretaría deberá emitir el Reglamento de la
presente Ley en un plazo de 60 días naturales a la entrada
en vigor del presente decreto.

Tercero. La Secretaría, conjuntamente con la Secretaría de
Economía, deberá publicar la Norma Oficial Mexicana pa-
ra la operación de los Centros de Tallado, Mecanización y
Comercialización a los 45 días naturales de la entrada en
vigor del presente Decreto.

Cuarto.- La Secretaría deberá, en un plazo de 60 días na-
turales a la entrada en vigor de la presente Ley, elaborar el
Padrón Nacional de Ixtleros.

Quinto.- La Secretaría, deberá remitir en su proyecto de
presupuesto del ejercicio fiscal correspondiente que envía
a la Secretaría de Hacienda y crédito Público, los recursos
suficientes para la creación del Fondo de Estabilización.

La Comisión de Agricultura y Ganadería, diputados: Cruz López
Aguilar (rúbrica), Presidente; Juan Manuel Dávalos Padilla (rúbrica), Ro-
ger David Alcocer García (rúbrica), Edmundo Gregorio Valencia Monte-
rrubio (rúbrica), Diego Palmero Andrade, Antonio Mejía Haro (rúbrica),
secretarios; Julián Nazar Morales, Lázaro Arias Martínez (rúbrica), Car-
los Blackaller Ayala (rúbrica), Heriberto Ortega Ramírez (licencia s/s),
Alejandro Saldaña Villaseñor, Lamberto Díaz Nieblas (rúbrica), María
Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica), Jesús Morales Flores (rúbrica), Es-
teban Valenzuela García (rúbrica), Rafael Galindo Jaime (rúbrica), Artu-
ro Robles Aguilar (rúbrica), José Irene Álvarez Ramos, Mario Ernesto
Dávila Aranda, Javier Castelo Parada, José María de la Vega Lárraga (rú-
brica), Rocío Guzmán de Paz (rúbrica), Alberto Urcino Méndez Gálvez
(rúbrica), Isidro Camarillo Zavala (rúbrica), Regina Vázquez Saut, Va-
lentín González Bautista (rúbrica), Marcelo Herrera Herbert (rúbrica),
Enrique Torres Cuadros, Víctor Suárez Carrera (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE BIENES NACIONALES

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Gobernación, y de
la Función Pública, con proyecto de decreto que se refor-
ma los artículos 81, 83 y 105 de la Ley General de Bienes
Nacionales

HONORABLE ASAMBLEA:

A las Comisiones Unidas de Gobernación y de la Función
Pública de la LIX Legislatura fue turnada para su estudio,
análisis y dictamen correspondiente, la Iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman los artículos 81, 83
y 105 de la Ley General de Bienes Nacionales.

Estas Comisiones con fundamento en los artículos 70 pá-
rrafo primero, 72 y 73, fracción XXX, a la luz de lo dis-
puesto por el artículo 27, fracción II, todos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los
artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e) y f) y numeral 7 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como los artículos 56, 60, 65, 87, 88,
93 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, y habien-
do analizado el contenido de la Iniciativa de referencia, so-
meten a la consideración de esta honorable Asamblea el
presente dictamen, basándose en los siguientes:

ANTECEDENTES

1. Con fecha del siete de marzo de dos mil seis, el dipu-
tado Rafael Flores Mendoza, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática,
en uso de la facultad que le confiere el artículo 71 frac-
ción II de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, presentó ante el Pleno de la Cámara de Di-
putados del H. Congreso de la Unión, la Iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman los artículos
81, 83 y 105 de la Ley General de Bienes Nacionales.

Con esa misma fecha, siete de marzo de dos mil seis, la
Presidencia de la Mesa Directiva, dispuso que la Inicia-
tiva fuera turnada a las Comisiones Unidas de Goberna-
ción y de la Función Pública de la Cámara de Diputados
para su estudio y dictamen.



Establecidos los antecedentes, los diputados integrantes de
las Comisiones Unidas de Gobernación y de la Función Pú-
blica de la LIX Legislatura de la Cámara de Diputados, ex-
ponen el contenido de la Iniciativa objeto del presente dic-
tamen.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

Señala el diputado proponente que, de acuerdo a la Con-
vención Internacional del Patrimonio Mundial, Cultural y
Natural de la Organización de las Naciones Unidas, el pa-
trimonio cultural está integrado por los monumentos, obras
arquitectónicas, de escultura o de pintura monumentales,
elementos o estructuras de carácter arqueológico, inscrip-
ciones, cavernas y grupos de elementos, que tengan un va-
lor universal desde la historia, el arte o la ciencia.

En este sentido, nuestro país cuenta con un importante
acervo de edificios de valor histórico excepcional, inmue-
bles que resguardan frescos, retablos, pinturas, esculturas,
objetos ornamentales y mobiliarios que constituyen una
gran riqueza nacional.

El diputado Flores Mendoza puntualiza que los trabajos de
conservación y de revitalización de zonas y monumentos
históricos requieren de una intensa actividad de manteni-
miento y, sobre todo, de un marco legal que dote a la auto-
ridad administrativa de las atribuciones suficientes para la
conservación de este patrimonio.

En el texto vigente de la Ley General de Bienes Naciona-
les, se responsabiliza a las asociaciones religiosas para que
velen por la conservación de los inmuebles federales, utili-
zados para fines religiosos y que son considerados monu-
mentos históricos y artísticos, de acuerdo a lo establecido
por la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueoló-
gicos , Artísticos e Históricos.

Sin embargo, el diputado proponente considera que en la
legislación actual no es suficiente sólo otorgar atribuciones
a las autoridades para que autoricen la realización de obras
de conservación y restauración, sino que también cuenten
con atribuciones para la ejecución de estos trabajos, y por
una instancia que tenga los conocimientos necesarios para
reparar daños en monumentos históricos.

De tal forma, se considera conveniente que se fortalezcan
las atribuciones de la Secretaría de Educación Pública con
el fin de que ejecute las obras necesarias o convenientes
para la conservación de los inmuebles históricos, por lo

que se propone la reforma de los artículos 81, 83 y 105 de
la Ley General de Bienes Nacionales.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la Iniciati-
va, los miembros de la Comisiones Unidas de Gobernación
y de la Función Pública de la LIX Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados que suscriben el presente dictamen, expo-
nen las siguientes:

CONSIDERACIONES

A) A la Iniciativa.

I. La Ley General de Bienes Nacionales, publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 20 de mayo de 2004, tie-
ne por objeto la protección y administración con eficiencia
del patrimonio nacional, propiciando el óptimo aprovecha-
miento de los bienes nacionales, su integración y la distri-
bución de las competencias de las dependencias adminis-
tradoras de los inmuebles, materia de dicha regulación.

II. La Ley General de Bienes Nacionales dispone, en su ar-
tículo 6, fracciones VIII y XV que son sujetos al dominio
público de la Federación los inmuebles considerados como
monumentos arqueológicos, históricos o artísticos, al igual
que los bienes muebles de la Federación considerados co-
mo monumentos históricos o artísticos.

III. Los criterios para determinar cuáles son monumentos
históricos quedan descritos en la Ley Federal sobre Monu-
mentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, que
establece en su artículo 35 que:

Artículo 35

Son monumentos históricos los bienes vinculados con
las historia de la nación, a partir del establecimiento de
la cultura hispánica, en los términos de la declaratoria
respectiva o por determinación de la Ley.

IV. A mayor abundamiento, por determinación de la Ley,
son monumentos históricos, de acuerdo al artículo 36 de la
Ley Federal sobre monumentos y Zonas Arqueológicos,
Artísticos e Históricos, los siguientes:

Artículo 36

Por determinación de esta Ley son monumentos históri-
cos:
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I.- Los inmuebles construidos en los siglos XVI al XIX,
destinados a templos y sus anexos; arzobispados, obis-
pados y casas curales; seminarios, conventos o cuales-
quiera dedicados a la administración, divulgación, ense-
ñanza o práctica de un culto religioso; así como a la
educación y a la enseñanza, a fines asistenciales o bené-
ficos; al servicio y ornato públicos y al uso de las auto-
ridades civiles y militares. Los muebles que se encuen-
tren o se hayan encontrado en dichos inmuebles y las
obras civiles relevantes de carácter privado realizadas
de los siglos XVI al XIX inclusive.

II a IV �

V. De acuerdo a lo dispuesto por el artículo décimo sépti-
mo transitorio de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, los templos y demás bienes que se se-
an adquiridos, poseídos o administrados por las asociacio-
nes religiosas, para la realización de sus objetivos, son pro-
piedad de la nación. Igualmente lo anterior queda afirmado
por el artículo 78, párrafo segundo, de la Ley general de
Bienes Nacionales que dice:

Artículo 78.

�

Los muebles e inmuebles federales y sus anexidades uti-
lizados para fines religiosas, son aquéllos nacionaliza-
dos a que se refiere el Artículo Décimoséptimo de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Estos bienes no podrán ser objeto de desincorporación
del régimen de dominio público de la Federación, de
concesión, permiso o autorización, ni de arrendamiento,
comodato o usufructo.

�

VI. En este sentido, la Ley General de Bienes Nacionales,
en su artículo 81, establece las facultades que tiene la Se-
cretaría de Educación Pública, en relación a la conserva-
ción, restauración y mantenimiento de los bienes muebles
e inmuebles utilizados para fines religiosos, considerados
como monumentos históricos, en virtud de la facultad que
le otorga el artículo 38, fracción XXI, de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, que dice:

Artículo 38.- A la Secretaría de Educación Pública co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I a XX �

XXI.- Conservar, proteger y mantener los monumentos
arqueológicos, históricos y artísticos que conforman el
patrimonio cultural de la nación, atendiendo a las dispo-
siciones legales en la materia;

XXII a XXXI �

VII. En este sentido, de acuerdo a lo establecido en el artí-
culo 46 de su Reglamento Interno, la Secretaría de Educa-
ción Pública cuenta con el auxilio de organismos descon-
centrados, jerárquicamente subordinados y con facultades
específicas para resolver una problemática concreta como
lo son el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes (CO-
NACULTA) y el Instituto Nacional de Antropología e His-
toria (INAH).

VIII. Efectivamente, el Consejo Nacional para la Cultura y
las Artes, a través de la Dirección de Sitios y Monumentos
Históricos, tiene como objetivo la protección, restauración,
conservación y catalogación del patrimonio cultural con-
formado por los sitios y por los bienes muebles e inmue-
bles de valor histórico y artístico.

IX. CONACULTA, ha implementado programas a nivel
nacional que permitan la integración de la sociedad en la
conservación y mantenimiento del patrimonio histórico-
monumental de nuestro país. En 2002, se implementó el
Programa del Fondo de Apoyo a Comunidades para restau-
ración de Monumentos y Bienes Artísticos de Propiedad
Federal, el cual reúne los recursos económicos del CONA-
CULTA, de los gobiernos estatales y municipales y de las
propias comunidades; en este sentido, las asociaciones re-
ligiosas que poseen o administran bienes históricos desti-
nados al culto religioso, también participan y tienen una
responsabilidad importante en la conservación y manteni-
miento de los mismos, de acuerdo a lo que establece la Ley
General de Bienes Nacionales.

X. No obstante lo anterior, algunas asociaciones religiosas
no tendrían la capacidad para el mantenimiento y conser-
vación de los monumentos históricos que administran o
poseen para la realización de sus objetivos. Efectivamente,
la antigüedad, y las características particulares de algunos
bienes inmuebles y muebles, requieren de la intervención y
pericia especializada de los técnicos que dedican su tarea a
la conservación del patrimonio nacional.



XI. Estas Comisiones consideran que la reforma planteada
en la Iniciativa materia del presente dictamen es viable ya
que vendría a fortalecer las facultades y obligaciones, en
este caso de la Secretaría de Educación Pública, para que
tenga esta responsabilidad de ejecutar las obras de restau-
ración y mantenimiento, en los casos que así se requiera, de
los bienes que se vienen comentando, en virtud de la fa-
cultad que se le otorga en el artículo 38, fracción XXI, de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, ade-
más de que la Ley Federal sobre monumentos y Zonas Ar-
queológicos, Artísticos e Históricos considera como de uti-
lidad pública la protección de los monumentos históricos:

Artículo 2.

Es de utilidad pública la investigación, protección, con-
servación, restauración y recuperación de los monu-
mentos arqueológicos, artísticos e históricos y de las zo-
nas de monumentos.

La Secretaría de Educación Pública, el Instituto Nacio-
nal de Antropología e Historia, el Instituto Nacional de
Bellas Artes y los demás institutos culturales del país, en
coordinación con las autoridades estatales, municipales
y los particulares, realizarán campañas permanentes pa-
ra fomentar el conocimiento y respeto a los monumen-
tos arqueológicos, históricos y artísticos.

�

B) Modificaciones a la Iniciativa

I. En relación a la reforma de la fracción IV del artículo 81,
estas Comisiones consideran que debe conservarse el ac-
tual texto que se encuentra en la Ley, por lo que se refiere
al verbo �aprobar�. Efectivamente, �aprobar� vendría a te-
ner la misma connotación respecto al término �autorizar�,
como lo propone el diputado Flores Mendoza; de esta ma-
nera, pueden ser considerados como sinónimos, por tal mo-
tivo, se propone la conservación del primer verbo, tal co-
mo se encuentra en el texto vigente de las Ley General de
Bienes Nacionales, para que diga:

Artículo 81.

�

I a III �

IV.- Revisar, aprobar y, en su caso, ejecutar los pro-
yectos de obra que le presente la asociación religiosa
usuaria de cada inmueble, para su mantenimiento, con-
servación y óptimo aprovechamiento, así como vigilar y
supervisar la ejecución de dichas obras;

V a X�

Por lo antes expuesto, los diputados integrantes de la Co-
misiones Unidas de Gobernación y de la Función Pública,
someten a la consideración del Pleno de esta honorable
Asamblea el siguiente proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA LEY
GENERAL DE BIENES NACIONALES

ÚNICO.- Se reforman la fracción IV del artículo 81, la
fracción VI del artículo 83 y el artículo 105 de la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales, para quedar como sigue:

Artículo 81.

�

I a III �

IV.- Revisar, aprobar y, en su caso, ejecutar los proyec-
tos de obra que le presente la asociación religiosa usuaria
de cada inmueble, para su mantenimiento, conservación y
óptimo aprovechamiento, así como vigilar y supervisar la
ejecución de dichas obras;

V a X�

Artículo 83.

�

I a VI �

En el caso de inmuebles federales considerados monumen-
tos históricos o artísticos conforme a la ley de la materia o
la declaratoria correspondiente, las asociaciones religiosas
deberán obtener las autorizaciones procedentes de la Se-
cretaría de Educación Pública, por conducto del Instituto
Nacional de Antropología e Historia o del Instituto Nacio-
nal de Bellas Artes y Literatura, según corresponda, así co-
mo sujetarse a los requisitos que éstos señalen para la con-
servación y protección del valor artístico o histórico del
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inmueble de que se trate, atendiendo a lo que se refiere la
fracción IV del artículo 81, así como al artículo 105 de
esta Ley.

VII a X�

Artículo 105.

Las instituciones destinatarias realizarán las obras de cons-
trucción, reconstrucción, restauración, modificación, adap-
tación y de aprovechamiento de espacios de los inmuebles
destinados, de acuerdo con los proyectos que formulen y,
en su caso, las normas y criterios técnicos que emita la Se-
cretaría o la Secretaría de Educación Pública, según co-
rresponda. La institución destinataria interesada, podrá tra-
mitar la adecuación presupuestaria respectiva para que, en
su caso, la Secretaría o la Secretaría de Educación Pú-
blica en el caso de los monumentos históricos o artísti-
cos, a través de sus órganos competentes, realicen tales
obras, conforme al convenio que al efecto suscriban con
sujeción a las disposiciones aplicables.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, Distrito Federal, a los
veinticuatro días del mes abril del año de dos mil seis.

La Comisión de Gobernación, diputados: Julián Angulo Góngora
(rúbrica), Presidente; David Hernández Pérez (rúbrica), Yolanda Gua-
dalupe Valladares Valle (rúbrica), Daniel Ordóñez Hernández (rúbri-
ca), Maximino Alejandro Fernández Ávila, secretarios; José Porfirio
Alarcón Hernández (rúbrica), René Arce Islas (rúbrica), Fernando Ál-
varez Monje (rúbrica), Omar Bazán Flores (rúbrica), Pablo Bedolla
López (rúbrica), Jesús Porfirio González Schmal (rúbrica), José Luis
Briones Briseño, Socorro Díaz Palacios, Luis Eduardo Espinoza Pérez
(rúbrica), Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza (rúbrica), Ana Luz
Juárez Alejo (rúbrica), Pablo Alejo López Núñez (rúbrica), Guillermo
Martínez Nolasco (rúbrica), Federico Madrazo Rojas, Gonzalo More-
no Arévalo, Consuelo Muro Urista (rúbrica), Sergio Penagos García
(rúbrica), Claudia Ruiz Massieu Salinas, Margarita Saldaña Hernández
(rúbrica), José Sigona Torres (rúbrica), José Eduviges Nava Altamira-
no (rúbrica), José Agustín Roberto Ortiz Pinchetti, Hugo Rodríguez
Díaz (rúbrica), Sergio Vázquez García (rúbrica), Mario Alberto Rafael
Zepahua Valencia (rúbrica).

La Comisión de la Función Pública, diputados: Adrián Víctor Hugo
Islas Hernández (rúbrica), Presidente; Salvador Vega Casillas (rúbri-
ca), Beatriz Mojica Morga (rúbrica), secretarios; Marcela Guerra Cas-
tillo (rúbrica), Irma Guadalupe Moreno Ovalles, Gonzalo Moreno Aré-
valo (rúbrica), Rafael Sánchez Pérez (rúbrica), José Felipe Puelles
Espina (rúbrica), María Angélica Díaz del Campo (rúbrica), Javier
Orozco Gómez, Joel Padilla Peña.»

Es de primera lectura.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Seguridad Social,
y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 19 y 28-A; y de-
roga los artículos vigésimo tercero transitorio de la Ley del
Seguro Social publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción del 21 de diciembre de 1995 y noveno transitorio del
decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del
Seguro Social publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 20 de diciembre de 2001

HONORABLE ASAMBLEA

Las Comisiones Unidas de Seguridad Social y de Fomento
Cooperativo y Economía Social, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 39, numerales 1 y 3, y 45, numeral
6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, 56, 60, 87 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos y demás relativos, pre-
sentan a la consideración de esta honorable Asamblea el si-
guiente:

DICTAMEN

ANTECEDENTES

A las Comisiones Unidas de Seguridad Social y de Fomen-
to Cooperativo y Economía Social les fue turnado para su
estudio y Dictamen el expediente que contiene Iniciativa
con Proyecto de Decreto que reforma diversas disposicio-
nes de la Ley del Seguro Social, suscrita por los diputados



Francisco Javier Saucedo Pérez y Miguel Alonso Raya,
ambos del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción  Democrática, y presentada por el primero en sesión
ordinaria de la Cámara de Diputados el martes 1 de marzo
de 2005.

CONSIDERACIONES

1. La Seguridad Social forma parte de los derechos socia-
les básicos que garantizan nuestras normas constituciona-
les y legales a los individuos, las familias y a determinados
grupos sociales. La Seguridad Social permite acceder a una
protección básica para satisfacer estados de necesidad.

La definición más comúnmente aceptada de Seguridad So-
cial es la propuesta por la Organización Internacional del
Trabajo, la cual establece que

Es la protección que la sociedad proporciona a sus
miembros mediante una serie de medidas públicas, con-
tra las privaciones económicas y sociales que, de no ser
así, ocasionarían la desaparición o una fuerte reducción
de los ingresos por causa de enfermedad, maternidad,
accidente de trabajo o enfermedad laboral, desempleo,
invalidez, vejez y muerte y también la protección en for-
ma de asistencia médica y de ayuda a las familias con
hijos.

Así, la Seguridad Social tiene como fin proteger a los ha-
bitantes de la Nación de las contingencias de enfermedades
y accidentes, sean o no de trabajo, cesantía, maternidad, in-
capacidad temporal y parcial, invalidez, vejez, nupcialidad,
muerte, sobrevivencia y cualquier otro riesgo que pueda
ser objeto de previsión social, así como de las cargas deri-
vadas de la vida familiar y las necesidades de vivienda que
tiene todo ser humano.

La Seguridad Social debe velar porque las personas que es-
tán en la imposibilidad sea temporal o permanente de obte-
ner un ingreso, o que deben asumir responsabilidades fi-
nancieras excepcionales, puedan seguir satisfaciendo sus
necesidades, proporcionándoles, a tal efecto, recursos fi-
nancieros o determinados servicios.

2. En nuestro país, la Ley del Seguro Social determina, en
su artículo 12, quiénes son sujetos de aseguramiento del ré-
gimen obligatorio: las personas que de conformidad con
los artículos 20 y 21 de la Ley Federal del Trabajo presten,
de forma permanente o eventual, a otras de carácter físico

o moral o unidades económicas sin personalidad jurídica,
un servicio remunerado, personal y subordinado, cualquie-
ra que sea el acto que le dé origen y cualquiera que sea la
personalidad jurídica o la naturaleza económica del patrón
aun cuando éste, en virtud de alguna ley especial, esté
exento del pago de contribuciones; los socios de las socie-
dades cooperativas y las personas que determine el Ejecu-
tivo Federal a través del Decreto respectivo, bajo los tér-
minos y condiciones que señala esta Ley y los reglamentos
correspondientes.

Por su parte, la Ley General de Sociedades Cooperativas
define a éstas en su artículo segundo como una forma de
organización social integrada por personas físicas con base
en intereses comunes y en los principios de solidaridad, es-
fuerzo propio y ayuda mutua, con el propósito de satisfacer
necesidades individuales y colectivas, a través de la reali-
zación de actividades económicas de producción, distribu-
ción y consumo de bienes y servicios.

Las sociedades cooperativas son personas morales sujetos
de derecho y obligaciones propias, conforme a las reglas
del derecho social; las cooperativas buscan satisfacer sus
necesidades y aspiraciones económicas, sociales y cultura-
les comunes mediante una empresa de propiedad conjunta
y de gestión democrática. Las cooperativas están basadas
en los valores de la ayuda mutua, responsabilidad, demo-
cracia, igualdad, equidad y solidaridad.

3. En la Ley del Seguro Social que estuvo vigente hasta el
30 de junio de 1997, las cooperativas de producción en ge-
neral, estaban obligadas a efectuar aportaciones al Institu-
to Mexicano del Seguro Social de forma bipartita en lo re-
ferente a los seguros de enfermedades y maternidad e
invalidez (artículo 116) y vejez, cesantía en edad avanzada
y muerte (artículo 179). Estas aportaciones bipartitas se cu-
brían a partes iguales (50 por ciento) por parte de las so-
ciedades cooperativas de producción y por parte del Go-
bierno Federal. La Nueva Ley del Seguro Social, publicada
en el Diario Oficial de la Federación el 21 de noviembre de
1996, suprimió estos preceptos y sólo dejó en el Vigésimo
Tercero Transitorio una disposición para mantener este be-
neficio exclusivamente para las sociedades cooperativas
que estuvieran inscritas al régimen obligatorio del Institu-
to al momento de la entrada en vigor de dicha Ley.

Los promoventes de la presente iniciativa consideran que
la Nueva Ley del Seguro Social se aparta del principio de
equidad que consagra nuestra Carta Magna en su artículo

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 27 de abril de 2006303



Año III, Segundo Periodo, 27 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados304

31, fracción IV, ya que resulta inequitativo tratar de mane-
ra desigual a los iguales, sólo por el hecho de haberse cons-
tituido en fechas diferentes.

Precisamente por ello, es fundamental para las sociedades
cooperativas en general, que se reconozca de manera ex-
presa en la Ley, la figura del socio cooperativista que es
diametralmente distinta a la figura del obrero (trabajador)
de una empresa de capital, motivo por el cual a continua-
ción nos permitimos exponer el concepto de lo que es una
sociedad cooperativa, concepto que encuentra su funda-
mento legal en el artículo 2 de la Ley General de Socieda-
des Cooperativas, para de ahí poder identificar la esencia
de quienes la integran. 

De la lectura del citado precepto se desprende que en una
Sociedad Cooperativa, no tienen cabida las figuras obrera
y patronal, ya que sus miembros tienen la función de ser
ambas a la vez, formando una tercera figura que es la del
socio cooperativista, debido a que los socios de una coope-
rativa están obligados a aportar fundamentalmente su tra-
bajo, sin que se dé una relación de subordinación obrero-
patronal, para tener derecho a percibir ingresos. 

Además, según lo establecido en el artículo 25 Constitu-
cional, las sociedades cooperativas forman parte del sector
social de la economía. Esto quiere decir que en las coope-
rativas y demás empresas de propiedad social, el capital y
el trabajo están unidos indisolublemente, por lo que al im-
poner a las cooperativas un tratamiento fiscal diferenciado
en función de la fecha de ingreso de sus socios, se les otor-
ga un tratamiento idéntico al de cualquier empresa mer-
cantil en la que impera la subordinación del trabajo al ca-
pital.

Los promoventes de la presente iniciativa aluden a la Re-
comendación 193 de la OIT, que postula que en ningún ca-
so las políticas fiscales que se fijen a las empresas de los
sectores público y privado deban ser más favorables que
las que se dicten para tasar a las cooperativas. Y con esa ba-
se, proponen la restitución del régimen bipartita contem-
plado en la Ley del Seguro Social de 1973, de modo tal que
las Cooperativas de Producción y el Estado aporten, res-
pectivamente, el 50% del total de las primas de las cuotas
de seguridad social relativas a enfermedades y maternidad;
invalidez y vida; y retiro, cesantía en edad avanzada y ve-
jez. 

En las disposiciones de la Ley del Seguro Social vigente
desde el 1 de julio de 1997, se obliga a las cooperativas a

cumplir con la inscripción y pago de las cuotas obrero-pa-
tronales de sus integrantes, sin importar a que actividad se
dediquen. De este modo, se ignora que los ingresos de las
cooperativas que se dedican a las actividades primarias
(agricultura, ganadería, silvicultura, y pesca), así como las
dedicadas al autotransporte terrestre de carga o pasajeros
están sujetos a diversos factores contingentes que muchas
veces no pueden ser previstos, tales como los cambios cli-
matológicos y las variaciones de precios en el mercado. To-
do esto significa que mientras las cooperativas de produc-
ción industriales pueden tener la seguridad de recibir un
ingreso mínimo garantizado, dicha seguridad no existe en
modo alguno para las cooperativas del sector primario y
del transporte terrestre. 

Con dicha disposición, se viola en la práctica la Ley del
Seguro Social, en su artículo 28, que establece que el lími-
te inferior del salario base de cotización es el salario míni-
mo del área geográfica respectiva, puesto que muchos de
los miembros de las cooperativas de producción que se de-
dican a la explotación de actividades primarias y del trans-
porte terrestre, no perciben ni siquiera ese ingreso en for-
ma permanente. Se llega al grado de que la base de
cotización, en la práctica, tiene que incluir hasta la distri-
bución de los remanentes. 

En tal virtud y en aras de un esfuerzo compensatorio la Ini-
ciativa de mérito propone que los remanentes distribuidos
entre los socios sean excluidos como criterio para la deter-
minación del salario base de cotización. En corresponden-
cia con lo anterior, se plantea la derogación del artículo 28
A con el objeto de que a través de la concertación entre las
autoridades del Instituto Mexicano del Seguro Social y las
sociedades cooperativas de producción se determine la ba-
se de cotización respecto de la cual se deberá aplicar el tri-
buto correspondiente, una práctica vigente hasta 1997 que
permitió tasar a cada cooperativa de acuerdo con sus in-
gresos reales. 

Finalmente se considera indispensable que la disposición
relativa al sistema de cotización bipartita de las cooperati-
vas de producción sea parte del cuerpo de la Ley del Segu-
ro Social, motivo por el cual se reforma el artículo 19 y se
deroga el artículo vigésimo tercero transitorio.

4. Las Comisiones Unidas que presentan al honorable Ple-
no este Dictamen coinciden plenamente con las motivacio-
nes y los propósitos de los iniciadores y con el sentido de
las modificaciones propuestas.



La Ley del Seguro Social vigente hasta el 1º de julio de
1997 establecía una forma de cotización bipartita para las
sociedades cooperativas de producción inscritas en el régi-
men obligatorio para los seguros de Enfermedades y Ma-
ternidad y de Invalidez, de Vejez, de Cesantía en Edad
Avanzada y por Muerte. Lo anterior figuraba en los artícu-
los 116 y 179:

Artículo 116. Las sociedades cooperativas de produc-
ción, las administraciones obreras o mixtas, las socieda-
des locales, grupos solidarios o uniones de crédito cu-
brirán el cincuenta por ciento de las primas totales y el
gobierno federal contribuirá con el otro cincuenta por
ciento.

Artículo 179. Las sociedades cooperativas de produc-
ción, las administraciones obreras o mixtas, las socieda-
des locales, grupos solidarios o uniones de crédito cu-
brirán el cincuenta por ciento de las primas totales y el
gobierno federal contribuirá con el otro cincuenta por
ciento.

Estos preceptos, vigentes hasta el 30 de junio de 1997, asu-
mían que el régimen de cotización que le correspondía a la
sociedad cooperativa de producción no podía hacer distin-
ciones entre la cooperativa y sus socios, por ser la coope-
rativa una persona moral integrada por personas físicas con
base en intereses comunes y en los principios de solidari-
dad, esfuerzo propio y ayuda mutua, con el propósito de sa-
tisfacer necesidades individuales y colectivas, a través de
la realización de actividades económicas de producción,
distribución y consumo de bienes y servicios, a diferencia
de una empresa del sector privado o público en la que sí
puede diferenciarse el trabajo del capital y existe una rela-
ción de trabajo subordinado tipificada por la Ley Federal
del Trabajo.

Las Comisiones que emiten el presente Dictamen conside-
ran que la reforma propuesta a la fracción II del artículo 12,
conforme a la cual se considera como sujetos de asegura-
miento en el régimen obligatorio del seguro social, sólo a
los socios de sociedades cooperativas de producción no
debe aceptarse pues implica un trato discriminatorio a una
de las figuras cooperativas, excluyendo a las demás e in-
cluso podría dar lugar a un conflicto de leyes, consideran-
do que la Ley General de Sociedades Cooperativas vigen-
te dispone en su artículo 57 que:

Artículo 57.. �
�

Las sociedades cooperativas en general, deberán de afi-
liar obligatoriamente a sus trabajadores, y socios que
aporten su trabajo personal, a los sistemas de seguridad
social, e instrumentar las medidas de seguridad e higie-
ne en el trabajo, así como de capacitación y adiestra-
miento, gozando del beneficio expresado en los artícu-
los 116 y 179 de la Ley del Seguro Social.

Por otra parte, a diferencia de la propuesta original que pre-
senta la iniciativa de mérito, no se considera viable la de-
rogación del artículo 28 A propuesta, en el sentido de que
en busca del cumplimiento de un principio de equidad, se
determinen bases para la cotización de las cooperativas de
producción, considerando anticipos a cuenta de rendimien-
tos y observando en lo conducente los artículo 28 a 31 de
la Ley del Seguro Social vigente. La redacción que se pro-
pone al respecto es la siguiente:

Artículo 28 A. La base de cotización para los sujetos
obligados señalados en la fracción II del artículo 12 de
esta Ley quedará determinada conforme a los antici-
pos a cuenta de rendimientos, incluyendo prestacio-
nes, observando, en lo conducente, lo dispuesto por
los artículo 28, 29, 30 y 31 de esta Ley.

Del mismo modo, estas Comisiones Dictaminadoras consi-
deran en concordancia con los principios de equidad y pro-
porcionalidad que establece nuestra Ley Fundamental en
su artículo 31, fracción IV, el regresar el régimen de coti-
zación de las cooperativas a un esquema bipartita, pues el
régimen de cotización vigente desde el 1º de julio de 1997,
implica una doble tributación al cooperativista y a la socie-
dad cooperativa, cuando los principios, objetivos e intere-
ses son comunes en ambos casos y la relación que estable-
ce entre ambos (socio y cooperativa) no es una relación de
trabajo subordinado, como el tipificado en la legislación la-
boral. En ese sentido, se suscribe la propuesta de reformar
el artículo 19; sin embargo, en la forma en que está redac-
tado, implica que el Gobierno Federal se vería obligado a
cubrir el cincuenta por ciento de las cuotas del Ramo de
Retiro del Seguro de Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y
Vejez, lo que se considera improcedente, toda vez que se
trata de una cuota patronal, la cual no estuvo considerada
dentro del beneficio otorgado a las sociedades cooperativas
por la Ley del Seguro Social de 1973, disponiendo dicho
ordenamiento que esta cuota fuese íntegramente cubierta
por las sociedades cooperativas. Es decir, que de expedirse
en estos términos el Decreto se excederían los propósitos
de la Iniciativa en comento, además de incrementarse in-
justificadamente la carga financiera del Gobierno Federal.
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Por lo expuesto, se estima necesario precisar en el texto del
Decreto, que el beneficio de la aportación del cincuenta por
ciento de las cuotas por parte de la sociedad cooperativa, es
sólo con respecto a las cuotas de los ramos de Cesantía en
Edad Avanzada y Vejez del Seguro de Retiro, Cesantía en
Edad Avanzada y Vejez.

Así mismo, resulta congruente con estas modificaciones
derogar el artículo Vigésimo Tercero Transitorio de la Ley
del Seguro Social publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración del 21 de noviembre de 1995, pues planteaba que
las bases de cotización bipartita de las cooperativas se
mantendrían para las sociedades inscritas al inicio de la vi-
gencia de dicha Ley.

Finalmente, aunque la iniciativa no lo considera, las Comi-
siones Dictaminadoras consideran que debe incluirse en el
Proyecto de Decreto la derogación del artículo Noveno
Transitorio del Decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley del Seguro Social publicado en el
Diario Oficial de la Federación del 20 de diciembre de
2001. Este precepto establece lo siguiente:

Noveno. Las sociedades cooperativas de producción
que se encuentren inscritas en los términos de la Ley del
Seguro Social vigente hasta el 30 de junio de 1997, cu-
brirán las cuotas relativas a los socios de las mismas ins-
critos ante el Instituto antes del inicio de la vigencia de
dicho ordenamiento, conforme a lo siguiente:

En tratándose de los Seguros de Enfermedades y Mater-
nidad, Invalidez y Vida, así como del ramo de Cesantía
en Edad Avanzada y Vejez, las sociedades y asociados
pagarán el 50 por ciento y el Gobierno Federal el 50 por
ciento restante de las cuotas que corresponden a los pa-
trones y al propio Gobierno Federal.

En los Seguros de Riesgos de Trabajo, de Guarderías y
Prestaciones Sociales, así como en el ramo de Retiro, las
sociedades cubrirán la totalidad de las cuotas.

Por lo que se refiere a trabajadores asalariados de las so-
ciedades mencionadas, así como a socios de éstas ins-
critos a partir del inicio de vigencia de este Decreto, las
cuotas correspondientes se cubrirán en los términos es-
tablecidos en la misma.

De mantenerse el transitorio trascrito, se caería en una con-
tradicción normativa, por lo que estas dictaminadoras re-
solvieron su derogación.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, las Comisiones
Unidas de Seguridad Social y de Fomento Cooperativo y
Economía Social, con fundamento en los artículos 39, nu-
merales 1 y 3, y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; así como los artículos 60, 87, 88 y demás relativos
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la con-
sideración de la honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LOS
ARTÍCULOS 19 Y 28 A Y DEROGA LOS ARTÍCU-
LOS VIGÉSIMO TERCERO TRANSITORIO DE LA
LEY DEL SEGURO SOCIAL PUBLICADA EN EL
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN DEL 21 DE
DICIEMBRE DE 1995, Y NOVENO TRANSITORIO
DEL DECRETO QUE REFORMA DIVERSAS DIS-
POSICIONES DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FE-
DERACIÓN DEL 20 DE DICIEMBRE DE 2001

PRIMERO. Se REFORMAN los artículos 19 y 28 A y
DEROGA el artículo Vigésimo Tercero Transitorio de la
Ley del Seguro Social publicada en el Diario Oficial de la
Federación del 21 de diciembre de 1995, para quedar como
sigue:

Artículo 19. Para los efectos de esta Ley, las sociedades
cooperativas de producción cubrirán las cuotas que con-
forme a la misma corresponden a patrones y trabaja-
dores, a excepción de las correspondientes a los seguros
contemplados en las fracciones II y III y de los ramos de
cesantía en edad avanzada y vejez de la fracción IV del
artículo 11 de esta ley, respecto a los cuales cubrirán el
cincuenta por ciento y el Gobierno Federal contribuirá
con el otro cincuenta por ciento. 

Artículo 28 A.  La base de cotización para los sujetos obli-
gados señalados en la fracción II del artículo 12 de esta Ley
quedará determinada conforme a los anticipos a cuen-
ta de rendimientos, incluyendo prestaciones, observan-
do, en lo conducente, lo dispuesto por los artículo 28,
29, 30 y 31 de esta Ley.

Artículo Vigésimo Tercero Transitorio. Se deroga. 

SEGUNDO. Se DEROGA el artículo Noveno Transito-
rio del Decreto que reforma diversas disposiciones de la
Ley del Seguro Social publicado en el Diario Oficial de



la Federación del 20 de diciembre de 2001, para quedar co-
mo sigue:

Artículo Noveno Transitorio. Se deroga. 

TRANSITORIOS

Único.- El presente decreto entrará en vigor a los treinta
días de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de sesiones de las Comisiones Unidas de Seguridad Social, y de
Fomento Cooperativo y Economía Social, Palacio Legislativo de San
Lázaro, México, DF, a 20 días de abril de 2006.

Por la Comisión de Seguridad Social, diputados: Agustín Miguel
Alonso Raya (rúbrica), Presidente; Concepción Olivia Castañeda Ortiz
(rúbrica), secretaria; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), secretario;
Manuel Pérez Cárdenas, secretario; Lucio Galileo Lastra Marín, secre-
tario; Pablo Anaya Rivera (rúbrica), Martín Carrillo Guzmán (rúbrica),
Jaime Fernández Saracho (rúbrica), David Hernández Pérez (rúbrica),
Graciela Larios Rivas (rúbrica), Armando Neyra Chávez (rúbrica), Ós-
car Martín Ramos Salinas, Rogelio Rodríguez Javier, Alfonso Rodrí-
guez Ochoa (rúbrica), José Mario Wong Pérez (rúbrica), Roberto Co-
lín Gamboa, Israel Raymundo Gallardo Sevilla, Gisela Juliana Lara
Saldaña, Miguel Ángel Llera Bello, Juan Francisco Molinar Horcasi-
tas, Carlos Noel Tiscareño Rodríguez, Tomás Antonio Trueba Gracián,
Francisco Javier Carrillo Soberón (rúbrica), Rafael García Tinajero Pé-
rez (rúbrica), Agustín Rodríguez Fuentes (rúbrica), Rocío Sánchez Pé-
rez (rúbrica), Emilio Serrano Jiménez (rúbrica), Francisco Amadeo Es-
pinosa Ramos (rúbrica), Roberto Javier Vega y Galina (rúbrica).

La Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social, diputa-
dos: Francisco Javier Saucedo Pérez (rúbrica), Presidente; José Juan
Barcenas González, secretario; Belizario Iram Herrero Solís (rúbrica),
secretario; Francisco Luis Monarrez Rincón (rúbrica), secretario; Hu-
berto Aldaz Hernández, Gaspar Ávila Rodríguez (rúbrica), Irene Her-
minia Blanco Becerra, Lisandro Arístides Campos Córdova (rúbrica),
Concepción Olivia Castañeda Ortiz (rúbrica), Lino Celaya Luría (rú-
brica), Raúl Rogelio Chavarría Salas, Felipe de Jesús Díaz González,
Luis Andrés Esteva Melchor, María Concepción Fajardo Muñoz (rú-
brica), David Ferreyra Martínez (rúbrica), José García Ortiz, Manuel
Gómez Morín Martínez del Río, José Julio González Garza, César
Amín González Orantes, Valentín González Bautista (rúbrica), Benja-
mín Fernando Hernández Bustamante, Luis Felipe Madrigal Hernán-
dez (rúbrica), José Alfonso Muñoz Muñoz, Daniel Ordóñez Hernández
(rúbrica), Javier Orozco Gómez (rúbrica), Aníbal Peralta Galicia (rú-
brica), Sonia Rincón Chanona (rúbrica), Alfredo Rodríguez y Pacheco,
Israel Tentory García (rúbrica), Gerardo Ulloa Pérez (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY ORGANICA DE LA 
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL - 

LEY GENERAL DE EDUCACION

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Gobernación, de
Educación Pública y Servicios Educativos, y de Atención a
Grupos Vulnerables, con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal y de la Ley General de
Educación

HONORABLE ASAMBLEA

La Comisiones Unidas de Gobernación, de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos y de Atención a Grupos Vul-
nerables, con opinión de la Comisión de Salud de la LIX
Legislatura Federal de la H. Cámara de Diputados, con
fundamento en los artículo 39 y 45 numeral 6, inciso e) y
f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 56, 87, 88 y demás aplicables del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su considera-
ción Dictamen sobre Iniciativa que reforma las fracciones
XI y XII del artículo 7 de la Ley General de Educación y
adiciona las fracciones VI y VII al artículo 38 de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal para fortalecer
la protección y tratamiento de las niñas y niños con tras-
torno por déficit de la atención o hiperactividad.

METODOLOGÍA

I. El capítulo de �ANTECEDENTES� da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo; del recibo
de turno para la elaboración del dictamen respectivo; así
como de los trabajos previos de la Comisión que otorga
la opinión.

II. En el capítulo �CONTENIDO DE LA INICIATI-
VA� se extracta la trascendencia de la propuesta en es-
tudio.

III. El capítulo de �CONSIDERACIONES SOBRE LA
INICIATIVA�, la Comisión enuncia los argumentos de
valoración de la propuesta y los motivos que apoyan el
resolutivo del dictamen.
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ANTECEDENTES

La iniciativa de mérito fue presentada a esta Soberanía por
los Diputados Omar Bazan Flores y Amalín Elías Yabur,
del Grupo Parlamentario Partido Revolucionario Institu-
cional, el día 02 de septiembre de 2004, misma que fue pu-
blicada en la Gaceta Parlamentaria número 1576-III.

Una vez que se constato que la iniciativa cumple con los
requisitos legales para ser aceptada a discusión, La Mesa
Directiva la turnó a esta Comisión para su estudio y efec-
tos conducentes a través del oficio D.G.P.L. 59-II-2-654,
que a su vez remitió a la Subcomisión de Educación Bási-
ca e Inicial para su estudio y análisis.

Como resultado de la revisión del documento, se acordó
proponer que la iniciativa sea dictaminada en sentido posi-
tivo con modificaciones. En consecuencia esta Comisión
Dictaminadora procedió a preparar Proyecto de Dictamen,
que fue aprobado por los miembros presentes.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

La iniciativa parte de recordar que el Sistema Educativo
Nacional carece de normatividad y elementos para el diag-
nóstico y atención adecuados a los niños con problemas de
aprendizaje y conducta en las aulas, tanto dentro de los
planteles escolares como en las instancias y dependencias
especializadas con las que cuenta para la atención a pro-
blemas de conducta de los alumnos. Como resultado, seña-
la con razón, los alumnos que los padecen son víctimas de
discriminación, abuso e inducción a tratamientos con me-
dicamentos, algunos clasificados como estupefacientes que
pueden afectar la salud, inducir adicciones y motivar la mi-
gración de los educandos de su proceso educativo.

Recuerda la iniciativa que los problemas de aprendizaje y
conducta en el aula, que sin razón científicamente probada
algunos han trata de clasificar como trastorno o enferme-
dad, no es un problema menor en México. La Secretaria de
Salud estima que entre 5 y 10 por ciento de la población es-
colar lo padece, a pesar de los cuales no se proporciona in-
fraestructura y elementos para su adecuada atención en los
planteles ni información oportuna a los padres, colocando
a esa población en condiciones de desventaja, discrimina-
ción y marginación del proceso educativo al que, como me-
xicanos, tienen derecho.

Afirma la iniciativa, y las comisiones pudieron comprobar-
lo en el total de los casos revisados, que las escuelas no

cuentan con programas que permitan abordar el problema
a través de estrategias pedagógicas o psicológicas adecua-
das, por lo que su primera respuesta es señalar a los niños
en el salón de clases para luego ser remitidos a las autori-
dades de los planteles. En los casos que fueron conocidos,
estas autoridades deciden unilateralmente qué hacer con
los niños, optando la mayor parte de las veces por discri-
minarlos vía expulsión, utilizando para ello como brazos
ejecutores, paradójicamente, a orientadores, psicólogos o
médicos, cuando cuentan con ellos dentro o fuera del plan-
tel.

En otros casos, señala la iniciativa, la respuesta es presio-
nar a los padres de familia para que se evalúe médicamen-
te a sus hijos y se les administre alguna clase de droga. Pu-
do comprobarse que cientos de niños, sobre todo en
planteles privados, se ven obligados a ser tratados por mé-
dicos propios o clínicas relacionadas con los planteles, que
invariablemente les recetan medicamentos que contienen
sustancias clasificadas como estupefacientes o psicotrópi-
cos en la Ley General de Salud, cuyo uso conlleva riesgos
probados a la salud física y mental y estiman adicciones.

La iniciativa hace hincapié, y las Comisiones comparten su
posición, en la carencia de normatividad sobre la materia
en México, a contrapelo de una tendencia mundial a nor-
marla y de recomendaciones de distintos organismos inter-
nacionales, como son los casos de la Convención de las
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Niños, 1989, y
de la Sesión Especial de la Infancia de las Naciones Uni-
das, 2002.

Señala la iniciativa y las Comisiones apoyan su punto de
vista, que para la sociedad, las familias y los niños es de
particular importancia el cumplimiento del derecho consti-
tucional de todos los niños de recibir una educación que les
permita desarrollar armónicamente todas sus facultades,
así como los derechos que se encuentran garantizados por
el artículo 4º y en la Ley de Protección de los Derechos  de
las Niñas, los Niños y los Adolescentes, que deben am-
pliarse y verse reflejados en otros ordenamientos legales
para garantizar su cumplimiento.

Estas comisiones sostienen, con la iniciativa, que es indis-
pensable: a) evitar la administración de drogas depresivas
o estimulantes a niños por problemas de aprendizaje o con-
ducta, b) establecer programas de tratamiento a partir de
estrategias pedagógicas, c) difundir información a padres y
maestros que orienten sobre la naturaleza del problema y
sobre el daño que generan estas drogas, d) establecer de



manera clara en la legislación, cuando sea el caso, las con-
diciones a que deban sujetarse los tratamientos y condicio-
nes de su diagnóstico, y el rol que deben jugar los plante-
les educativos y las dependencias oficiales responsables de
atender estos casos, y auxiliar a los planteles en su aten-
ción.

Declara la iniciativa, que en esta lógica, pretende mantener
derechos ya garantizados de los niños, reafirmando postu-
lados y principios que protegen en mayor medida los dere-
chos de la infancia. Para ello proponen un Proyecto de De-
creto para dos agregados a las facultades de la Secretaria de
Educación Publica establecidas en la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal para establecer sus obliga-
ciones la de velar por la integridad física y mental de los ni-
ños que asisten a las escuelas, y dos agregados en la Ley
General de Educación, para el mejoramiento escolar sin el
uso de drogas en el tratamiento de educandos con proble-
mas de aprendizaje y conducta en el aula.

En virtud de lo anterior la iniciativa propone:
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CONSIDERACIONES SOBRE LA INICIATIVA

Las Comisiones Dictaminadoras coinciden con el criterio
expresado en la iniciativa en el sentido de que la igualdad
ante la ley y la no discriminación, son derechos estableci-
dos por la Constitución que requieren expresarse en forma
clara y precisa en disposiciones legales que, por un lado,
sancionen conductas que tiendan a conculcarlas, y por otro
guíen y obliguen a las autoridades a garantizarlos.

El cumplimiento al derecho a la protección de la salud con-
tenido en el artículo 4º Constitucional incluye no sólo la
atención educativa, sino también la prevención de enfer-
medades y adicciones, y que en este sentido es necesario
fortalecer la legislación y las facultades de la Secretaria de
Educación Pública para que los planteles puedan atender
los problemas de aprendizaje y conducta en la escuela y el
aula de manera adecuada y evitar el desconocimiento por
parte de padres, niños y jóvenes sobre los efectos y riesgos
de fenómenos como las adicciones.

Argumenta la iniciativa la necesidad de establecer disposi-
ciones que prohíban violaciones al derecho de acceso a la
educación de niños con problema de aprendizaje y conduc-
ta en el aula, o que su estancia en las aulas escuelas se ha-
ga depender de tratamientos médicos sin que exista una
justificación plena de los mismos. Las Comisiones coinci-
den en que estas actitudes constituyen actos discriminato-
rios en el acceso a los servicios de educación contra niños
con capacidades diferentes, y que el rechazo o presión pa-
ra ser atendidos por medios riesgosos, provienen en parte
por ignorancia sobre los mecanismos del trastorno, así co-
mo de laguna y falta de claridad en las disposiciones lega-
les que norman la materia.

Sin embargo es criterio de estas comisiones que en muchos
casos el rechazo proviene de una casi total carencia de in-
fraestructura y condiciones que permitan atenderlos con la
calidad de la atención educativa que puedan requerir, y a la
que tienen derecho en función de un elemental principio de
equidad.

De ahí que las comisiones proponen establecer, con las
nuevas facultades, nuevas causales de sanciones a los plan-
teles que discriminen o nieguen la prestación del servicio
educativo por estas causas, lo condicionen a tratamientos
médicos, remitan a padres o alumnos a médicos o clínicas
particulares, o ellas mismas mediquen a los alumnos.

Del mismo modo las comisiones proponen establecer la
obligación de las autoridades educativas de reglamentar las
condiciones de diagnóstico y atención y provean al Siste-
ma Educativo Nacional de infraestructura y personal com-
petente para auxiliar a escuelas y maestros en la atención
especializada que esta población merece, en cantidad sufi-
ciente a la medida del crecimiento del problema.

Estas comisiones Dictaminadores, admitiendo la necesidad
de establecer estas facultades, causales de sanción y obli-
gaciones, difieren de la proposición contenida en al Articu-
lo Segundo del Proyecto de Decreto, en el sentido de que,
además de establecer las obligaciones que se señalan, se
establezcan allí mismo los criterios específicos que la au-
toridad administrativa debe aplicar en su cumplimiento,
porque esto es materia reglamentaria y por tanto facultad
de la autoridad administrativa responsable. Es presupuesta
la obligación del Poder Ejecutivo implementar siempre po-
líticas que permitan la armonía y coordinación entre todas
las áreas del quehacer público, y proponerlas y ejecutarlas
a partir de los mejores criterios disponibles y de los más al-
tos estándares, de tal forma que en todo momento se ga-
ranticen los resultados buscados en términos del bienestar
social y de los individuos.

Derecho Comparado

Conviene destacar para los fines de este estudio, que en Es-
tados Unidos, país dnde surgió la tendencia de atender pro-
blemas de aprendizaje y conducta en las escuelas y el aula,
ante los graves problemas que esta tendencia ha acarreado,
se ha venido legislando a nivel federal y de los estados con
el objetivo de prohibir o limitar la clasificación y droga-
dicción psiquiátricos con medios coercitivos a los niños.

En 1999, la Junta de Educación del Estado de Colorado
aprobó una Resolución que sentaba precedente en la que se
pedía al personal escolar emplear soluciones académicas
más que de medicamentos para resolver los problemas de
conducta, atención y aprendizaje. Desde entonces, legisla-
dores estatales, juntas escolares y de organizaciones nacio-
nales han respondido a la necesidad de proteger a los niños
de la clasificación y drogadiccion psiquiátrica forzada y
para vigilar la tasa de prescripción de estimulantes y otros
medicamentos psiquiátricos para niños.

En 2001, se aprobaron dos leyes que sentaron precedente
en Connecticut y Minnesota que impedian que el personal



escolar empleara coerción o que recomendara que los pa-
dres drogaran a sus hijos, en especial como requisito para
seguir en clases. Tambien han sido necesarias leyes para
proteger a los padres de que se les amenace o se les hgan
acusaciones criminales si se niegan a permitir que sus hijos
tomen una droga psiquiátrica que altere la mente.

199: La Resolución de la Junta Estatal de Educación de
Colorado declaraba: �Se tienen incidentes documentados
de consecuencias altamente negativas en que se han utili-
zado medicamentos que requieren receta médica para lo
que en esencia son problemas de disciplina que podrían
estar relacionados con la falta de éxito académico; y se de-
cide que la Junta Estatal de Educación fomente que el per-
sonal escolar emplee soluciones probadas de administra-
ción académica o de salón de clases para resolver las
dificultades de conducta, atención y aprendizaje��

2000: La Resolución de la Junta Estatal de Educación de
Texas recomendó: �que programas como tutorías, pruebas
de la vista, fonética, guias nutricionales, exámenes médi-
cos, pruebas de alergias, procedimientos disciplinarios
normales y otros remedios que se sabe son efectivos e in-
ofensivos, se deben recomendar a los padres como sus op-
ciones��

2001: Se aprobaron cuatro leyes en los Estados de Con-
necticut, Minnesota, Carolina del Norte y Utah, y la legis-
latura de Hawai aprobó una Resolución. La ley de Connec-
ticut prohibiendo que el personal escolar recomiende el
empleo de medicamentos psicotrópicos para cualquier niño.

2002: Illinois y Virginia aprobaron leyes con protecciones
similares a las proporcionadas por la ley de Connecticut.
La ley de Illinois exigia que las juntas escolares adoptaran
y pusieran en vigor políticas que prohibieran que se reali-
zaran acciones disciplinarias contra padres o tutores por
rehusarse a administrar o a consentir la administración de
medicamentos estimulantes. La ley de Virginia instruía a la
Junta de Educación para elaborar y poner en vigor políticas
que prohibieran al personal escolar recomendar el uso de
medicamentos psicotrópicos para cualquier estudiante. La
Funación Nacional de Mujeres Legisladores de Estados
Unidos aprobó una resolución que pedia al gobierno fede-
ral aprobar regualciones en relación con escuelas que reci-
bieran fondos federales para proteger a los niños de que se
les diagnosticara erroneamente y se les obligara a ingerir
medicamentos psicotrópicos como requisito para su educa-
ción. El Consejo de Intercambio Legislativo Estadouniden-
se también propuso dos normas de legislación modelo, una

en contra de que las escuelas empleen coerción en los pa-
dres para que drogen a sus hijos (o recomendar medica-
mentos) y la otra contra las pruebas y cuestionarios psico-
lógicos agresivos.

2003: Se presentó un proyecto de la Ley Federal (HR
1170) que declara que como condición para recibir fondos
federales bajo cualquier programa o actividad administra-
do por la Secretaria de Educación de Estados Unidos, todos
los estados deberían elaborar y poner en vigor políticas y
procedimientos que prohíban al personal escolar exigir que
los niños consigan una receta médica para sustancias que
se incluyan en la sección 202 (c) del Acta de Sustancias
Controladas (21 U.S.C. 812 (c)) como condición para asis-
tir a la escuela o recibir servicios. [Abarca los medicamen-
tos psicotrópicos que por lo general se someten a cláusu-
las especiales por su potencial de abuso y dependencia. Se
agrupan en cinco �Programas� basándose en su potencial
de abuso. El Programa I indica los medicamentos que tie-
nen un alto potencial de abuso y no se acepta su uso médi-
co en Estados Unidos, como heroína, LSD y mezcalina; el
Programa II indica los medicamentos con uso médico que
tienen potencial más elevado de abuso o dependencia, co-
mo Ritalin, Concerta (metilfenidato), Dexedrina, morfina y
cocaína; los programas III-V incluyen los medicamentos
que tienen un uso médico aceptado y menosres grados de
potencial para abuso y dependencia, como vicodin, valium
y medicamentos para la tos que se venden sin receta médi-
ca que contienen codeína.] La Cámara de Representantes
aprobó el HR 1170, por un margen abrumador de 425 vo-
tos a uno, el 21 de mayo de 2003. en la actualidad se en-
cuentra en el Comité de Salud, Educación, Trabajo y Pen-
sión del Senado.

También se añadio una enmienda al Proyecto de Ley 1350
de la Cámara de Representantes, el �Acta para Mejorar los
Resultados de Educación para Niños con Discapacidades
de 2003�, que enmienda y reautoriza el Acta de Individuos
con Discapacidades en la Educación. La enmienda dice:
�PROHIBICIÓN PARA LA MEDICACIÓN PSICOTRÓ-
PICA�, que en esencia emplea palabras similares a las de
HR 1170, pero abarcando la educación especial. La Cáma-
ra de Representantes aprobó la HR 1350 el 30 de abril y se
recibió en el Senado y envió al Comité de Salud, Educa-
ción, Trabajo y Pensiones el 1 de mayo de 2003.

A niver estatal, quince estados presentaron 24 proyectos de
ley o resoluciones en 2003. fueron Alaska, California, Co-
lorado Hawai, Indiana, Kentucky, Massachusetts, Michi-
gan, Nueva Hampshire, Nueva york, Carolina del Norte,
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Oregon, Texas, Vermont y Virginia del Oeste. Colorado pu-
so en vigor una ley el 5 de junio de 2003, exigiendo que las
juntas escolares adopten una política que prohiba al perso-
nal escolar recomendar o exigir el uso de medicamentos
psicotrópicos para cualquier estudiante.
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Con respecto a nuestro país, conviene destacar que en el
Estado de Nuevo León durante algunos años se estuvo im-
pulsando el uso de un medicamento en las escuelas para el
tratamiento de problemas de aprendizaje o conducta en el
aula o la escuela, incluso desde instancias oficiales, situa-
ción que, ante sus efectos, diversas agrupaciones de la so-
ciedad, Congreso del Estado y Gobierno, impulsaron una
iniciativa para tipificar y castigar penalmente esta conduc-
ta. El decreto respectivo modificando el Código Penal fue
publicado en el Diario Oficial del Gobierno del Estado el
miércoles 28 de abril de 2004, en los siguientes términos:

Artículo 196. Comete delito de corrupción de menores o
personas privadas de la voluntad, quien realice con menos
de edad o con persona privada de la voluntad, respectiva-
mente, cualquiera de las siguientes conductas:

I. �

II. �

III. Induzca, incite, suministre o propicie:

a) El uso de sustancias psicoactivas, tóxicas o que
contengan estupefacientes

b) � a e). �

Las conductas previstas en las fracciones I, II y III incisos
a) y b) de este artículo, serán sancionadas con pena de pri-
sión de cuatro a nueve años y multa de seiscientas a nove-
cientas cuotas

�

�

Si además de los delitos previstos en este capítulo resulta-
se cometido otro se aplicarán las reglas en concurso.

No se aplicará la sanción establecida en este artículo
cuando el suministro de sustancias sea por prescripción
médica y se cuente con la autorización de los padres o de
quienes ejercen la patria potestad, la tutela o la custodia,
legalmente otorgadas.

Se entiende por persona privada de la voluntad, al mayor
de edad que se halle sin sentido, que no tenga expedito el
uso de razón o que por cualquier causa no pudiere resistir
la conducta delictuosa.

Cabe destacar, también, que la Secretaría de Educación
Pública, por demanda establecida por ciudadanos en el uso
de un derecho (los números de la misma y la personalidad
de los demandantes no se citan en el presente documento
por petición de los interesados con el fin de preservar la in-
tegridad moral del menor afectado), ha emitido resolución
condenatoria a pagar multa a diversas escuelas privadas
que han condicionado el servicio educativo a someter a
alumnos a tratamientos médicos para tratar problemas de
aprendizaje o conducta en el aula o la escuela, y que en to-
dos los casos estas demandas se encuentran en curso, tam-
bién, diversos tribunales.

Como resultado de los estudios y consultas hechas y del
conjunto de los razonamientos anteriores, las Comisiones
llegaron a las siguientes conclusiones:

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, adop-
tada el 10 de diciembre de 1948, declara en su Artículo 5
que ��ninguna persona podrá ser sujeta a tortura, tratos
crueles o inhumanos, o tratamientos degradantes�, y la me-
dicación de alumnos para el tratamiento de problemas de
aprendizaje o conducta en el aula o la escuela, lo es.

La Convención sobre los Derechos del Niño aprobada por
la Asamblea de las Naciones Unidas en 1989, en sus artí-
culos 37 y 33, declara que los niños tienen el derecho de
ser protegidos sobre el uso de sustancias psicotrópicas,
como se ha comprobado que lo son los medicamentos ad-
ministrados a los educandos como medio para el control
de problemas de aprendizaje y conducta en el aula o la es-
cuela.

Las investigaciones médicas presentan controversias y opi-
niones diversas acerca de la validez de considerar como en-
fermedades o trastornos psíquicos las conductas de los ni-
ños o problemas de aprendizaje, tales como el llamado
Déficit de Atención con Hiperactividad y el también así lla-
mado Trastorno de Déficit de Atención, los cuales no han
sido debidamente comprobados por la ciencia médica.

El hecho de que DSM-4, considera que estos trastornos o
síndromes no tienen una etiología comprobable ni demos-
trada por medio de pruebas de gabinete o laboratorio. Es
decir, se trata de trastornos ideopáticos.

En los Estados Unidos, país de donde llegó a México esta
tendencia, a más de seis millones de niños se les han admi-
nistrado psicotrópicos, estimulantes y otras drogas potencial-
mente adictivas, debido a esos �trastornos psiquiátricos�, y
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en México es una tendencia que cada día se extiende más
en las escuelas.

Debido a los efectos negativos observados entre la pobla-
ción de niños y jóvenes que han sido objeto de estos trata-
mientos, en diversos Estados de la Unión Americana se ha
debido legislar para prohibir y castigar severamente la me-
dicación con propósitos de control de problemas de apren-
dizaje y conducta en las aulas y las escuelas.

Tales psicotrópicos estimulantes tienen los mismos efectos
de la cocaína e inclusive son considerados más potentes
que la cocaína misma, y tales drogas pueden causar otras
reacciones adversas, incluyendo psicosis, agitación, pesa-
dillas, alucinaciones, pérdida del apetito, confusión, des-
personalización e incluso llevar al suicidio, mientras que
de ninguna manera se ha podido observar que mejoren el
desempeño académico.

En nuestro país es un problema que permanece ignorado
por las autoridades educativas y de salud, mientras que los
padres de familia han tenido que recurrir a soluciones au-
togestivas para enfrentar aisladamente y sin elementos le-
gales los problemas cuando se presentan.

A padres e hijos se les ha negado la información adecuada
sobre la falta de un diagnóstico científicamente comproba-
do de estos �trastornos psiquiátricos� de la niñez y los rie-
gos asociados con las drogas prescritas para tales desórde-
nes.

A los maestros, padres de familia y a los niños, se les ha ne-
gado la información adecuada acerca de alternativas al tra-
tamiento de drogas para los problemas de conducta y
aprendizaje en el aula y en la escuela, tales como las solu-
ciones nutricionales y las soluciones pedagógicas creativas
que mejoren el rendimiento escolar, y además se les ha ne-
gado el derecho al �consentimiento informado�.

El Sistema Educativo Nacional, a pesar de que según datos
de la Secretaría de Salud los problemas de aprendizaje y de
conducta afectan a millones de niños y jóvenes en edad es-
colar, se carece de una infraestructura capacitada y sufi-
ciente para dar el apoyo necesario y suficiente a escuelas,
maestros, padres de familia y alumnos, propiciando con
ello que la respuesta inmediata sea, casi siempre, la expul-
sión del educando del sistema o la medicación como méto-
do de control de estos problemas.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, las Co-
misiones Unidas de Gobernación, Educación Pública y
Servicios Educativos, de Atención a Grupos Vulnerables y
de Salud somete a la consideración de la honorable Asam-
blea, el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN DIVER-
SAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y DE
LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN.

Artículo Primero.- Se adicionan tres nuevas fracciones
VI, VII y VIII al artículo 38 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal y se recorre la nume-
ración de las restantes, para quedar como sigue:

Artículo 38.- A la Secretaría de Educación Pública corres-
ponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. al V�

VI.- Promover en todo momento acciones para atender
en los planteles del sistema educativo a niñas y niños que
presenten capacidades diferentes, problemas de conduc-
ta, aprendizaje o de actitud que les impiden o limitan un
desarrollo académico, físico y psicológico integral.

VII.- Propiciar y fomentar en los sectores público y pri-
vados la atención de niños que presenten capacidades di-
ferentes, problemas de conducta, aprendizaje o de acti-
tud, en el aula o en la escuela, con métodos educativos y
actividades escolares específicas, así como informar al
magisterio y padres de familia sobre los riesgos de la
medicación con sustancias psicotrópicas y estupefacien-
tes o cualquier otra.

VIII.- Informar al magisterio, a los padres o tutores y a
la sociedad, sobre los riesgos de tratar los problemas de
conducta y aprendizaje de los jóvenes a través de la me-
dicación con sustancias psicotrópicas, estupefacientes u
otras.

IX a XXXIV�

Artículo Segundo.- Se adicionan dos nuevas fracciones
XIII y XIV al artículo 7 de la Ley General de Educa-
ción, y se recorre la numeración, para quedar como si-
gue:



Artículo 7o.- La educación que impartan el Estado, sus or-
ganismos descentralizados y los particulares con autoriza-
ción o con reconocimiento de validez oficial de estudios
tendrá, además de los fines establecidos en el segundo pá-
rrafo del artículo 3o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los siguientes:

I. a XII�

XIII.- Vigilar el derecho de las niñas y los niños a no ser
discriminados en los planteles por causa de capacidades
diferentes, problemas de conducta, aprendizaje o de acti-
tud, en el aula o en la escuela, evitando se atente contra
su dignidad;

XIV.- Garantizar que en los establecimientos educati-
vos públicos o privados, se brinde el apoyo a los edu-
candos que presenten capacidades diferentes, problemas
de conducta, aprendizaje o de actitud, en el aula o la es-
cuela, utilizando para ello estrategias pedagógicas ade-
cuadas para el tratamiento o canalización a las instancias
oficiales de apoyo pedagógico o médico correspondientes.

Transitorios.

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

OPINIÓN DE LA COMISIÓN DE SALUD 

Los diputados de la Comisión de Salud de esta honorable
Cámara de Diputados consideramos que el Trastorno de
Déficit de Atención e Hiperactividad, así como otros pro-
blemas de aprendizaje y conducta constituyen un problema
de salud pública, particularmente porque se trata de pade-
cimientos que afectas a los niños, no solo en su salud sino
en todos los ámbitos de su vida.

Es un hecho que el no tratar oportunamente los problemas de
aprendizaje, conducta y, en general, enfermedades mentales,
puede ocasionar fracaso escolar, problemas de conducta,
problemas de adaptación social, abuso de drogas e inclusive
actos delictivos al llegar a la adolescencia y juventud. Por tal
motivo, es menester que en apego a las leyes y en pleno res-
peto al derecho a la educación y a la salud, consagrados en
los artículos 3° y  4° de la Constitución, respectivamente, el
Estado garantice la información, el aprendizaje o conducta
que impidan o limiten el desarrollo integral de los niños den-
tro de las aulas de los planteles o establecimientos de educa-
ción, sean de índole pública o privada.

Los diputados adscritos a la Comisión de Salud considera-
mos viables las adiciones propuestas al artículo 38 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal con las
modificaciones sugeridas por la Comisión de Educación y
Servicios Educativos, toda vez que las mismas precisan la
obligación de las autoridades educativas  de reglamentar
las condiciones de diagnostico y atención, así como que
provean al Sistema Educativo Nacional de Infraestructura,
personal y maestros que atiendan a la población con estos
problemas de conducta; así como la obligación de infor-
mar, a quienes tienen mayor contacto con estos niños, so-
bre los riesgos que conlleva la medicación.

Por otro lado, es nuestro parecer, y coincidimos con el Di-
putado proponente, que en nuestro país impera la necesi-
dad de una normatividad expresa que garantice la igualdad
y proteja de la discriminación a los niños que sufren de
problemas de conducta y aprendizaje, así como que apoye
a los mismos con estrategias pedagógicas adecuadas. Por
tal motivo nos manifestamos a favor de la propuesta que
adiciona las fracciones XIII y XIV a la Ley General de
Educación, con los cambios efectuados por la Comisión
Dictaminadora, ya que sin distorsionar el espíritu de la ini-
ciativa la modifica permitiendo una mejor interpretación y
aplicación de la Ley.

Por otro lado creemos que se debe evitar que las escuelas
expulsen a los niños a causa de problemas de aprendizaje o
conducta, como el Trastorno de Déficit de Atención e Hi-
peractividad, o bien que se condicione la prestación del
servicio educativo al sometimiento de un determinado tra-
tamiento o consumo de medicamentos, oque se presione a
los padres de familia para que acudan a clínicas o médicos
específicos que no sean oficiales para la atención del pro-
blema de conducta o aprendizaje.

Como diputados miembros de la Comisión de Salud, nos
hemos allegado de información por la que tenemos infor-
mación que los medicamentos que se utilizan para tratar
problemas relacionados con el aprendizaje y conducta tie-
nen efectos secundarios ampliamente negativos, y su uso en
niños, particularmente en los sanos, puede causar daños gra-
ves e irreversibles, pues generalmente contienen sustancias
psicotrópicas o estupefacientes que pueden causar adicción,
problemas relacionados con las drogas, entre otros.

En virtud de lo anterior, estas Comisiones Unidas de Go-
bernación, de Educación Publica y Servicios Educativos
y de Atención a Grupos Vulnerables con opinión de la
Comisión de Salud;
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RESUELVEN:

ES DE APROBARSE la Iniciativa materia del presente
dictamen, con el objeto de fortalecer la protección y el tra-
tamiento adecuados de los educandos con problemas de
aprendizaje o conducta en el aula o la escuela y evitar que
sean medicados sin mediar diagnóstico y prescripción mé-
dica especializada.

Dado en el Salón de Sesiones de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, Palacio Legislativo de San Lázaro, Sede de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en México D.F. a los veinticuatro días del
mes de febrero de 2006.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presidente; José
Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica), Consuelo Camarena Gómez
(rúbrica), Felipe de Jesús Díaz González (rúbrica), Francisco Amadeo
Espinosa Ramos, Humberto Francisco Filizola Haces (rúbrica), Juan
Pérez Medina, secretarios, Tatiana Clouthier Carrillo (rúbrica), María
Viola Corella Manzanilla, Norberto Enrique Corella Torres (rúbrica),
Blanca Judith Díaz Delgado (rúbrica), Florentino Domínguez Ordóñez
(rúbrica), Myriam de Lourdes Arabian Couttolenc (rúbrica), Iván Gar-
cía Solís (rúbrica), María Guadalupe García Velasco (rúbrica), Blanca
Estela Gómez Carmona (rúbrica), José Ángel Ibáñez Montes, Moisés
Jiménez Sánchez (rúbrica), José López Medina (rúbrica), Gerardo
Montenegro Ibarra, Inti Muñoz Santini (rúbrica), Norma Violeta Dávi-
la Salinas, Óscar Martín Ramos Salinas, Sonia Rincón Chanona, Agus-
tín Rodríguez Fuentes, Alfonso Rodríguez Ochoa (rúbrica), Rocío Sán-
chez Pérez, Paulo José Luis Tapia Palacios, Lorena Torres Ramos
(rúbrica).

La Comisión de Gobernación, diputados: Julián Angulo Góngora
(rúbrica), Presidente; David Hernández Pérez (rúbrica), Yolanda Gua-
dalupe Valladares Valle (rúbrica), Daniel Ordóñez Hernández (rúbri-
ca), Maximino Alejandro Fernández Ávila, secretarios; José Porfirio
Alarcón Hernández (rúbrica), René Arce Islas (rúbrica), Fernando Ál-
varez Monje (rúbrica), Omar Bazán Flores (rúbrica), Pablo Bedolla
López (rúbrica), Jesús Porfirio González Schmal (rúbrica), José Luis
Briones Briseño, Socorro Díaz Palacios, Luis Eduardo Espinoza Pérez
(rúbrica), Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza (rúbrica), Ana Luz
Juárez Alejo (rúbrica), Pablo Alejo López Núñez (rúbrica), Guillermo
Martínez Nolasco (rúbrica), Federico Madrazo Rojas, Gonzalo More-
no Arévalo, Consuelo Muro Urista (rúbrica), Sergio Penagos García
(rúbrica), Claudia Ruiz Massieu Salinas, Margarita Saldaña Hernández
(rúbrica), José Sigona Torres (rúbrica), José Eduviges Nava Altamira-
no (rúbrica), José Agustín Roberto Ortiz Pinchetti, Hugo Rodríguez
Díaz (rúbrica), Sergio Vázquez García (rúbrica), Mario Alberto Rafael
Zepahua Valencia (rúbrica).

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na González Furlong (rúbrica), Presidenta; Francisco Javier Bravo
Carbajal, Laura Elena Martínez Rivera (rúbrica), Homero Ríos Mu-
rrieta (rúbrica), Emilio Serrano Jiménez (rúbrica), secretarios; Pablo
Anaya Rivera, Gaspar Ávila Rodríguez (rúbrica), María Ávila Serna
(rúbrica), Emilio Badillo Ramírez, Virginia Yleana Baeza Estrella (rú-
brica), Abraham Bagdadi Estrella, Álvaro Burgos Barrera (rúbrica),
Florencio Collazo Gómez (rúbrica), Santiago Cortés Sandoval (rúbri-
ca), Manuel González Reyes (rúbrica), María del Carmen Izaguirre
Francos (rúbrica), Francisco Javier Lara Arano (rúbrica), María Isabel
Maya Pineda (rúbrica), Gabriela Miranda Campero López Malo, José
Luis Naranjo y Quintana (rúbrica), Omar Ortega Álvarez, Martha Pa-
lafox Gutiérrez, Evangelina Pérez Zaragoza (rúbrica), Mayela Quiroga
Tamez (rúbrica), Martha Leticia Rivera Cisneros (rúbrica), Benjamín
Sagahón Medina, Rocío Sánchez Pérez, Norma Elizabeth Sotelo
Ochoa (rúbrica), Guillermo Tamborrel Suárez.»

Es de primera lectura.

LEY PARA LA COORDINACION DE LA 
EDUCACION SUPERIOR

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley para la Coordinación
de la Educación Superior

HONORABLE ASAMBLEA

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la LIX Legislatura Federal de la H. Cámara de Diputa-
dos, con fundamento en los artículo 39 y 45 numeral 6, in-
ciso e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88 y demás aplica-
bles del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su
consideración Dictamen sobre Iniciativa con proyecto de
decreto que adiciona una fracción al artículo 12 y el Capi-
tulo III Del Servicio Social de la Ley para la Coordinación
de la Educación Superior para que se promuevan y fomen-
ten acciones que impulsen el desarrollo de los proyectos de
servicio social, y lograr así, el enriquecimiento de la co-
munidad académica y mayores beneficios para la pobla-
ción sujeta de las acciones de dichos proyectos.



METODOLOGÍA

I. El capítulo de �ANTECEDENTES� da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo; del recibo
de turno para la elaboración del dictamen respectivo; así
como de los trabajos previos de la Comisión que otorga
la opinión.

II. En el capítulo �CONTENIDO DE LA INICIATI-
VA� se extracta la trascendencia de la propuesta en es-
tudio.

III. El capítulo de �CONSIDERACIONES SOBRE LA
INICIATIVA�, la Comisión enuncia los argumentos de
valoración de la propuesta y los motivos que apoyan el
resolutivo del dictamen.

ANTECEDENTES

La iniciativa de mérito fue presentada a esta Soberanía por
el Dip. José Francisco Landero Gutiérrez, del Grupo Parla-
mentario Partido Acción Nacional, el día 21 de febrero de
2006, misma que fue publicada en la Gaceta Parlamentaria
numero 1951-I.

Una vez que se constato que la iniciativa cumple con los
requisitos legales para ser aceptada a discusión, La Mesa
Directiva la turnó a esta Comisión para su estudio y efec-
tos conducentes a través del oficio D.G.P.L. 59-II-2-1998,
que a su vez remitió a la Subcomisión de Educación Supe-
rior y Posgrado para su estudio y análisis.

Como resultado de la revisión del documento, se acordó
proponer que la iniciativa sea dictaminada en sentido posi-
tivo con modificaciones. En consecuencia esta Comisión
Dictaminadora procedió a preparar Proyecto de Dictamen,
que fue aprobado por el Pleno de la Comisión en reunión
del día 24 de febrero de 2006, por unanimidad de los
miembros presentes.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

La iniciativa parte de recordar que el servicio social com-
promete a los jóvenes a devolver a la sociedad un benefi-
cio por la oportunidad recibida de acceder a la educación,
la cual muchos otros no han podido aspirar. 

Establece que es una etapa para el estudiante en la que vi-
ve un primer encuentro con la realidad, una primera expe-
riencia de aplicación de los conocimientos adquiridos en el

aula, un espacio para confrontar la teoría con la práctica,
todo esto en el marco del apoyo en el desarrollo a los que
menos tienen, lo cual según el artículo Quinto Constitucio-
nal párrafo cuarto debe ser justamente remunerado.

Además, expone que dentro de la función social de las Ins-
tituciones de Educación Superior especialmente las públi-
cas, está llevar los progresos de la ciencia, las humanidades
y la técnica al servicio del pueblo, y que uno de los medios
en esta ardua y loable tarea es precisamente el servicio so-
cial. 

A través de la adición de la fracción V del artículo 12 de la
Ley para la Coordinación de la Educación Superior, la Ini-
ciativa propone conferirle a la Federación, sin perjuicio de
la concurrencia de los Estados y municipios, la función de
promover y fomentar acciones que impulsen el desarrollo
del servicio social, con objeto de lograr el enriquecimiento
de la comunidad académica y mayores beneficios para la
población sujeta de las acciones de dicho servicio.

Esta Iniciativa sugiere adicionar un capítulo a la Ley para
la Coordinación de la Educación Superior, en el cual pro-
pone la definición de servicio social y los principales obje-
tivos del mismo. Pretende que las actividades de servicio
social se orienten a los programas y acciones públicas diri-
gidas a la población de las zonas de atención prioritaria,
apoyándose en el conocimiento científico y técnico exis-
tente en las instituciones de educación superior.

Además, propone la creación de un Sistema Nacional de
Información sobre el Servicio Social en el cual cooperen
todos los actores de dicho servicio para que sea un sistema
con información completa y actualizada, que permita tener
la información necesaria para decidir la distribución y con-
tenido de sus proyectos, estrategias y metas para que todo
el servicio social sea en conjunto un gran beneficio para el
país. Aunado a lo anterior, en dicho capítulo se prevé la ela-
boración anual de un informe sobre el impacto social del
servicio social, el cual además de servir de insumo para los
programas y acciones correspondientes, será enviado a las
Comisiones de Educación Pública y Servicios Educativos,
y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Dipu-
tados, para su consideración durante la discusión y aproba-
ción del Presupuesto de Egresos de la Federación.

En virtud de lo anterior la Iniciativa propone proyecto de
decreto que adiciona una fracción al artículo 12 y el Capi-
tulo III Del Servicio Social de la Ley para la Coordinación
de la Educación Superior para quedar como sigue:
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CONSIDERACIONES SOBRE LA INICIATIVA

Esta Comisión considera imperativo que los futuros profe-
sionales participen en el desarrollo de las comunidades y
regiones en pobreza mediante un servicio social de calidad
y entrega, que impulse proyectos de alto impacto social y
se involucre directamente con las personas y sus comuni-
dades, con la realidad social de México.

Estamos convencidos que a través del servicio social se de-
be encauzar e impulsar el esfuerzo de los jóvenes como
protagonistas activos de su desarrollo y el de sus comuni-
dades.

Antes de 1942 el servicio social se realizaba como una ac-
tividad solidaria y espontánea por parte de estudiantes y
autoridades universitarias, sin que existiera un marco regu-
latorio y entidades responsables de su organización. Al es-
tablecerse su obligatoriedad, las instituciones de educación
superior, facultadas por el artículo tercero constitucional se
encargan de organizarlo y supervisarlo de acuerdo con sus
propios reglamentos, con excepción de las profesiones de
la salud, en las cuales se ha mantenido un estrecho vínculo
con las distintas instituciones del sector.

Por el origen del servicio social, como una acción educati-
va que retribuye a la sociedad lo que ésta le otorga a través
del Estado, es el Estado quien se constituye en el interlo-
cutor entre las necesidades sociales, las instituciones edu-
cativas y los propios prestadores. En este sentido, observa-
mos que la iniciativa pretende impulsar esa relación de
cooperación e interlocución de todos los actores en el des-
arrollo y potencialidad del servicio social. 

Según la Asociación Nacional de Universidades e Institu-
ciones de Educación Superior (ANUIES), se puede decir
que casi todos los actores relacionados con la organización
del servicio social en México están de acuerdo en que éste
se realiza con grandes asimetrías, debido a la diversidad de
factores regionales, sociales, académicos, políticos, econó-
micos y culturales en que operan las instituciones de edu-
cación superior. No obstante, también se está de acuerdo
que la heterogeneidad de las reglamentaciones en la mate-
ria, no permite la aplicación de criterios y normas básicas
que cuiden la organización del servicio social en función
de las necesidades sociales.

En este contexto, consideramos que la conformación del
sistema de información propuesto por la iniciativa en co-
mento contribuiría a salvar esas asimetrías, dado que se

contaría con todos los datos necesarios de los diversos fac-
tores que ayudarían a que el servicio social, opere con más
hegemonía dependiendo de la región en que se encuentren
las instituciones de educación superior y las necesidades
sociales.

El hecho de que la Constitución obligue a los estudiantes a
prestar un servicio social, como condición para obtener el
título de ejercicio profesional, y a la vez confiera a las ins-
tituciones de educación superior plena libertad para orga-
nizarlo, inhibe con frecuencia el diálogo e interacción de
los actores involucrados con el servicio social, dentro de un
esfuerzo de auténtica coordinación en torno a las tareas de
apoyo al desarrollo social. 

Por ello, las discusiones en el seno de la ANUIES se han
dirigido a la tarea de identificar estrategias viables para lo-
grar que el servicio social responda de mejor manera a los
requerimientos del desarrollo del país y a complementar la
formación de los estudiantes. En este sentido, la iniciativa
que analizamos busca que el servicio social contribuya
efectivamente a la formación académica y profesional del
prestador del servicio, y desarrolle en él una conciencia de
solidaridad y compromiso con la sociedad a la que perte-
nece. 

El servicio social debe ser una herramienta decisiva de
cambio y progreso que contribuya en la tarea de reducir la
pobreza, y dar a los beneficiarios de los programas socia-
les puertas de salida que rompan efectivamente con el cír-
culo perverso de la marginación. Por ello, consideramos
una aportación importante de la iniciativa en comento, la
disposición que establece que las instituciones de educa-
ción superior  procurarán orientar las actividades de servi-
cio social preferentemente a los programas y acciones pú-
blicas dirigidas a la población de las zonas de atención
prioritaria.

El Servicio Social en México es una de las más nobles ins-
tituciones del desarrollo social. Posee la mística de la reci-
procidad hacia una sociedad que pese a sus escasos recur-
sos, desea soportar las instituciones de la educación
superior, viendo a futuro que las mujeres y hombres for-
mados en su seno, han de mejorar económica y socialmen-
te, a la vez que contribuir al progreso de las condiciones de
sus conciudadanos.

Los miembros de esta Comisión Dictaminadora coincidi-
mos en la urgencia  que existe de que se clarifiquen las me-
tas y los caminos del servicio social y se tomen en cuenta
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las características específicas tanto de los prestadores, co-
mo de los beneficiarios y las regiones para lograr que las
actividades tengan alto impacto social. 

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos somete
a la consideración de la honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIO-
NES DE LA LEY PARA LA COORDINACIÓN DE LA
EDUCACIÓN SUPERIOR.

Artículo Único.- Se adiciona en la Ley para la Coordi-
nación de la Educación Superior la fracción V al artí-
culo 12 y el Capítulo III �Del Servicio Social�, reco-
rriéndose el Capítulo �Asignación de Recursos� con sus
correspondientes artículos, para quedar como sigue: 

Artículo 12.- Sin perjuicio de la concurrencia de los Esta-
dos y Municipios, para proveer a la coordinación a que se
refiere el artículo anterior, la Federación realizará las fun-
ciones siguientes:

I. a IV�

V.- Promover y fomentar acciones que impulsen el des-
arrollo del servicio social, y

VI.- Las demás previstas en la presente ley y otras disposi-
ciones aplicables.

CAPITULO III
Del Servicio Social

Artículo 21.- El servicio social es el trabajo de carácter
temporal que ejecuten y presten los estudiantes y egre-
sados en interés de la sociedad y el Estado. El objeto del
Servicio Social es contribuir a la formación académica
y profesional del prestador del servicio, y desarrollar en
él una conciencia de solidaridad y compromiso con la
sociedad a la que pertenece.

Artículo 22.- Los prestadores de servicio social tienen
derecho a un trato respetuoso a su dignidad por parte
de las autoridades responsables de la dependencia o en-
tidad asignada para el cumplimiento de dicho servicio.

Artículo 23.- Las instituciones de educación superior
procurarán orientar las actividades de servicio social

preferentemente a los programas y acciones públicas
dirigidas a la población de la zona de atención priorita-
ria, definidas éstas en los términos establecidos en la
Ley General de Desarrollo Social.

Artículo 24.- La Secretaria de Educación Pública creará
y tendrá a su cargo un Sistema Nacional de Información
sobre el Servicio Social, el cual tendrá por objeto hacer
del conocimiento de los estudiantes, instituciones de edu-
cación superior y dependencias o entidades interesadas
toda la información referente a las actividades del ser-
vicio social, dar transparencia a los procedimientos,
asignación y evaluación de las actividades del servicio
social con la demanda de atención de programas y ac-
ciones sociales, particularmente los dirigidos s las zonas
de atención prioritaria.

Artículo 25.- La Asociaciones reconocidas por la autori-
dad competente de Universidades e Instituciones de
Educación Superior Públicas y Privadas, la Secretaria
Desarrollo Social y el Instituto Nacional de Estadística,
Geografía e Informática participarán con la Secretaria
de Educación Pública en la conformación del Sistema
de Información sobre el Servicio Social a que se refiere
el artículo anterior, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias.

Artículo 26. La Secretaría de Educación Pública, con la
colaboración de la Secretaría de Desarrollo Social, ela-
borará anualmente un informe sobre el impacto social
del servicio social, el cual además de servir de insumo
para los programas y acciones correspondientes, será
enviado a las Comisiones de Educación Pública y Ser-
vicios Educativos, y de Presupuesto y Cuenta Pública
de la Cámara de Diputados, para su consideración du-
rante la discusión y aprobación del Presupuesto de
Egresos de la Federación.

CAPITULO IV
Asignación de Recursos

Artículo 27.- La Federación, dentro de sus posibilidades
presupuestales y en vista de las necesidades de docencia,
investigación y difusión de la cultura de las instituciones
públicas de educación superior, les asignará recursos con-
forme a esta Ley para el cumplimiento de sus fines.

Además, las instituciones podrán llevar a cabo programas
para incrementar sus recursos propios y ampliar sus fuen-
tes de financiamiento.



Artículo 28.- Los ingresos de las instituciones públicas de
educación superior y los bienes de su propiedad estarán
exentos de todo tipo de impuestos federales. También esta-
rán exentos de dichos impuestos los actos y contratos en
que intervengan dichas instituciones, si los impuestos, con-
forme a la ley respectiva, debiesen estar a cargo de las mis-
mas.

Artículo 29.- Los recursos que conforme al Presupuesto de
Egresos de la Federación se asignen a las instituciones de
educación superior se determinarán atendiendo a las prio-
ridades nacionales y a la participación de las instituciones
en el desarrollo del sistema de educación superior y consi-
derando la planeación institucional y los programas de su-
peración académica y de mejoramiento administrativo, así
como el conjunto de gastos de operación previstos.

Para decidir la asignación de los recursos a que se refiere
el párrafo anterior, en ningún caso se tomarán en cuenta
consideraciones ajenas a las educativas.

Artículo 30.- Para los fines de esta ley, los recursos que la
Federación otorgue a las instituciones de educación supe-
rior serán ordinarios o específicos.

Para la satisfacción de necesidades extraordinarias las ins-
tituciones podrán solicitar recursos adicionales.

Artículo 31.- Las ministraciones de los recursos ordinarios
se sujetarán al calendario aprobado, debiendo iniciarse du-
rante el primer mes del ejercicio fiscal.

Artículo 32.- Cuando las instituciones requieran desarro-
llar proyectos adicionales de superación institucional y ca-
rezcan de fondos para ello, el Ejecutivo Federal podrá apo-
yarlas con recursos específicos, previa celebración del
convenio respectivo y, en su caso, atendiendo al desarrollo
de los convenios anteriormente celebrados.

Artículo 33.- Las instituciones de educación superior de-
berán aplicar los fondos proporcionados por la Federación,
estrictamente a las actividades para las cuales hayan sido
asignados y de conformidad con las leyes respectivas.

Transitorios.

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. La Secretaria de Educación Pública, en un tér-
mino de 120 días contados a partir de la entrada en vigor
del presente decreto, actualizará el Reglamento para la
prestación del servicio social de los estudiantes de las ins-
tituciones de educación superior en la Republica Mexica-
na, en términos del presente decreto y creará el Sistema
Nacional de Información sobre el Servicio Social.

Tercero. La Secretaría de Educación Pública enviará
anualmente, en el mes de septiembre, a las Comisiones de
Educación Pública y Servicios Educativos, y de Presu-
puesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados el in-
forme establecido en el artículo 27 del presente decreto. El
primer informe será enviado a dichas comisiones al año si-
guiente de la instrumentación del sistema nacional de in-
formación sobre el servicio social.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en México, DF, a los veinticuatro días del
mes de febrero de 2006.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presidente; José
Guillermo Aréchiga Santamaría, Consuelo Camarena Gómez (rúbrica),
Felipe de Jesús Díaz González (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa
Ramos (rúbrica), Humberto Francisco Filizola Haces (rúbrica), Juan
Pérez Medina (rúbrica), secretarios, Tatiana Clouthier Carrillo (rúbri-
ca), María Viola Corella Manzanilla, Norberto Enrique Corella Torres
(rúbrica), Blanca Judith Díaz Delgado (rúbrica), Florentino Domín-
guez Ordóñez (rúbrica), Myriam de Lourdes Arabian Couttolenc (rú-
brica), Iván García Solís, María Guadalupe García Velasco (rúbrica),
Blanca Estela Gómez Carmona (rúbrica), José Ángel Ibáñez Montes
(rúbrica), Moisés Jiménez Sánchez, José López Medina (rúbrica), Ge-
rardo Montenegro Ibarra, Inti Muñoz Santini (rúbrica), Norma Violeta
Dávila Salinas (rúbrica), Óscar Martín Ramos Salinas, Sonia Rincón
Chanona, Agustín Rodríguez Fuentes, Alfonso Rodríguez Ochoa, Ro-
cío Sánchez Pérez, Lorena Torres Ramos (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE AGUAS NACIONALES

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.
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Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos con
Proyecto de Decreto que reforma el artículo 14 de la Ley
de Aguas Nacionales

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Recursos Hidráulicos de la LIX Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión fue turnada para su discusión y resolución constitu-
cional, la Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma
el artículo 14 de la Ley de Aguas Nacionales.

Los integrantes de ésta Comisión de Recursos Hidráulicos,
con fundamento en lo establecido por los artículos 72, in-
ciso i) de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 39, numeral 1, 2, fracción V, y 3, 43, 45 nume-
ral, 6 inciso f) y g) de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, y 87 y 88 y demás
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del
mismo Congreso General, se somete a la consideración de
los integrantes de esta honorable Asamblea el presente dic-
tamen, bajo la siguiente: 

METODOLOGIA

La Comisión encargada del análisis y dictamen de la Ini-
ciativa en comento, desarrolló su trabajo conforme al pro-
cedimiento que a continuación se describe: 

I. En el capítulo de �Antecedentes�, se da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo y turno
para el dictamen de la referida iniciativa y de los trabajos
previos de las Comisión. 

II. En el �Contenido de la Iniciativa�, se exponen los moti-
vos y alcance de la propuesta de reforma en estudio, y se
hace una breve referencia de los temas que la componen. 

III. En el capítulo de �Consideraciones�, los integrantes de
esta Comisión expresan argumentos de valoración de la
propuesta y de los motivos que sustentan la decisión de res-
paldar en lo general las Iniciativas en análisis. 

I. ANTECEDENTES

1) Que con fecha 04 de abril de 2006, el ciudadano diputa-
do Jesús Martínez Álvarez, del Grupo Parlamentario de
Convergencia, presentó al Pleno de ésta H. Cámara de Di-
putados la iniciativa que reforma el artículo 14 de la Ley de
Aguas Nacionales.

2) Con fecha 4 de abril de 2006, la Comisión de Recursos
Hidráulicos de la Cámara de Diputados, conoció la pro-
puesta que reforma el artículo 14 de la Ley de Aguas Na-
cionales.

3) Con fecha 5 de abril de 2006 el Pleno de la Comisión ce-
lebró una sesión para discutir, analizar, modificar y aprobar
el presente dictamen, mismo que en este acto se somete a
consideración de esta Soberanía, en los términos que aquí
se expresan.

II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA

En este apartado, se hace una referencia general de los mo-
tivos que expone el autor de la iniciativa en estudio respecto
al tema que compone la propuesta de reforma al ordena-
miento jurídico señalado, así como las consideraciones o
justificaciones que tomó en cuenta para su presentación. 

En la iniciativa a estudio, el Grupo Parlamentario de Con-
vergencia refiere la necesidad de que los particulares se in-
volucren en los procesos relacionados con el uso y aprove-
chamiento del agua.

Señala que vivimos en tiempos en los que el cuidado y aho-
rro del recurso vital debe traducirse en una actividad coor-
dinada por las autoridades, pero con la participación obje-
tiva y continua de los particulares, en el fomento de una
cultura cívica que genere conciencia de la necesidad de
preservar dicho recurso como elemento esencial para la
subsistencia humana.  

Por todo lo anterior, y de acuerdo con el marco jurídico ac-
tual, me permito presentar ante esta soberanía. 

III. CONSIDERACIONES

Los integrantes de la Comisión que dictamina, estiman que
la propuesta es de utilidad pública y se encuentra a tono
con los requerimientos de la sociedad y de los organismos
que dedican su tiempo al cuidado del agua y promueven
campañas para crear conciencia. 

La sobrepoblación, la falta de educación cívica y el factor
de la no conciencia, son elementos que pueden acelerar la
escasez de agua que ya se padece en diversas comunidades
y Estados del país. 

En suma, esta dictaminadora considera apropiada la propues-
ta de reforma del Grupo Parlamentario de Convergencia, a



efecto de que los particulares sean involucrados por las au-
toridades en los procesos de cuidado y aprovechamiento
del agua.

Por lo antes expuesto, nos permitimos someter a la consi-
deración de la H. Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, el siguiente proyecto de 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍ-
CULO 14 DE LA LEY DE AGUAS NACIONALES. 

ARTICULO UNICO.- Se REFORMA el artículo 14 de la
Ley de Aguas Nacionales, para quedar como sigue: 

CAPITULO V Organización y Participación de los
Usuarios 

ARTICULO 14.� �La Comisión� acreditará, promoverá y
apoyará la organización y participación de los usuarios en
el proceso de mejora para el aprovechamiento del agua y la
preservación y control de su calidad, y para impulsar la co-
ordinación de éstos a nivel estatal, regional o de cuenca en
los términos de la presente ley y su reglamento. 

TRANSITORIO

Artículo Único.- El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de abril del año 2006.

Por la Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Fernando Uli-
ses Adame de León (rúbrica), Presidente; José Orlando Pérez Moguel,
Luis Felipe Madrigal Hernández (rúbrica), Jesús Humberto Martínez de
la Cruz, Israel Tentory García (rúbrica), secretarios; Miguel Ángel Ran-
gel Ávila, Juan Carlos Núñez Armas, Pascual Sigala Páez (rúbrica), In-
elvo Moreno Álvarez (rúbrica), Beatriz Mojica Morga (rúbrica), Elpidio
Tovar de la Cruz (rúbrica), Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rú-
brica), Gonzalo Rodríguez Anaya, Alberto Urcino Méndez Gálvez (rú-
brica), Miguel Sierra Zúñiga (rúbrica), Alfredo Rodríguez y Pacheco, Jo-
sé Guadalupe Osuna Millán, Marco Antonio Gama Basarte (rúbrica),
Marco Antonio Torres Hernández (rúbrica), Juan Manuel Dávalos Padi-
lla (rúbrica), Rosa Hilda Valenzuela Rodelo (rúbrica), Carlos Manuel
Rovirosa Ramírez, Manuel Enrique Ovalle Araiza, Roberto Aquiles
Aguilar Hernández (rúbrica), Irma Guadalupe Moreno Ovalles, Roberto
Antonio Marrufo Torres (rúbrica), José Rangel Espinosa (rúbrica), Jesús
Zúñiga Romero (rúbrica), J. Miguel Luna Hernández (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE AGUAS NACIONALES

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos con
Proyecto de Decreto que reforma el artículo 29 Bis de la
Ley de Aguas Nacionales

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Recursos Hidráulicos de esta H. Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión, fue turnada para
su estudio y dictamen la iniciativa que reforma el articulo
29 Bis de la Ley de Aguas Nacionales, presentada por el
Diputado Jesús Martínez Álvarez, integrante del Grupo
Parlamentario del Convergencia por la Democracia, el día
29 del mes de junio de 2005. 

Los integrantes de la Comisión de Recursos Hidráulicos,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; por los artículos 39, 43, 44, 45 y demás relati-
vos de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicano; y 55, 56, 60, 87, 88, 89 y 93 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la consi-
deración de los miembros de esta honorable Asamblea, el
presente Dictamen, de acuerdo con los  siguientes: 

I. ANTECEDENTES

1. El 29 de junio del año 2005, en sesión celebrada por la
Cámara de Diputados de la LIX Legislatura, el Diputado
Jesús Martínez Álvarez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Convergencia por la Democracia, con fundamento en
sus atribuciones constitucionales y legales, presentó inicia-
tiva de decreto que reforma y adiciona el Artículo 29 Bis
de la Ley de Aguas Nacionales

2. En esa misma fecha, la Mesa Directiva turnó dicha ini-
ciativa a la Comisión de Recursos Hidráulicos de la Cáma-
ra de Diputados, para su estudio y dictamen. 

3. Los integrantes de la Comisión de Recursos Hidráulicos
procedieron al estudio de la iniciativa en comento, me-
diante el análisis de su exposición de motivos y su pro-
puesta de modificaciones y adiciones.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 27 de abril de 2006325



Año III, Segundo Periodo, 27 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados326

II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La propuesta que se dictamina propone ampliar el alcance
del texto vigente del artículo 29 Bis de la Ley de Aguas Na-
cionales, a efecto de dejar claramente establecidas las obli-
gaciones que tienen a su cargo los concesionarios o asig-
natarios que descargan aguas residuales hacia cuerpos
receptores de establecer los mecanismos para detener el
nocivo impacto ambiental que genera la descarga de aguas
residuales, o asumir, en su caso, los costos económicos y
ambientales generados con las descargas que realicen

La modificación propuesta busca controlar y detener la
contaminación por aguas residuales que se vierten en espa-
cios como las zonas costeras, cuando tales descargas ema-
nan de ríos y arroyos que desembocan al mar, lo cual re-
presenta un considerable impacto negativo y un peligro
para el equilibrio ambiental. 

y distinguir claramente cada una de ellas

Por lo anterior, y

III. CONSIDERANDO

Que las aguas residuales son inherentes a la existencia de
la humanidad y su tratamiento debe ser encaminado a que
se observen normas de cuidado en la técnica de descarga,
ya que es una realidad que los desechos residuales de aguas
contaminadas son enviados, en su proceso de tratamiento,
a ríos y otros receptores naturales de nuestro país, lo cual
genera importantes desequilibrios ecológicos.

Que el agua es un recurso natural que la humanidad puede
llegar a perder si no es utilizado irracionalmente y sin con-
troles adecuados,. No podemos escapar, por ello, a la reali-
dad que impera actualmente y que pone de relieve el hecho
que uno de los conflictos al que se enfrentarán los futuros
gobiernos a nivel mundial será precisamente el relacionado
con el acceso a este líquido vital. La guerra, se afirma, ya
no será por territorios o mercados, sino por agua.

Que resulta pertinente evaluar el hecho de que la tecnolo-
gía para el tratamiento y procesamiento de las aguas resi-
duales avanza cotidianamente y, en esta virtud, es posible
allegarse de herramientas útiles para contener el impacto
negativo que la humanidad está generando en el medio am-
biente.

Que el Estado Mexicano tiene la facultad de intervenir en
el proceso de autorización para que se lleven a cabo los
procesos de descarga de aguas residuales y, en este sentido,
resulta de fundamental importancia fortalecer aquéllas que
le permitan poner especial cuidado para evitar que se con-
tinúe con el acelerado proceso de contaminación de aguas
que en un futuro cercano será determinante para la preser-
vación de comunidades y para el equilibrio ambiental que
ya ha sufrido afectaciones severas.

Que es facultad y responsabilidad de los legisladores me-
xicanos proveer de las herramientas necesarias a entidades
públicas y privadas para que puedan ejercer sus atribucio-
nes y desarrollar sus actividades bajo un marco normativo
claro y preciso, de tal forma que no dé lugar a interpreta-
ciones erróneas en razón de lagunas o vacíos en la ley.

Que, siendo la Ley de Aguas Nacionales un ordenamiento
que modera las actividades relativas al procesamiento y
aprovechamiento de aguas en el país, resulta por demás
pertinente impulsar todas aquellas medidas legales que
abonen a tal fin. En tal sentido, los integrantes de esta Co-
misión consideran que una de las medidas para asegurar el
uso racional del agua y su tratamiento eficiente, es precisa-
mente la de incluir la responsabilidad a cargo de los con-
cesionarios o asignatarios autorizados por la ley para reali-
zar descargas de aguas residuales hacia ríos y otros
receptores naturales, para que, en este proceso observen es-
trictamente los mecanismos establecidos en las Normas
Oficiales Mexicanas, so pena de absorber los costos eco-
nómicos relativos al impacto ambiental negativo que las
descargas generan. Esto repercutirá, sin duda, en una acti-
tud más cuidadosa de los concesionarios o asignatarios al
momento de tratar sus aguas residuales.

CONCLUSIÓN

Esta dictaminadora coincide con la propuesta que se anali-
za, en cuanto a la necesidad de establecer mecanismos pa-
ra que, durante dicho proceso los consignatarios o asigna-
tarios se apeguen a lo estipulado en las Normas Oficiales
Mexicanas o bien compensen el daño causado mediante la
absorción de los gastos que su actividad genere, a fin de
que la afectación al medio ambiente tenga el menor impac-
to nocivo posible.

Por otra parte, esta Comisión considera que es importante
dejar claramente establecidas cada una de las obligaciones
a cargo de los concesionarios o asignatarios. De esta forma,



propone dar un peso específico a cada una de ellas me-
diante su inclusión diferenciada en cuatro fracciones dife-
rentes:

1. Las fracciones I y II prácticamente sin cambios.

2. En la fracción III establecer como una obligación di-
ferente la de procurar el reúso de las aguas residuales,
además de referirla expresamente a las disposiciones de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al
ambiente y sus reglamentos aplicables. 

3. En la fracción IV incorporar la obligación de conce-
sionarios y asignatarios de establecer los mecanismos
pertinentes conforme a la normatividad aplicable, a
efecto de detener la afectación al medio ambiente.

Por lo expuesto, esta Comisión de Recursos Hidráulicos
somete a la consideración de esta Soberanía el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA EL ARTÍ-
CULO 29 BIS DE LA LEY DE AGUAS NACIONALES

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el Artículo 29 Bis de la
Ley de Aguas Nacionales, con la modificación de la frac-
ción II consistente en la incorporación de una parte de su
contenido en una fracción III y el corrimiento del conteni-
do de la fracción III a la fracción IV y una adición a esta
última, para quedar como sigue: 

Artículo 29 Bis. Además de lo previsto en el artículo ante-
rior, los asignatarios tendrán las siguientes obligaciones:

I. .......... 

II. Descargar las aguas residuales a los cuerpos receptores,
previo tratamiento, cumpliendo con las Normas Oficiales
Mexicanas o las condiciones particulares de descarga, se-
gún sea el caso;

III. Procurar el reúso de las aguas residuales con base
en las disposiciones contenidas en la Ley General del
Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente y sus Re-
glamentos aplicables, y . 

IV. Establecer los mecanismos que resulten más ade-
cuados, con base en las disposiciones de la ley de la ma-
teria y de sus Reglamentos aplicables, así como de las
Normas Oficiales Mexicanas, a efecto de detener la
afectación al medio ambiente o, en su caso, asumir los

costos económicos y ambientales generados con motivo de
las descargas que se realicen.

TRANSITORIOS 

UNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el diario Oficial de la Fe-
deración. 

Sala de comisiones de la honorable Cámara de diputados.

Por la Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Fernando Uli-
ses Adame de León (rúbrica), Presidente; José Orlando Pérez Moguel
(rúbrica), Luis Felipe Madrigal Hernández (rúbrica), Jesús Humberto
Martínez de la Cruz (rúbrica), Israel Tentory García (rúbrica), secreta-
rios; Miguel Ángel Rangel Ávila, Juan Carlos Núñez Armas, Pascual
Sigala Páez (rúbrica), Inelvo Moreno Álvarez (rúbrica), Beatriz Moji-
ca Morga (rúbrica), Elpidio Tovar de la Cruz, Jacqueline Guadalupe
Argüelles Guzmán (rúbrica), Gonzalo Rodríguez Anaya (rúbrica), Al-
berto Urcino Méndez Gálvez (rúbrica), Miguel Sierra Zúñiga, Alfredo
Rodríguez y Pacheco, José Guadalupe Osuna Millán, Marco Antonio
Gama Basarte (rúbrica), Marco Antonio Torres Hernández (rúbrica),
Juan Manuel Dávalos Padilla, Rosa Hilda Valenzuela Rodelo (rúbrica),
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), Manuel Enrique Ovalle
Araiza, Roberto Aquiles Aguilar Hernández (rúbrica), Irma Guadalupe
Moreno Ovalles (rúbrica), Roberto Antonio Marrufo Torres (rúbrica),
José Rangel Espinosa (rúbrica), Jesús Zúñiga Romero (rúbrica), J. Mi-
guel Luna Hernández.»

Es de primera lectura.

LEY DE LOS DERECHOS 
DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley de los Derechos de las Per-
sonas Adultas Mayores

HONORABLE ASAMBLEA

A la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, le fue tur-
nado para su análisis y dictamen la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona, diversas disposiciones de
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la Ley de los Derechos de las Personas  Adultas Mayores
presentada por los CC. Diputados Adriana González Fur-
long y Guillermo Enrique Tamborrel Suárez a nombre del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 nu-
merales 1, 2 fracción III y numeral 3; 45 en su numeral 6
fracción f) ambos de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; 58, 65, 83, 87 y 88,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, esta Comisión es
competente para conocer del asunto en cuestión, por lo que
se abocó el estudió y análisis del mismo con base en los si-
guientes:

ANTECEDENTES

I. En sesión ordinaria del Pleno de la Cámara de Diputados,
celebrada el día 20 de octubre de 2005, los Diputados
Adriana González Furlong y Guillermo Enrique Tamborrel
Suárez a nombre del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, presentaron la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores.

II. Con esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva, turnó para su análisis y dictamen la proposición de re-
ferencia a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables. 

III. Que con fecha 24 de abril de 2006, los integrantes de la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, se reunieron
para analizar, discutir y aprobar el presente dictamen.

CONSIDERACIONES

I. Que México es un país predominantemente joven, en
donde la edad media de la población para el año 2005 fue
de 28.3, sin embargo el descenso de la natalidad y el incre-
mento en la esperanza de vida han provocado un proceso
de envejecimiento poblacional.

II. Que en los últimos 70 años, la esperanza de vida pasó
de 33 a 75 años en promedio, lo que significa un aumento
de 42 años, sin considerar que paulatinamente ira incre-
mentándose cada vez más. La esperanza de vida al naci-
miento, que en 1930 era de 33 años para los hombres y 35
años para las mujeres, en el año 2000 alcanzó valores de
73.1 y 77.6, respectivamente.

III. Que conforme al más reciente Censo Nacional de Po-
blación realizado por el INEGI, al año 2001, se encontra-
ban en nuestro país: 22.3 millones de niños en edad esco-
lar, 27.5 millones de jóvenes, 56.6 millones de adultos y
7.1 millones de adultos mayores de 60 años, es decir el 7.3
por ciento del total de la población.

IV. Que de acuerdo con CONAPO, hoy uno de cada vein-
te mexicanos tienen 60 o más años de edad y siguiendo sus
proyecciones demográficas, en el 2030 representarán uno
de cada ocho y para el 2050 uno de cada cuatro. 

V. Que esas mismas proyecciones de CONAPO, nos dicen
que la vida media aumentaría siguiendo una función logís-
tica y se aproximaría paulatinamente a 82.5 años. De
acuerdo con estas previsiones, la esperanza de vida au-
mentaría de 74.0 años en  promedio que se tenía para el año
2000 (71.5 para hombres y 76.5 para mujeres) a 76.6 en el
año 2010 (74.2 para hombres y 79.1 para mujeres respecti-
vamente)

VI. Que ante tal situación cada año, el número de adultos
mayores de 60 años, edad reconocida para considerarse co-
mo de la �tercera edad o adulto mayor� aumenta de forma
considerable, y la población en edad de trabajar (15 a 59
años) y los adultos mayores (60 años o más) abarcarán ca-
da vez mayores proporciones de la población total: la con-
centración de la primera aumentará de 59.8 por ciento en
2000 a 62.3 en 2005 y 64.5 en 2010, para descender a 62.2
por ciento en 2030 y 55.3 por ciento en 2050; mientras que
la del grupo de mayor edad se incrementará de 6.8 por
ciento a 7.7, 8.8, 17.5 y 28.0 por ciento en los mismos años,
respectivamente.

VII. Que ante tal escenario, los diputados proponentes de
la iniciativa aseveran como país debemos estar preparados
para este cambio que se experimenta y avecina, siendo ne-
cesario para ello:

� Rediseñar las políticas públicas y programas de go-
bierno debiendo de ser cada vez más focalizados.

� Preparar a las instituciones médicas para la demanda
que en atención de servicios y medicamentos enfrenta-
ran.

� Encontrar soluciones  el grave problema de las jubila-
ciones y pensiones.



� Cambiar las políticas laborales que permita encausar la
gran fuerza de trabajo que el país tendrá en años veni-
deros.

De igual forma, con el avance de la vida, los adultos Ma-
yores presentan una problemática compleja, entre las que
se encuentran las siguientes situaciones:

� Disminución o perdida de sus ingresos, al ya no ser
parte del ámbito laboral.

� Pobreza, enfermedades, discapacidades  y aislamiento
social.

� Frustración al no encontrar espacios sociales ni fuen-
tes de trabajo para ellos, cuando tienen el deseo de des-
arrollarse como personas de querer seguir siendo útiles
a la sociedad. Poca consideración y respeto de la socie-
dad hacia ellos. Abandono social  y de algunas institu-
ciones públicas. Problemas de discriminación, malos
tratos y excesivos trámites en algunas dependencias pú-
blicas, al realizar trámites o requerir de un servicio. In-
certidumbre jurídica en su persona y su patrimonio del
que muchas veces se ven despojados. Insuficiencia de
vivienda y no poder ser sujetos de crédito para la obten-
ción de la misma. Discriminación, marginación y malos
tratos por parte de sus familias y en algunos sectores so-
ciales. Problemas de accesibilidad y Barreras arquitec-
tónicas, transporte público inadecuado. 

Por mencionar solo algunas. Son preocupaciones que
comparten plenamente los integrantes de esta Comisión
y diputados de los diversos grupos parlamentarios, los
que de manera particular, han estado presentando una
serie de iniciativas de reformas y adiciones a la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, buscan-
do con esto atender y combatir la compleja problemáti-
ca que les aqueja.VIII. Que ante este escenario, se re-
quiere de una atención específica, por lo que los
diputados iniciadores plantean que es necesario:

� Proteger a las Personas Adultas Mayores que padecen
la violencia familiar, misma que se ha incrementado en
los últimos años.

� Apoyar a aquellos que se encuentren en circunstancias
especialmente difíciles, sujetos a abandono o maltrato fí-
sico o psicológico, abuso, explotación laboral, o sexual.

� Difundir los derechos a que por Ley tienen los Adultos
Mayores.

� Informar y preparar a la población, para una vejez
digna.

� Fomentar el auto cuidado de la salud.

� Promover políticas de reinserción laboral y fuentes
adecuadas de empleo que permitan aprovechar la expe-
riencia acumulada.

� Garantizar el pleno ejercicio pleno de sus derechos. 

� Combatir la discriminación que actualmente padecen
miles de adultos al llegar a los 60 años.

� Inhibir la muerte civil que padecen los adultos mayo-
res al no poder ser sujetos de crédito, ni acceder a nin-
gún programa de financiamiento alguno.

� Convocar a la suma de esfuerzos entre las organiza-
ciones de sociedad civil y las instituciones públicas.

� Promover que en los servicios médicos del país exis-
tan más servicios para la prevención, diagnóstico y tra-
tamiento de enfermedades crónico-degenerativas, y re-
habilitación; así como para que se cuente con un mayor
número de geriatras y gerontólogos para atender a nues-
tros adultos mayores.

� Incorporar la tarea de la atención al envejecimiento en
las estrategias, políticas y acciones de gobierno.

� Derribar las barreras arquitectónicas y transformar
nuestras ciudades para más accesibles e incluyentes.

� Fomentar el empleo, ahorro y la inversión en este cre-
ciente sector de la población. 

� Prever del grado de dependencia y transformación que
en las familias mexicanas traerá consigo este cambio
poblacional.

Lo que resumen en la necesidad de transitar hacia una nue-
va cultura social de respeto y valorización del adulto mayor.

IX. Que más allá de compartir y hacer suyos estos plante-
amientos, los integrantes de la Comisión que dictamina,
coincide en que el problema debe abordarse de una mane-
ra integral, que abarque los aspectos legislativos, de con-
ciencia social y del diseño e instrumentación de políticas
públicas. 
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X. Que en este último tema, recientemente se han aplicado
por los distintos niveles y ordenes de gobierno, políticas
sociales de corte asistencialista, que sin el afán de hacer en
este momento un juicio de valor sobre la eficacia o no de
los mismos, los integrantes de esta Comisión, comparten el
criterio de que para el desarrollo humano sustentable, los
adultos mayores no deben ser meros beneficiarios de pro-
gramas asistenciales, sino verdaderos agentes de cambio en
el proceso, que no basta proporcionar bienes y servicios
materiales a grupos de población que padecen privaciones,
sino que deben ampliarse las capacidades humanas. Este
desarrollo humano sustentable debe buscar dentro de sus
más amplias prioridades la eliminación de la pobreza, el
respeto a los derechos de este grupo social y garantizar el
pleno ejercicio de sus derechos. 

XI. Que una de las razones y objetivos de trabajo que per-
sigue esta Comisión, es contribuir a mejorar la calidad de
vida de la población adulta mayor del país, generando a
través de os ordenamientos legales, la condiciones necesa-
rias para su pleno desarrollo e integración social.

XII. Que uno de esos ordenamientos creado hace poco más
de tres años, fue la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 25 de junio del 2002.

XIII. Que hoy, a poco más de tres años de su publicación
los diputados proponentes hacen la reflexión de ¿Qué ha
pasado con la ley? ¿Sí esta tiene vigencia?, ¿Si ha sido efi-
caz? ¿Sí esta cumpliendo con sus objetivos? ¿Qué proble-
mas han detectado las autoridades en su aplicación? ¿Sí es-
tas están cumpliendo con sus obligaciones? Y lo más
importante ¿Esta sirviendo la ley para transformar la reali-
dad de los Adultos Mayores?

XIV. Que ante esta serie de interrogantes, los diputados
proponentes hacen mención de haber realizado en diversas
instancias una serie de análisis y reflexiones con todos los
actores involucrados y con los propios adultos mayores so-
bre estas interrogantes. 

XV. Que derivado de lo anterior, llegan a la conclusión de
que la Ley no se esta cumpliendo y no se esta cumpliendo
por no ser una norma obligatoria y coercitiva. Para ello,
aportan un análisis del capítulo II del Título Sexto de la
Ley, que precisamente habla de las responsabilidades y
sanciones, se observa que no son tales y que en realidad lo
más que puede llegar a darse es una responsabilidad e in-

cluso esta se encuentra débilmente esbozada, por lo que en
realidad no existe ninguna sanción como tal en la propia
ley por el incumplimiento de la misma, hecho que esta Co-
misión que dictamina comparte íntegramente.

Dicha situación llevo a los iniciadores a realizarse el cues-
tionamiento de ¿Cómo hacer cumplir la Ley y garantizar su
observancia? recordando que esta ley, es una ley de es de
orden público, de interés social y de observancia general en
los Estados Unidos Mexicanos. Que su aplicación y segui-
miento corresponde por un lado: al Ejecutivo Federal, a
través de las Secretarías de Estado y demás dependencias
que integran la Administración Pública, así como las Enti-
dades Federativas, los Municipios, los Órganos Descon-
centrados y paraestatales, en el ámbito de sus respectivas
competencias y jurisdicción y a la familia de las personas
adultas mayores vinculada por el parentesco, de conformi-
dad con lo dispuesto por los ordenamientos jurídicos apli-
cables; así como a los ciudadanos y la sociedad civil orga-
nizada

XVI. Que continuando con el análisis que presentaron en
su iniciativa los Diputados de Acción Nacional, se des-
prende también que quiénes tienen la obligación de hacer
cumplir la Ley son principio las autoridades a quienes se
les esta confiriendo una serie de atribuciones y obligacio-
nes y en segundo lugar a la sociedad en su conjunto, es de-
cir las personas que se encuentran dentro del territorio na-
cional.

XVII.- Que un planteamiento importante se refiere a que sí
en la Ley deben incluirse sanciones por incumplimiento, la
pregunta siguiente es ¿A que incumplimientos? Por lo que
los proponentes identifican aquello que a su parecer debe
protegerse o interesa salvaguardar, siendo su propuesta la
siguiente: 

� El no brindar la atención preferente, tal y como lo mar-
ca la fracción V del artículo 4.

� La No discriminación, tal como se anuncia en el inci-
so b, fracción I del artículo 5.

� A una vida libre sin violencia, al respeto a su integri-
dad física, psicoemocional y sexual; y a la protección
contra toda forma de explotación. Tal y como lo consa-
gran los incisos c, d y e respectivamente de la fracción
primera del mismo artículo 5 pudiendo hacer la remi-
sión a otros ordenamientos ya existentes.



� A ser sujetos de programas para tener acceso a una ca-
sa hogar o albergue, u otras alternativas de atención in-
tegral, si se encuentran en situación de riesgo o desam-
paro, inciso c, fracción VI del artículo VI y por ser de
alto impacto e importancia social, debe con mayor razón
sancionarse a quien niegue este servicio

� Remitir al Código Penal por el delito de violencia fa-
miliar en caso de incumplimiento de las obligaciones
previstas en el artículo 9 en caso de contar con los re-
cursos suficientes para ello. 

� Sancionar en caso de condicionar o hacer mal uso de
los programas sociales a que se refiere la fracción XIX
del artículo 10.

� Fincamiento de responsabilidades en caso de incum-
plimiento de las disposiciones que marcan a los titulares
de las dependencias señaladas en los artículos 16, 17,
18, 19, 20, 22, 23

� Sancionar la negación de los servicios de salud a que
se refiere la fracción I del artículo 18 

� Asimismo, facultar al Instituto para que éste pueda
sancionar económicamente o con la clausura total o par-
cial, temporal o definitiva a cualquiera de los centros a
que se refiere la fracción XIII del artículo 28.

XVIII. Que otro tema que en particular despertó el interés
de los integrantes de esta Comisión dictaminadora y que
igualmente se comparte, es el relativo a los que los propo-
nentes manifiestan de �acciones para el fortalecimiento de
la Ley� 

Por lo que debido a su importancia conceptual, se reprodu-
ce en sus términos la propuesta que a modo de cuadro pre-
sentan y que versa sobre los siguientes tópicos:

Lo anterior, a decir de sus iniciadores, hace necesario que
se lleve a cabo una reforma a la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, buscando su eficacia, plena
aplicación y cumplimiento.

Ya que señalan que no solo el aspecto coercitivo debe abor-
darse, sino también lo que abarca al crecimiento demográ-
fico, que como ya se ha señalado, éste sector de la pobla-
ción tendrán un mayor peso y demandará de mayores
recursos presupuestales para su atención. De ahí la necesi-
dad de dotar al INAPAM., dependencia encargada de su
atención, de que cuente con el presupuesto adecuado para
su correcto desempeño. Por lo que una formula novedosa y
objeto de discusión y debate, fue indexar el índice de cre-
cimiento poblacional con el monto de los recursos asigna-
dos al INAPAM.

XIX. Que la iniciativa presentada, contempla una reforma
muy extensa a la actual ley y que a decir de sus iniciado-
res, la misma es con el propósito de perfeccionar y profun-
dizar el marco legislativo a favor de las personas adultas
mayores. Dicha reforma abarca los siguientes aspectos:

a) Reforzar el enfoque de los derechos de los adultos
mayores, estableciendo nuevos derechos para estos.

b) Ampliar la representación y atribuciones del Consejo
Asesor
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c)Incorporar nuevos principios como el de la transver-
salidad en las políticas de la Administración Pública Fe-
deral y el de la no discriminación.

d) Establece una nueva clasificación de los tipos de
adultos mayores existentes; así como el otorgamiento de
nuevas obligaciones y atribuciones a las autoridades,
administración pública federal, entidades federativas,
municipios y al Inapam.

e) Corregir errores de semántica y sintaxis de la actual
ley.

f) Establecer un catalogo de sanciones por los que se
puede fincar responsabilidad administrativa contra el
servidor público que incumpla con sus obligaciones o
que no respete la ley, solicitando en dado caso el inicio
del procedimiento administrativo en cuestión.

g) El establecimiento de un procedimiento para que el
Inapam pueda formular observaciones a los servidores
públicos, a través del superior jerárquico. 

XX. Que en resumen las innovaciones que se pretenden al-
canzar con la iniciativa que hoy se presenta, radican en los
siguientes temas: 

1. Elaboración de políticas públicas

Establecer una política pública diferenciada, de acuerdo a
las condiciones en las que puede encontrarse un adulto ma-
yor por ello se propone una nueva clasificación como son:

a) Independientes: aquella persona apta para desarrollar
actividades físicas y mentales sin ayuda permanente
parcial.

b) Semidependientes: aquella a la que sus condiciones
físicas y mentales aún le permiten valerse por sí misma,
aunque con ayuda  permanente parcial.

c) Dependiente absoluto: aquella con una enfermedad
crónica o degenerativa por la que requiera ayuda per-
manente total o  canalización a alguna institución de
asistencia.

d) En situación de riesgo o desamparo.- aquellas que por
problemas de salud, abandono, carencia de apoyos eco-
nómicos, familiares, contingencias ambientales o desas-

tres naturales, requieren de asistencia y protección del
Gobierno del Distrito Federal y de la Sociedad Organi-
zada.

2. Definiciones

Reforma a la fracción X del artículo 3 para reformar lo re-
lativo a la calidad del servicio para incluir el elemento de
la calidez y ofrecer un trato digno, respetuoso y humano a
los usuarios. Y Se agrega lo relativo al Reglamento de la
Ley, recientemente publicado y que es necesario para una
mejor y más adecuada aplicación de la misma.

3. Derechos

Reforma el inciso d) de la fracción II del artículo 5to. de la
Ley, que consagra los derechos de los Adultos Mayores pa-
ra que se contemple la protección de sus ingresos y pen-
siones, así como el de sus propiedades y usufructos.

4. Principios

Introduce principio de transversalidad para que en todas las
acciones de gobierno y en las políticas públicas que se di-
señen e instrumenten, este presente el mismo.

Estableciendo con ello la obligación de todas las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal,
de aplicar programas y brindar servicios de manera coordi-
nada, dentro de un plan general que las rija a todas en la
materia; actuando cada una de ellas dentro del ámbito de su
competencia, evitando con ello la duplicidad de esfuerzos
y la contradicción de acciones de gobierno.

Se propone también, el principio de la NO discriminación,
adicionando una nueva fracción VII al artículo 4 para com-
batir y en su caso sancionar la discriminación hacia los
adultos mayores.

5. Nuevas obligaciones para las autoridades competentes
de la Federación, entidades federativas y los municipios.

a) La Administración Pública Federal, las entidades fede-
rativas y los municipios al diseñar y ejecutar la política
pública para las personas adultas mayores, concurrirán
para:

� Impulsar la planeación y concurrencia de las institu-
ciones públicas y privadas en la materia.



� Fomentar el desarrollo de una cultura de la vejez y el
envejecimiento, orientada a incrementar la sensibilidad,
conciencia social, respeto, solidaridad y convivencia en-
tre generaciones, potenciando el aprovechamiento de la
experiencia y conocimiento de los adultos mayores.

� Establecer acciones encaminadas a la familia, la socie-
dad y el gobierno, a fin de evitar en toda forma de dis-
criminación, estigmatización y olvido por razones de
edad avanzada.

� Impulsar, en el marco de la Ley de Asistencia Social,
la coordinación de los servicios públicos y privados de
Asistencia Social.

� Regular y vigilar que los servicios públicos y privados
que se presten a los adultos mayores cumplan lo man-
dado por esta Ley, su Reglamento y otros ordenamien-
tos aplicables.

� Promover la solidaridad y la participación ciudadana
para concertar, construir y elaborar acciones que permi-
tan su incorporación social y alcanzar su desarrollo jus-
to y equitativo.

� Promover la participación activa de las personas adul-
tas mayores en la formulación y ejecución de las políti-
cas públicas que les afecten.

� Fomentar la investigación en geriatría y gerontología;
y la capacitación de personal especializado para la pres-
tación de servicios a las personas adultas mayores.

� Difundir y los programas, servicios y acciones en fa-
vor de las personas adultas mayores.

� Impulsar y promover el reconocimiento y ejercicio de
los derechos de las personas adultas mayores.

� Procurar que en la interpretación Administrativa de es-
ta Ley, se observe el beneficio, bienestar e integridad de
los adultos mayores.

b) En cuanto a la Secretaria de Desarrollo Social, se pre-
tende que esta dependencia este a cargo también de:

� Formular, fomentar y coordinar políticas y programas
que promuevan la equidad y la igualdad de oportunida-
des y que eliminen los mecanismos de exclusión social
de las personas adultas mayores;

� Estimular, apoyar y dar seguimiento a los procesos de
auto-organización de las personas adultas mayores, pa-
ra que este grupo ejerza su vocación de servicio a la co-
munidad, aporten a la sociedad su experiencia de vida,
disfruten de los espacios y servicios públicos y, accedan
de este modo a un envejecimiento activo y al reconoci-
miento social que merecen;

� Promover que todas las políticas públicas dirigidas a
las personas adultas mayores cuenten con perspectiva
de género; 

c) Por cuanto toca a la Secretaria de Educación Pública,
tenga la obligación de:

� Instrumentar programas destinados a abatir el analfa-
betismo entre las personas adultas mayores y promover
el acceso de ellas a los sistemas de educación;

� Desarrollar acciones permanentes para toda la pobla-
ción destinadas a crear una cultura de la vejez y del en-
vejecimiento;

d) Nuevas facultades para el INAPAM.

Entre las nuevas tareas y atribuciones del Instituto se en-
cuentran el otorgar un reconocimiento de carácter honorí-
fico a las instituciones públicas o privadas, así como a los
particulares que se distingan por llevar a cabo programas y
medidas a favor de los adultos mayores. Dicho reconoci-
miento sería otorgado previa comprobación de sus accio-
nes por parte del Instituto y tendrá una vigencia de un año
que serviría de base para la obtención de beneficios fisca-
les especiales definidos en el Código fiscal de la Federa-
ción, por medio de una fracción XXX al artículo 28. Lo an-
terior, con el afán de fortalecer una nueva cultura de
respeto, valorización e inclusión de los adultos mayores.

Fortalecer más al Instituto, otorgándole la facultad de emi-
tir observaciones a manera de recomendaciones a las auto-
ridades que incumplan con sus funciones, pudiendo impo-
ner sanciones, instrumentar, operar y desarrollar programas
y acciones de asistencia y desarrollo social; así como todas
aquellas acciones dentro del marco de la ley, necesarios pa-
ra el cumplimiento de su objeto, adicionando para ello dos
fracciones más al artículo 28 la XXXI y  XXXII respecti-
vamente.
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7. Participación Ciudadana

Asimismo, el papel que juegan los adultos mayores a tra-
vés de su participación organizada es de la mayor impor-
tancia; ya que no solo constituyen un aliado poderoso en la
vigilancia y cumplimiento de la Ley, sino que también con
sus ideas y propuestas nos ayudan a perfeccionar más los
mecanismos que tienen que ver con los propios adultos ma-
yores. De ahí, que se planté también modificar la constitu-
ción del Consejo Consultivo del INAPAM para permitir
una mayor participación ciudadana en el tema, dotando
además a dicho consejo de una amplia gama de facultades
que les permita participar en el diseño, evaluación y vigi-
lancia del desempeño de funcionarios públicos, cumpli-
miento de la Ley y del Programa destinado a la atención
del adulto mayor entre, coadyuvar con la vigilancia y su-
pervisión en las casas hogares y albergues, una actuación
más pro activa con el Instituto, entre otros.

8.- Corregir errores contenidos en la presente Ley.

Por otra parte, durante lo que fue la discusión de la minuta
enviada por el Senado de la República a la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores y que se aprobara
en el pleno con fecha 25 de noviembre de 2004. Por un
error involuntario, la Cámara de Diputados aprobó en los
mismos términos en que nos fue enviado por el Senado de
la República, una modificación a la fracción VI del artícu-
lo 28 de la citada Ley, misma que no era parte de la inicia-
tiva original ni el espíritu de la proponente. 

Dicha modificación elimino la mención que esta fracción
hacia de las organizaciones civiles, es por ello, que con la
iniciativa presentada por los diputados de Acción Nacional,
se busca corregir ese error, que si bien no ha sido motivo
de controversia o menoscabo alguno, se desea evitarse una
situación de este tipo, por la falta de claridad e imprecisión
de la Ley.

XXI. Que los proponentes retoman las diversas propuestas
y comentarios de organizaciones civiles, especialistas, aca-
démicos y de los propios adultos mayores, que fueran reci-
bidos durante lo que fue la realización de los foros regio-
nales para el análisis de la legislación sobre grupos
vulnerables, celebrados en diversos estados de la república
y organizados por la Comisión de Atención a Grupos Vul-
nerables.

XXII. Que dichas propuestas, versaron en los siguientes te-
mas:

- Modificaciones a la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores.

- Modificaciones al Régimen de Jubilaciones y Pen-
siones.

- Servicios y atención médica especializada para Adul-
tos Mayores.

De tal participación, se detectaron diversos errores semán-
ticos y errores de sintaxis en la ley, por lo cual, los promo-
ventes de la misma aprovechan la presentación de la ini-
ciativa para corregir los mismos.

XXIII. Que otra de las modificaciones que se pretenden, es
la relativa a �Beneficios fiscales� en donde se propone adi-
cionar un nuevo artículo 13 bis, para que de conformidad
con las disposiciones jurídicas aplicables, promueva e ins-
trumente descuentos en el pago de derechos por los servi-
cios que otorga la administración Pública Federal y de las
entidades del país, cuando el usuario y solicitante de los
mismos sea una persona adulta mayor, previó análisis so-
cioeconómico como requisito para acceder a tales benefi-
cios fiscales.

XXIV. Que algo que llama poderosamente la atención de la
iniciativa que se dictamina, es la relativa al capítulo de
Sanciones que se pretende establecer en la Ley garantizar
que ésta sea eficaz y observada por quienes esta dirigida, es
decir que la misma sea obligatoria y coercitiva. Para ello la
iniciativa en cuestión prevé lo siguiente:

a) Fincamiento de responsabilidades a servidores públi-
cos que no respetan la ley e incumplan sin ser obligados.

b) Que el Inapam solicita al inicio del procedimiento
administrativo correspondiente, al servidor público que
se ubique en la hipótesis anterior.

c) Remisión a los ordenamientos de carácter unitivo pa-
ra proceder conforme a derechos.

d) Remisión a los ordenamientos de carácter punitivo,
para proceder conforme a derecho.

MODIFICACIONES 
DE LA COMISION DICTAMINADORA

1.- La iniciativa que se dictamina, contenía algunos erro-
res ortográficos y de numeración que si bien, por técnica



legislativa es necesario subsanar, no son de tal magnitud
que incidieran con el fondo y sentido de la misma; por lo
que se procedió a realizar dichas modificaciones.

2.- Asimismo, se ha observado en la realidad, que pese a lo
dispuesto por la Ley, de los derechos de las personas adul-
tas mayores, concretamente en el articulo 25 en el sentido
de que el instituto es el organismo público es rector de la
política nacional a favor de las personas adultas mayores y
que tiene por objeto general coordinar, promover, apoyar,
fomentar, vigilar y evaluar las acciones públicas, estrate-
gias y programas que se deriven, de conformidad con los
principios, objetivos y disposiciones contenidas en la pro-
pia Ley, lo cual implicaría el poder coordinar los esfuerzos
de la administración publica federal; en la realidad una se-
cretaria de estado no hace caso a una institución subsumi-
da, como es el caso del INAPAM que es dependiente de la
cabeza de sector, como es la SEDESOL.

3.- Otra gran diferencia entre lo escrito por la ley y lo que
sucede en la realidad (el ser y el deber ser), es lo relativo a
los presupuestos, que en el ejemplo antes señalado es una
diferencia abismal si comparamos que para el presente
ejercicio para la Secretaria de Desarrollo Social, le fue
aprobado un presupuesto de poco mas de 23,000 millones
de contrastando con el raquítico presupuesto autorizado
para el INAPAM que fue de apenas 206 millones de pesos.

Si consideramos que tan solo para el programa de apoyo
alimentario para adultos mayores en la ciudad de México,
el gobierno local aprobó un partida de 3,000 millones de
pesos para otorgar un apoyo económico a 35 mil adultos
mayores de 70 anos o mas de edad residentes en el Distri-
to Federal. Podemos observar que lo otorgado al INAPAM
es por demás insuficiente para atender a una población de
mas de 7 millones de personas a nivel nacional y que cada
día continua creciendo. 

De acuerdo con datos del INAPAM, cada día se incorporan
al sector de la tercera edad 750 personas en nuestro país. 

4.- Lo anterior, deja ver claramente la necesidad de forta-
lecer al INAPAM y que una forma que se comparte con los
proponentes de la iniciativa es la de mayores facultades y
la posibilidad de formular observaciones a tipo de reco-
mendaciones a las instituciones ya sean publicas y privadas
que no observen lo dispuesto por la ley o que cometan o
consientan actos de discriminación contra los adultos ma-
yores.

En tal virtud, la aportación que hacen los iniciadores de la
iniciativa es sumamente loable y valiosa, sin embargo la
misma es inacabada, ya que adolece de un catalogo de
aquellas conductas u omisiones que pudieran considerarse
como �Faltas Administrativas� merecedoras de sanciones y
las sanciones propiamente dichas que pueden imponerse,
en este caso por el instituto, así como los medios para re-
currirlas; en síntesis, la falta de un procedimiento adminis-
trativo, mismo que esta Comisión dictaminadora en uso de
las facultades que le confiere la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, el Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso, los acuerdos parla-
mentarios y la practica parlamentaria (estos dos últimos
fuentes reconocida del derecho parlamentario) realiza las
modificaciones y adecuaciones necesarias para que exista
una congruencia entre lo propuesto y lo aprobado y que es-
ta iniciativa no se quede solo como un esfuerzo bien inten-
cionado.

5.- De igual forma, se ha detectado una polémica acerca de
si el instituto puede instrumentar, operar y desarrollar pro-
gramas y acciones de asistencia y desarrollo social; así co-
mo todas aquellas acciones dentro del marco de la ley, ne-
cesarias para el cumplimiento de su objeto, por no estar
estas atribuciones, expresamente contempladas en la Ley,
por lo que para que no quede duda alguna de ello, los pro-
ponentes plasman dicha atribución en la nueva fracción
XXXII del articulo 28, pero que en la exposición de moti-
vos de la iniciativa no se menciono, mas en oficio aclara-
torio de fecha   dirigido a la secretaria técnica de la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables, la C. Dip. Adriana
González Furlong, realizo las acotaciones correspondien-
tes, mismas que fueron tomadas en cuenta en el proceso de
Dictaminación.

6.- El otro gran tema a que obligan reflexionar y analizar
los iniciadores, tiene que ver con la eficacia de Ley. Ya que
actualmente la Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores, desde el punto de vista de sus sanciones, es
una Ley que en la Doctrina Jurídica se le conoce como �le-
ge imperfectae� ya que carece precisamente de sanciones
y por lo tanto de coercibilidad. La ley en sí misma, es una
Ley positiva y declarativa.

En efecto la actual, carece de un capitulo de sanciones, por
lo que nuevamente los integrantes de esta Comisión dicta-
minadora, coinciden con los diputados proponentes al se-
ñalar que se trata de una Ley meramente enunciativa.
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Por lo que es necesario hacer que la Ley sea obligatoria y
coercitiva. Obligatoria, porque la ley no debe ser una invi-
tación sino un mandato y como tal, imperativo. Coercitiva,
para que sus mandatos en el caso de no ser cumplidos es-
pontáneamente por los obligados, puedan ser cumplida aún
contra la voluntad del obligado 1 en un uso legítimo del Es-
tado, de usar la fuerza para que sea observada puntualmen-
te. Ya que es el Estado, el único legalmente facultado para
hacer cumplir una norma, por ser éste el titular del poder
público.

7.- Por lo anterior, el primer asunto que esta Comisión se
abocó a dilucidar fue:

a) Los sujetos de responsabilidad administrativa en el
servicio público.

b) El catalogo de infracciones que pudieran cometerse.

c) El catalogo de sanciones que pueden imponerse.

d) Las responsabilidades y sanciones administrativas en
el servicio público.

e) Las responsabilidades y sanciones administrativas
cometidas por los particulares que incumplan la Ley.

f) Las autoridades competentes y el procedimiento para
aplicar dichas sanciones, así como el poder recurrir las
mismas en caso de inconformidad.

Por lo que se refiere al inciso a) son todos aquellos servi-
dores que la Ley les impone obligaciones, que en el caso de
la presente ley lo establece claramente el artículo 2do. de la
misma que a letra dice:

Artículo 2.- La aplicación y seguimiento de esta Ley,
corresponde a: 

I. El Ejecutivo Federal, a través de las Secretarías de
Estado y demás dependencias que integran la Adminis-
tración Pública, así como las Entidades Federativas,
los Municipios, los Órganos Desconcentrados y paraes-
tatales, en el ámbito de sus respectivas competencias y
jurisdicción; 

II. La familia de las personas adultas mayores vincula-
da por el parentesco, de conformidad con lo dispuesto
por los ordenamientos jurídicos aplicables; 

III. Los ciudadanos y la sociedad civil organizada, y 

IV. El Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayo-
res.

En esa lógica debe entonces establecerse el catalogo de in-
fracciones que pudieran cometerse como lo señala el inci-
so b) para posteriormente concatenarse con las sanciones
que pueden imponerse a que se refiere el inciso c) así co-
mo las responsabilidades y sanciones administrativas en el
servicio público y cometidas por los particulares que in-
cumplan la Ley; para finalmente como lo indica el inciso f)
señalar a las autoridades competentes y el procedimiento
para aplicar dichas sanciones

8.- Por otra parte, se entiende por sanción, la pena que una
ley o un reglamento establece para sus infractores.

Dicho lo anterior, no podemos esperar que una norma sea
observada (aunque ese es el deber de todo ciudadano) y efi-
caz, si en la misma no están previstos mecanismos que
puedan activarse en caso de su incumplimiento, en otras
palabras, el legislador no otorga a la autoridad las herra-
mientas necesarias para hacer cumplir la ley, situación que
se pretende modificar al incluir ese capitulo de sanciones
entre las que se proponen:

I. Amonestación Privada o pública y por escrito al ser-
vidor que haya cometido la falta.

II. Multa

III. Inicio del procedimiento de responsabilidades con
las siguientes modalidades:

a) Suspensión del empleo, cargo o comisión por un
período no menor de tres días ni mayor a un año;

b) Destitución del puesto.

c) Inhabilitación temporal para desempeñar empleos,
cargos o comisiones en el servicio público.

9.- De la iniciativa en análisis por los integrantes de esta
Comisión, se observaron algunos errores de técnica legis-
lativa en el intríngulis primero del decreto, ya que hablaba
de la adición de un artículo 113 ter cuando en realidad es
un artículo 13 ter; agregaba una fracción XIII al artículo
14 que no existía y hablaba de la adicción de un artículo



segundo al Titulo Sexto de la Ley, cuando en realidad so-
lo se modifica su denominación, lo cual fue también sub-
sanado.

10.- En la adición de una fracción VII prevista al artículo
4º que establece el principio de la no discriminación la par-
te final del inciso c �Negar una retribución justa por su des-
empeño laboral anterior� la palabra anterior, puede enten-
derse como una cuestión de jubilación o pensión, lo cual no
es materia de revisión de esta Comisión y de esta Ley, por
lo cual se elimina.

11.- Por lo que se refiere a las facultades que se le otorgan
al Consejo contenidas en el nuevo artículo 38 bis, esta Co-
misión considera adecuada adicionar una más, que es la
fracción VII �Coadyuvar con el Instituto, para el segui-
miento de quejas y por la violación de los derechos de las
personas adultas mayores, haciéndolos�. Ya que en con-
gruencia por lo planteado por los iniciadores, si lo que se
desea es darle a la sociedad civil el empoderamiento y par-
ticipación en el seguimiento a la violación de los derechos
de las personas adultas mayores, esta facultad es necesaria
otorgarla. Mismo razonamiento aplica para la modificación
hecha al artículo 66 para que a petición de la mayoría de
los miembros del consejo consultivo, el Instituto, dentro
del ámbito de su competencia, inicie las actuaciones y ac-
tué de oficio en aquellos casos en que existan violaciones
a los derechos de las personas adultas mayores o al incum-
plimiento de la ley.

12.- Debido a que mucho se ha hablado de la discrimina-
ción que padecen los adultos mayores y que poco se ha he-
cho al respecto, se establece artículo 51 para sancionar con
una multa de cincuenta a doscientos días de salario mínimo
vigente en la zona geográfica en donde se hubiere cometi-
do la infracción, al que discrimine a una persona adulta
mayor o que por razones de su edad, niegue o restrinja de-
rechos laborales impuesta por el instituto.

13.- Para sancionar al servidor público que niegue o retar-
de a una persona un  trámite, servicio o prestación al que
tenga derecho un adulto mayor o no respeto los derechos
consagrados en el artículo 5to de esta Ley, así como cuan-
do existan actitudes u omisiones que impliquen conductas
evasivas o de entorpecimiento por parte de las propias au-
toridades o servidores públicos, se dota al instituto con la
capacidad de sancionar o de  iniciar el procedimiento des-
titución e inhabilitación para el desempeño de cualquier
cargo y la posibilidad de hacer público un informe especial

al respecto, tal y como lo manifiestan los artículos 52 y 53
agregados.

14.- De igual forma faculta se al instituto, para que a través
de la Procuraduría de la Defensa del Anciano, pueda pre-
sentar denuncia ante el ministerio público, cuando tenga
conocimiento de la violación de los derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores señaladas en los incisos c, d y e de la
fracción I del artículo 5 de ésta Ley, para que dicha repre-
sentación social actúe de oficio e inicie las averiguaciones
correspondientes.

15.- Dos cuestiones importantes sin duda lo son el hecho
de que sin menoscabo de cualquier otra responsabilidad,
procedimiento o sanción a que hubiera lugar, el instituto,
podrá imponer sanciones y clausuras, temporal o definiti-
va, total o parcial de Las instituciones públicas y privadas,
casas hogar, albergues, residencias de día o cualquier otro
centro de atención a los adultos mayores, que incumplan
con lo dispuesto por el artículo 48 de la presente Ley. Lo
anterior, para hacer congruente y viable la facultad de rea-
lizar inspecciones del instituto a este tipo de centros, plas-
mada en el artículo 28 del propio ordenamiento; ya que po-
dría detectarse anomalías y no pasar nada.

Y en el artículo 56 se da la posibilidad de que en el caso
que los particulares como los servidores públicos, hubieren
sido objeto de alguna de las sanciones a que se refiere el
capítulo de sanciones propuesto, puedan recurrir ante el
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa o bien
ante la Secretaria de la Función Pública según sea el caso,
de acuerdo con las formalidades y procedimientos que es-
tablezca la norma correspondiente.

16.- Para evitar la vaguedad que de pauta a que no se pue-
dan exigir responsabilidades por el incumplimiento de la
Ley, se plasma en artículo 57 quienes serán sujetos de Res-
ponsabilidades, los Servidores Públicos, y titulares de las
dependencias a quienes la ley les confiere una serie de obli-
gaciones.

17.- Asimismo y para hacer realidad y que no se quede en
letra muerta lo dispuesto por la fracción I del artículo pri-
mero de la Ley, respecto de la regulación de la política pú-
blica nacional para la observancia de los derechos de las
personas adultas mayores, se establece que corresponde al
ejecutivo federal, incluir la política pública nacional para la
observancia de los derechos de las personas adultas mayo-
res, en el Plan Nacional de Desarrollo, dentro de los plazos
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y con las formalidades que para tal efecto establece el Ar-
tículo 21 de la Ley de Planeación.

18.- De igual forma, artículo 61 menciona que para garan-
tizar lo dispuesto por los incisos a y c de la fracción II del
artículo 5to, de esta Ley, el Consejo de la Judicatura Fede-
ral, tomara las acciones administrativas a que haya lugar
contra su personal y miembros de la carrera judicial no ob-
serven dichas disposiciones legales.

19.- Finalmente En el caso que tanto los particulares como
los servidores públicos, hubieren sido objeto de alguna de
las sanciones a que se refiere el artículo de esta ley, podrán
recurrir la misma ante el Tribunal Federal de Justicia Fis-
cal y Administrativa o bien ante la Secretaria de la Función
Pública según sea el caso, de acuerdo a la norma corres-
pondiente.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta honorable Asamblea la siguiente iniciativa de:

DECRETO QUE REFORMA 
Y ADICIONA, DIVERSOS ARTICULOS 

DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS ADULTAS MAYORES

Artículo Primero.- Se adiciona una nueva fracción XII al
artículo 3; las fracciones fracción VI y VII al artículo 4; un
tercer párrafo a la fracción VIII del artículo V, un artículo
10 bis; un artículo 13 bis; un artículo 13 ter; las fracciones
III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII del artículo 14; las
fracciones IV, V, VI, VII, VIII y IX del artículo 16; las frac-
ciones XXX, XXXI y XXXII al artículo 28; un artículo 38
bis; los capítulos III �De las responsabilidades de las auto-
ridades y servidores públicos� y IV �Del procedimiento pa-
ra emitir observaciones del Instituto� al Título Sexto.

Artículo Segundo.- Se reforman la fracción X del artículo
3; el inciso d) fracción II y fracción VIII del artículo 5, la
fracción VI del artículo 28; la denominación del Titulo
Sexto para llamarse �De las sanciones y responsabilidades
de las autoridades y Servidores Públicos; así como la de-
nominación del capítulo II para llamarse �De las Sancio-
nes�

Artículo Tercero.- Se deroga el contenido del actual artí-
culo 50 y en dicho numeral da inicio el capitulo II del Ti-
tulo Sexto que habla de las sanciones con un nuevo conte-
nido.

Para quedar como sigue:

Artículo 3....

I a IX...

X. Calidad y calidez del servicio. Conjunto de carac-
terísticas que confieren al servicio la capacidad ofre-
cer un trato digno, respetuoso y humano para satis-
facer las necesidades y demandas actuales y potenciales
de los usuarios.

XI...

XII. Reglamento. Al Reglamento de esta Ley que ex-
pida el Ejecutivo Federal. 

Artículo 4.-...

I a V...

VI.- Transversalidad. Principio de Administración
consistente en la obligación de todas las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Fede-
ral, de instrumentar las políticas públicas, aplicar
programas y brindar servicios de forma coordinada
dentro de un plan general que en la materia las rija
a todas; actuando cada una dentro del ámbito de su
competencia, evitando con ello la duplicidad de es-
fuerzos y la contradicción de acciones de gobierno.

VII. La no discriminación.- Nningún servidor públi-
co, autoridad, persona física o moral, podrá realizar
actos que discriminen a cualquier persona por razón
de su edad, incluyendo, entre otras, las conductas si-
guientes:

a. Impedir el acceso al empleo y la permanencia
en el mismo, en igualdad de condiciones, salvo en
los casos expresamente determinados por las le-
yes;

b. Impedir el acceso a cualquier servicio público o
institución privada que preste servicios a la po-
blación en general; y

c. Negar una retribución justa por su desempeño
laboral,



Art. 5.-...

I...

II...

a a c...

d. En los procedimientos que señala el párrafo ante-
rior, se deberá tener atención preferente en la protec-
ción de su patrimonio personal y familiar, sus ingre-
sos y pensiones, uso y libre disfrute de sus
propiedades y usufructos y cuando sea el caso, tes-
tar sin presiones ni violencia.

III a VII...

VIII...

...

Especialmente aquellos casos de maltrato o violencia
contra las personas adultas mayores.

Artículo 10 bis.- Para el diseño y aplicación de políticas
públicas dirigidas a los Adultos Mayores, es necesario
que la Secretaria de Desarrollo Social considere las di-
ferentes condiciones en las que puede encontrarse un
adulto mayor, como son:

I. Independiente: aquella persona apta para des-
arrollar actividades físicas y mentales sin ayuda per-
manente parcial.

II. Semidependiente: aquella a la que sus condiciones
físicas y mentales aún le permiten valerse por sí mis-
ma, aunque con ayuda permanente parcial.

III. Dependiente absoluto: aquella con una enferme-
dad crónica o degenerativa por la que requiera ayu-
da permanente total o  canalización a alguna institu-
ción de asistencia.

IV. En situación de riesgo o desamparo.- aquellas
que por problemas de salud, abandono, carencia de
apoyos económicos, familiares, contingencias am-
bientales o desastres naturales, requieren de asisten-
cia y protección del Gobierno del Distrito Federal y
de la Sociedad Organizada.

Artículo 13 bis.- La Federación, las entidades federati-
vas y los municipios dentro del ámbito de sus respecti-
vas competencias promoverán descuentos en el pago de
derechos y servicios, así como reducciones a los im-
puestos que otorguen en sus respectivas haciendas. 

Las autoridades ya sean federales, estatales o munici-
pales analizaran la viabilidad financiera de dichos apo-
yos y podrán acceder a este beneficio, los adultos ma-
yores que previó análisis socioeconómico
correspondiente, se ajusten a lo relativa en los ordena-
mientos de cada orden y nivel de gobierno. 

Artículo 13 ter.- La H. Cámara de Diputados dentro de
la discusión del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción, deberán considerar el índice de crecimiento de la
población de adultos mayores, a fin de anexar de esta-
blecer una correlación con el presupuesto anual asigna-
do al Instituto a fin de éste cuente con los recursos ne-
cesarios para el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 14.- ...

I a II...

III. Impulsar la planeación y concurrencia de las ins-
tituciones públicas y privadas en la materia;

IV. Fomentar el desarrollo de una cultura de la vejez
y el envejecimiento, orientada a incrementar la sen-
sibilidad, conciencia social, respeto, solidaridad y
convivencia entre generaciones, potenciando el apro-
vechamiento de la experiencia y conocimiento de los
adultos mayores;

V. Evitar en la familia, la sociedad y el gobierno, to-
da forma de discriminación, estigmatización y olvido
por razones de edad avanzada;

VI. Impulsar, en el marco de la Ley de Asistencia So-
cial, la coordinación de los servicios públicos y pri-
vados de Asistencia Social;

VII. Regular y vigilar que los servicios públicos y
privados que se presten a los adultos mayores cum-
plan lo mandado por esta Ley, su Reglamento y otros
ordenamientos aplicables;

VIII. Promover la solidaridad y la participación ciu-
dadana para concertar, construir y elaborar acciones
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que permitan su incorporación social y alcanzar su
desarrollo justo y equitativo;

IX. Promover la participación activa de las personas
adultas mayores en la formulación y ejecución de las
políticas públicas que les afecten;

X. Fomentar la investigación en geriatría y geronto-
logía; y la capacitación de personal especializado pa-
ra la prestación de servicios a las personas adultas
mayores;

XI. Difundir los derechos de las personas adultas
mayores y los programas, servicios y acciones en su
favor; y

XII. En la interpretación Administrativa de esta Ley,
se procurará el beneficio,  bienestar e integridad de
los adultos mayores.

Artículo 16.-....

I a III...

IV. Formular, fomentar y coordinar políticas y pro-
gramas que promuevan la equidad y la igualdad de
oportunidades y que eliminen los mecanismos de ex-
clusión social de las personas adultas mayores;

V. Instrumentar programas destinados a abatir el
analfabetismo entre las personas adultas mayores y
promover el acceso de ellas a los sistemas de educa-
ción;

VI. Estimular, apoyar y dar seguimiento a los proce-
sos de auto-organización de las personas adultas ma-
yores, para que este grupo ejerza su vocación de ser-
vicio a la comunidad, aporten a la sociedad su
experiencia de vida, disfruten de los espacios y servi-
cios públicos y, accedan de este modo a un envejeci-
miento activo y al reconocimiento social que mere-
cen;

VII. Promover que todas las políticas públicas diri-
gidas a las personas adultas mayores cuenten con
perspectiva de género; 

VIII. Desarrollar acciones permanentes para toda la
población destinadas a crear una cultura de la vejez
y del envejecimiento; e

IX. Impulsar y promover el reconocimiento y ejerci-
cio de los derechos de las personas adultas mayores.

Artículo 28.- ....

I a V ...

VI. Convocar a las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, estatales y municipales a
las organizaciones civiles dedicadas a la atención de
las personas adultas mayores, así como a las institucio-
nes de educación, investigación superior, académicos,
especialistas y cualquier persona interesada en la vejez,
a efecto de que formulen propuestas y opiniones res-
pecto de las políticas, programas y acciones de atención
para ser consideradas en la formulación de la política
social del país en la materia y en el programa de trabajo
del Instituto; 

VII a XXIX...

XXX. Otorgar un Reconocimiento a las instituciones
públicas o privadas, así como a los particulares que
se distingan por llevar a cabo programas y medidas
a favor de los adultos mayores.

El Reconocimiento será otorgado previa comproba-
ción de sus acciones por parte del Instituto, mismo
que será de carácter honorífico, tendrá vigencia de
un año y servirá de base para la obtención de bene-
ficios fiscales especiales definidos en el Código Fiscal
de la Federación;

XXXI. Emitir observaciones a las autoridades que
incumplan con las atribuciones señaladas por ésta
ley o por el incumplimiento de la misma, pudiendo
solicitar el inicio del procedimiento administrativo
correspondiente; así como imponer las sanciones
previstas en el capítulo II del Titulo Sexto de esta
Ley;

XXXII. Instrumentar, operar y desarrollar progra-
mas y acciones de asistencia y desarrollo social; así
como todas aquellas acciones dentro del marco de la
ley, necesarias para el cumplimiento de su objeto.

Artículo 38 bis.- El Consejo tendrá las siguientes facul-
tades:
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I. Participar en la formulación de políticas públicas
para los adultos mayores;

II. Proponer modificaciones a leyes, reglamentos y
procedimientos para mejorar la atención de los adul-
tos mayores;

III. Promover la participación y colaboración de ins-
tituciones públicas y privadas para mejorar el apoyo
y atención que se brinde a los adultos mayores;

IV. Participar en la elaboración, seguimiento y eva-
luación del Programa que a nivel nacional atienda a
los adultos mayores; así como en el cumplimiento de
la ley y desempeño de las dependencias señaladas en
el capítulo III del Título Cuarto de esta Ley;

V. Promover junto con el Instituto una cultura de
respeto y valorización del adulto mayor;

VI. Coadyuvar en la vigilancia y supervisión de los
centros a que hace mención la fracción XIII del artí-
culo 28 de esta Ley; 

VII. Coadyuvar con el Instituto, para el seguimiento
de quejas y por la violación de los derechos de las
personas adultas mayores, haciéndolos; y

VIII. Elaborar su propio manual de organización

TITULO SEXTO
DE LAS SANCIONES Y DE 

RESPONSABILIDADES DE LAS 
AUTORIDADES Y SERVIDORES PÚBLICOS

CAPITULO III DE LAS SANCIONES

Artículo 50.- El Instituto dispondrá la adopción de las
siguientes medidas administrativas para sancionar la
inobservancia de la presente ley, como son:

IV. Amonestación Privada o pública y por escrito al
servidor que haya cometido la falta.

V. Multa

VI. Inicio del procedimiento de responsabilidades
con las siguientes modalidades:

a) Suspensión del empleo, cargo o comisión por un
período no menor de tres días ni mayor a un año;

b) Destitución del puesto.

c) Inhabilitación temporal para desempeñar em-
pleos, cargos o comisiones en el servicio público.

Artículo 51. Al que discrimine a una persona adulta
mayor o que por razones de su edad, niegue o restrinja
derechos laborales, el instituto le impondrá una multa
de cincuenta a doscientos días de salario mínimo vigen-
te en la zona geográfica en donde se hubiere cometido
la infracción.

Artículo 52.- Al servidor público que niegue o retarde a
una persona un  trámite, servicio o prestación al que
tenga derecho un adulto mayor o no respeto los dere-
chos consagrados en el artículo 5to de esta Ley se le au-
mentará en una mitad la pena prevista en primer pá-
rrafo del presente artículo, y además de acuerdo a la
gravedad o recurrencia de la falta, el instituto podrá
iniciar el procedimiento destitución e inhabilitación pa-
ra el desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión
públicos ante la Secretaria de la Función Pública o bien
ante la Contraloría Interna de la entidad de la adminis-
tración pública en la que el servidor preste sus servicios.

Igual sanción a la mencionada en el artículo anterior, se
impondrá al .servidor público que niegue al acceso a la
asistencia social, al adulto mayor que se encuentre en si-
tuación de abandono o no tenga medios propios de sub-
sistencia.

Artículo 53.- Cuando existan actitudes u omisiones que
impliquen conductas evasivas o de entorpecimiento por
parte de las autoridades o servidores públicos que de-
ban intervenir o colaborar en las funciones del Institu-
to, no obstante los requerimientos que éste les hubiera
formulado, el Instituto podrá hacer público un informe
especial al respecto. 

Artículo 54.- El instituto, a través de la Procuraduría de
la Defensa del Anciano, esta facultado para presentar
denuncia ante el ministerio público, cuando tenga co-
nocimiento de la violación de los derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores señaladas en los incisos c, d y e de
la fracción I del artículo 5 de ésta Ley, para que dicha
representación social actúe de oficio e inicie las averi-
guaciones correspondientes.
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Artículo 55.- Sin menoscabo de cualquier otra respon-
sabilidad, procedimiento o sanción a que hubiera lugar,
el instituto, podrá imponer sanciones y clausuras, tem-
poral o definitiva, total o parcial de las instituciones pú-
blicas y privadas, casas hogar, albergues, residencias de
día o cualquier otro centro de atención a los adultos
mayores, que incumplan con lo dispuesto por el artícu-
lo 48 de la presente Ley.

Artículo 56.- En el caso que tanto los particulares como
los servidores públicos, hubieren sido objeto de alguna
de las sanciones a que se refiere éste capítulo, podrán
recurrir la misma ante el Tribunal Federal de Justicia
Fiscal y Administrativa o bien ante la Secretaria de la
Función Pública según sea el caso, de acuerdo con las
formalidades y procedimientos que establezca la norma
correspondiente

CAPITULO IV  
DE LAS RESPONSABILIDADES DE LAS 

AUTORIDADES Y SERVIDORES PÚBLICOS

Artículo 57.- Serán sujetos de Responsabilidades, los
Servidores Públicos, y titulares de las dependencias a
que esta ley les confiere una serie de obligaciones en los
artículos: 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23 de la misma.

Artículo 58.- Los servidores públicos mencionados en el
artículo anterior, así como las autoridades administra-
tivas, serán responsables por los actos u omisiones in-
debidas en que incurran durante el desempeño de sus
funciones, al no observar las disposiciones de esta Ley,
ni respetar los derechos de las personas adultas mayo-
res.

El Instituto tendrá la facultad de solicitar amonestacio-
nes por escrito, públicas o privadas, al titular del centro
de trabajo de los servidores públicos sujetos a los pro-
cedimientos de esta ley, así como de solicitar se inicie el
procedimiento administrativo contra el servidor públi-
co que incumpla con lo dispuesto por esta ley y con sus
atribuciones; pudiendo recurrir para ello ante la con-
traloría interna de la entidad a que pertenezca el fun-
cionario en cuestión.

Artículo 59.- Con la finalidad de fomentar una cultura
de respeto, valoración y en contra de la discriminación
hacia el adulto mayor, el Instituto podrá implementar
cualquiera de las siguientes acciones:

I. La impartición de cursos o seminarios que pro-
muevan la igualdad de oportunidades y de trato a las
personas o instituciones que se compruebe cometie-
ron un acto o acción de gobierno que no se ajuste a
los principios señalados en el artículo 4 del presente
ordenamiento.

II. La presencia del personal del Instituto para pro-
mover y verificar la adopción de medidas a favor de
la igualdad de oportunidades y de trato y la elimina-
ción de toda forma de discriminación en cualquier
establecimiento de quienes que se compruebe come-
tieron un acto o acción de gobierno que no se ajuste
a los principios señalados en el numeral arriba cita-
do, por el tiempo que disponga el organismo.

Artículo 60.- Si la autoridad no atiende a las medidas
administrativas del Instituto, éste podrá solicitar la in-
tervención del superior jerárquico correspondiente pa-
ra obtener el cumplimiento de las mismas.

Si subsiste el incumplimiento, a pesar de la solicitud a
que se refiere el párrafo anterior, el Director del Insti-
tuto lo hará del conocimiento de las autoridades corres-
pondientes para fincar la responsabilidad administrati-
va a que haya lugar.

Artículo 61.- Para garantizar lo dispuesto por los inci-
sos a y c de la fracción II del artículo 5to, de esta Ley, el
Consejo de la Judicatura Federal, tomara las acciones
administrativas a que haya lugar contra su personal y
miembros de la carrera judicial no observen dichas dis-
posiciones legales.

Artículo 62.- Corresponde al ejecutivo federal, incluir
la política pública nacional para la observancia de los
derechos de las personas adultas mayores, en el Plan
Nacional de Desarrollo, dentro de los plazos y con las
formalidades que para tal efecto establece el Artículo 21
de la Ley de Planeación.

CAPÍTULO V DEL PROCEDIMIENTO 
PARA EMITIR OBSERVACIONES 

POR PARTE DEL INSTITUTO

Artículo 63.- Toda persona podrá denunciar el incum-
plimiento de la ley, las atribuciones y obligaciones con-
feridas a los servidores públicos o la violación a los de-
rechos de las personas adultas mayores, recurriendo a
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formular su denuncia ante el Instituto, ya sea directa-
mente o por medio de su representante.

Las organizaciones de la sociedad civil podrán presen-
tar denuncias en los términos de esta Ley, designando
un representante.

Las denuncias a que se refiere este artículo, no requerirán
más formalidad que presentarse por escrito con firma o
huella digital y datos de identificación del interesado. 

Podrán también ser verbales, por vía telefónica o por
cualquier otro medio electrónico, sin más señalamiento
que el asunto que las motivó y los datos generales de
quien las presente, debiendo ratificarse con las formali-
dades establecidas en el párrafo anterior dentro de los
cinco días hábiles siguientes, de lo contrario se tendrán
por no presentadas.

Artículo 64.- Las denuncias a que hace mención el artí-
culo anterior, sólo podrán admitirse dentro del plazo de
un año, contado a partir de que el denunciante tenga
conocimiento de dichas conductas. 

Artículo 65.- El Instituto proporcionará a través de la
Procuraduría de la Defensa del Anciano, la asesoría a
aquellas personas que sientan han sido conculcados sus
derechos, deseen presentar una denuncia por el incum-
plimiento de la Ley o denunciar a algún servidor públi-
co que incumpla con sus atribuciones conferidas.

Artículo 66.- El Instituto, dentro del ámbito de su com-
petencia, iniciará sus actuaciones a petición de parte;
también podrá actuar de oficio en aquellos casos en que
así lo determine su director por la gravedad del asunto
o a petición de la mayoría de los miembros del consejo
consultivo. 

Artículo 67.- Los servidores públicos y las autoridades
federales a que se refiere el capítulo III del Titulo Cuar-
to de esta Ley, quedarán obligados a auxiliar al perso-
nal del Instituto en el desempeño de sus funciones y ren-
dir los informes que se les soliciten en el término
establecido por el estatuto orgánico del instituto.

Artículo 68.- En caso de no haber respuesta por parte
de las autoridades o servidores públicos requeridos,
dentro del plazo señalado para tal efecto, se tendrán
por ciertos los hechos mencionados en la reclamación,
salvo prueba en contrario. 

Artículo 69.- Cuando el Instituto considere que la de-
nuncia no reúne los requisitos señalados para su admi-
sión o sea evidentemente improcedente o infundada, se
rechazará mediante acuerdo motivado y fundado que
emitirá en un plazo máximo de cinco días hábiles. 

El Instituto, a través de la procuraduría de la Defensa
del Anciano, deberá substanciar el procedimiento y no-
tificar por la vía y términos que su estatuto orgánico es-
tablezca, sus resoluciones al o los interesados. 

Artículo 70.- Cuando el contenido de la denuncia sea
poco clara, no pudiendo deducirse los elementos que
permitan la intervención del Instituto, se notificará por
al interesado para que la aclare en un término de cinco
días hábiles posteriores a la notificación; en caso de no
hacerlo, después del segundo requerimiento, se archi-
vará el expediente por falta de interés.

Artículo 71.- En ningún momento la presentación de
una denuncia ante el Instituto interrumpirá la pres-
cripción de las acciones judiciales o recursos adminis-
trativos previstos por la legislación correspondiente.

Artículo 72.- Las pruebas que se presenten, por los in-
teresados, así como las que de oficio se allegue el Insti-
tuto, serán valoradas en su conjunto, de acuerdo con los
principios de la lógica, la experiencia y la legalidad, a
fin de que puedan producir convicción sobre los hechos
denunciados.

Artículo 73.- Si al concluir la investigación, no se com-
probó que las autoridades federales o servidores públi-
cos hayan cometido las conductas discriminatorias im-
putadas, el Instituto dictará la resolución
correspondiente, atendiendo a los requisitos que esta-
blezca su Estatuto Orgánico.

Artículo 74.- Si finalizada la investigación, el Instituto
comprueba que los servidores públicos o autoridades
federales denunciadas cometieron alguna conducta dis-
criminatoria, formulará la correspondiente resolución
por disposición, en la cual se señalarán las medidas ad-
ministrativas y sanciones a que se refieren los capítulos
III y IV del Titulo Sexto de esta Ley, así como los de-
más requisitos que prevea el Estatuto Orgánico del
Instituto.

Artículo 66.- En todo lo no previsto en esta Ley respecto
a los procedimientos que la misma establece, se estará a
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lo dispuesto en el Código Federal de Procedimientos
Civiles.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor a
los 30 días contados a partir de su fecha de publicación en
el Diario Oficial.

Artículo Segundo.- El Instituto, contará con un período de
90 días naturales para adecuar su Estatuto Orgánico a las
disposiciones del presente Decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2006.

Notas:

1. Perícles Namorado Urrutia

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na González Furlong (rúbrica), Presidenta; Francisco Javier Bravo
Carbajal, Secretario; Laura Elena Martínez Rivera (rúbrica), Secreta-
ria; Homero Ríos Murrieta (rúbrica), Secretario; Emilio Serrano Jimé-
nez (rúbrica), Secretario; Pablo Anaya Rivera, Gaspar Ávila Rodríguez
(rúbrica), María Ávila Serna (rúbrica), Emilio Badillo Ramírez, Virgi-
nia Yleana Baeza Estrella (rúbrica), Abraham Bagdadi Estrella, Álva-
ro Burgos Barrera (rúbrica), Florencio Collazo Gómez (rúbrica), San-
tiago Cortés Sandoval (rúbrica), Manuel González Reyes, María del
Carmen Izaguirre Francos (rúbrica), Francisco Javier Lara Arano (rú-
brica), María Isabel Maya Pineda (rúbrica), Gabriela Miranda Campe-
ro López Malo, José Luis Naranjo y Quintana (rúbrica), Omar Ortega
Álvarez, Martha Palafox Gutiérrez, Evangelina Pérez Zaragoza (rúbri-
ca), Mayela Quiroga Tamez (rúbrica), Martha Leticia Rivera Cisneros
(rúbrica), Benjamín Sagahón Medina, Rocío Sánchez Pérez (rúbrica),
Norma Elizabeth Sotelo Ochoa, Guillermo Tamborrel Suárez.»

Es de primera lectura.

LEY DE LOS DERECHOS 
DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables,
con proyecto de decreto que adiciona una fracción XII al ar-

tículo 3o. y un Capítulo Segundo al Título Tercero de la Ley
de los Derechos de las Personas Adultas Mayores

HONORABLE ASAMBLEA

A la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, le fue
turnado para su análisis y dictamen la Iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que adiciona un Capítulo Segundo
Bis al Título Tercero de la Ley de los Derechos de las Per-
sonas Adultas Mayores, que a nombre de diversos diputa-
dos integrantes de esta LXI legislatura, presentó el Diputa-
do Emilio Serrano Jiménez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, de con-
formidad con las atribuciones que le otorgan los artículos
39 numerales 1, 2 fracción III y numeral 3; 45 en su nu-
meral 6 fracción f) de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; 58, 65, 83, 87 y 88,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consi-
deración de esta honorable Asamblea el presente dictamen
con proyecto de decreto, al tenor de los siguientes:

ANTECEDENTES

I. En Sesión celebrada el día 11 de octubre de 2005, el Di-
putado Emilio Serrano Jiménez, a nombre de diversos Di-
putados integrantes de esta LXI legislatura del grupo par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática,
presentó al Pleno de la Cámara de Diputados, Iniciativa de
decreto por el que se adiciona un Capítulo Segundo Bis al
Título Tercero de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores.

II. En la misma fecha, la Mesa Directiva turnó para su aná-
lisis y dictamen dicha Iniciativa a la Comisión de Atención
a Grupos Vulnerables.

III. Que con fecha 20 de abril del año 2006 los integrantes
de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, se reu-
nieron para analizar, discutir y aprobar el presente dicta-
men.

CONSIDERACIONES

I. Es preocupante la situación que muchos adultos mayo-
res experimentan al interior de sus hogares y asilos que se
convierten en verdaderas máquinas de olvido, pisoteo,
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violencia, despojo patrimonial y muerte en contra de este
sector vulnerable de la sociedad.

II.- La privacidad de los hogares debe tener el límite de la
tutela de valores superiores como la vida, salud, libertad,
dignidad y subsistencia de personas desvalidas como las
personas de la tercera edad. En este sentido, proponen los
iniciadores que cuando haya denuncia directa del propio
afectado o de un tercero sobre el maltrato de que es objeto
el adulto mayor, exista la posibilidad de que una trabajado-
ra social que preste los servicios al Estado acuda al lugar
en cuestión para constar este hecho y promover en su caso
ante las instancias competentes la toma de las medidas le-
gales en tutela de la víctima y sus bienes así como la pre-
sentación de las denuncias penales procedentes contra el o
los agresores. Sin menoscabo de que estas trabajadoras so-
ciales realicen inspecciones periódicas masivas para cons-
tatar que los adultos mayores sean respetados en sus hoga-
res y en sus derechos humanos mínimos.

III.- Los asilos suelen usarse por hijos, cónyuges, concubi-
nos o descendientes en general para deshacerse de los pa-
dres y someterlos al abandono y muchas veces de manera
paralela al despojo de sus bienes. En este sentido el asilo se
transforma en una cárcel de la que no pueden salir por su
decisión, pisoteando en ambos sentidos sus derechos su-
premos a la libertad y la dignidad, para no hablar de los
maltratos directos, pésima alimentación y atención a la sa-
lud que reciben.

IV. Cabe destacar que esta Comisión se ha pronunciado en
diversas ocasiones por el respecto a la dignidad tanto de los
adultos mayores, como de cualquier otro grupo vulnerable. 

V. En la visión de los promoventes, el asilo debe transfor-
marse en un instrumento que coadyuve a la prolongación
de una vida plena de los adultos mayores, apoyándolos en
la medida que ellos lo necesiten para continuar con su vida
normal, trabajo, estudio, esparcimiento y que contraria-
mente a las personas de la tercera edad los infantilizan, ale-
jan del entorno social y los van destruyendo física, mental
y socialmente.

VI. El contenido propio de la Iniciativa se desprenden las
siguientes propuestas:

a) Apenas entren en vigor las modificaciones puestas a
consideración, se realice una inspección minuciosa de to-
dos y cada uno de los asilos privados y públicos y se cons-
tate que se les están respetando los derechos humanos a los

ancianos en caso contrario deberán elaborar un programa
que deberá ser aprobado por el Instituto Nacional de las
Personas Adultas Mayores (INAPAM), para que a la bre-
vedad se puedan reparar las omisiones al respecto.

b) Los espacios que no cumplan conforme al programa
aprobado por el Instituto, deberán ser clausurados. En ese
sentido aseguran, se debe prever inspecciones periódicas y
masivas de los asilos para constatar que ningún adulto ma-
yor esté en contra de su voluntad, de que los asilos sean
centros de puertas abiertas o de acompañamiento en los ca-
sos de incapacidad física o mental, se otorgue un trato dig-
no, alimentación sana y suficiente.

c) Que se les de a las personas adultas mayores participa-
ción en el asilo en la toma de las decisiones que les afecte
directamente.

d) Para los que no trabajan se les permita en el asilo el des-
arrollo de talleres adecuados, que tengan acceso a la edu-
cación y esparcimiento y aun régimen de ejercicio adecua-
do,

e) Que pueden comunicarse con sus amistades o con
quien deseen, que cuando así lo decidan se puedan retirar
del asilo.

f) Si se constata que las personas de la tercera edad son ob-
jeto de maltratos y delitos se tomen las medidas legales, in-
cluidas las presentaciones de denuncias penales contra los
que laboren en el asilo o los familiares y, en general, los
responsables de las agresiones.

VII. Siguiendo la alocución de los iniciadores de la Inicia-
tiva que se analiza, se hace mención al hecho de que no de-
be permitirse que los asilos continúen como terreno de na-
die con una mala atención y calidad de vida para los
adultos mayores que en él se encuentran. No puede tampo-
co escudarse en el hecho de que únicamente se trata de �de-
cisiones familiares sobre las que el Estado no puede ni de-
be intervenir�, considerando aberrantemente que el adulto
mayor es un mero apéndice de los hijos o de otros familia-
res, y no un ser libre, independiente y con derechos plenos
que deben ser respetados y hacerse respetar por el anciano.

VIII. El espíritu de la Iniciativa busca que los asilos se
modernicen, se humanicen y se transformen en colonias
abiertas; como un centro colectivo de convivencia con
otros ancianos que cuente con libertad y todos los servi-
cios necesarios, rompiendo la inactividad y la soledad,
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perdurando como centros productivos financieramente au-
tosuficientes. Buscando sobre todo evitar que por afanes de
lucro los asilos descuiden su objetivo prioritario como lo es
un servicio digno, de calidad y calidez para los adultos ma-
yores.

Finalmente, la propuesta adolece de Técnica legislativa por
lo que se sugieren algunas modificaciones en la estructura
propuesta.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión Atención a
Grupos Vulnerables pone a la consideración de la honora-
ble Asamblea el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE ADICIO-
NA UNA FRACCIÓN XII AL ARTÍCULO 3º Y UN
CAPÍTULO SEGUNDO AL TÍTULO TERCERO DE
LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS
ADULTAS MAYORES

Artículo Único.- Se adiciona una Fracción XII al artículo
3º y un Capítulo Segundo los artículos del 10 al 22 al Títu-
lo Tercero de la Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores, recorriéndose en su orden sucesivo los demás
artículos de dicha Ley para quedar como sigue:

Artículo 3º. ...

I. a XI. ...

XII. Asilo, casa hogar, albergues o cualquier otra desig-
nación que reciban.- Es el lugar físico acondicionado en
donde se alberga, se cuida y se protege a los adultos ma-
yores con el objeto de brindarles un bien o servicio to-
tal o parcial, pudiendo ser de tiempo determinado o in-
definido para su estancia y desarrollo.

Título Tercero
Capítulo Primero

Capítulo Segundo
De los Asilos, Casas Hogar y Albergues

Artículo 10.- En presencia de una denuncia por mal-
trato contra un adulto mayor en el hogar, asilo, traba-
jo o cualesquiera otro, denuncia del propio afectado o
un tercero, el Instituto Nacional de las Personas Adul-
tas Mayores deberá realizar una visita por conducto
de una trabajadora social ante la negativa a esta visi-

ta se solicitará el uso de la fuerza por conducto del Mi-
nisterio Público.

Artículo 11.- Para el ingreso en un asilo deberá contarse
con el consentimiento escrito libre y espontáneo ante dos
testigos de la confianza del adulto mayor. De lo contrario
el familiar y los que laboren en el silo serán responsables
del delito de privación ilegal de la libertad con una san-
ción de 6 a 10 años de prisión y multa de mil a tres mil dí-
as de salario mínimo. Lo mismo sucederá si a la persona
de la tercera edad no se le permite salir del asilo de ma-
nera temporal o definitiva; la incapacidad física o mental
del adulto mayor no será pretexto para negarle su liber-
tad pues en tal caso se le deberá dar el acompañamiento
necesario para que pueda ejercer sus decisiones.

Artículo 12.- Al ingresar un anciano al asilo se deberán
tomar sus generales y ratificación por escrito de ingre-
so voluntario, asimismo registrar sus bienes y derechos
de los que es titular, se informar de todo esto de mane-
ra inmediata al Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores para que constate que el acceso de la
persona de la tercera edad fue voluntaria.

Por otra parte, cualquier disposición de los bienes del
anciano para que tenga validez deberá contar con la au-
torización del Instituto Nacional de las Personas Adul-
tas Mayores, para lo cual éste deberá constatar la vo-
luntad libre y válida del adulto mayor. 

El asilo deberá notificar al Instituto Nacional de las
Personas Adultas Mayores de cualquier hecho que pue-
da implicar afectación indebida de los bienes, pensiones
y demás derechos del anciano. O de cualquier maltrato
o delito que se haya consumado en su contra o que se
pueda consumar, para efectos de que este Instituto ejer-
za las acciones legales que procedan y en caso contrario
responderá como obligado solidario de los daños causa-
dos por su negligencia.

Artículo 13.- Los asilos deberán ser instituciones de
puertas abiertas que permitan que el adulto mayor sal-
ga a trabajar, a estudiar, visitar a sus familiares, y de-
más actividades que le permitan continuar activo, salu-
dable e integrado a la sociedad.

Artículo 14.- El asilo deberá desarrollar talleres que per-
mitan que el anciano continúe activo, obtenga ingresos y
se apoye la autosuficiencia financiera del asilo.
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Artículo 15.- El asilo deberá poner en operación un pro-
grama de ejercicios, educación y esparcimiento adecua-
do para la salud y desarrollo del anciano.

Artículo 16.- Cualquier delito o abuso en el mandato
conferido que se cometa por personal al servicio del asi-
lo en contra de las personas adultas mayores se castiga-
rá con el doble de la sanción prevista por la legislación
penal aplicable.

Artículo 17.- La institución no opondrá ningún obstá-
culo para que el anciano se comunique con libertad ha-
cia el exterior usando cualquier medio tecnológico que
esté a su alcance como teléfono, fax, Internet, y demás.

Artículo 18.- El Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores deberá realizar inspecciones ordina-
rias y periódicas de manera masiva por conducto de
trabajadoras sociales a los asilos para constar el respe-
to de los derechos de los adultos mayores aquí señala-
dos, y en general sus derechos humanos. Caso contrario
ejercerá las acciones legales procedentes, incluidas las
penales contra los responsables.

Artículo 19.- El Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores impulsará la creación de pequeñas co-
lonias de adultos mayores de puertas abiertas estratégi-
camente ubicadas en el país, cuyos ejes deberán ser la
autoorganización, la calidez, el trabajo, el ejercicio, la
convivencia, la educación, la cultura, la salud, el espar-
cimiento, la integración y participación social, la soli-
daridad, el respeto, la libertad, la autosuficiencia finan-
ciera y, en general todo aquello que permita la felicidad
y el desarrollo del anciano en su propio bien, de su fa-
milia y la sociedad toda. Cada anciano comprará o ren-
tará uno de los departamentos o casas que formen par-
te de la colonia.

Artículo 20.- El Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores deberá tener un número telefónico las
veinticuatro horas para la presentación de quejas sobre
los servicios prestados en los asilos. Igualmente deberá
tener a disposición del público una lista comparativa de
la calidad de los servios prestados en los mismos.

Artículo 21.- Todo asilo deberá poner un letrero o refe-
rencia al exterior del inmueble en que preste sus servi-
cios. Cuando el Instituto Nacional de las Personas Adul-
tas Mayores constate la existencia de asilos clandestinos
además de clausurarlo e imponérseles una multa de

veinte mil a sesenta y seis salarios mínimos generales vi-
gentes en el Distrito Federal, sanción que se ejecutará
por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público previo respeto a la garantía de audiencia al
afectado, presentará las acciones legales ante las ins-
tancias que procedan, incluidas las penales.

Artículo 22.- A los asilos que cumplan el respeto de los
derechos humanos de los adultos mayores se darán es-
tímulo fiscales, si obtienen certificados de calidad ade-
más se les deberá proporcionar subsidio de parte del
Estado.

Artículos Transitorios

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo.- A los noventa días de que entre en vigor del
presente decreto, el Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores deberá tener creado un amplio cuer-
po de trabajadoras sociales que le apoyen en la realiza-
ción de las inspecciones a los hogares y asilos conforme
lo prevé el presente Decreto, para lo cual la Cámara de
Diputados en el Presupuesto de Egresos correspondien-
te al ejercicio fiscal de 2006 y subsecuentes deberá asig-
nar los recursos necesarios al efecto. La Cámara de Di-
putados igualmente deberá destinar los recursos
necesarios en los términos señalados para el cumpli-
miento de lo previsto en el artículo 9 Bis 12 del presen-
te decreto.

Tercero.- A los ciento ochenta días de la entrada en vi-
gor del presente decreto, el Instituto Nacional de las
Personas Adultas Mayores deberá realizar una inspec-
ción a todos los asilos privados y públicos para consta-
tar que los adultos mayores están voluntariamente en el
asilo y, en general verificar el respeto a los derechos hu-
manos de los ancianos. En caso contrario el asilo debe-
rá someter a la aprobación del Instituto Nacional de las
Personas Adultas Mayores un programa de corrección
y autorregulación conforme al dictamen elaborado por
la o las trabajadoras sociales que hayan realizado la
inspección. Si el asilo no cumple con el programa apro-
bado o la situación que padecen los ancianos, conforme
al dictamen de trabajo social, es absolutamente irrepa-
rable ante la violación grave y generalizada de los dere-
chos humanos de los adultos mayores, el asilo se clau-
surará no sin antes respetar a los afectados la garantía
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de audiencia. Asimismo se levantará un censo sobre las
generales de los ancianos, sus bienes y derechos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2006.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na González Furlong (rúbrica), Presidenta; Francisco Javier Bravo
Carbajal, Laura Elena Martínez Rivera (rúbrica), Homero Ríos Mu-
rrieta (rúbrica), Emilio Serrano Jiménez (rúbrica), secretarios; Pablo
Anaya Rivera, Gaspar Ávila Rodríguez (rúbrica), María Ávila Serna
(rúbrica), Emilio Badillo Ramírez, Virginia Yleana Baeza Estrella (rú-
brica), Abraham Bagdadi Estrella, Álvaro Burgos Barrera (rúbrica),
Florencio Collazo Gómez (rúbrica), Santiago Cortés Sandoval (rúbri-
ca), Manuel González Reyes (rúbrica), María del Carmen Izaguirre
Francos (rúbrica), Francisco Javier Lara Arano (rúbrica), María Isabel
Maya Pineda (rúbrica), Gabriela Miranda Campero López Malo (rú-
brica), José Luis Naranjo y Quintana (rúbrica), Omar Ortega Álvarez,
Martha Palafox Gutiérrez, Evangelina Pérez Zaragoza (rúbrica), Ma-
yela Quiroga Tamez (rúbrica), Martha Leticia Rivera Cisneros (rúbri-
ca), Benjamín Sagahón Medina, Rocío Sánchez Pérez (rúbrica), Nor-
ma Elizabeth Sotelo Ochoa (rúbrica), Guillermo Tamborrel Suárez.»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Atención de Grupos Vulnera-
bles, con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de las Personas con
Discapacidad

HONORABLE ASAMBLEA: 

A la Comisión de Atención de Grupos Vulnerables le fue-
ron turnadas para su análisis y dictamen las siguientes ini-
ciativas para reformar la Ley General para las Personas con
Discapacidad:

1. Con Proyecto de Decreto que adiciona un segundo
párrafo a la fracción IV del Articulo  2 y un párrafo a la
fracción I del artículo 10 de la Ley General de las Per-
sonas con Discapacidad, presentada por el Dip. Jorge

Antonio Kahwagi Macari del Grupo  Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México

2. Con Proyecto de Decreto que reforma el Articulo 9 de
la Ley General de las Personas con Discapacidad, pre-
sentada por el Dip. Francisco Luis Monárrez  Rincón
del Grupo Parlamentario de Partido Revolucionario Ins-
titucional

3. Con Proyecto de Decreto que reforma los Artículos 2
y 6 de la Ley General de las Personas con Discapacidad,
presentada por el Dip. Jorge Antonio Kahwagi Macari
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México

4. Con Proyecto de Decreto que reforma diversos Artí-
culos de la Ley General de las Personas con Discapaci-
dad, presentada por el Dip. Antonio Kahwagi Macari
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México

5. Con Proyecto de Decreto que reforma diversos Artí-
culos de la  Ley General de las Personas con Discapaci-
dad, presentada por la Dip. Amalín Yabur Elías, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional

6. Con Proyecto de Decreto que reforma y adicionas di-
versas disposiciones a la  Ley General de las Personas
con Discapacidad, presentada por la Dip. Rocío Sán-
chez Pérez del Grupo  Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática

Con fundamento en lo establecido por los artículos 71 frac-
ción II y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y de conformidad con las facultades otor-
gadas en los artículos 45 párrafo 6 inciso f) de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, 55 fracción II, 56, 87 y 88 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, los Diputados integrantes de esta Co-
misión someten a la consideración de esta honorable
Asamblea, el presente Dictamen que se realiza de confor-
midad con los siguientes:

I ANTECEDENTES.

I.- En sesión del día 13 de septiembre del 2005, el Diputa-
do Jorge Antonio Kahwagi Macari del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México,  presentó una
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iniciativa que adiciona un segundo párrafo a la fracción IV
del artículo 2 y un párrafo a la fracción I del artículo 10 de
la Ley General de Personas con Discapacidad, la cual fue
turnada a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.

II.- Con fecha 20 de septiembre del 2005,  el Diputado Fran-
cisco Luis Monárrez  Rincón del Grupo Parlamentario de
Partido Revolucionario Institucional presentó la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el Articulo 9 de la Ley
General de las Personas con Discapacidad, la cual fue turna-
da a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.

III.- El día 26 de Octubre del 2005,  el Diputado Jorge An-
tonio Kahwagi Macari del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México,  presentó la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los Artículos 2 y 6 de la
Ley General de las Personas con Discapacidad, la cual fue
turnada a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.

IV.- Asimismo en la sesión del  7 de Febrero del 2006,  el
Diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari del Grupo  Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México,  pre-
sentó la iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versos Artículos de la  Ley General de las Personas con
Discapacidad, la cual fue turnada a la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables.

V.- El 14 de Febrero del 2006,  la  Diputada Amalín Yabur
Elias del Grupo  Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, presentó la iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma diversos Artículos de la  Ley General de las
Personas con Discapacidad, la cual fue turnada a la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables.

VI.- De igual forma el 16 de Febrero del 2006, la Diputa-
da Rocío Sánchez Pérez del Grupo  Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática, presentó la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adicionas diversas
disposiciones a la  Ley General de las Personas con Disca-
pacidad, la cual fue turnada a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables.

VII.- En la Reunión Plenaria de la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, celebrada el 20 de Abril de 2006, los
Diputados integrantes se aprobó el presente dictamen.

II. CONTENIDO DE LAS INICIATIVAS.

1.- La Iniciativa del Dip. Jorge Antonio Kahwagi Macari
del Grupo  Parlamentario del Partido Verde Ecologista de

México, adiciona un segundo párrafo a la fracción IV del
artículo 2 y un párrafo a la fracción I del artículo 10 de la
Ley General de Personas con Discapacidad:

Artículo 2 

Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. a III. ...

IV. ...

Esta educación incluye orientación a los padres o tu-
tores, así como también a los maestros y personal de
escuelas de educación básica regular que integren a
alumnos con necesidades especiales de educación.

Artículo 10. ...

I. ... 

Tratándose de menores de edad con discapacidades,
esta educación propiciará su integración a los plan-
teles de educación básica regular, mediante la aplica-
ción de métodos, técnicas y materiales específicos.
Para quienes no logren esa integración, esta educa-
ción procurará la satisfacción de necesidades básicas
de aprendizaje para la autónoma convivencia social
y productiva, para lo cual se elaborarán programas
y materiales de apoyo didácticos necesarios;

II. a XIV. ...

2.- Por su parte el Dip. Francisco Luis Monárrez Rincón en
su iniciativa propone adicionar tres fracciones al artículo 9
de la Ley General de las Personas con Discapacidad:

Artículo 9.- ...

I al VI. ...

VII. Una persona que sufra algún tipo de discapacidad
ocasionada por un accidente de trabajo tendrá garanti-
zada su reincorporación al empleo, salvo los casos en
donde la discapacidad sea mayor al 70%.

VIII. Todos los centros de trabajo, tanto de instancias gu-
bernamentales como privadas, deberán destinar una can-
tidad de plazas laborales, equivalentes al 10% de su plan-
tilla de trabajadores, para personas con discapacidad,

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 27 de abril de 2006349



excepto aquéllas actividades que presenten un alto gra-
do de riesgo en el trabajo. 

IX. Las empresas que cumplan con las disposiciones an-
teriores se harán acreedoras a estímulos fiscales.

3.- Por otro lado la iniciativa también el mismo diputado
Jorge Antonio Kahwagi Macari pretende adicionar una
fracción IV y X al Artículo 2, para que las actuales frac-
ciones se recorran sucesivamente para que dicho artículo
quede con XV fracciones y adiciona una fracción VI al ar-
tículo 6 de la siguiente manera:

Artículo 2. ...

I a III. ...

IV. Discriminación contra las personas con discapa-
cidad.- Toda distinción exclusiva o restricción basa-
da en una condición de discapacidad, consecuencia
de discapacidad anterior o percepción de una disca-
pacidad presente o pasada, que tenga el efecto o pro-
pósito de impedir o anular en reconocimiento, goce o
ejercicio por parte de las personas con discapacidad,
de sus derechos humanos y libertades fundamenta-
les.

V. Educación Especial.- Conjunto de servicios, progra-
mas, orientación y recursos educativos especializados,
puestos a disposición de las personas que padecen algún
tipo de discapacidad, que favorezcan su desarrollo inte-
gral, y faciliten la adquisición de habilidades y destrezas
que les capaciten para lograr los fines de la educación.

VI. Equiparación de Oportunidades.- Proceso de ade-
cuaciones, ajustes y mejoras necesarias en el entorno ju-
rídico, social, cultural y de bienes y servicios, que faci-
liten a las personas con discapacidad una integración,
convivencia y participación en igualdad de oportunida-
des y posibilidades con el resto de la población.

VII. Estenografía Proyectada.- Es el oficio y la técnica
de transcribir un monólogo o un diálogo oral de manera
simultánea a su desenvolvimiento y, a la vez, proyectar
el texto resultante por medios electrónicos visuales o en
Sistema de Escritura Braille. 

VIII. Estimulación Temprana.- Atención brindada al ni-
ño de entre 0 y 6 años para potenciar y desarrollar al má-

ximo sus posibilidades físicas, intelectuales, sensoriales
y afectivas, mediante programas sistemáticos y secuen-
ciados que abarquen todas las áreas del desarrollo hu-
mano, sin forzar el curso natural de su maduración.

IX. Consejo.- Consejo Nacional para las Personas con
Discapacidad.

X. Integración.- Es el resultado de las acciones que
realizan las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, estatal y municipal, las fami-
lias y la sociedad organizada, orientadas a modificar
y superar las condiciones que impidan a las personas
con discapacidad su desarrollo integral.

XI. Lengua de Señas.- Lengua de una comunidad de
sordos, que consiste en una serie de signos gestuales ar-
ticulados con las manos y acompañados de expresiones
faciales, mirada intencional y movimiento corporal, do-
tados de función lingüística, forma parte del patrimonio
lingüístico de dicha comunidad y es tan rica y compleja
en gramática y vocabulario como cualquier lengua oral.

XII. Organizaciones.- Todas aquellas organizaciones so-
ciales constituidas legalmente para el cuidado, atención
o salvaguarda de los derechos de las personas con dis-
capacidad o que busquen apoyar y facilitar su participa-
ción en las decisiones relacionadas con el diseño, apli-
cación y evaluación de programas para su desarrollo e
integración social.

XIII. Persona con Discapacidad.- Toda persona que pre-
senta una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea
de naturaleza permanente o temporal, que limita la ca-
pacidad de ejercer una o más actividades esenciales de
la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el
entorno económico y social.

XIV. Prevención.- La adopción de medidas encamina-
das a impedir que se produzcan deficiencias físicas, in-
telectuales, mentales y sensoriales.

XIII. Rehabilitación.- Proceso de duración limitada y
con un objetivo definido, de orden médico, social y edu-
cativo entre otros, encaminado a facilitar que una perso-
na con discapacidad alcance un nivel físico, mental,
sensorial óptimo, que permita compensar la pérdida de
una función, así como proporcionarle una mejor inte-
gración social.
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XV. Sistema de Escritura Braille.- Sistema para la co-
municación representado mediante signos en relieve, le-
ídos en forma táctil, por los ciegos.

Artículo 6.

Son facultades del Ejecutivo Federal en materia de esta
Ley, las siguientes:

I. a V. ... 

V. Promover el otorgamiento de estímulos fiscales a per-
sonas físicas o morales que realicen acciones en favor
de las personas con discapacidad; 

VI. Adoptar las medidas de carácter legislativo, so-
cial, educativo, laboral o de cualquier otra índole,
necesarias para eliminar la discriminación contra las
personas con discapacidad y propiciar su plena inte-
gración en la sociedad.

4.- En esta iniciativa del Dip. Jorge Antonio Kahwagi Ma-
cari propone la modificación del término persona con
discapacidad por el de �capacidades diferentes�, en ca-
si 90% del articulado de la Ley, que es donde el térmi-
no aparece.

5.- En la iniciativa Amalín Yabur propone reformar los ar-
tículos 13, párrafos primero y tercero; 14; 17, fracción I, y
23, fracción III, y se adicionan la fracción XV al artículo 2;
una fracción segunda y los incisos a), b), c), d) y e) al artí-
culo 13; y la fracción VI al artículo 17 de la Ley General
de las Personas con Discapacidad, para quedar como sigue:

Artículo 2.- ...

I. a XIV.- ... 

XV.- Perro guía.- Al perro que, habiendo sido adiestrado
en centros especializados oficialmente reconocidos, haya
concluido su adiestramiento y adquirido así las aptitudes
necesarias para el acompañamiento, conducción y auxilio
de personas con discapacidad.

Artículo 13.- Las personas con discapacidad incluso con
perro guía, tienen derecho al libre desplazamiento en con-
diciones dignas y seguras en los espacios públicos o pri-
vados con acceso al público.

El acceso del perro guía a los lugares mencionados en el
párrafo anterior, no supondrá para su usuario ningún
gasto adicional, salvo que tal gasto constituya la presta-
ción de un servicio específico económicamente evalua-
ble, y deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) Mantener al perro junto a sí, con la sujeción en caso
necesario, en los lugares, establecimientos y transportes
a que se refiere esta ley.

b) Llevar consigo y exhibir la documentación sanitaria
del perro guía, cuando sea requerido para ello.

c) Utilizar al perro guía para aquellas funciones para
las que fue entrenado.

d) Cumplir las normas de higiene y seguridad en los lu-
gares públicos o de uso público, en la medida en que su
deficiencia visual o discapacidad le permita.

e) Cuidar con diligencia la higiene y sanidad del perro
guía.

...

Los edificios públicos y espacios privados con acceso al
público que sean construidos a partir del inicio de la vi-
gencia de esta ley, según el uso al que serán destinados, se
adecuarán a las normas oficiales que expidan las autorida-
des competentes, para el aseguramiento de la accesibilidad
a los mismos. 

Artículo 14.- Las empresas privadas deberán contar con
facilidades arquitectónicas para sus trabajadores con algu-
na discapacidad, respetando su libre desplazamiento en
los términos del artículo 13 de esta ley. 

Artículo 17.- ...

I. Impulsar programas que permitan la accesibilidad, segu-
ridad, comodidad, calidad y funcionalidad en los medios de
transporte público aéreo, terrestre y marítimo y medios de
comunicación a las personas con discapacidad, incluso con
perro guía;

II. a V.- ... 

VI.- Garantizar en los medios de trasporte público aé-
reo, terrestre y marítimo y medios de comunicación el
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libre acceso a las personas con discapacidad, incluso
con perro guía.

Artículo 23.- ...

I a II. ...

III.- Promover la realización de las adecuaciones materia-
les necesarias para que las personas con discapacidad, in-
cluso con perro guía, tengan acceso a todo recinto públi-
co o privado donde se desarrolle cualquier actividad
cultural. Difusión de las actividades culturales. Impulsar la
capacitación de recursos humanos y el uso de materiales y
tecnología a fin de lograr la integración de las personas con
discapacidad en las actividades culturales; y fomentar la
elaboración de materiales de lectura.

6.- Por último la iniciativa de la Dip. Rocío Sánchez Pérez
adiciona un inciso i) al artículo 5; una fracción XIX al 30;
la fracción VIII al 31; un párrafo al artículo 32 y un artícu-
lo 35 Bis, para quedar como sigue:

Artículo 5.- Los principios...

a) a h) ... 

i) Transversalidad.

Artículo 30.- El Consejo tendrá...

I a XVIII. ...

XIX. Emitir informe de evaluación periódica para dar
cuenta de resultados en el cumplimiento de los objeti-
vos, estrategias y políticas del Programa Nacional para
el Desarrollo de las Personas con Discapacidad.

Artículo 31.- El Consejo estará integrado...

I. a VII. ...

VIII. Secretaría de Gobernación.

Artículo 32.- ...

Los integrantes del Consejo Consultivo serán miembros
del Consejo Nacional por un periodo de tres años. El
Consejo Nacional establecerá en su estatuto de las for-
mas de renovar a estos consejeros; así como la estructu-
ra, organización y funciones del Consejo Consultivo.

Artículo 35 Bis.- El Consejo Consultivo estará integra-
do por un número no menor de diez ni mayor de veinte
representantes de organizaciones sociales de y para
personas con discapacidad.

III. CONSIDERACIONES.

1.- En relación a la primera iniciativa presentada por el
Dip. Jorge Antonio Kahwagi Macari, la Ley General de
Educación en sus artículos 39 y 41 establecen el derecho a
la educación por un lado y la educación especial para aque-
llos niños con discapacidad y que propicia su integración
en los planteles de educación básica regular, sin dejar de
mencionar lo relativo a necesidades educativas especiales
de los niños con discapacidades severas o múltiples que sin
duda requieren de educación especial con métodos, técni-
cas materiales de apoyo y didácticos adecuados para ellos,
así mismo el artículos 39 se refiere a la educación para
adultos. Por lo que no sería conveniente la reforma a la Ley
General de las Personas con Discapacidad en comento ya
que lo que se pretende se encuentra regulado en la Ley Ge-
neral de Educación.

2.- Como resultado del análisis de la iniciativa del Diputa-
do Francisco Luis Monárrez  Rincón que reforma el Arti-
culo 9 de la Ley General de las Personas con Discapacidad,
cabe mencionar que la Ley Federal del Trabajo en sus artí-
culos 498 y 499 establece la obligatoriedad de reincorporar
al trabajador que sufrió un accidente de trabajo y que se en-
cuentre en condiciones adecuadas, tenga la capacitación
adecuada y que se presente dentro del año siguiente a la fe-
cha del accidente; y dado que es materia laboral, esta Co-
misión no considera pertinente dicha reforma en una Ley
que establece Derechos de las Personas con Discapacidad.

Por otro lado en lo que se refiere a la  fracción  VIII es de
vital importancia que se implementen medidas de incorpo-
ración al trabajo a las personas con discapacidad, que ya se
encuentran en la fracción primera del mismo artículo y que
pudieran ser muy cuestionadas e incluso ser motivo de im-
pugnación por parte de los empleadores que se les obligue
a contratar un porcentaje de trabajadores con discapacidad
y que si un proceso de sensibilización, estos podrían otor-
gar los espacios que nadie quiere ocupar o quizás los de
menor remuneración sin considerar las capacidades y apti-
tudes de las personas por lo que no es recomendable la
adición de la fracción.

Por ultimo la fracción IX es innecesaria dado que el arti-
culo 6 fracción V de la Ley General de las Personas con
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Discapacidad ya lo establece y así mismo la Ley de Im-
puesto Sobre la Renta, en su articulo 222 otorga hasta el
100 % de subsidio a los empleadores que contraten a per-
sonas con discapacidad, siempre que cumplan con lo esta-
blecido en el articulo 12 de la ley del IMSS.

3.- En lo que respecta a la modificación al articulo 2 de la
ley, resultaría repetitivo hablar de discriminación toda vez
que existe ya Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Dis-
criminación y el tema no es competencia de esta Ley; por
lo que hace a la inclusión del término INTEGRACION, en
la exposición de motivos no se argumenta la razón del por
qué incluirlo y se refiere únicamente a la necesidades de
esta población y cifras estadísticas, por lo que también se
considera inadecuado.

4.- Por lo que toca a la propuesta del Dip. Jorge Kawhagi
de la modificación del término persona con discapacidad
por el de �capacidades diferentes�, en casi un 90% del ar-
ticulado de la Ley, al respecto habría que considerar que las
Normas Uniformes y el Plan de Acción Mundial asumidos
por México en la ONU y desde el principio de los años 80
asumieron el término personas con discapacidad, a su vez
las organizaciones sociales y su movimiento nacional de
personas con discapacidad, han reiteradamente solicitado
se respete la terminología internacional argumentando que
todas las personas pueden tener alguna capacidad diferen-
te y que sólo ellos viven una discapacidad 

5.- En el caso de la iniciativa Amalín Yabur que reforma la
Ley General de las Personas con Discapacidad, no se con-
sideró pertinente la reforma, ya que el derecho a que se
refiere la modificación está planteado con apego en el artí-
culo 58 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. No
obstante al referirse a persona con discapacidad es eviden-
te que las personas ciegas se encuentran en ese rubro y que
el perro guía es un elemento que le sirve al ciego para su
mejor desplazamiento en la sociedad.

6.- Por ultimo la iniciativa de la Dip. Rocío Sánchez Pérez
se considera pertinente la adición del inciso i) del articulo
5 así como la adición de la fracción XIX del articulo 30 y
la VIII del articulo 32, esta última tomando el espíritu del
legislador en su exposición de motivos que promueve que
el CONAPRED sea el órgano del representante de la Se-
cretaria de Gobernación y que coadyuvaría en sus trabajos
para prevenir la discriminación hacia las personas con dis-
capacidad.

Por las consideraciones antes expuestas, la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, somete a la consideración
de esta honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE Y ADI-
CIONA UN INCISO i) AL ARTÍCULO 5, UNA FRAC-
CIÓN XIX AL ARTÍCULO 30 Y UNA FRACCIÓN
VIII AL ARTÍCULO 31 TODOS DE LA LEY GENE-
RAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

ÚNICO.- Se adiciona un inciso i) al artículo 5, una frac-
ción XIX al artículo 30 y una fracción VIII al artículo 31
todos de la Ley General de las Personas con Discapacidad
para quedar como sigue:

Artículo 5.- ...

a) al h) ...

i) Transversalidad.

Artículo 30.- ...

I a XVIII. ...

XIX. Emitir informe de evaluación periódica para dar
cuenta de resultados en el cumplimiento de los objeti-
vos, estrategias y políticas del Programa Nacional para
el Desarrollo de las Personas con Discapacidad.

Artículo 31.- ...

I a VII. ...

VIII. Secretaría de Gobernación.

...

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro a 20 de abril de 2006.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adriana
González Furlong (rúbrica), Presidenta; Francisco Javier Bravo Carba-
jal, Laura Elena Martínez Rivera (rúbrica), Homero Ríos Murrieta
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(rúbrica), Emilio Serrano Jiménez (rúbrica), secretarios; Pablo Anaya
Rivera, Gaspar Ávila Rodríguez (rúbrica), María Ávila Serna, Emilio
Badillo Ramírez, Virginia Yleana Baeza Estrella (rúbrica), Abraham
Bagdadi Estrella, Álvaro Burgos Barrera (rúbrica), Florencio Collazo
Gómez (rúbrica), Santiago Cortés Sandoval (rúbrica), Manuel Gonzá-
lez Reyes (rúbrica), María del Carmen Izaguirre Francos (rúbrica),
Francisco Javier Lara Arano (rúbrica), María Isabel Maya Pineda, Ga-
briela Miranda Campero López Malo (rúbrica), José Luis Naranjo y
Quintana (rúbrica), Omar Ortega Álvarez, Martha Palafox Gutiérrez,
Evangelina Pérez Zaragoza (rúbrica), Mayela Quiroga Tamez (rúbri-
ca), Martha Leticia Rivera Cisneros (rúbrica), Benjamín Sagahón Me-
dina, Rocío Sánchez Pérez (rúbrica), Norma Elizabeth Sotelo Ochoa
(rúbrica), Guillermo Tamborrel Suárez.»

Es de primera lectura.

LEY DE LOS DERECHOS 
DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, con proyecto de decreto que reforma el artículo 30 de
la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores

HONORABLE ASAMBLEA

A la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, le fue
turnado para su análisis y dictamen la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 30 de la Ley de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores presentada por
el Dip. Jorge Antonio Kahwagi Macari, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 nu-
merales 1, 2 fracción III y numeral 3; 45 en su numeral 6
fracción f) ambos de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; 63, 65, 83, 87 y 88
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, esta Comisión es
competente para conocer del asunto en cuestión, por lo que
se abocó al estudió y análisis del mismo con base en los si-
guientes:

ANTECEDENTES

I. En sesión ordinaria del Pleno de la Cámara de Diputados,
celebrada el día 2 de febrero de 2006, el Dip. Jorge Anto-
nio Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, presentó la iniciativa de de-
creto por el que reforma el artículo 30 de la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores.

II. Con esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva, turnó para su análisis y dictamen la proposición de re-
ferencia a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.

III. Que con fecha los integrantes de la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, se reunieron para analizar, dis-
cutir y aprobar el presente dictamen.

CONSIDERACIONES

I. Que en su exposición de motivos, el diputado proponen-
te hace mención de uno de los graves problemas que en-
frentan los adultos mayores, como es la violencia intrafa-
miliar, pues del total de la población de 60 años o más que
residen en el país, el 18.6 por ciento vive esta situación de
violencia en una o más de sus variantes. Siendo los tipos
más comunes de violencia, la emocional (97.3 por ciento),
física (8.6 por ciento) e intimidación (12.4 por ciento).

II. Que las personas adultas mayores enfrentan en la vejez
diversos problemas y conflictos interdependientes entre sí
que, la mayoría de las veces actúan en conjunto para minar
la calidad de vida de las y los ancianos. Esto los convierte
en un grupo vulnerable y la vulnerabilidad coloca a quien
la padece en una situación de desventaja en el ejercicio ple-
no de sus derechos y libertades. La vulnerabilidad también
fracciona y provoca discriminación, anulando el conjunto
de garantías y libertades fundamentales, de tal forma que
las personas, en este caso los ancianos, tienen derechos
únicamente a nivel formal, ya que en los hechos no se dan
las condiciones necesarias para su ejercicio.

III. Que en su argumentación, el diputado proponente, ha-
ce mención de la segunda Cumbre Mundial sobre el Enve-
jecimiento, llevada a cabo por la Organización de las Na-
ciones Unidas, en la que se señaló que la discriminación
por razones de edad es uno de los medios con los que se
niegan o violan los derechos humanos de las personas adul-
tas mayores. Otros actos discriminatorios son los estereoti-
pos y roles que la sociedad ha construido y les ha asignado
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a las personas adultas mayores, los que pueden traducirse
en falta de preocupación social hacia ellas, y -por ende- en
el riesgo de marginación y la privación de la igualdad de
acceso a oportunidades, recursos y derechos.

La discriminación de la cual es objeto este grupo de la so-
ciedad es innegable y por ello es de merecido reconoci-
miento que en México se haya hecho conciencia sobre el
problema.

IV. Que ante tal situación y dado que el rápido envejeci-
miento de la población mexicana y sus necesidades especí-
ficas convirtieron al tema de las personas adultas mayores
en prioritario, el Instituto Nacional de la Senectud (Insen),
creado por decreto presidencial el 22 de agosto de 1979, y
dedicado a proteger y atender a las personas de 60 años y
más, durante más de 20 años se convirtió el 17 de enero de
2002, también por decreto presidencial, en el Instituto Na-
cional de Adultos en Plenitud (Inaplen). Sin embargo el 25
de junio de 2002 se publicó la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, mediante la cual se crea el Ins-
tituto Nacional para las Personas Adultas Mayores dejando
atrás la etapa del Insen y del Inaplen.

De esa manera, el Inapam se confirmó como el órgano rec-
tor de las políticas públicas de atención a las personas de
60 años, al darle un enfoque de desarrollo humano integral
a sus facultades y atribuciones con el fin de mejorar las
condiciones de la gente de la tercera edad. Sus principales
objetivos son proteger, atender, ayudar y orientar a las per-
sonas adultas mayores, así como conocer y analizar su pro-
blemática para encontrar soluciones adecuadas.

V. Que entre los objetivos del Inapam busca el que se brin-
de retribuciones justas, acceso a las oportunidades necesa-
rias para alcanzar niveles de bienestar y alta calidad de vi-
da: Que es un instituto orientado a reducir desigualdades
extremas e inequidades de género que aseguren sus necesi-
dades básicas y desarrollen su capacidad e iniciativas en un
entorno social incluyente; así como brindar asistencia.

VI. Que uno de los principios rectores de la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores es el de la equi-
dad, el cual se refiere el trato justo y proporcional en las
condiciones de acceso y disfrute de los satisfactores nece-
sarios para el bienestar de las personas adultas mayores, sin
distinción por sexo, situación económica, identidad étnica,
fenotipo, credo, religión o cualquier otra circunstancia. En
el artículo 5o. se menciona que uno de los objetos de la ley
es el de garantizar a las personas adultas mayores el dis-

frute pleno, sin discriminación ni distinción alguna, de los
derechos que ésta y otras leyes consagran.

VII. Que tal y como lo menciona en su exposición el Di-
putado iniciador, en el grupo de las personas adultas ma-
yores se presentan también desigualdades. La feminización
del envejecimiento se ha convertido en las últimas décadas
en un reto más para la dignidad de las personas adultas ma-
yores. Al vivir más que los hombres, las mujeres enfrentan
no sólo la condición de ser ancianas sino también lo que en
esta sociedad implica ser mujer. Esto nos convierte a las
mujeres en doblemente vulnerables.

VIII. Que hoy día, existe un elevado número de mujeres
adultas mayores sin remuneración económica alguna y
otras que están a la cabeza de sus hogares y deben soste-
nerlos. Además, en el ámbito rural esta situación se agrava
porque las mujeres quedan a cargo de las labores debido a
la emigración que efectúan los jóvenes de su región. Asi-
mismo, están presentes las desigualdades y disparidades
entre los géneros, en lo que se refiere al poder económico,
la falta de apoyo tecnológico y financiero para las empre-
sas de las mujeres, la desigualdad, en el acceso al capital, a
los mercados laborales, así como a las prácticas tradiciona-
les perjudiciales, que obstaculizan la habilitación económi-
ca de la mujer. Ante este contexto, deben reafirmarse la
equidad de género y la igualdad de oportunidades con me-
didas especiales, incluso de protección social, principal-
mente, con la eliminación de la discriminación por motivos
de género.

IX. Que dado que el Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores es el organismo rector de la política na-
cional a favor de las personas adultas mayores y este gru-
po es uno de los más discriminados, no solamente por ra-
zón de edad sino también por razón de sexo, y dado que el
Consejo Directivo de dicho Instituto es el órgano de go-
bierno responsable de la planeación y el diseño específico
de las políticas que permiten la ejecución transversal a fa-
vor de las personas adultas mayores, considera el iniciador
del proyecto de decreto que se dictamina, que es de suma
importancia que formen parte de dicho Consejo un repre-
sentante del Consejo Nacional para Prevenir la Discrimi-
nación, y uno del Instituto Nacional de las Mujeres.

Por ello, el diputado perteneciente al Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México propone adicionar
un último párrafo al artículo 30 de la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores, para quedar como sigue:
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Artículo 30.

El Consejo Directivo es el órgano de gobierno del Ins-
tituto y responsable de la planeación y el diseño especí-
fico de las políticas públicas anuales que permitan la
ejecución transversal a favor de las personas adultas
mayores. Estará integrado por los titulares de las si-
guientes dependencias: 

a. Secretaría de Desarrollo Social, quien fungirá co-
mo Presidente.

b. Secretaría de Gobernación.

c. Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

d. Secretaría de Educación Pública.

e. Secretaría de Salud.

f. Secretaría del Trabajo y Previsión Social.

g. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de
la Familia.

h. Instituto Mexicano del Seguro Social.

i. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado.

Los representantes propietarios designarán a sus su-
plentes, quienes deberán tener un nivel mínimo de di-
rector general. 

Asimismo, serán invitados permanentes al Consejo Di-
rectivo con derecho a voz, pero no a voto, un repre-
sentante del cada uno de los siguientes órganos públi-
cos: Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación e Instituto Nacional de las Mujeres 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

X. Que como puede observarse, el Dip. Kahwagi hace es-
pecial énfasis en que la discriminación por rezones de edad
es uno de los medios con los que se niegan o violan los de-

rechos humanos de las personas adultas mayores. Otros ac-
tos discriminatorios son los estereotipos y roles que la so-
ciedad ha construido y les ha asignado a las personas adul-
tas mayores, los que pueden traducirse en falta de
preocupación social hacia ellas, y �por ende- en el riesgo
de marginación y la privación de la igualdad de acceso a
oportunidades, recursos y derechos.

La discriminación de la cual es objeto este grupo de la so-
ciedad es innegable y por ello es de merecido reconoci-
miento que en México se haya hecho conciencia sobre el
problema.

Por otra parte señala que las desigualdades de género se
presentan también en el grupo de las personas adultas ma-
yores. La feminización del envejecimiento se ha converti-
do en las últimas décadas en un reto mas para la dignidad
de las personas adultas mayores.

XI. Que ante este contexto, la iniciativa propone reafirmar
la equidad de género y la igualdad de oportunidades con
medidas especiales, incluso de protección social, principal-
mente, con la eliminación de la discriminación por motivo
de género.

XII. Que como ya se ha dicho en otras ocasiones por esta
Comisión, la problemática derivada del envejecimiento de
la población debe ser una responsabilidad compartida entre
gobierno, sociedad y familias. Y que en el caso de las au-
toridades publicas es necesario fortalecer su participación
y coordinación para que implementen y refuercen las ac-
ciones con un enfoque transversal.

XIII. Que las indicaciones del INEGI respecto de los por-
centajes de adultos mayores económicamente activos, re-
fuerzan la información respecto a las carencias que tienen
dichas personas en materia de salud, y la problemática de
los que sufren alguna discapacidad y violencia intrafami-
liar que los coloca como grupos vulnerables, hasta llegar a
la consideración de la discriminación de los adultos mayo-
res lo que provoca una situación de desventaja en el ejerci-
cio pleno de sus derechos y libertades, concidiendo con lo
señalado con el diputado proponente y lo mencionando a la
segunda Cumbre Mundial Sobre Envejecimiento de la
ONU, en la cual se dijo que �la discriminación por razo-
nes de edad es uno de los medios con los que se niegan o
violan los derechos humanos de las personas adultas ma-
yores�, entre otros aspectos.
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XIV. Que si bien, es sabido que el Instituto Nacional de las
Personas Adultas Mayores (INAPAM) es el organismo rec-
tor de las políticas a favor de los adultos mayores �y este
grupo es de los mas discriminados� y dado �que el Con-
sejo Directivo de dicho Instituto es el órgano de gobierno
responsable de la plantación y el diseño especifico de las
políticas que permitan la ejecución transversal a favor de
las personas adultas mayores considera el proponente de
suma importancia que formen parte de dicho Consejo un
representante del Consejo Nacional para Prevenir la Dis-
criminación, y uno del Instituto Nacional de las Mujeres�.

XV. Que sobre tal aseveración una parte de los integrantes
de esta Comisión y del grupo de asesores de apoyo técnico
consideran que la reforma resulta innecesaria, ya que el ul-
timo párrafo del artículo 31 de la LDPAM prevé la posibi-
lidad de invitar al órgano de gobierno del INAPAM, previa
aprobación de la mayoría de sus asistentes, a los represen-
tantes de otras dependencias e instituciones publicas fede-
rales, estatales o municipales, los que tendrán derecho a
voz y no a voto en la sesión o sesiones correspondientes,
como se puede constatar a continuación:

Artículo 31.- ...

Se podrá invitar también, con la aprobación de la ma-
yoría de sus asistentes, a los representantes de otras de-
pendencias e instituciones públicas federales, estatales
o municipales, los que tendrán derecho a voz y no a vo-
to en la sesión o sesiones correspondientes.

XVI. Que en el marco del considerando anterior, tanto el
CONAPRED como el INMUJERES pueden incorporarse
al Consejo Directivo del INAPAM como invitados perma-
nentes.

XVII. Que sin negar el hecho de que tales consideraciones
resultan lógicas y atendibles, también lo es el hecho de que
son los adultos mayores uno de los grupos que más discri-
minación padecen en nuestro país y que dentro del mismo
grupo social, es el sector de las mujeres quienes más pro-
blemas enfrentan como es el fenómeno de la feminización
de la pobreza y falta de equidad.

Lo anterior, ha sido debidamente documentado y detallado
en la 1er. Encuesta Nacional de Discriminación que reali-
zara el año pasado el CONAPRED y la SEDESOL, por lo
que es la opinión mayoritaria de los integrantes de esta Co-
misión dictaminadora y que termino por convencer a sus
demás integrantes, que la presencia del CONAPRED y del

INMUJERES como invitados permanentes al Consejo Di-
rectivo del INAPAM enriquecería sin duda las acciones y
políticas emanadas de éste órgano colegiado y que además
sería el inicio de una política de estado, que vaya más allá
de una administración sexenal o del arbitrio y considera-
ción de una directiva en turno, al estar plasmado en la Ley.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables, someten a la con-
sideración del honorable pleno de la Cámara de Diputados
el siguiente:

DICTAMEN CON PROYECTO DE DECRETO 
POR EL QUE REFORMA EL ARTÍCULO 30 
DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS 

PERSONAS ADULTAS MAYORES

Artículo Único: Se reforma el artículo 30 de la Ley de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores para quedar co-
mo sigue:

Artículo 30. ...

a. a i. ...

...

Asimismo, serán invitados permanentes al Consejo Di-
rectivo con derecho a voz, pero no a voto, un represen-
tante del cada uno de los siguientes órganos públicos:
Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación e
Instituto Nacional de las Mujeres.

TRANSITORIOS

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2006.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na González Furlong (rúbrica), Presidenta; Francisco Javier Bravo
Carbajal, Laura Elena Martínez Rivera (rúbrica), Homero Ríos Mu-
rrieta (rúbrica), Emilio Serrano Jiménez (rúbrica), secretarios; Pablo
Anaya Rivera, Gaspar Ávila Rodríguez (rúbrica), María Ávila Serna
(rúbrica), Emilio Badillo Ramírez, Virginia Yleana Baeza Estrella (rú-
brica), Abraham Bagdadi Estrella, Álvaro Burgos Barrera (rúbrica),
Florencio Collazo Gómez (rúbrica), Santiago Cortés Sandoval (rúbri-
ca), Manuel González Reyes (rúbrica), María del Carmen Izaguirre
Francos (rúbrica), Francisco Javier Lara Arano (rúbrica), María Isabel
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Maya Pineda, Gabriela Miranda Campero López Malo, José Luis Na-
ranjo y Quintana (rúbrica), Omar Ortega Álvarez, Martha Palafox Gu-
tiérrez, Evangelina Pérez Zaragoza (rúbrica), Mayela Quiroga Tamez
(rúbrica), Martha Leticia Rivera Cisneros (rúbrica), Benjamín Sagahón
Medina, Rocío Sánchez Pérez (rúbrica), Norma Elizabeth Sotelo
Ochoa (rúbrica), Guillermo Tamborrel Suárez.»

Es de primera lectura.

LEY DEL EJERCICIO PROFESIONAL

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, con proyecto de decreto que expide la Ley del
Ejercicio Profesional

HONORABLE ASAMBLEA

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la LIX Legislatura, con fundamento en las atribuciones
que le confieren los artículos 39, 44, 45 y demás relativos
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, y los artículos 60, 65, 87, 88 y demás
relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
senta a la consideración de los integrantes de la Cámara de
Diputados, el presente dictamen basado en los siguientes:

METODOLOGÍA

I. El capítulo de �ANTECEDENTES� da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo; del recibo
de turno para la elaboración del dictamen respectivo; así
como de los trabajos previos de la Comisión que otorga
la opinión.

II. El capítulo de �CONSIDERANDOS�, la Comisión
enuncia los argumentos de valoración de la propuesta y
los motivos que apoyan el resolutivo del dictamen.

ANTECEDENTES

PRIMERO. En sesión de la Cámara de Diputados del 24 de
marzo del 2003, el Diputado Augusto Gómez Villanueva

presentó una iniciativa de Ley General del Ejercicio Profe-
sional. La Presidencia de la Cámara dictó el trámite: �Túr-
nese a la Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos�. La iniciativa consta de 64 artículos ordenados en
once títulos: Disposiciones Generales, De la Concurrencia
y Coordinación de Autoridades, De la Planeación del Ejer-
cicio Profesional, Del Ejercicio Profesional, De la Organi-
zación, De la Capacitación, De la Ética, Estímulos y Re-
compensas, Del Procedimiento Administrativo de
Conciliación, Infracciones y Sanciones y Medios de Im-
pugnación.

SEGUNDO. Los diputados Eduardo Abraham Leines Ba-
rrera y Eduardo Andrade Sánchez del grupo parlamentario
del PRI presentaron el 26 de marzo de 2003 un proyecto de
decreto para la actualización de la Ley de Profesiones, Re-
glamentaria del Artículo 5º de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, relativo al ejercicio de las
profesiones en el Distrito Federal en asuntos de orden co-
mún y en toda la República en asuntos de orden federal. La
iniciativa consta de 77 artículos y títulos: Disposiciones
Generales, De los Órganos Competentes, De las Institucio-
nes Autorizadas que Deben Expedir los Títulos Profesiona-
les, Del Ejercicio Profesional, De La Organización, De la
Educación Profesional Permanente, Del Procedimiento
Administrativo de Conciliación, De las Infracciones y San-
ciones, De los Medios de Impugnación

TERCERO. En sesión de la Cámara de Senadores del 29
de abril del 2003, el Senador Jesús Ortega Martínez, pre-
sentó proyecto de Ley Reglamentaria del artículo 5 consti-
tucional, relativo a la formación y ejercicio profesionales,
compuesta por 79 artículos en nueve Títulos, Disposicio-
nes Generales, de los Órganos Competentes, de la Forma-
ción y el Ejercicio Profesional, de la Organización, de la
Educación Profesional Permanente, del Procedimiento Ad-
ministrativo de Conciliación, de las Infracciones y Sancio-
nes y de los Medios de Impugnación, que abrogaba Ley
Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, publicada el
26 de mayo de 1945, la cual fue aprobada en el Senado y
enviada como minuta a la H. Cámara de Diputados.

CUARTO. En sesión de la Cámara de Diputados del 13 de
abril del 2004, el Diputado Jaime Moreno Garavilla, pre-
sentó una iniciativa de Ley General para el Ejercicio de las
Profesiones, Reglamentaria de los artículos 5° y 121 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
consta de 81 artículos que integran siete capítulos: Dis-
posiciones Generales, Del Registro Público para el Ejer-
cicio Profesional, Profesiones que requieren título para su
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ejercicio, El Ejercicio Profesional, Los Colegios de Profe-
sionistas, Servicio Social Obligatorio y Delitos, Sanciones
y Recursos. La Presidencia de la Cámara dictó el trámite:
�Túrnese a la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos�.

QUINTO. En sesión de la Cámara de Diputados del 21 de
febrero del 2006, el Diputado Norberto Enrique Corella
Torres, presentó una iniciativa de Ley del Servicio Profe-
sional. La Presidencia de la Cámara dictó el trámite �Túr-
nese a la Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos�. La iniciativa consta de 24 artículos divididos en
seis capítulos: Disposiciones Generales, Registro Público
Profesional, Dirección General de Profesiones, Del Ejerci-
cio Profesional, De los Colegios de Profesionistas, Del
Servicio Social y De las Sanciones.

CONSIDERANDOS

1°. Los suscritos, integrantes de la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos, con el objeto de facilitar la
resolución de las diversas iniciativas consideramos ade-
cuado emitir un dictamen en conjunto para todos los pro-
yectos señalados en el apartado anterior. Un principio que
se adoptó para la definición de la iniciativa que sería toma-
da como base de este dictamen, fue que en este ámbito es
conveniente que la ley establezca solamente las líneas ge-
nerales de las diversas materias sobre las que tratan las ini-
ciativas, dejando para el Reglamento de la propia Ley y el
reglamento respectivo de las unidades administrativas en-
cargadas de su aplicación los detalles técnicos necesarios
para su ejecución.

En este sentido las iniciativas presentadas por el Diputado
Augusto Gómez Villanueva el 24 de marzo del 2003 de
Ley General del Ejercicio Profesional, la presentada por
los diputados Eduardo Abraham Leines Barrera y Eduardo
Andrade Sánchez el 26 de marzo de 2003, con proyecto de
decreto para la actualización de la Ley de Profesiones, Re-
glamentaria del Artículo 5º de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, relativo al ejercicio de las
profesiones en el Distrito Federal en asuntos de orden co-
mún y en toda la República en asuntos de orden federal, y
la que presentó el Diputado Jaime Moreno Garavilla el 13
de abril de 2004 de Ley General para el Ejercicio de las
Profesiones, Reglamentaria de los artículos 5° y 121 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
tienden a incluir de forma más amplia diversas disposicio-
nes tanto de carácter técnico como algunas otras de tipo re-
tórico o declarativo que en caso de aprobarse podrían pre-

sentar mayores dificultades para su puesta en práctica, por
lo que no se considera conveniente tomarlas como base del
presente dictamen. Por lo anterior, los suscritos estiman
pertinente tomar como base la iniciativa presentada por el
Diputado Norberto Enrique Corella Torres el 21 de febrero
del 2006.

2°. El 24 de marzo del 2003, el Diputado Augusto Gómez
Villanueva, presentó una iniciativa de Ley General del
Ejercicio Profesional. Las propuestas que consideramos
más importantes se refieren a que la Ley establece un sis-
tema de concurrencia entre la Federación, las entidades fe-
derativas y los municipios para la ordenación y regulación
del ejercicio profesional. Propone la creación de un Insti-
tuto de Profesiones, como órgano descentralizado diferen-
te de la autoridad administrativa encargada del registro
profesional. Este Instituto estaría integrado con la repre-
sentación de los colegios y federaciones de profesionistas
y sería dirigido por un rector electo por las propias federa-
ciones. En este sentido, esta propuesta establece que la au-
toridad sería elegida por un grupo de personas morales, en
este caso los colegios y federaciones de profesionistas, lo
que rompe con un principio del sistema del Estado liberal,
donde la relación entre la autoridad y las personas, es pre-
cisamente con éstas a título individual y no con corpora-
ciones. La iniciativa mantiene a la Secretaría de Educación
Pública como la única facultada para expedir la cédula pro-
fesional, lo que no es compatible con el sentido de la re-
forma que se plantea en este dictamen.

Por otra parte, el proyecto en comento incorpora diversas
disposiciones en materia de planeación educativa, de des-
arrollo de la ciencia y la tecnología, de vinculación con las
empresas y de actualización profesionales. Si bien es loa-
ble el motivo de establecer dichos planes y programas, los
suscritos consideramos que corresponde a otros instrumen-
tos legales el incorporar los planes y programas propues-
tos.

Además, propone que todas las profesiones requieran de tí-
tulo y cédula para su ejercicio, y obliga de forma completa-
mente inadecuada a que sólo los profesionistas colegiados
tengan el derecho de cobrar los honorarios profesionales por
sus servicios.

Al igual que otras iniciativas en la materia, se propone
otorgar una serie de atribuciones a los colegios y federa-
ciones de profesionistas que las convierten en órganos de
autoridad, imponiéndole al individuo la obligación de estar
inscrito en los mismos para ejercer sus derechos y cumplir
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sus obligaciones como profesionista, lo que esta Comisión
considera inadecuado.

Esta iniciativa tal como fue presentada no se acepta por
parte de la Comisión.

3°. Los diputados Eduardo Abraham Leines Barrera y
Eduardo Andrade Sánchez del grupo parlamentario del PRI
presentaron el 26 de marzo de 2003 un proyecto de decre-
to para la actualización de la Ley de Profesiones, Regla-
mentaria del Artículo 5º de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, relativo al ejercicio de las pro-
fesiones en el Distrito Federal en asuntos de orden común
y en toda la República en asuntos de orden federal.

Esta iniciativa no propone la distribución de competencias
entre los estados y la Federación con respecto a las profe-
siones. Además, establece que todas las profesiones re-
quieren de título y cédula profesional para su ejercicio, y
propone la expedición de una cédula para cada grado aca-
démico: licenciatura, maestría y doctorado. Estas dos dis-
posiciones son contrarias a la intención de esta Comisión
de hacer efectivo el ejercicio de las atribuciones de los es-
tados en esta materia y de simplificar y facilitar el ejercicio
profesional, lo que no se logra al exigir que todas las pro-
fesiones requieren título y cédula para su ejercicio.

Por otra parte, presenta dos fallas generalizadas que a jui-
cio de esta Comisión hacen inviable incorporarla en el pro-
yecto de decreto que propone este dictamen. La primera
consiste en el uso reiterado de términos que no se tienen
una definición legal precisar y que por lo tanto sólo gene-
ran problemas para su interpretación tanto administrativa
como jurisdiccional, como son: �valores éticos universa-
les�, �idiosincrasia nacional�, �intereses de la sociedad� o
�marco ético-ecológico�. En este sentido, muchas de sus
propuestas representan más una exposición de motivos que
enunciados que puedan traducirse en una disposición nor-
mativa útil. El segundo error a juicio de los suscritos, es
que tiene una exagerada carga en lo que se refiere a los co-
legios de profesionistas, y al final parece más bien una ley
de colegios de profesionistas, ya que le da a éstos y a sus
federaciones un conjunto de atribuciones que en los hechos
las considera una autoridad. Les permite emitir acredita-
ciones y certificaciones profesionales, servir como órgano
para recibir denuncias a profesionistas, resolver presuntos
actos de negligencia de los profesionistas e imponer san-
ciones a los prestadores de servidores aún cuando éstos no
pertenezcan a dichos colegios, así como determinar los ho-

norarios que correspondan a cada profesión. En este rubro,
deseamos insistir en que sin demérito de las aportaciones
que todos los días hacen los colegios de profesionales tan-
to a sus integrantes como a aquellos que hacen uso de los
servicios de los mismos, se debe tener muy claro que no
son autoridades, y que tampoco se puede obligar a los per-
sonas a pertenecer a dichas organizaciones para que se les
reconozca como profesionistas.

Esta iniciativa tal como fue presentada no se acepta por
parte de la Comisión.

4°. La iniciativa que presentó el Diputado Jaime Moreno
Garavilla el 12 de abril de 2004 se compone de siete capí-
tulos: Disposiciones Generales, Del Registro Público para
el Ejercicio Profesional, Profesiones que requieren título
para su ejercicio, El Ejercicio Profesional, Los Colegios de
Profesionistas, Servicio Social Obligatorio y Delitos, San-
ciones y Recursos. Es una ley completa que reconoce los
ámbitos de competencia de la Federación y de las entida-
des federativas, permitiendo a éstas el manejo del registro
de profesiones, mientras que el Ejecutivo Federal tendría la
atribución de expedir las cédulas profesionales que tendrí-
an el carácter de probar que el profesionista está legalmen-
te facultado para ejercer. Para el caso del Distrito Federal,
establece que será la Dirección General de Profesiones de la
Secretaría de Educación Pública la encargada de llevar a ca-
bo el Registro Profesional. En estos últimos dos rubros, los
diputados integrantes de la Comisión estamos de acuerdo.

Por otra parte propone la creación de una Comisión Inte-
rinstitucional para la definición de aquellas profesiones
que requieren título para su ejercicio, con la participación
de las autoridades federales, locales y la Asociación Na-
cional de Universidades e Instituciones de Educación Su-
perior (ANUIES). En este punto es importante señalar que
no consideramos adecuado el que un ordenamiento jurídi-
co incluya de forma obligatoria y específica a una asocia-
ción civil en un órgano de autoridad. Si bien reconocemos
la importancia de esta institución y sus valiosas aportacio-
nes en el campo del ejercicio profesional, no por ello deja
de ser una persona moral sujeta al derecho privado y que se
rige bajo los estatutos y normas que sus propios miembros
han convenido. Por lo tanto, si se incluyera a dicha institu-
ción se estaría cometiendo desde una ley un acto de discri-
minación que no se justifica con relación a otras institucio-
nes y organismos que también desarrollan actividades
relacionadas con el ejercicio profesional. Además, consi-
deramos que es preferible que sean las diversas leyes las
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que determinen cuáles son las profesiones requieren título
para su ejercicio, y no un órgano técnico-administrativo.

Prevé una definición de ejercicio profesional estableciendo
facultades y obligaciones para los profesionistas, en las
cuales los suscritos están de acuerdo y que se encuentran
ya incluidas en el proyecto que se toma como base para el
presente dictamen. Además, define un marco jurídico para
las asociaciones de profesionales y los colegios respecti-
vos, permitiendo su participación en las actividades de ac-
tualización profesional, reconocimiento de profesiones que
requieren título, participación como órganos de asesoría en
la planeación de programas de estudio y servir de árbitro
entre profesionistas y sus empleadores cuando las partes lo
soliciten entre otras. En este rubro, los suscritos considera-
mos que la iniciativa le otorga una importancia a los cole-
gios de profesionistas, que prácticamente les reconoce el
carácter de autoridad en materia de supervisión del ejerci-
cio profesional. No obstante, consideramos que la impor-
tancia de estas organizaciones es desigual en cada una de
las profesiones, y que no todas ellas cuentan con la capaci-
dad de llevar a cabo las tareas que la iniciativa en comento
les asigna. Es importante delimitar el campo de acción de
estas organizaciones, para impedir que sus aportaciones se
puedan confundir con atribuciones que la ley sólo debe re-
conocerle a las autoridades, sean éstas administrativas, le-
gislativas o jurisdiccionales.

Por otra parte, regula el servicio social obligatorio para ha-
cerlo permanente y prevé una serie de sanciones para quie-
nes no acaten las obligaciones dispuestas en la Ley. En lo
que se refiere a la obligatoriedad del servicio social para
quienes ya son profesionistas, esta Comisión dictaminado-
ra no comparte la intención del proponente. En primer lu-
gar, porque faculta a los colegios de profesionistas a veri-
ficar esta obligación, pero además porque no encontramos
motivo alguno para que los profesionistas que en el des-
arrollo diario de su trabajo ya contribuyen al tejido social,
estén obligados además a llevarlo cabo sin el cobro de sus
respectivos honorarios.

5°. Los diputados integrantes de esta Comisión dictamina-
dora consideramos adecuado tomar como base para el pre-
sente dictamen la iniciativa presentada por el Diputado
Norberto Corella Torres en sesión de la Cámara de Diputa-
dos del 21 de febrero del 2006 en virtud de que sintetiza e
incluye las posiciones que a nuestro juicio debe contener
una nueva ley que regule el ejercicio profesional.

Si bien la iniciativa en comento rescata diversos aspectos
que se encuentran en la Ley actual, así como en las inicia-
tivas descritas en los apartados anteriores de este dictamen,
deseamos señalar algunas modificaciones que esta Comi-
sión propone. En la exposición de motivos de la iniciativa
se subraya la intención de que los Estados deben ejercer la
facultad constitucional para determinar los requisitos nece-
sarios para la obtención del título, las autoridades que de-
berán expedirlo y que serán las leyes las que determinarán
en cada Estado que profesiones requieren título para su
ejercicio. Por lo anterior se propone reformar el artículo 1°,
3° y 6° para incorporar además como atribución de los Es-
tados el registro de los títulos y la expedición de las cédu-
las respectivas.

Se propone suprimir el párrafo tercero del artículo 17 de la
iniciativa, que limita a cinco el número de colegios de pro-
fesionistas de una misma rama en el Distrito Federal, esto
en concordancia con el criterio de que la autoridad no pue-
de, ni debe limitar el trabajo que las asociaciones civiles
organizadas bajo las disposiciones del derecho privado lle-
ven a cabo en la búsqueda de lograr sus intereses cuando se
dedican a una actividad lícita como es el caso que nos ocu-
pa. En el mismo orden de ideas, se omite el párrafo segun-
do del artículo 19 que la iniciativa propone para prohibir a
los colegios el llevar a cabo actividades de proselitismo po-
lítico o religioso, en virtud de que ambas son actividades
que tienen espacios perfectamente delimitados en los parti-
dos y asociaciones políticos y en las asociaciones religio-
sas respectivamente y no es necesario establecer este tipo
de prohibiciones legales a las asociaciones civiles.

En lo que respecta a el Registro Público Profesional la ini-
ciativa establece que es donde se debe concentrar la infor-
mación relacionada con el ejercicio profesional como la si-
guiente: las instituciones de educación superior facultadas
para la expedición de títulos profesionales; la inscripción
de los títulos profesionales expedidos por los Estados; el
registro de las cédulas expedidas por cada Estado; los co-
legios de profesionistas que se integren; las autorizaciones
provisionales para el ejercicio profesional; así como la ho-
ja de servicios de cada profesionista. Como se desprende
de lo anterior, cada Estado además de tener la atribución de
registrar los títulos profesionales, tendrá la atribución de
expedir la cédula profesional, ambos documentos deberán
tener el reconocimiento de todas las autoridades educati-
vas, tanto locales como la federal.
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En la propuesta en comento, se mantiene la disposición ac-
tual de que serán las leyes las que determinen las profesio-
nes que requieren título y cédula para su ejercicio.

Esta Comisión considera incluir en el texto de la Ley que
los interesados podrán presentar el recurso de revisión pre-
visto en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo
contra las resoluciones que los afecten por el incumpli-
miento de esta Ley en el que a juicio de la autoridad hu-
bieran incurrido.

En virtud de que el texto propuesto establece la concurren-
cia de atribuciones en los ámbitos local y federal, se pro-
pone finalmente modificar el título de la Ley para quedar
como Ley General del Ejercicio Profesional. Queremos
añadir, que en términos legislativos el adjetivo General no
sólo se refiere a leyes que establecen concurrencia de fa-
cultades entre diversos ámbitos de gobierno, sino también
se aplica en aquellos casos donde se tratan diversas dispo-
siciones de un mismo tema, en este caso del ejercicio pro-
fesional.

Con fundamento en lo anterior, los suscritos expiden el si-
guiente proyecto de

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se expide la Ley del Ejercicio Pro-
fesional para quedar como sigue:

LEY DEL EJERCICIO PROFESIONAL

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1

1. La presente Ley, es reglamentaria de los artículos 5º y
121 constitucionales.

2. Tiene por objeto regular el ejercicio profesional y esta-
blecer el ámbito de competencia y colaboración de las au-
toridades federales y locales para regular el mismo en las
entidades federativas de la República.

Artículo 2

1. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

a) Cédula: documento con efectos de patente expedido por
las autoridades de los estados y del Distrito Federal que au-
toriza e identifica a su titular para el ejercicio de la profe-
sión que el propio documento señala;

b) Dirección: Dirección General de Profesiones de la Se-
cretaría de Educación Pública;

c) Ejercicio profesional: la realización habitual a título one-
roso o gratuito de todo acto, o de la prestación de cualquier
servicio propio de cada profesión, aunque sólo se trate de
simple consulta o la ostentación del carácter de profesio-
nista por medio de tarjetas, anuncios, placas, insignias o de
cualquier otro modo;

d) Profesionista: persona que al cumplir todos los requisi-
tos establecidos por las instituciones legalmente facultadas
para ello hubiera recibido un título profesional;

e) Registro: Registro Público Profesional de cada estado y
del Distrito Federal;

f) Registro Nacional: Registro Público Nacional Profesio-
nal;

g) Secretaría: Secretaría de Educación Pública;

h) Servicio social: actividad profesional temporal y retri-
buida llevada a cabo por los estudiantes de todas las profe-
siones en beneficio de la sociedad, y

i) Título profesional: documento legalmente expedido por
instituciones de educación superior públicas o particulares
que tengan reconocimiento de validez oficial de estudios a
favor de las personas que hayan cumplido con los requisi-
tos que las propias instituciones establezcan en sus planes
y programas de estudio y en lo dispuesto por la presente
Ley.

Artículo 3

1. Las leyes que regulen campos de acción relacionados
con alguna rama o especialidad profesional, determinarán
cuales son las actividades profesionales que necesitan títu-
lo y cédula para su ejercicio.

2. En el Distrito Federal, la autoridad educativa local de-
terminara las condiciones que se requieran las condiciones
que se requieran para la obtención del título.
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Artículo 4

1. Para ejercer una especialidad se requiere estar en pleno
goce de sus derechos civiles y la autorización de la Direc-
ción, debiendo comprobarse previamente:

a) Ser profesionista legalmente facultado;

b) Haber obtenido un diploma o título de especialidad ex-
pedido por una institución de educación superior pública o
particular con reconocimiento de validez oficial de estu-
dios legalmente autorizada para ello.

Artículo 5

1. Los extranjeros podrán ejercer su profesión en todo el
país, con sujeción a lo previsto en los tratados internacio-
nales de los que México sea parte, además de que cumplan
con los requisitos que las leyes en materia de población es-
tablezcan para su condición migratoria.

2. Cuando no hubiere tratado en la materia, el ejercicio pro-
fesional de los extranjeros estará sujeto a la reciprocidad en
el lugar de residencia del solicitante.

Artículo 6

1. Las instituciones que impartan educación superior debe-
rán cumplir con lo dispuesto por las leyes que las rijan y las
demás disposiciones reglamentarias aplicables para poder
expedir el título profesional.

2. Solo las instituciones señaladas en el inciso anterior es-
tán facultadas para expedir títulos profesionales.

3. Los títulos profesionales expedidos por las autoridades
de los estados y del Distrito Federal, deberán sujetarse a las
leyes locales aplicables y sólo podrán ser inscritos en el
Registro correspondiente cuando se cumpla este requisito.

4. Las entidades federativas, a través de la autoridad edu-
cativa local correspondiente expedirán a toda persona a
quien legalmente se le haya expedido título profesional o
grado académico equivalente, la cédula de ejercicio con
efectos de patente, previo registro de dicho título o grado.

CAPÍTULO II 
REGISTRO PÚBLICO PROFESIONAL

Artículo 7

1. En cada estado de la República Mexicana y en el Distri-
to Federal, se establecerá un Registro Público Profesional,
sujeto a lo que dispongan sus leyes locales pero que debe-
rá contener cuando menos la información que esta Ley pre-
vé para la integración del Registro Público Nacional Profe-
sional a cargo de la Dirección.

2. El Registro Nacional a cargo de la Dirección deberá in-
cluir la siguiente información:

a) Las instituciones que imparten educación superior facul-
tadas para la expedición de títulos profesionales y los gra-
dos de maestría y doctorado, así como diplomas de espe-
cialización;

b) La inscripción de los títulos profesionales expedidos en
los estados y en el Distrito Federal, así como la inscripción
de los grados de maestría y doctorado, y los diplomas de
especialización;

c) El registro de las cédulas expedidas por las autoridades
educativas de las entidades federativas;

d) Las autorizaciones provisionales para el ejercicio profe-
sional que se otorguen en arreglo a la presente ley;

e) Los colegios de profesionistas que conforme a las leyes
locales correspondientes se integren;

f) La hoja de servicios de cada profesionista, donde se de-
berán registrar las sanciones aplicadas a los mismos por las
autoridades competentes con motivo de su ejercicio profe-
sional, y

g) La que establezca el Reglamento respectivo.

Artículo 8

1. Con objeto de integrar en un sistema de información úni-
co los datos relativos al ejercicio profesional, la Secretaría
celebrará convenios con las autoridades de los estados y
del Distrito Federal para el establecimiento del Registro
Nacional.
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2. La inscripción de datos en el Registro Nacional sólo po-
drá llevarse a cabo por las mismas autoridades que las le-
yes locales faculten para la administración del Registro de
cada estado y del Distrito Federal.

CAPÍTULO III DE LA DIRECCIÓN 
GENERAL DE PROFESIONES

Artículo 9

1. La Secretaría a través de la Dirección ejercerá las si-
guientes atribuciones en materia de profesiones:

a) Vigilar el ejercicio profesional;

b) Ser órgano de conexión entre el Estado y los colegios de
profesionistas;

c) Registrar todos los datos necesarios para integrar y ad-
ministrar el Registro Nacional conforme a lo que dispone
esta Ley y su Reglamento;

d) Autorizar a los profesionistas para el ejercicio de una es-
pecialidad;

e) Prestar asesoría a las autoridades educativas de las enti-
dades federativas para la integración y administración del
Registro;

f) Las demás que establezca esta Ley y el Reglamento co-
rrespondiente.

CAPÍTULO IV 
DEL EJERCICIO PROFESIONAL

Artículo 10

1. En el desarrollo del ejercicio profesional todo profesio-
nista está obligado a guardar el secreto profesional de los
casos a su cargo, salvo mandato judicial en contrario, y
siempre que la guarda del secreto no implique la comisión
de un ilícito.

2. No se considerará ejercicio profesional cualquier acto
realizado en casos de urgencia con propósito de auxilio in-
mediato.

Artículo 11

1. Todo profesionista que ofrezca sus servicios como tal,
queda obligado, a solicitud del interesado, a exhibir la do-
cumentación legalmente obtenida que le faculte para ello.
Esta documentación podrá ser el título profesional o diplo-
ma de especialización según sea el caso, las constancias de
registro respectivas, y la cédula.

2. El profesionista o especialista, al ostentarse como tal, o
participar en actividades profesionales, deberá incluir en la
documentación que utilice, el número de cédula o de espe-
cialidad.

Artículo 12

1. Las personas que sin tener un título y cédula legalmente
expedidos, se ostentaren como profesionistas, quedan suje-
tos a las sanciones que establece esta Ley, sin perjuicio de
las responsabilidades civiles y penales que puedan derivar.

2. Las autoridades judiciales deberán comunicar oportuna-
mente a la Dirección, las resoluciones que dicten sobre in-
habilitación o suspensión en el ejercicio profesional, cuan-
do éstas hubiesen causado ejecutoria, a efecto de integrarla
de forma inmediata en el Registro Nacional.

Artículo 13

1. La Dirección podrá autorizar a los pasantes de las diver-
sas profesiones a iniciar el ejercicio profesional por un tér-
mino no mayor de tres años, siempre y cuando se demues-
tre su carácter de estudiantes de la profesión respectiva y se
respalde su capacidad con los informes que para el efecto
presenten las instituciones de educación superior donde
hubieren realizado sus estudios.

Artículo 14

1. El profesionista tiene derecho a percibir como contra-
prestación por su ejercicio profesional, honorarios o sala-
rios cuyo monto mínimo se establecerá en congruencia con
su formación, capacidades y niveles de riesgo y responsa-
bilidad.

2. Para los trabajos no comprendidos en los honorarios y
salarios antes especificados, el profesionista deberá cele-
brar contrato con su cliente a fin de estipular los honora-
rios, así como los demás derechos y obligaciones de las
partes.
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Artículo 15

1. El profesionista está obligado a poner todos sus conoci-
mientos científicos y recursos técnicos al servicio de su
cliente, así como al desempeño del trabajo convenido.

2. Cuando hubiere inconformidad por parte del cliente res-
pecto al servicio realizado, el asunto se resolverá mediante
juicio de peritos, ya en el terreno judicial, ya en privado si
así lo convinieren las partes. Los peritos deberán tomar en
consideración para emitir su dictamen, las circunstancias
siguientes:

a) Si el profesionista procedió correctamente dentro de los
principios científicos y técnica aplicable al caso y general-
mente aceptados dentro de la profesión de que se trate;

b) Si el mismo dispuso de los instrumentos, materiales y
recursos de otro orden que debieron emplearse, atendidas
las circunstancias del caso y el medio en que se presente el
servicio;

c) Si en el curso del trabajo se tomaron todas las medidas
indicadas para obtener buen éxito;

d) Si se dedicó el tiempo necesario para desempeñar co-
rrectamente el servicio convenido, y

e) Cualquiera otra circunstancia que en el caso especial pu-
diera haber influido en la deficiencia o fracaso del servicio
prestado.

3. Si el laudo arbitral o la resolución judicial en su caso,
fueren adversos al profesionista, no tendrá derecho a co-
brar honorarios y deberá, además, indemnizar al cliente por
los daños y perjuicios que sufriere. En caso contrario, el
cliente pagará los honorarios correspondientes, los gastos
del juicio o procedimiento convencional y los daños que en
su prestigio profesional hubiere causado al profesionista.
Estos últimos serán valuados en la propia sentencia o lau-
do arbitral.

Artículo 16

1. Queda prohibido a los profesionistas:

a) Respaldar o revalidar con sus firmas documentos, rece-
tas, gestiones, investigaciones, proyectos o trabajos pre-
sentados en sustento electrónico, magnético, fílmico, en

papel, o en cualquier otra forma, ejecutados por personas
que sin tener la cédula correspondiente, se dedique al ejer-
cicio de una profesión; se exceptúan de esta disposición,
los proyectos que se elaboren con el propósito de obtener
una patente o registro y que impliquen un invento o inno-
vación;

b) Utilizar o permitir que se utilicen en instalaciones pro-
ductivas, de servicios o de investigación, donde se requie-
ra la intervención de profesionistas, los servicios de perso-
nas que no lo sean, salvo del personal de apoyo del mismo;

c) Figurar o aparecer como responsable de servicios profe-
sionales que no atiendan personalmente, en el lugar en que
tales servicios deban rendirse;

d) Delegar su responsabilidad profesional o permitir la si-
mulación de su responsabilidad a otra persona que no sea
profesionista.

CAPÍTULO V 
DE LOS COLEGIOS DE PROFESIONISTAS

Artículo 17

1. Los colegios de profesionistas son las personas morales
establecidas bajo la modalidad de asociaciones civiles con
arreglo a las disposiciones del derecho privado, surgidas
del convenio de varios profesionistas para reunirse de ma-
nera no transitoria, a efecto de realizar todo tipo de activi-
dades relacionadas con la superación, prestigio y correcto
ejercicio profesional de la rama que les homologa.

2. Todos los profesionistas de una misma rama tendrán de-
recho a pertenecer al colegio o colegios de su rama profe-
sional mientras cumplan con los requisitos de los estatutos
que los rigen.

Artículo 18

1. Los colegios deberán presentar a la autoridad educativa
de las entidades federativas la siguiente documentación pa-
ra obtener su inscripción en el Registro:

a) Una copia del testimonio de la escritura de protocoliza-
ción del acta constitutiva y de los estatutos que lo rigen;

b) Un directorio de miembros profesionistas con el núme-
ro y fotocopia de su cédula, y
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c) Una relación de los socios que integran el Consejo Di-
rectivo con el número de su cédula, acompañado de las fir-
mas para que sean registrada.

Artículo 19

1. Los colegios de profesionistas podrán llevar a cabo las
actividades propias para la consecución de sus fines, den-
tro de los que se consideran los siguientes:

a) Vigilar el ejercicio profesional de sus integrantes y de
quienes ejerzan dentro de su rama profesional para promo-
ver que este se realice dentro del marco legal;

b) Denunciar ante la Secretaría o las autoridades corres-
pondientes las presuntas violaciones a la presente Ley;

c) Representar los intereses de sus asociados ante la Direc-
ción y ante otras instituciones o autoridades, así como en
los actos profesionales que se realicen;

d) Proponer los aranceles profesionales;

e) Servir de árbitro en los conflictos entre profesionales o
entre estos y sus clientes, cuando las partes acuerden so-
meterse a los mismos;

f) Prestar la más amplia cooperación a los poderes federa-
les, de los estados y del Distrito Federal, así como a los ór-
ganos constitucionales autónomos como cuerpos consulto-
res;

g) Proponer planes, proyectos y programas que impulsen la
formación y el ejercicio profesionales, e

h) Integrar listas de peritos profesionales con los miembros
correspondientes, que hayan obtenido el certificado de pe-
rito, emitido por el órgano correspondiente del propio co-
legio.

CAPÍTULO VI 
DEL SERVICIO SOCIAL

Artículo 20

1. El servicio social será considerado un requisito indis-
pensable para que los estudiantes obtengan el título profe-
sional en las entidades federativas.

2. El servicio social se prestará por un periodo no menor de
seis meses ni mayor de dos años, dependiendo de la rama
profesional de que se trate y de las condiciones donde se
realice.

CAPÍTULO VII 
DE LAS SANCIONES

Artículo 21

1. Los delitos que cometan los profesionistas dentro del
ejercicio profesional en términos de esta ley, serán sancio-
nados por las autoridades competentes según lo prevea la
legislación penal aplicable.

2. Comete el delito de usurpación de profesión, toda aque-
lla persona que incurra dentro del ámbito del ejercicio pro-
fesional, sin poseer el título respectivo, cuando de confor-
midad con la ley, se requiera poseer dicho documento.

3. A quien cometa el delito de usurpación de profesión, se
le sancionará con arreglo a lo dispuesto por el artículo 250
del Código Penal Federal.

Artículo 22

1. Se le impondrá multa de hasta quinientas veces el sala-
rio mínimo diario, vigente en la zona de que se trate, a to-
da aquella persona que resulte responsable de la presenta-
ción de documentos apócrifos para la tramitación de
cualesquiera de los asuntos regulados por esta ley sin per-
juicio de las sanciones penales que se hicieren legalmente
procedentes.

2. Para que la Dirección o las autoridades educativas de las
entidades federativas determinen esta sanción, la infrac-
ción deberá ser comprobada mediante peritaje profesional
y después de que el presunto responsable hubiera presenta-
do las pruebas que en su descargo hubiere.

Artículo 23

1. La Dirección y las autoridades educativas de las entida-
des federativas, a solicitud y previa audiencia de parte in-
teresada en sus respectivos casos cancelará las inscripcio-
nes de títulos profesionales, instituciones educativas,
colegios de profesionistas o demás actos que deban regis-
trarse, por las causas siguientes:

a) Se demuestre falsedad en los documentos inscritos;
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b) Por expedición del título sin los requisitos que establece
la ley;

c) Por resolución de autoridad competente;

d) Por desaparición de la institución educativa facultada
para expedir títulos o grados académicos equivalentes; re-
vocación de la autorización o retiro de reconocimiento ofi-
cial de estudios. La cancelación no afectará la validez de
los títulos o grados otorgados con anterioridad;

e) Por disolución del colegio de profesionistas, y

f) Las demás que establezcan las leyes o reglamentos.

2. La cancelación del registro de un título o autorización
para ejercer una profesión, producirá efectos de revocación
de la cédula o de la autorización.

Artículo 24

1. Se exceptúan de las sanciones previstas en este apartado,
a las personas que sin tener título profesional, incursionen
en el ejercicio profesional, con motivo de la defensa de al-
gún asunto propio; cuando actúen en calidad de gestores en
asuntos obreros, agrarios o cooperativos en los términos de
las leyes respectivas; cuando se encuentren dentro de la hi-
pótesis contemplada por la fracción IX, apartado A del Ar-
tículo 20 Constitucional, o cuando actúen en atención a un
caso de extrema y comprobable urgencia.

Artículo 25

1. Los interesados a quienes la autoridad hubiere informa-
do del incumplimiento de cualquier disposición contenida
en esta Ley podrán presentar el recurso de revisión previs-
to en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

TRANSITORIOS

Primero. Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se abroga la Ley Reglamentaria del artículo 5º
constitucional relativo al ejercicio de las profesiones en el
Distrito Federal.

Tercero. Las autoridades educativas de las entidades fede-
rativas deberán establecer el Registro en un plazo no ma-

yor de seis meses al inicio de la vigencia de la presente
Ley.

Dado en el Salón de Sesiones de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en México, DF, a los veinticinco días del mes
de abril de 2006.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presidente; José
Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica), Consuelo Camarena Gómez
(rúbrica), Felipe de Jesús Díaz González, Francisco Amadeo Espinosa
Ramos (rúbrica), Humberto Francisco Filizola Haces (rúbrica), Juan
Pérez Medina (rúbrica), secretarios; Tatiana Clouthier Carrillo (rúbri-
ca), José Francisco Landero Gutiérrez (rúbrica), Norberto Enrique Co-
rella Torres (rúbrica), Blanca Judith Díaz Delgado, Florentino Domín-
guez Ordóñez (rúbrica), Myriam de Lourdes Arabian Couttolenc
(rúbrica), Iván García Solís (rúbrica), María Guadalupe García Velas-
co (rúbrica), Blanca Estela Gómez Carmona, José Ángel Ibáñez Mon-
tes (rúbrica), Moisés Jiménez Sánchez, José López Medina (rúbrica),
Jassive Patricia Durán Maciel, Inti Muñoz Santini (rúbrica), Norma
Violeta Dávila Salinas, Óscar Martín Ramos Salinas (rúbrica), Sonia
Rincón Chanona (rúbrica), Agustín Rodríguez Fuentes (rúbrica), Al-
fonso Rodríguez Ochoa (rúbrica), Rocío Sánchez Pérez (rúbrica), Sa-
muel Rosales Olmos, Lorena Torres Ramos (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE CONCURSOS MERCANTILES

El Secretario diputado Marcos Morales Torres:  «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y Derechos
Humanos y de Gobernación, con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley de Concursos Mercantiles.

HONORABLE ASAMBLEA:

A las Comisiones Unidas de Justicia y Derechos Humanos y
de Gobernación de la LIX Legislatura fue turnada para su es-
tudio, análisis y dictamen correspondiente la Minuta con
Proyecto de Decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de Concursos Mercantiles y se reforman
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los artículos 50 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamien-
tos y Servicios el Sector Público y 51 de la Ley de Obras
Públicas y Servicios relacionados con las mismas.

Estas Comisiones Unidas con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 72 y 73, fracción X, y 134 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45 nu-
meral 6, incisos e) a g) y numeral 7 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como los artículos 57, 60, 65, 87, 88, 90 y 93 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, y habiendo analizado el
contenido de la Minuta de referencia, someten a la consi-
deración de esta honorable Asamblea el presente dictamen,
basándonos en los siguientes

ANTECEDENTES

1. Con fecha 8 de marzo de 2005, el Senador Fauzi Ham-
dán Amad a nombre propio y de los senadores Jorge Zer-
meño Infante, César Jáuregui Robles, Jesús Galván Mu-
ñoz, Gildardo Gómez Verónica y Fernando Margain
Berlanga, integrantes de la fracción parlamentaria del Par-
tido Acción Nacional, haciendo uso de la facultad que le
confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, presentaron al Ple-
no de la Cámara de Senadores, la Iniciativa con proyecto
de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley de Concursos Mercantiles; y se refor-
man los artículos 50 de la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios el Sector Público y 51 de la Ley de
Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas.

2. En la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de
Senadores dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a las
Comisiones Unidas de Comercio y Fomento Industrial y de
Estudios Legislativos, ampliándose el turno posteriormen-
te a la Comisión de Justicia.

3. En sesión del 13 de octubre de 2005, las comisiones dic-
taminadoras presentaron a consideración del Pleno de la
Cámara de Senadores el dictamen correspondiente para su
primera lectura, siendo aprobado en sesión del 18 de octu-
bre de 2005, por 88 votos a favor y turnado a la Cámara de
Diputados.

4. El día 20 de octubre de 2005, el Pleno de la Cámara de
Diputados recibió la Minuta referida turnándose a las Co-
misiones de Justicia y Derechos Humanos y de Goberna-
ción, para su estudio y dictamen.

Establecidos los antecedentes, los miembros de la Comi-
siones Unidas de Justicia y Derechos Humanos y de Go-
bernación de la LIX Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos exponemos el contenido de la Minuta objeto del
presente dictamen:

CONTENIDO DE LA MINUTA

De la lectura del dictamen de las Comisiones de Comercio
y Fomento Industrial y de Estudios Legislativos de la Co-
legisladora se desprende que el propósito fundamental de
este proyecto es perfeccionar diversos aspectos de la Ley
de Concursos Mercantiles, se busca colmar lagunas, acla-
rar plazos, simplificar notificaciones, complementar dispo-
siciones, modificar términos, resolver contradicciones en-
tre diversos artículos y, en general, mejorar las prácticas
procesales del concurso mercantil a la luz de la experiencia
obtenida a partir del año 2000, año en que entró en vigor
esta Ley, en sustitución de la Ley de Quiebras y Suspensión
de Pagos.

Por lo tanto el Senado de la República considera necesario
continuar con el perfeccionamiento de ese ordenamiento
legal, a efecto de lograr la simplificación del procedimien-
to concursal, contribuyendo así a lograr la justicia pronta y
expedita que ordena nuestra Constitución.

1. Por lo que hace a la Ley de Concursos Mercantiles se in-
cluyen los siguientes temas:

a) Como ya se dijo, se proponen reformas para aclarar
plazos, para simplificar las notificaciones, para cubrir
omisiones en el texto original y para resolver posibles
vacíos o contradicciones entre artículos; situaciones que
eran imposibles de prever por el legislador al momento
de expedir la nueva legislación.

b) Facultar al Instituto Federal de Especialistas Mercan-
tiles, órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura Fede-
ral, para fungir como órgano consultor del visitador, del
conciliador y el síndico y, en su caso, de los órganos ju-
risdiccionales, pero sin que estas consultas sean vincu-
latorias.

c) Se propone que el convenio suscrito entre el comer-
ciante y sus acreedores pueda realizarse en cualquier
etapa del concurso mercantil, incluyendo la etapa de
quiebra, y no sólo en la etapa de conciliación como lo
señala la Ley actualmente.
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d) Se pretende que el pago de los honorarios y gastos
generados de las funciones del visitador, del conciliador
y del síndico sean considerados como gastos de opera-
ción ordinaria de la empresa y se proponen reformas pa-
ra mejorar el sistema de remuneración de los llamados
especialistas de concursos mercantiles.

e) También, se propone la adición de un Título Décimo
Cuarto a la Ley denominado �Plan de Reestructura Pre-
vio� a efecto de incorporar las normas que rijan al con-
curso mercantil preconvenido, reduciendo tiempo y gas-
tos que genera el concurso mercantil ordinario.

2. Asimismo, la Minuta propone reformar la fracción VI
del artículo 50 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos
y Servicios del Sector Público y la fracción V del artículo
51 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las Mismas, a fin de que las personas morales sujetas a
concurso mercantil puedan, dentro de los procedimientos
de licitación regulados por ambas leyes, celebrar contratos
y presentar propuestas a las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal, hasta en tanto no sea de-
clarada su quiebra.

Una vez expuestos los antecedentes y el contenido de la
Minuta de referencia, los diputados integrantes de las Co-
misiones Unidas que suscriben el presente dictamen, expo-
nemos las siguientes

CONSIDERACIONES

A. En lo General

1. Que el procedimiento de concurso mercantil se entiende
como el procedimiento que tiene lugar cuando un comer-
ciante incumple generalizadamente con el pago de sus
obligaciones a dos o más acreedores distintos.

2. Que el concurso mercantil está dividido en 3 etapas: una
etapa preliminar, que es la de verificación y dos etapas no-
minadas, cada una con distintas finalidades, términos y re-
soluciones, la primera llamada de conciliación y a la se-
gunda denominada de quiebra.

3. Que la etapa preliminar, tiene como finalidad determinar
si el comerciante incurre en los supuestos del concurso
mercantil; en esta etapa el visitador solicita las medidas
precautorias necesarias para conservar la empresa y verifi-
car la contabilidad del comerciante. Empieza con la pre-

sentación de la solicitud o demanda y termina con la sen-
tencia de concurso mercantil.

4. Que la etapa de conciliación tiene como finalidad básica
el reconocimiento de los adeudos a cargo del comerciante,
lo que implica la revisión integral de cada uno de los cré-
ditos que se deriven de la contabilidad del comerciante y/o
aquellos cuyo reconocimiento demanden los acreedores y
así, lograr la conservación de la empresa mediante el con-
venio que el comerciante suscriba con sus acreedores reco-
nocidos. Ésta etapa empieza con la sentencia de concurso
mercantil y termina con el convenio o con la sentencia de
quiebra.

5. Que la tercera y última etapa llamada quiebra tiene co-
mo finalidad básica la venta de la empresa del comercian-
te, de sus unidades productivas o de los bienes que la inte-
gran con la finalidad de pagar a los acreedores reconocidos
con los recursos obtenidos de la enajenación. Ésta etapa
empieza con la sentencia de quiebra y termina con la sen-
tencia de terminación del concurso mercantil.

6. Que la Ley de Concursos Mercantiles regula al Instituto
Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles, que es
un órgano auxiliar que promueve fundamentalmente la ca-
lidad, neutralidad y eficacia de los especialistas (visitado-
res, conciliadores y síndicos) que coadyuvan con el juez y
con las partes dentro del procedimiento concursal.

7. Que los especialistas de concursos mercantiles son par-
ticulares que deben recibir una justa retribución por los tra-
bajos que realizan dentro del concurso mercantil, siendo su
labor indispensable para que la empresa lleve a cabo su
operación ordinaria y logre ya sea su rehabilitación o liqui-
dación ordenada. Se busca colmar lagunas, aclarar plazos,
simplificar notificaciones, complementar disposiciones,
modificar términos, resolver contradicciones entre diversos
artículos y, en general, mejorar las prácticas procesales del
concurso mercantil.

8. Que el propósito central de la Minuta objeto del presen-
te dictamen es precisamente realizar un ajuste al sistema de
tratamiento de los concursos mercantiles mediante las re-
formas propuestas, para continuar en el tenor de brindar
una mayor agilidad y viabilidad en la aplicación de la Ley.

B. Valoración de la Minuta

1. Que la Ley de Concursos Mercantiles publicada en el
Diario Oficial de la Federación el día 12 de mayo de 2000,
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tiene como objetivo conservar las empresas y evitar que el
incumplimiento de las obligaciones de pago ponga en ries-
go su viabilidad y de las demás empresas con las que man-
tenga una relación de negocios.

2, Que a raíz de la entrada en vigor de la Ley, los acreedo-
res y los deudores cuentan con una herramienta legal más
eficaz para la solución a sus problemas, evitando procedi-
mientos largos e indefinidos que resultaban en el detrimen-
to del trabajo, de la economía y de los patrimonios de am-
bas partes.

3. Que estas Comisiones Dictaminadoras consideran via-
bles las modificaciones de naturaleza procesal propuestas,
en virtud de lograr que los tiempos procesales sean más
cortos y le brindan una mayor congruencia a la Ley, ade-
más de recoger las interpretaciones que el Poder Judicial de
la Federación ha hecho en la materia.

4. Que respecto del perfeccionamiento de diversos aspec-
tos de naturaleza procesal, estas Comisiones Dictaminado-
ras hacen suyas las consideraciones sustentadas por las Co-
misiones de Comercio y Fomento Industrial y de Estudios
Legislativos del Senado de la República, en su dictamen
aprobado el 18 de octubre de 2005, mismas que se trans-
criben a continuación:

�En las reformas al artículo 10 se establece el criterio de
considerar a �la fecha (sic) de presentación de la de-
manda o solicitud �como el momento a partir del cual
operan las condiciones que deben acreditarse para el in-
cumplimiento de las obligaciones de pago a dos o más
acreedores distintos.

Para efectos de acumulación (artículo 15, fracción III)
del procedimiento de concurso mercantil en el caso de
dos o más Comerciantes, la iniciativa establece que nose
(sic) considerarán acciones con derecho a voto, aquellas
que lo tengan limitado y las que en los términos de la le-
gislación mercantil se denominen acciones de goce.

En el artículo 18, la iniciativa propone que las excep-
ciones de naturaleza procesal, incluyendo las de incom-
petencia del juez y de falta de personalidad, se tramita-
rán en vía incidental y (sic) no suspenderán el
procedimiento.

La adición al artículo 20, establece que la solicitud de
declaración en concurso mercantil, en caso de ser fun-
dado, se abrirá en etapa de conciliación, salvo que el

Comerciante expresamente pida que el concurso mer-
cantil se abra en etapa de quiebra.

Además, en las fracciones V y VI que se adicionan al
mismo artículo 20, se establece también que deberán
anexarse a la solicitud de declaración de concurso mer-
cantil: fracción V. Una relación de los juicios en los cua-
les el Comerciante sea parte, que indique las partes del
procedimiento, los datos de identificación del mismo, su
tipo, estado del juicio y ante quién se tramita; y, fracción
VI. El ofrecimiento de otorgar en caso de admisión de la
solicitud, la garantía a la que se refiere el artículo 24. En
el artículo 23, fracción II, la obligación de acompañar a
la demanda con un documento en que conste de manera
fehaciente que se ha otorgado la garantía, es sustituida
por el ofrecimiento de otorgar en caso de admisión de la
demanda la garantía.

Al artículo 24 se adiciona un primer párrafo referido a
que en caso de oscuridad, irregularidad o deficiencia en
el escrito o anexos de solicitud o demanda de concurso
mercantil, el juez dictará acuerdo en el que señalara con
precisión en qué consisten ellas previniendo para que se
aclaren y subsanen en el mismo expediente en un plazo
máximo de 10 días y de no hacerlo, el juez desechará y
devolverá al interesado todos los documentos.

Admitida la demanda de concurso mercantil según lo
dispone el artículo 26, el juez mandará citar al Comer-
ciante y éste deberá ofrecer, en el escrito de contesta-
ción, las pruebas que la ley le autoriza. Al día siguiente
de que el juez reciba la contestación dará vista al de-
mandante para que manifieste lo que a su derecho con-
venga y, en su caso, adicione su ofrecimiento de pruebas
con aquellas relacionadas con las excepciones opuestas
por el Comerciante.

En el artículo 30, se precisa la fecha en la que deberá
desahogarse la visita, y el juez ordenará la práctica de
ésta al Comerciante, que tendrá por objeto que el visita-
dor dictamine si el Comerciante incurrió en los supues-
tos previstos en el artículo 10 y, en su caso, sugiera al
juez las providencias precautorias que estime necesarias
para la protección de la Masa.

En el artículo 31, segundo párrafo, se dispone que el au-
to que ordene la visita tendrá efectos de mandamiento al
Comerciante para que permita la realización de la visi-
ta. Apercibiéndole de que en caso de incumplimiento se
procederá a declarar el concurso mercantil.
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En cuanto a la realización de la visita que establece el
artículo 34 de la ley, referida a los actos que llevan a ca-
bo el visitador y sus auxiliares, la iniciativa propone eli-
minar del segundo párrafo las verificaciones (sic) direc-
tas de bienes y mercancías de las operaciones.

El artículo 40 establece en su segundo párrafo que el vi-
sitador deberá presentar su dictamen en el plazo que
marca el mismo artículo (15 días naturales contados a
partir de la fecha de inicio de la visita); sin embargo, por
causa justificada, podrá solicitar al juez una prórroga
para terminar la visita y rendir el dictamen.

El artículo 41 dispone que ya recibido el dictamen del
visitador, el juez lo pondrá a la vista del Comerciante,
del acreedor o acreedores demandantes y del Ministerio
Público en caso de que éste haya demandado el concur-
so mercantil.

El artículo 43 establece el contenido de la sentencia de
declaración de concurso mercantil; en su fracción III de-
termina que contendrá una lista de los acreedores que el
visitante hubiese identificado en la contabilidad del Co-
merciante, eliminando el que se tenga que señalar el
monto de los adeudas con cada uno de ellos.

Además, el mismo artículo 43 contempla en la reforma
a su fracción VI, que el contenido de la sentencia in-
cluirá la orden al Comerciante de poner de inmediato a
disposición del conciliador los libros, registros y demás
documentos de su empresa, así como los recursos nece-
sarios para sufragar los gastos de registro y las publica-
ciones previstas en la Ley de Concursos Mercantiles.

El artículo 44 establece los tipos de notificación que de-
be hacer el juez una vez que se dicte la sentencia que de-
clara el concurso mercantil, notificando personalmente
al Comerciante, al Instituto y al visitador. A los acree-
dores cuyos domicilios se conozcan y a las autoridades
fiscales competentes, se les notificará por correo certifi-
cado o por cualquier otro medio establecido en las leyes
aplicables. Al Ministerio Público se le notificara en ca-
so de que sea el demandante, por oficio.

El conciliador, según lo dispuesto por el artículo 45,
procederá a solicitar la inscripción de la sentencia de
concurso mercantil en los registros públicos que corres-
pondan y hará publicar un extracto de la misma en el
Diario Oficial de la Federación y en uno de los diarios

de mayor circulación en la localidad donde se siga el
juicio, pudiéndose también difundir por otros medios
que el Instituto estime conveniente.

Se adiciona un segundo párrafo al artículo 47, el cual
manifiesta que la sentencia producirá los efectos del
arraigo del Comerciante y, tratándose de personas mo-
rales de quien o quienes sean responsables de la admi-
nistración. Este arraigo no será aplicable en aquellos ca-
sos en que el concurso mercantil hubiere sido solicitado
directamente por el Comerciante.

El artículo 48 establece que la sentencia que declare que
no es procedente el concurso mercantil, ordenará que las
cosas vuelvan al estado que tenían con anterioridad a la
misma. El juez condenará al acreedor demandante, o al
solicitante, en su caso, a pagar los gastos y costas judi-
ciales, incluidos los honorarios y gastos del visitador.

En cuanto al artículo 49, este dispone que podrán inter-
poner recurso de apelación en contra de la sentencia que
niegue el concurso mercantil el Comerciante, el visita-
dor, los acreedores demandantes y el Ministerio Público
demandante.

El artículo 59 se refiere a los informes que el síndico y
el conciliador deben rendir ante el juez respecto de las
labores que realicen en la empresa. Todos los informes
serán puestos a la vista del Comerciante, de los acree-
dores, del Ministerio Público demandante (sic) y de los
interventores por conducto del juez.

El artículo 60 se refiere a quienes pueden denunciar an-
te el juez los actos u omisiones del visitador, del conci-
liador y del síndico que no se apeguen a lo dispuesto por
esta ley, siendo éstos, el Comerciante, el Ministerio Pú-
blico demandante, los interventores y los propios acree-
dores.

En caso de que el Comerciante continúe con la admi-
nistración de su empresa, el artículo 75 establece que el
Comerciante efectuará las operaciones ordinarias inclu-
yendo los gastos indispensables para ellas y el concilia-
dor vigilará la contabilidad y todas las operaciones que
realice el Comerciante.

El artículo 122 se refiere a los tiempos en que los acre-
edores podrán solicitar el reconocimiento de sus crédi-
tos, estableciendo en su fracción primera que se podrá
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solicitar dentro de los veinte días naturales siguientes a
la fecha de la publicación de la sentencia de concurso
mercantil en el Diario Oficial de la Federación.

En el artículo 130 se le concede al conciliador un plazo
para la formulación y presentación al juez de la lista de-
finitiva de reconocimiento de créditos, misma que debe-
rá elaborar con base en la lista provisional de créditos y
en las objeciones que en su caso se presenten en su con-
tra y en donde se incluyan en los términos aprobados en
sentencia que constituye cosa juzgada los créditos res-
pecto de los cuales se conozca la existencia de sentencia
firme, así como los créditos fiscales y laborales que has-
ta ese plazo hubieren sido notificadas al Comerciante,
atendiendo además todas las solicitudes adicionales pre-
sentadas con posterioridad a la elaboración de la lista
provisional de créditos.

El primer párrafo del artículo 136 establece quiénes
pueden apelar la sentencia de reconocimiento, gradua-
ción y prelación de créditos, siendo éstos, el Comer-
ciante, cualquier acreedor, los interventores, el concilia-
dor o, en su caso, el síndico, o el Ministerio Público
demandante del concurso.

El artículo 145 determina la duración de la etapa de con-
ciliación. La iniciativa reforma el tercer párrafo de di-
cho artículo disponiendo que: El Comerciante y los
Acreedores Reconocidos que representan el noventa por
ciento del monto total de los créditos reconocidos po-
drán solicitar al Juez una ampliación de hasta por no-
venta días naturales más de la prórroga a que se refiere
el párrafo anterior.

El artículo 172 establece que el síndico deberá hacer del
conocimiento de los acreedores su nombramiento y se-
ñalar un domicilio, dentro de la jurisdicción del juez que
conozca del concurso mercantil, para el cumplimiento
de las obligaciones que esta ley impone, dentro de los
tres días siguientes a aquel (sic) en que se le dé a cono-
cer su designación.�

5. Que por lo que hace a la segunda propuesta relativa al
funcionamiento del Instituto Federal de Especialistas de
Concursos Mercantiles, estas Comisiones dictaminadoras
formulamos las siguientes consideraciones.

En lo que refiere a la modificación de la fracción IX del ar-
tículo 311, se considera viable la propuesta que otorga una

atribución consultiva al Instituto ya que resulta plenamen-
te compatible con su naturaleza técnica.

Por otro lado las reformas propuestas a los artículos 224,
326 y 333 permitirán al Instituto contar con los servicios de
un mayor número de especialistas y a estos, estar mejor re-
munerados, combatiendo el fenómeno de deserción y des-
motivación, que sufre actualmente el Instituto por no con-
tar con un sistema justo y efectivo para la remuneración de
los visitadores, conciliadores y síndicos.

Es de hacer notar que los especialistas de concursos mer-
cantiles no son empleados gubernamentales y que deben
recibir una retribución por el trabajo que realicen dentro
del concurso mercantil. La labor realizada por los especia-
listas es indispensable para las empresas en su operación
ordinaria, ya sea en la rehabilitación o liquidación, por lo
que los gastos y honorarios que éstos generen deben tener
el mismo tratamiento que los pagos ordinarios de la em-
presa. Se debe evitar la tardanza en el pago de sus honora-
rios y gastos.

6. Que por lo que corresponde a la última propuesta, estas
Comisiones Unidas consideramos que es muy conveniente
incluir en la posibilidad de celebrar un plan de reestructura
previo a fin de agilizar los procedimientos en los que el co-
merciante ha llegado a un acuerdo con sus acreedores, co-
mo se propone en la adición del Título Décimo Cuarto, ar-
tículos 339 a 342. Y no hay controversia respecto del
reconocimiento, graduación y prelación de los créditos.

7. Debemos recordar que en la actualidad no existe dispo-
sición legal que atienda estas situaciones por lo que resul-
ta conveniente regular este supuesto en virtud de hacer más
expedito el procedimiento por existir un preconvenio.

8. Finalmente, estas Comisiones Unidas consideran que la
Ley de Concursos Mercantiles debe incorporar las prácti-
cas más eficientes, modernas y justas, para encontrar un ca-
mino de reestructuración de las empresas, que las manten-
ga en la economía formal, contribuyendo al desarrollo
social y económico del país.

C. Modificaciones a la Minuta

1. Que en relación con los artículos segundo y tercero pro-
positivos del Decreto que proponen la reforma a la frac-
ción VI del artículo 50 de la Ley de Adquisiciones, Arren-
damientos y Servicios del Sector Público y la reforma al
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artículo 51 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Rela-
cionados con las Mismas respectivamente, con el objeto de
permitir que las personas morales sujetas a concurso mer-
cantil puedan celebrar contratos con las dependencias y en-
tidades de la Administración Pública Federal, con motivo
de los procesos de licitación regulados por ambas leyes,
hasta en tanto no se declare su quiebra, nos permitimos ha-
cer diversas consideraciones.

2. Que el artículo 134 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos establece los principios recto-
res a los que se ajustarán las adquisiciones, arrendamien-
tos y enajenaciones de todo tipo de bienes y servicios, así
como la contratación de obra a cargo del Gobierno Federal
y del Gobierno local, tal como a continuación se transcri-
be:

Artículo 134. Los recursos económicos de que dispon-
gan el Gobierno Federal y el Gobierno del Distrito Fe-
deral, así como sus respectivas administraciones públi-
cas paraestatales, se administrarán con eficiencia,
eficacia y honradez para satisfacer los objetivos a los
que estén destinados.

Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones
de todo tipo de bienes, prestación de servicios de
cualquier naturaleza y la contratación de obra que
realicen, se adjudicarán o llevarán a cabo a través de
licitaciones públicas mediante convocatoria pública
para que libremente se presenten proposiciones solven-
tes en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a
fin de asegurar al Estado las mejores condiciones
disponibles en cuanto a precio, calidad, financia-
miento, oportunidad y demás circunstancias perti-
nentes.

...

....

....

3. Que los artículos segundo y tercero del Decreto contie-
nen propuestas para que las personas morales sujetas a con-
curso mercantil puedan celebrar contratos y presentar pro-
puestas con las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal, hasta en tanto no sea de-
clarada su quiebra.

4. Que la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servi-
cios del Sector Público publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 4 de enero de 2000, regula las acciones rela-
tivas a la planeación, programación, presupuestación, con-
tratación, gasto y control de las adquisiciones y arrenda-
mientos de bienes muebles y la prestación de servicios que
realicen la Administración Pública Federal �centralizada
y paraestatal� la Procuraduría General de la República y
las entidades federativas con cargo a fondos federales.

5. Que la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las Mismas publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 4 de enero de 2000, es el ordenamiento que esta-
blece las disposiciones jurídicas que deben atenderse en la
planeación, programación, presupuestación, contratación,
gasto, ejecución y control de las obras públicas, así como
de los servicios relacionados con las mismas, que realicen
los sujetos arriba señalados.

6. Que las leyes en comento no reconocen la figura del co-
merciante, ni reparan en sus características, ya que sola-
mente se refieren a proveedores o contratistas.

7. Que debemos recordar que cuando se solicita el concur-
so mercantil es en razón de que el comerciante ya enfrenta
problemas de carácter financiero y económico que le impi-
den cumplir con los pasivos contraídos a lo largo de su
operación ordinaria.

8. Que por el hecho de encontrarse en concurso mercantil
se presume la dificultad de acceder, a créditos para finan-
ciar la fabricación, suministro de bienes o construcción de
obras. Asimismo, las empresas encontrarán impedimentos
para el otorgamiento de fianzas u otro tipo de garantías que
contemplan ambas leyes como requisitos indispensables
para garantizar el cumplimiento de los contratos, la amor-
tización o la devolución de los anticipos que en su caso se
otorguen, así como los vicios ocultos, entre otros.

9. Que esta prohibición data de tiempo atrás y se derivó de
experiencias nocivas en gran medida para el erario público.
En el pasado se adjudicaban contratos a las personas que se
encontraban en suspensión de pagos, situación que origi-
naba incumplimientos y la instauración de juicios para una
larga y difícil recuperación de anticipos.

10. Que ambas Leyes en sus textos vigentes establecen que
las personas que se encuentren en este supuesto están im-
pedidas para presentar propuestas o formalizar contratos
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con las dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal, ya que es deber constitucional de todas las
dependencias y entidades del Gobierno Federal y del Dis-
trito Federal el asegurar al Estado las mejores condiciones
de contratación disponibles, respetando en todo momento
los principios de eficiencia, eficacia y honradez en la ad-
ministración de los recursos públicos.

11. Que estas Comisiones Unidas consideramos que las
modificaciones propuestas a la fracción VI del artículo 50
de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público, así como la fracción V del artículo 51
de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con
las Mismas, no son procedentes debido a que son contra-
rias a los principios de solvencia y mejores condiciones de
contratación en términos de precio, calidad, oportunidad,
financiamiento y demás circunstancias pertinentes precep-
tuados por el artículo 134 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

12. Finalmente estas Comisiones Unidas consideramos que
es de incluirse el artículo 224 al artículo primero del De-
creto, en virtud de que en el proyecto remitido a esta So-
beranía, se omitió hacer referencia a la reforma de sus frac-
ciones III y IV.

Por lo anteriormente expuesto, los diputados integrantes de
las Comisiones de Justicia y Derechos Humanos y de Go-
bernación de la LIX Legislatura, sometemos a considera-
ción del Pleno de esta honorable Asamblea el siguiente 

Proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley de Concursos Mercan-
tiles.

Artículo Primero. Se reforman los artículos 10, 15, 18, 20,
23, 24, 26, 30, 31, 34, 40, 41, 43, 44, 45, 47, 48, 49, 59, 60,
75, 121, 122, 128, 130, 136, 145, 172, 177, 224, 262, 311
y 333; se deroga la fracción V del artículo 224; se suprime
el último párrafo del artículo 326; y se adiciona un Título
Décimo Cuarto denominado Concurso Mercantil con Plan
de Reestructura Previo, mismo que contiene los artículos
339, 340, 341 y 342, todos de la Ley de Concursos Mer-
cantiles, para quedar como sigue:

Artículo 10.- ...

I. ...

II. El Comerciante no tenga activos enunciados en el pá-
rrafo siguiente, para hacer frente a por lo menos el ochen-
ta por ciento de sus obligaciones vencidas a la fecha de
presentación de la demanda o solicitud.

...

a)...

b) Los depósitos e inversiones a plazo cuyo vencimiento no
sea superior a noventa días naturales posteriores a la fecha
de presentación de la demanda o solicitud.

c) Clientes y cuentas por cobrar cuyo plazo de vencimien-
to no sea superior a noventa días naturales posteriores a la
fecha de presentación de la demanda o solicitud; y

d) Los títulos valores para los cuales se registren regular-
mente operaciones de compra y venta en los mercados re-
levantes, que pudieran ser vendidos en un plazo máximo de
treinta días hábiles bancarios, cuya valuación a la fecha de
la presentación de la demanda o solicitud sea conocida.

...

Artículo 15.- ...

...

I y II ...

...

I a III ...

No se considerarán acciones con derecho a voto, aquéllas
que lo tengan limitado y las que en los términos de la le-
gislación mercantil se denominen acciones de goce.

Tratándose de sociedades que no sean por acciones se con-
siderará el valor de las partes sociales.

...

Artículo 18.- Las excepciones de naturaleza procesal, inclu-
yendo las de incompetencia del juez y de falta de personali-
dad, se tramitarán en vía incidental y no suspenderán el
procedimiento. Tampoco se suspenderá el procedimiento
de declaración de concurso mercantil por la interposición
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y trámite de recursos en contra de las resoluciones que al
efecto dicte el juez.

El juez deberá desechar de plano las excepciones notoria-
mente improcedentes y podrá resolver las excepciones pro-
cesales en una o varias sentencias interlocutorias.

Artículo 20.- El Comerciante que considere que ha incurri-
do en el incumplimiento generalizado de sus obligaciones
en términos de cualquiera de los dos supuestos establecidos
en el artículo 10 de esta Ley, podrá solicitar que se le de-
clare en concurso mercantil, el cual, en caso de ser fun-
dado, se abrirá en etapa de conciliación, salvo que el
Comerciante expresamente pida que el concurso mer-
cantil se abra en etapa de quiebra.

...

I a II...

III. Una relación de sus acreedores y deudores que indi-
que sus nombres y domicilios, la fecha de vencimiento
del crédito o créditos de cada uno de ellos, el grado con
que estima se les debe reconocer, indicando las caracte-
rísticas particulares de dichos créditos, así como de las
garantías, reales o personales, que haya otorgado para ga-
rantizar deudas propias y de terceros;

IV. Un inventario de todos sus bienes y muebles, títulosva-
lores, géneros de comercio y derechos de cualquier otra es-
pecie;

V. Una relación de los juicios en los cuales el Comer-
ciante sea parte, que indique las partes del procedi-
miento, los datos de identificación del mismo, su tipo,
estado del juicio y ante quién se tramita, y

VI. El ofrecimiento de otorgar en caso de admisión de
la solicitud, la garantía a la que se refiere el artículo 24.

...

En el auto admisorio de la solicitud, se proveerá en tér-
minos del artículo 29 de esta Ley.

Artículo 23.- ...

I. ...

II. El ofrecimiento de otorgar en caso de admisión de
la demanda la garantía a la que se refiere el siguiente ar-
tículo, y

III. ...

...

...

Artículo 24.- En caso de oscuridad, irregularidad o de-
ficiencia en el escrito o anexos de solicitud o demanda
de concurso mercantil, el juez dictará acuerdo en el que
señalará con precisión en qué consisten ellas previnien-
do para que se aclaren y subsanen en el mismo expe-
diente en un plazo máximo de diez días y de no hacer-
lo, el juez desechará y devolverá al interesado todos los
documentos.

Si el Juez no encuentra motivo de improcedencia o defec-
to en la solicitud o demanda de concurso mercantil, o si
fueren subsanadas las deficiencias ordenadas en la pre-
vención que haga el juez, admitirá aquélla. El auto admi-
sorio de la solicitud o demanda dejará de surtir sus efectos
si el actor no garantiza los honorarios del visitador, por un
monto equivalente a mil quinientos días de salario mínimo
vigente en el Distrito Federal, dentro de los tres días si-
guientes a la fecha en que se le notifique el auto admisorio.

...

...

Artículo 26.- ...

...

Al día siguiente de que el juez reciba la contestación dará
vista de ella al demandante para que dentro de un término
de tres días manifieste lo que a su derecho convenga y, en
su caso, adicione su ofrecimiento de pruebas con aquellas
relacionadas con las excepciones opuestas por el Comer-
ciante.

Al día siguiente de que venza el plazo a que se refiere el
primer párrafo de este artículo sin que el Comerciante ha-
ya presentado su contestación, el juez deberá certificar es-
te hecho declarando precluido el derecho del Comerciante
para contestar. La falta de contestación en tiempo hará
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presumir, salvo prueba en contrario, como ciertos los he-
chos contenidos en la demanda que sean determinantes pa-
ra la declaración de concurso mercantil. El juez deberá dic-
tar sentencia definitiva declarando el concurso mercantil
dentro de los cinco días siguientes.

Artículo 30.- Al día siguiente de aquel en que se desaho-
gue la vista a la que hace referencia el tercer párrafo del
artículo 26, y se verifiquen, en su caso, los supuestos es-
tablecidos en el segundo párrafo del artículo 29 del pre-
sente ordenamiento, el Juez ordenará la práctica de una
visita al Comerciante, que tendrá por objeto que el visita-
dor:

I. ...

II. En su caso, sugiera al juez las providencias precautorias
que estime necesarias para la protección de la Masa, en los
términos del artículo 37 de la misma.

...

Artículo 31.- El auto en que se ordene la práctica de la
visita, deberá expresar además, lo siguiente:

I y II ...

III. Los libros, registros y demás documentos del Comer-
ciante sobre los cuales versará la visita.

El auto que ordene la visita tendrá efectos de mandamien-
to al Comerciante para que permita la realización de la vi-
sita. Apercibiéndole de que en caso de incumplimiento
se procederá a declarar el concurso mercantil.

Artículo 34.- ...

El visitador y sus auxiliares tendrán acceso a los libros de
contabilidad, registros y estados financieros del Comer-
ciante, así como a cualquier otro documento o medio elec-
trónico de almacenamiento de datos en los que conste la si-
tuación financiera y contable de la empresa del
Comerciante y que estén relacionados con el objeto de la
visita. Asimismo, podrán llevar a cabo entrevistas con el
personal directivo, gerencial y administrativo del Comer-
ciante, incluyendo a sus asesores externos financieros, con-
tables o legales.

Artículo 40.- ...

El visitador deberá presentar su dictamen en el plazo a que
se refiere el párrafo anterior, sin embargo, por causa justi-
ficada, podrá solicitar al juez una prórroga para terminar
la visita y rendir el dictamen. La prórroga en ningún ca-
so podrá exceder de quince días naturales.

Artículo 41.- El juez al día siguiente de aquél en que reci-
ba el dictamen del visitador lo pondrá a la vista del Co-
merciante, del acreedor o acreedores demandantes y del
Ministerio Público en caso de que éste haya demandado
el concurso mercantil, para que dentro de un plazo común
de diez días presenten sus alegatos por escrito, y para los
demás efectos previstos en esta Ley.

Artículo 43.- ...

I y II. ...

III. La fundamentación de la sentencia en términos de lo
establecido en el artículo 10 de esta Ley, así como, en su
caso, una lista de los acreedores que el visitador hubiese
identificado en la contabilidad del Comerciante, sin que
ello agote el procedimiento de reconocimiento, graduación
y prelación de créditos a que se refiere el Título Cuarto de
esta Ley;

IV y V. ...

VI. La orden al Comerciante de poner de inmediato a dis-
posición del conciliador los libros, registros y demás docu-
mentos de su empresa, así como los recursos necesarios pa-
ra sufragar los gastos de registro y las publicaciones
previstas en la presente Ley;

VII a XV. �

Artículo 44.- Al día siguiente de que se dicte sentencia que
declare el concurso mercantil, el juez deberá notificarla
personalmente al Comerciante, al Instituto, y al visitador. A
los acreedores cuyos domicilios se conozcan y a las autori-
dades fiscales competentes, se les notificará por correo
certificado o por cualquier otro medio establecido en las le-
yes aplicables. Al Ministerio Público se le notificará en ca-
so de que sea el demandante, por oficio. Igualmente, de-
berá notificarse por oficio al representante sindical y, en su
defecto, al Procurador de la Defensa del Trabajo.

Artículo 45.- Dentro de los cinco días siguientes a su de-
signación, el conciliador procederá a solicitar la inscrip-
ción de la sentencia de concurso mercantil en los registros
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públicos que correspondan y hará publicar un extracto de
la misma en el Diario Oficial de la Federación y en uno de
los diarios de mayor circulación en la localidad donde se
siga el juicio, pudiéndose también difundir por otros
medios que el Instituto estime conveniente.

...

Artículo 47.- ...

El arraigo previsto en el párrafo que antecede, no será
aplicable en aquellos casos en que el concurso mercan-
til hubiere sido solicitado directamente por el Comer-
ciante.

Artículo 48.- La sentencia que declare que no es proceden-
te el concurso mercantil, ordenará que las cosas vuelvan al
estado que tenían con anterioridad a la misma, y el levan-
tamiento de las providencias precautorias que se hubieren
impuesto o la liberación de las garantías que se hayan cons-
tituido para evitar su imposición. La sentencia deberá ser
notificada personalmente al Comerciante y, en su caso, a
los acreedores que lo hubieren demandado. Al Ministerio
Público demandante se le notificará por oficio.

...

El juez condenará al acreedor demandante, o al solici-
tante, en su caso, a pagar los gastos y costas judiciales, in-
cluidos los honorarios y gastos del visitador.

Artículo 49.- ...

Podrán interponer el recurso de apelación el Comerciante,
el visitador, los acreedores demandantes y el Ministerio
Público demandante.

Artículo 59.- El síndico y, en su caso, el conciliador, debe-
rán rendir bimestralmente ante el juez un informe de las la-
bores que realicen en la empresa del Comerciante y debe-
rán presentar un informe final sobre su gestión. Todos los
informes serán puestos a la vista del Comerciante, de los
acreedores, del Ministerio Público demandante y de los
interventores por conducto del juez.

Artículo 60.- El Comerciante, el Ministerio Público de-
mandante, los interventores y los propios acreedores, de
manera individual, podrán denunciar ante el juez los actos
u omisiones del visitador, del conciliador y del síndico que

no se apeguen a lo dispuesto por esta Ley. El juez dictará
las medidas de apremio que estime convenientes y, en su
caso, podrá solicitar al Instituto la sustitución del visitador,
conciliador o síndico a fin de evitar daños a la Masa.

...

Artículo 75.- Cuando el Comerciante continúe con la ad-
ministración de su empresa, efectuará las operaciones or-
dinarias incluyendo los gastos indispensables para ellas
y el conciliador vigilará la contabilidad y todas las opera-
ciones que realice el Comerciante.

...

...

Artículo 121.- Dentro de los treinta días naturales siguien-
tes a la fecha de la publicación de la sentencia de concurso
mercantil en el Diario Oficial, el conciliador deberá pre-
sentar al juez una lista provisional de créditos a cargo del
Comerciante en el formato que al efecto determine el Ins-
tituto. Dicha lista deberá elaborarse con base en la contabi-
lidad del Comerciante; los demás documentos que permi-
tan determinar su pasivo; la información que el propio
Comerciante y su personal estarán obligados a proporcio-
nar al conciliador, así como, en su caso, la información que
se desprenda del dictamen del visitador y de las solicitudes
de reconocimiento de créditos que se presenten.

Artículo 122.- ...

I. Dentro de los veinte días naturales siguientes a la fecha
de la publicación de la sentencia de concurso mercantil en
el Diario Oficial de la Federación;

II y III.- ...

...

Artículo 128.- ...

I a IV. ...

El conciliador deberá integrar a la lista provisional de cré-
ditos, una relación en la que exprese, respecto de cada cré-
dito, las razones y las causas en las que apoya su propues-
ta, justificando las diferencias que, en su caso, existan con
respecto a lo registrado en la contabilidad del Comerciante
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o a lo solicitado por el acreedor. Asimismo, deberá incluir
una lista razonada de aquellos créditos que propone no re-
conocer.

...

Artículo 130.- El conciliador contará con un plazo impro-
rrogable de diez días contados a partir de aquél en que ven-
za el plazo a que se refiere el artículo anterior, para la for-
mulación y presentación al juez de la lista definitiva de
reconocimiento de créditos, misma que deberá elaborar
con base en la lista provisional de créditos y en las obje-
ciones que en su caso se presenten en su contra y en donde
se incluyan en los términos aprobados en sentencia que
constituye cosa juzgada los créditos respecto de los cuales
se conozca la existencia de sentencia firme, así como los
créditos fiscales y laborales que hasta ese plazo hubieren
sido notificados al Comerciante, atendiendo además todas
las solicitudes adicionales presentadas con posterioridad a
la elaboración de la lista provisional de créditos.

...

Artículo 136.- Podrán apelar a la sentencia de reconoci-
miento, graduación y prelación de créditos por sí o por
conducto de sus representantes, el Comerciante, cualquier
acreedor, los interventores, el conciliador o, en su caso, el
síndico, o el Ministerio Público demandante del con-
curso.

...

Artículo 145.- ...

...

El Comerciante y los Acreedores Reconocidos que repre-
senten el noventa por ciento del monto total de los créditos
reconocidos, podrán solicitar al Juez una ampliación de
hasta por noventa días naturales más de la prórroga a que
se refiere el párrafo anterior.

...

Artículo 172.- El síndico deberá hacer del conocimiento de
los acreedores su nombramiento y señalar un domicilio,
dentro de la jurisdicción del juez que conozca del concur-
so mercantil, para el cumplimiento de las obligaciones que
esta Ley le impone, dentro de los tres días siguientes a
aquél en que se le dé a conocer su designación.

Artículo 177.- Sin perjuicio de lo ordenado en el párra-
fo segundo, las facultades. y obligaciones atribuidas por
esta Ley al conciliador, distintas a las necesarias para la
consecución de un convenio y el reconocimiento de crédi-
tos, se entenderán atribuidas al síndico a partir de su desig-
nación. Cuando la etapa de conciliación termine anticipa-
damente debido a que el Comerciante hubiere solicitado su
declaración de quiebra, o concluido el plazo de la concilia-
ción y sus prórrogas en su caso, y el juez la haya concedi-
do, la persona que hubiese iniciado el reconocimiento de
créditos permanecerá en su encargo hasta concluir esa la-
bor.

En caso de que el concurso mercantil inicie en la etapa
de quiebra, el síndico tendrá además las facultades que
esta Ley atribuye al conciliador para efectos del reco-
nocimiento de créditos.

Artículo 224.- ...

I. Los referidos en la fracción XXIII, apartado A, del artícu-
lo 123 constitucional y sus disposiciones reglamentarias
aumentando los salarios a los correspondientes a los dos
años anteriores a la declaración de concurso mercantil del
Comerciante;

II. Los contraídos para la administración de la Masa por el
Comerciante con autorización del conciliador o síndico o,
en su caso, los contratos con el propio conciliador;

III. Los contraídos para atender los gastos normales para la
seguridad de los bienes de la Masa, su refacción, conserva-
ción y administración, y

IV. Los procedentes de diligencias judiciales o extrajudi-
ciales en beneficio de la Masa.

V. (Se deroga)

Artículo 262.- ...

I a IV...

V. En la etapa de quiebra, cuando se apruebe un conve-
nio por el Comerciante y la totalidad de los Acreedores
Reconocidos; y

VI. En cualquier momento en que lo soliciten el Co-
merciante y la totalidad de los Acreedores Reconocidos.
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Artículo 311.- ...

I a VIII. ...

IX. Fungir como órgano consultivo del visitador, del
conciliador y del síndico, en su carácter de órgano del
concurso mercantil y, en su caso, de los órganos juris-
diccionales encargados de la aplicación de esta Ley, en
lo relativo a los criterios de interpretación y aplicación
de sus disposiciones, siempre con el propósito de lograr
la consecución de los fines establecidos en el segundo
párrafo del Artículo 1° del presente ordenamiento. Las
opiniones que emita el Instituto en ejercicio de esta atri-
bución no tendrán carácter obligatorio;

X. Promover la capacitación y actualización de los visita-
dores, conciliadores y síndicos, inscritos en los registros
correspondientes;

XI. Realizar y apoyar análisis, estudios e investigaciones
relacionados con sus funciones;

XII. Difundir sus funciones, objetivos y procedimientos,
así como las disposiciones que expida conforme a esta Ley;

XIII. Elaborar y dar a conocer estadísticas relativas a los
concursos mercantiles;

XIV. Expedir las reglas de carácter general necesarias para
el ejercicio de las atribuciones señaladas en las fracciones
IV, V, VII y XII de este artículo;

XV. Informar semestralmente al Congreso de la Unión so-
bre el desempeño de sus funciones, y

XVI. Las demás que le confiera esta Ley.

Artículo 326.- ... 

I a V. �

(Se suprime último párrafo)

Artículo 333.- ...

I. Serán considerados como gastos de operación ordina-
ria del Comerciante, por lo que, al equipararse al su-
puesto establecido en el artículo 75, no se deberá inte-
rrumpir su pago por quién tenga la administración, sin

importar la etapa en que se encuentre el procedimiento
concursal;

II. Se pagarán en los términos que determine el Instituto,
que tomará en consideración en cuanto a la temporali-
dad en que deben cubrirse, lo previsto en el último pá-
rrafo de este artículo; y

III. ...

...

TÍTULO DÉCIMO CUARTO

Concurso Mercantil con Plan de 
Reestructura Previo

Artículo 339.- Será admitida a trámite la solicitud de
concurso mercantil con plan de reestructura cuando:

I. La solicitud reúna todos los requisitos que ordena el
artículo 20 de esta Ley;

II. La solicitud la suscriba el Comerciante con los titu-
lares de cuando menos el cuarenta por ciento del total
de sus adeudos.

Para la admisión del concurso mercantil con plan de re-
estructura será suficiente que el Comerciante manifies-
te bajo protesta de decir verdad que las personas que
firman la solicitud representan cuando menos el cua-
renta por ciento del total de sus adeudos.

III.- El Comerciante manifieste bajo protesta de decir
verdad que:

a). Se encuentra dentro de los supuestos de los artículos
10 y 11 de esta Ley, explicando los motivos, o

b). Es inminente que se encuentre dentro de los supues-
tos de los artículos 10 y 11 de esta Ley, explicando los
motivos.

Por inminencia debe entenderse un periodo inevitable
de treinta días.

IV. La solicitud venga acompañada de una propuesta de
plan de reestructura de pasivos del Comerciante, fir-
mada por los acreedores referidos en la fracción II.
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Artículo 340.- El Comerciante y los acreedores que sus-
criban la solicitud de concurso mercantil con plan de
reestructura podrán pedir al Juez las providencias pre-
cautorias que contempla el artículo 37 de esta Ley y el
Código de Comercio.

Artículo 341.- Si la solicitud de concurso mercantil con
plan de reestructura reúne todos los anteriores requisi-
tos, el Juez dictará sentencia que declare el concurso
mercantil con plan de reestructura sin que sea necesa-
rio designar visitador.

Artículo 342.- La sentencia de concurso mercantil de-
berá reunir los requisitos que esta Ley le exige y partir
de ese momento el concurso mercantil con plan de rees-
tructura se tramitará como un concurso mercantil or-
dinario, con la única salvedad de que el conciliador de-
berá considerar el plan de reestructura exhibido con la
solicitud al proponer cualquier convenio.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 24 días del mes de abril de
2006.

Por la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, diputados: Clau-
dia Ruiz Massieu Salinas, Presidenta (rúbrica); Leticia Gutiérrez Co-
rona, Secretaria (rúbrica); Amalín Yabur Elías, Secretaria (rúbrica);
Miguel Ángel Llera Bello, Secretario (rúbrica); Francisco Javier Val-
déz de Anda, Secretario (rúbrica); Miguelángel García-Domínguez,
Secretario (rúbrica); Félix Adrián Fuentes Villalobos, Secretario; Ma-
ría de Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica); Federico Barbosa Gutiérrez
(rúbrica); Mario Carlos Culebro Velasco; José Luis García Mercado
(rúbrica); Blanca Estela Gómez Carmona; Gema Isabel Martínez Ló-
pez (rúbrica); Martha Laguette Lardizábal; Consuelo Muro Urista (rú-
brica); Mayela Ma. de Lourdes Quiroga Tamez (rúbrica); Jorge Leonel
Sandoval Figueroa (rúbrica); Bernardo Vega Carlos; Gustavo Adolfo
de Unanue Aguirre (rúbrica); Fernando Antonio Guzmán Pérez Peláez;
Ernesto Herrera Tovar; Sergio Penagos García (rúbrica); Marisol Var-
gas Bárcena (rúbrica); Sergio Vázquez García (rúbrica); Francisco
Diego Aguilar; Angélica de la Peña Gómez; Eliana García Laguna (rú-
brica); Marcela Lagarde y de los Ríos (rúbrica); Jaime Miguel Moreno
Garavilla; Daniel Raúl Arévalo Gallegos (rúbrica).

Por la Comisión de Gobernación, diputados: Julián Angulo Góngo-
ra, Presidente (rúbrica); David Hernández Pérez, Secretario (rúbrica);

Yolanda Guadalupe Valladares Valle, Secretaria (rúbrica); Daniel Or-
dóñez Hernández, Secretario (rúbrica); Maximino Alejandro Fernán-
dez Ávila, Secretario; José Porfirio Alarcón Hernández (rúbrica); Re-
né Arce Islas (rúbrica); Fernando Álvarez Monje (rúbrica); Omar
Bazán Flores (rúbrica); Pablo Bedolla López (rúbrica); Jesús González
Schmal (rúbrica); José Luis Briones Briseño; Socorro Díaz Palacios;
Luis Eduardo Espinoza Pérez (rúbrica); Héctor Humberto Gutiérrez de
la Garza (rúbrica); Ana Luz Juárez Alejo (rúbrica); Pablo Alejo López
Núñez (rúbrica); Guillermo Martínez Nolasco (rúbrica); Federico Ma-
drazo Rojas; Gonzalo Moreno Arévalo; Consuelo Muro Urista (rúbri-
ca); Sergio Penagos García (rúbrica); Claudia Ruiz Massieu Salinas
(rúbrica); Margarita Saldaña Hernández (rúbrica); José Sigona Torres
(rúbrica); José Eduviges Nava Altamirano (rúbrica); José Agustín Ro-
berto Ortiz Pinchetti; Hugo Rodríguez Díaz (rúbrica); Sergio Vázquez
García (rúbrica); Mario Alberto Zepahua Valencia (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO 
ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona un artículo 47 Bis 2
a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea si se le dis-
pensa la lectura.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea, en
votación económica, si es de dispensarse la lectura al dic-
tamen.

Los ciudadanos diputados y ciudadanas diputadas que es-
tén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo, por favor... 

Las ciudadanas diputadas y ciudadanos diputados que es-
tén por la negativa... Mayoría por la afirmativa, diputa-
do Presidente. Se le dispensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que adiciona un artículo
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47 Bis 2 a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60, 87,
88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, presenta a la consideración de esta honorable Asam-
blea, el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

En sesión celebrada el día 06 de mayo de 2005 le fue tur-
nada a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, para su análisis y dictamen, la Iniciativa con proyec-
to de decreto que adiciona el Artículo 47 Bis 2 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambien-
te, presentada por la Diputada Jacqueline Arguelles Guz-
mán, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologis-
ta de México.

Tomando como base la información disponible así como la
propuesta multicitada, esta Comisión se abocó a su estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo los siguientes:

Consideraciones

La integridad biológica de los ecosistemas y la sobreviven-
cia de algunas especies críticas están siendo amenazadas
por la creciente presión humana sobre los recursos natura-
les, que generalmente no omite el borde de las áreas natu-
rales protegidas, más bien se repercuta frecuentemente en
su interior y compromete los objetivos para los cuales fue-
ron creadas dichas áreas de protección.

Por lo tanto, la conservación de los recursos naturales en
las áreas protegidas depende, en gran medida, del desarro-
llo de sistemas de producción sostenibles en sus zonas de
influencia, las denominadas zonas de amortiguación, y del
fomento de usos de la tierra, que alcancen objetivos tanto
de conservación como de desarrollo socio-económico de
las comunidades locales. Sin embargo, en la mayoría de los
casos, los usos económicos y sociales que crean mayores

distorsiones y problemas para la conservación de los recur-
sos naturales, son los que provienen de sectores externos a
los usuarios directos que habitan las zonas de influencia,
siendo esas poblaciones a veces eslabones de cadenas o cir-
cuitos económicos de los que no sacan mayores beneficios
y que constituyen serias amenazas a la integridad de los
ecosistemas naturales.

Como es conocido, una gran parte de las áreas protegidas
en México, como en América Latina, presentan situaciones
de conflicto con las zonas aledañas. Un número considera-
ble de estas áreas se encuentran dentro de territorios ocu-
pados por comunidades indígenas, ya sean territorios le-
galmente constituidos o tradicionalmente ocupados. Si
bien esta situación no necesariamente debe considerarse
conflictiva, en la ausencia de formas de manejo participa-
tivas en general se producen incompatibilidades críticas
entre los objetivos de conservación del área protegida y las
actividades humanas.

Es así que ciertos territorios adyacentes a las áreas natura-
les protegidas, por su naturaleza y ubicación, requieren un
tratamiento especial que garantice la conservación del área
protegida. Estas zonas adyacentes, mejor conocidas como
zonas de amortiguamiento, ha estado inmersa en una cons-
tante evolución.

Desde sus primeras implementaciones, la conceptualiza-
ción de las áreas de amortiguación ha transitado desde un
concepto de contención («barrera física y ecológica»,
UICN, 1986), basada principalmente en restricciones fuer-
tes de uso para proteger unidades de conservación conce-
bidas como islas separadas del contexto regional, hacia la
aceptación de un enfoque dirigido a la reducción de las pre-
siones de uso a través de un apoyo al desarrollo sostenible
para la población local en las áreas colindantes, donde ade-
más juega un papel decisivo en la gestión del área.

A pesar de que las organizaciones internacionales para la
conservación de la naturaleza han puesto grandes esperan-
zas en el manejo de zonas de amortiguación, en la práctica
el cambio conceptual mencionado no ha tenido un impacto
que haya llevado a mejorar significativamente la situación
de degradación o pérdida de áreas protegidas en el mundo.
Sólo en el caso de manejo de zonas de amortiguación den-
tro de áreas protegidas, como en el caso de las Reservas de
Biósfera, existen mayores avances en la integración de la
población local, básicamente por tener en la mayoría de los
casos situaciones legales institucionales más consolidados.
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En cambio, las áreas periféricas adyacentes a las áreas pro-
tegidas presentan frecuentemente situaciones jurídicas e
institucionales complejas y no aclaradas; generalmente no
existen los mecanismos para un ordenamiento territorial de
las regiones y las iniciativas para el desarrollo de las zonas
de amortiguación muchas veces no consideran su comple-
jidad socioeconómica inherente.

Aunado a lo anterior, las administraciones centrales, gene-
ralmente, tienen poca injerencia en el manejo de las zonas
aledañas a las áreas protegidas debido a que el concepto de
zona de amortiguación raramente está definida en las le-
gislaciones nacionales.

El problema común, detectado mediante el análisis de di-
versos casos, es que muy pocas agencias de manejo de las
áreas protegidas, en América Latina, tienen jurisdicción
más allá de las fronteras de las áreas de protección, y por
tanto carecen de autoridad para establecer o regular dichas
zonas, si antes no se producen modificaciones legales.

En el caso de México, es a partir del 23 de febrero del año
en curso, que dentro de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente (LGEEPA), se estable-
cieron, por decreto publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración, las divisiones y subdivisiones que deben
constituir a las áreas naturales protegidas (zona núcleo y
zona de amortiguamiento)1. Esta nueva delimitación, re-
presenta un gran avance en la conformación de las áreas
naturales protegidas y presenta una delimitante a los diver-
sos tipos de aprovechamiento dentro de las mismas. Sin
embargo, se debe considerar que las especies tienen un ran-
go de distribución, la cual no esta delimitada físicamente y
puede ir más allá de los limites geográficos establecidos
para su protección. De igual forma, factores como la insta-
lación de una comunidad o la realización de actividades an-
tropogénicas, pueden conllevar a una modificación de este
rango de distribución, forzando a las especies a cambiar su
zona tradicional y desviarla a otras periferias que no fueron
consideradas en el momento de la creación de las áreas de
protección.

Es así, que áreas y especies de relevante importancia re-
quieren de la imposición de medidas preventivas para su
conservación. Es en este sentido, que considerar única-
mente un área de amortiguamiento dentro del área natural
protegida podría resultar insuficiente, por lo cual se debe-
ría de considerar el aplicar ciertas medidas restrictivas pa-
ra el aprovechamiento de especies en las zonas adyacentes
al área de protección a fin de que las actividades realizadas

en estas zonas de amortiguamiento no arriesguen el cum-
plimiento de los fines del área natural protegida.

Las zonas de amortiguación adyacente a las áreas naturales
protegidas, son territorios establecidos estratégicamente al-
rededor de un área natural protegida y donde el uso de las
tierras se reduce a actividades compatibles con los objeti-
vos de la unidad de conservación que rodean para dar otra
capa de protección a los recursos que alberga. Si bien su fi-
nalidad es agregar protección al área protegida, es necesa-
rio considerar de igual forma las características socio-eco-
nómicas y culturales de las zonas adyacentes para así poder
planificar un área anexa de protección.

Con base en lo antes descrito, la presente iniciativa busca
dotar de facultades a la Federación para crear, en el caso
que sea necesario, un área de amortiguamiento previa a las
zonas que propiamente constituyen el área natural protegi-
da. Esta medida permitirá que especies catalogadas como
en resigo y cuyo rango de distribución traspase los límites
geográficos de las áreas naturales protegidas, puedan tener
un margen más amplio en el cual se procure su conserva-
ción.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, somete a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA UN
ARTÍCULO 47 BIS 2 A LA LEY GENERAL DEL
EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

Artículo Primero. Se adiciona un artículo 47 Bis 2 a la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente para quedar como sigue:

ARTÍCULO 47 BIS 2.- La Secretaría, mediante declara-
toria, podrá establecer, de ser necesario, zonas de protec-
ción previas a las zonas y subzonas de las Áreas Naturales
Protegidas que así lo requieran, con el objetivo de conser-
var la vida silvestre de los ecosistemas adyacentes que por
su naturaleza y ubicación requieren un tratamiento especial
para garantizar la conservación del área natural protegida.

En dichas zonas de protección adyacentes se podrá restrin-
gir o prohibir el aprovechamiento de especies en riesgo.

La delimitación territorial, administración y la restricción
del aprovechamiento sustentable de especies en riesgo de
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las zonas de protección adyacentes será de acuerdo a lo es-
tablecido en sus programas de manejo y a los criterios pre-
viamente estipulados en los artículos que integran este ca-
pítulo de la Ley

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica),
María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Ber-
nardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo
(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo,
Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz
(rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María
del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez
(rúbrica).»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia no tiene registrados oradores, considera el
asunto suficientemente discutido, pero para los efectos del
artículo 134, se pregunta a la Asamblea si se reserva algún
artículo.

No habiendo quien se reserve algún artículo, se ruega a la
Secretaría ordenar la apertura del sistema electrónico de
votación, en esta ocasión por siete minutos, a efecto de re-
cabar votación nominal en lo general y en lo particular en
un solo acto.

En las ocasiones subsecuentes daremos tres minutos.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamen-
to Interior. Ábrase el sistema electrónico de votación por
siete minutos para proceder a la votación en lo general y
en lo particular del proyecto de decreto en sus términos,
en un solo acto. 

Se informa a las señoras diputados y a los señores diputa-
dos que el sentido del voto deberá ser emitido durante el
tiempo que esté abierto el sistema electrónico, dado que,
una vez cerrado, no se tomarán votaciones de viva voz. (...)

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia saluda con todo afecto al Comité Ejecutivo de
la Sección 15, del Sindicato Nacional de Trabajadores de la
Educación, del estado de Hidalgo, invitados por el diputa-
do don Moisés Jiménez Sánchez. También a los alumnos
de la Universidad Cristóbal Colón, de Veracruz, invitados
por el diputado Gustavo Zanatta Gasperín.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Ciérre-
se el sistema electrónico de votación. 

Señor Presidente, se emitieron en pro 364 votos, en contra
cero y abstenciones dos.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bado en lo general y en lo particular, por 364 votos el pro-
yecto de decreto que adiciona un artículo 47 Bis 2 a la Ley
General del Equilibrio Ecológico y a la Protección al Am-
biente; pasa al Senado para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION 
Y GESTION INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma el artículo 17 de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea si se le
dispensa la lectura al dictamen.

La Secretaria diputada Margarita del Sagrado Cora-
zón de Jesús Chávez Murguía: Por instrucciones de la
Presidencia se consulta a la asamblea, en votación econó-
mica, si se le dispensa la lectura al dictamen.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa, sír-
vanse manifestarlo... 

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa, sír-
vanse manifestarlo... Mayoría por la afirmativa, diputa-
do Presidente. Se dispensa la lectura.
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el artículo
17 de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos.

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60, 87,
88, y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, presenta a la consideración de esta honorable
Asamblea, el siguiente: 

DICTAMEN

Antecedentes

1.- El día 16 de marzo de 2006, en sesión celebrada por la
Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión se pre-
sentó iniciativa que reforma el artículo 17 de la Ley Gene-
ral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos,
suscrita por los Diputados Irene H. Blanco Becerra y Gui-
llermo Tamborrel Suárez, del grupo parlamentario del Par-
tido Acción Nacional dictándosele turno a esta Comisión
por la Mesa Directiva.

2.- El día16 de marzo de 2006, a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales le fue enviado para su es-
tudio y dictamen copia del expediente núm. 5307 conte-
niendo la iniciativa previamente citada.

Tomando como base los elementos de información dispo-
nibles, así como la propuesta multicitada, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo las siguientes: 

CONSIDERACIONES:

1.- Que el derecho de toda persona a un ambiente adecua-
do para su desarrollo y bienestar está consagrado en el ar-
tículo 4° Constitucional, y que el artículo 1° fracción I de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
Ambiental contempla como parte de su objeto establecer

las bases para garantizarlo, además el artículo 1° de la Ley
General para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos establece que sus disposiciones tiene como objeto ga-
rantizar el mismo derecho a través de la prevención de la
generación, valorización y la gestión integral de los resi-
duos peligrosos, de los residuos sólidos urbanos y de ma-
nejo especial. 

2.- Que en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección Ambiental las competencias de los niveles de
gobierno así como la realización de convenios, en cuanto a
residuos están determinadas en los artículos 5°, 7°, 8° y 11.
Además El Artículo 120 de la misma ley establece que pa-
ra evitar la contaminación del agua, quedan sujetos a regu-
lación federal o local: fracción I. Las descargas de origen
industrial; fracción IV. Las descargas de desechos, sustan-
cias o residuos generados en las actividades de extracción
de recursos no renovables;

3.- Que dentro del mismo artículo 1° de la Ley General pa-
ra la Prevención y Gestión de los Residuos, el objeto com-
prende establecer las bases para: en su fracción III, esta-
blecer mecanismos de coordinación bajo el principio de
concurrencia previsto en el artículo 73 fracción XXIX-G
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; en su fracción IV, Formular una Clasificación Básica
y General de los residuos que permita uniformizar sus in-
ventarios así como orientar y fomentar la prevención de su
generación, la valorización y el desarrollo de sistemas de
gestión integral de los mismos; en su fracción V, regular la
generación de residuos peligrosos; en su fracción VI defi-
nir las responsabilidades en materia del manejo integral de
los residuos; en su fracción VIII promover la participación
corresponsables de todos los sectores sociales.

4.- Que la Ley General para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos establece en su artículo 7 como facul-
tades de la federación: en su fracción II expedir reglamen-
tos, normas oficiales mexicanas y demás disposiciones
jurídicas para regular el manejo integral de los residuos pe-
ligrosos y su clasificación; en su fracción III expedir regla-
mentos, normas oficiales y demás disposiciones jurídicas
para regular el manejo integral de los residuos de la indus-
tria minero�metalúrgica que corresponden a la competen-
cia federal de conformidad con la propia Ley y la Ley Mi-
nera; en su fracción VI, La regulación y control de los
residuos peligrosos excepto los generados por microgene-
radores cuando no sean regulados por las entidades federa-
tivas; en su fracción XIX la facultad de suscribir convenios
o acuerdos con las cámaras industriales, comerciales y de
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otras actividades productivas, grupos u organizaciones so-
ciales, públicos o privados para realizar acciones para cum-
plir los objetivos de la Ley y en su fracción XX diseñar y
promover mecanismos y acciones voluntarias tendientes a
prevenir y minimizar la generación de residuos y la conta-
minación de sitios.

La Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos establece en su Artículo 9 las facultades de las
entidades federativas: en su fracción II expedir conforme a
sus atribuciones los ordenamientos jurídicos en materias de
manejo de residuos de manejo especial, en su fracción V
Autorizar y llevar el control de los residuos peligrosos ge-
nerados por microgeneradores; en su fracción XV suscribir
convenios o acuerdos con las cámaras industriales, comer-
ciales y de otras actividades productivas, grupos u organi-
zaciones sociales, públicos o privados para realizar accio-
nes para cumplir los objetivos de la Ley, en materia de su
competencia.

En el Artículo 10 de la misma ley se establece que los mu-
nicipios tiene la función de manejo integral de los residuos
sólidos urbanos incluyendo en la fracción VIII la participa-
ción del municipio en el control de los residuos peligrosos
generados por microgeneradores

5.- Que la industria reviste una enorme importancia para
México, toda vez que ha sido uno de los principales ele-
mentos impulsores del desarrollo económico de nuestro
país, sin embargo, es su responsabilidad atender a los nue-
vos retos que le plantea la apertura externa y el contexto in-
ternacional, así como las demandas de la sociedad por un
ambiente y una economía sanos.

Que de acuerdo con información del INE la industria con-
tribuye a la generación de contaminantes de manera muy
diversa, dependiendo de las características de los procesos
y del tipo de insumos y productos. Algunas industrias afec-
tan al ambiente a través de sus descargas al agua, en algu-
nos casos dañan la atmósfera, debido a sus procesos de
combustión; mientras que otras son generadoras de resi-
duos peligrosos o bien, producen afectación al ambiente al
emplear sustancias químicas.

Que de acuerdo con la Semarnat (Cecadesu) la minería y la
metalúrgica, al igual que otras actividades, tienden a oca-
sionar efectos negativos en el ambiente por tratarse de in-
dustrias sumamente contaminantes. En varias fases de la
actividad minera: exploración, explotación, beneficio, in-

dustrialización y abandono hay riesgo de afectar el am-
biente; por lo que es importante considerar sus efectos lo-
cales o regionales. 

Que de acuerdo con las zonas donde se concentra la explo-
tación, el beneficio y la industrialización de uno o varios
minerales, se llega a un agotamiento importante del recurso
hídrico. Además, la contaminación se presenta en diversas
formas, una de las cuales se lleva cabo en los procesos hi-
drometalúrgicos, es decir, cuando los desechos y las sales no
son almacenados en depósitos creados para tal efecto. 

En el caso de los procesos pirometalúrgicos se afecta al en-
torno por las emanaciones de gases que se producen a la at-
mósfera principalmente de azufre y plomo. Además, se
presenta un grave problema con las minas abandonadas
que hay en el país, debido a que pueden contener acumula-
ciones de sales y desechos que no han sido procesados, ori-
ginando serias alteraciones al ambiente.

Que los principales riesgos de la industria minera derivan
de la fase de explotación, principalmente de la operación
de presas de jales, ya que puede generar escurrimientos y
arrastres de residuos minerometalúrgicos peligrosos de al-
ta afectación ambiental, así como la descarga de aguas re-
siduales en cuerpos receptores. 

Asimismo, sucede en los procesos de beneficio de minera-
les que pueden tener efectos ambientales negativos a través
de sus aguas residuales, materiales y sustancias peligrosas
y, en algunos casos, emisiones a la atmósfera. Estas últimas
son particularmente importantes en los procesos de fundi-
ción y refinación.

Que desde 1994 la Dirección General de Minas, la Subse-
cretaría de Minas, la SEMIP indican que en todas las eta-
pas que incluye un proceso minero con excepción de la
prospección (que implica estudios preliminares), generan
problemas ambientales de alto impacto.
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Como puede verse, en todas las etapas se generan aguas re-
siduales, residuos peligrosos y, en algunos casos, emisio-
nes a la atmósfera. Sin embargo, las etapas que más conta-
minación producen son: explotación de los minerales y
fundición/refinación.

Aún cuando se supone que todas las minas cuentan con
presa de jales, es posible que se presenten casos de minas
pequeñas que no las tienen, y que envíen las colas direc-
tamente a los cuerpos de agua cercanos. Los elementos
potencialmente tóxicos más comúnmente presentes en los
jales de las minas mexicanas son: plomo, cadmio, zinc,
arsénico, selenio y mercurio.

Que de acuerdo al informe �Sectores Industriales más Im-
portantes en la Generación de Contaminantes� del INE la
industria siderúrgica afecta al agua con descargas ácidas y
amoniacales; al aire con polvos, gases y humos provenien-
tes del carbón y gas natural en procesos de combustión in-
eficientes. 

En abril de 2003 la Semarnat y la Canacero firmaron un
convenio de concertación, con el objetivo de promover el
desarrollo sustentable de la industria siderúrgica, así como
de optimizar los mecanismos de normalización, gestión y
control por parte de la autoridad ambiental.

Otro convenio de concertación entre la Cámara Minera de
México (CAMIMEX) y la Semarnat se firmó en septiem-
bre de 2005, con el objeto de impulsar investigaciones y
estudios orientados a la prevención, mitigación y compen-
sación de los impactos ocasionados al entorno por las acti-
vidades de este sector.

Que de acuerdo a la normatividad vigente, se considera
como residuo peligroso a los jales, a los aceites gastados y
a los disolventes residuales. No se clasifican como peligro-
sos los terreros, los drenes ácidos que desprenden los te-
rrenos, las llantas, los plásticos y la chatarra. A excepción
de la chatarra que se vende, el resto de los residuos gene-
ran múltiples problemas al no ser dispuestos adecuada-
mente. 

Que la estrategia mundial para tratar residuos comprende la
reducción en la fuente, reuso, reciclaje, incineración y con-
finamiento. Una de las formas más comunes de reutilizar
los materiales de desecho consiste en aprovecharlos en los
procesos productivos como materia prima o para recuperar
energía.

Que de acuerdo con la publicación del INE �Residuos pe-
ligrosos en México� la generación total de residuos peli-
grosos en México asciende a un volumen agregado de en-
tre tres y siete millones de toneladas anuales, lo que no
incluye los jales mineros, residuos que también pueden ser
peligrosos y que se producen en grandes cantidades (entre
300,000 y 500,000 toneladas diarias). Por su parte, la in-
fraestructura y los sistemas de manejo en operación son su-
mamente precarios.

Que debido a la desproporción que guarda el volumen cre-
ciente de residuos peligrosos con la capacidad que existe
de manejo, vigilancia y control; se observa una disposición
clandestina en tiraderos municipales, barrancas, derechos
de vías en carreteras, drenajes municipales o cuerpos de
agua. 

Se estima que ésta última opción es la que predomina en
casi todo el país, por lo que cerca de 90% de los residuos
peligrosos adoptan estados líquidos, acuosos o semilíqui-
dos, o bien, se solubilizan y/o mezclan en las descargas de
aguas residuales.

Que la actividad minera constituye una fuente importante
de divisas, a pesar de la caída internacional de los precios
de los metales, conserva una participación ascendente en la
economía nacional, una notable contribución a la produc-
ción mundial, y es una fuente destacada de empleos para
cerca de un millón de trabajadores.

Entre los estados que tienen un mayor volumen de produc-
ción, se encuentran Baja California Sur, Coahuila, Colima,
Michoacán y Zacatecas; la producción de alrededor de 10
minerales metálicos y no metálicos representa cerca del 90
por ciento del valor de la producción nacional; a la vez,
unos 18 minerales ocupan una posición relevante entre los
que se producen en mayor volumen a nivel mundial

Que de acuerdo con el promovente se menciona que el ins-
trumento que se refiere al aprovechamiento energético de
subproductos o residuos representa una opción viable y
puesta a disposición de la sociedad en su conjunto para eli-
minar un volumen considerable de residuos que van a re-
llenos sanitarios o a confinamientos controlados, desperdi-
ciando recursos económicos valiosos para todos y sin
ningún aprovechamiento. 

El mismo documento señala que los hornos de la industria
siderúrgica trabajan a temperaturas superiores a los
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1000°C, llegando en algunos casos a temperaturas superio-
res a los 2000°C. Todos los hornos cuentan con equipos de
control de emisiones atmosféricas o circuitos cerrados pa-
ra el aprovechamiento máximo de temperaturas y materia-
les; lo que permite llevar a cabo procesos de reciclado
energético de forma ambientalmente segura, económica-
mente viables y socialmente aceptables. Cabe aclarar que
los subproductos o residuos de la industria u otras que de-
sean utilizar estos servicios, que contengan cloro, mercurio
o compuestos orgánicamente persistentes; son prohibidos
en éste tipo de proceso. 

En lo que respecta a la legislación actual, tenemos que la
industria del hierro y del acero es regulada por normas fe-
derales y estatales, ya que parte de sus procesos son de
competencia federal y otros son de competencia estatal.
Circunstancia que genera confusión y por ende ineficien-
cias e ineficacias.

7.-Que el texto actual del Artículo 17 de la Ley General pa-
ra la Prevención y Gestión Integral de los Residuos es co-
mo sigue:

Artículo 17.- Los residuos de la industria minero-meta-
lúrgica provenientes del minado y tratamiento de mine-
rales tales como jales, residuos de los patios de lixivia-
ción abandonados así como los provenientes de la
fundición y refinación primarias de metales por méto-
dos pirometalúrgicos o hidrometalúrgicos, son de regu-
lación y competencia federal. Podrán disponerse final-
mente en el sitio de su generación; su peligrosidad y
manejo integral, se determinará conforme a las normas
oficiales mexicanas aplicables, y estarán sujetos a los
planes de manejo previstos en esta Ley. Se exceptúan de
esta clasificación los referidos en el artículo 19 fracción
I de este ordenamiento.

Y que la propuesta de reforma al texto del artículo17 de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos, contenida en la iniciativa, es la siguiente:

Artículo 17.- Los residuos de la industria minera pro-
venientes del minado y tratamiento de minerales tales
como jales, residuos de los patios de lixiviación aban-
donados, así como los METALÚRGICOS provenientes
de los procesos de fusión, refinación y transformación
de metales, y que SE DEFINIRÁN EN EL REGLA-
MENTO son de regulación y competencia federal. Po-
drán disponerse finalmente en el sitio de su generación;
su peligrosidad y manejo integral, se determinará con-

forme a las normas oficiales mexicanas aplicables, y es-
tarán sujetos a los planes de manejo previstos en esta
Ley.

Deduciendo de la exposición de motivos la intención del
legislador de simplificar y aclarar respecto de los tipos de
residuos, las diferentes competencias, por tipo de residuo y
por tipo de generador así como los diferentes tipos de pro-
cesos en la industria minera a diferenciándolos de la indus-
tria metalúrgica y tratar de que con la inclusión de todos
ellos en la definición que se realizara en el cuerpo del re-
glamento, como de competencia federal, se crearía un con-
flicto con las facultades de las entidades estatales y muni-
cipales conferidas por la misma ley en otros artículos.

Desde el punto de vista semántico del texto la propues-
ta de eliminación de la palabra metalúrgica en la pala-
bra compuesta minero-metalúrgica estaría excluyendo
de este artículo a la industria metalúrgica, compren-
diendo únicamente los residuos metalúrgicos generados
por la industria minera. Provocando además una falta
de concordancia con el artículo 7 fracción III, de la mis-
ma Ley.

Desde un punto de vista fáctico, los procesos menciona-
dos que realiza la industria metalúrgica pudieran o no
ser tomados en cuenta, teniendo que hacer la suposición
de que la frase �así como los METALÚRGICOS prove-
nientes de los procesos de fusión, refinación y transforma-
ción de metales� se refiere a los procesos de la industria
metalúrgica eliminada de la primera frase del artículo
propuesto, quedando a criterio la interpretación dada
al texto.

La eliminación del último párrafo del artículo quitaría
la exclusión de la competencia federal a los residuos re-
feridos y con ello implica la existencia de competencia
de la federación, mientras que por otro lado se conser-
va la competencia de las entidades estatales y munici-
pales, en el texto de la fracción I del artículo 19 de la
mencionada Ley, provocando una discrepancia jurídica
con el citado artículo 19 de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión de los Residuos.

la propuesta expresada en el texto ��y que SE DEFINI-
RÁN EN EL REGLAMENTO�� utiliza la palabra defi-
nirán , que tiene un significado de explicación de las ca-
racterísticas esenciales, en este caso de cada uno de los
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residuos de competencia federal, La clasificación de la
peligrosidad de los residuos se precisa en forma técnica,
por lo cual esta Ley establece que se determine median-
te las normas oficiales mexicanas, sin embargo el artí-
culo 7 en su fracción III confiere a la Federación la fa-
cultad para expedir reglamentos, normas oficiales
mexicanas y demás disposiciones jurídicas para regular
la clasificación, por lo que esta comisión considera per-
tinente incluir en el texto del artículo la frase �que se de-
finirán en forma genérica en el reglamento según lo estipu-
lado en el artículo 7 fracción III de esta ley, que siendo
más general, da opción a flexibilidad para que se consi-
deren las especificaciones, de los residuos que deberán
ser considerados de competencia federal, dentro de las
Normas Oficiales Mexicanas.

Por lo que ésta Comisión considera que la reforma al Artí-
culo 17 propuesta en esta iniciativa cumple parcialmente
con el objetivo mencionado en la exposición de motivos, la
cual a su vez no explica todas las modificaciones propues-
tas, como es el caso de la eliminación del último párrafo
del artículo vigente.

Y por lo tanto se propone la siguiente redacción:

Artículo 17.- Los residuos de la industria minera-meta-
lúrgica provenientes del minado y tratamiento de mine-
rales tales como jales, residuos de los patios de lixivia-
ción abandonados, así como los metalúrgicos
provenientes de los procesos de fundición, refinación
y transformación de metales, que se definirán en
forma genérica en el reglamento según lo estipulado
en el artículo 7 fracción III de esta ley, son de regula-
ción y competencia federal. Podrán disponerse final-
mente en el sitio de su generación; su peligrosidad y ma-
nejo integral, se determinará conforme a las normas
oficiales mexicanas aplicables, y estarán sujetos a los
planes de manejo previstos en esta Ley. Se exceptúan de
esta clasificación los referidos en el artículo 19 fracción
I de este ordenamiento.

Ésta Comisión considera que la reforma propuesta con las
modificaciones realizadas cumple con la intención de la
iniciativa del legislador y es acorde con dicho objetivo.

Por las razones antes expuestas la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, considera que la propuesta
modificada reúne los requisitos de forma y fondo y some-
te a la consideración del Pleno de la Cámara de Diputados,
el siguiente 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL
ARTÍCULO 17 DE LA LEY GENERAL PARA LA
PREVENCIÓN Y GESTIÓN DE LOS RESIDUOS.

Artículo Primero.- Se reforma el Artículo 17 de la Ley
General para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos, para quedar como sigue: 

Artículo 17.- Los residuos de la industria minera-meta-
lúrgica provenientes del minado y tratamiento de mine-
rales tales como jales, residuos de los patios de lixivia-
ción abandonados, así como los metalúrgicos
provenientes de los procesos de fundición, refinación
y transformación de metales, que se definirán en for-
ma genérica en el reglamento según lo estipulado en
el artículo 7 fracción III de esta ley, son de regulación
y competencia federal. Podrán disponerse finalmente en
el sitio de su generación; su peligrosidad y manejo inte-
gral, se determinará conforme a las normas oficiales
mexicanas aplicables, y estarán sujetos a los planes de
manejo previstos en esta Ley. Se exceptúan de esta cla-
sificación los referidos en el artículo 19 fracción I de es-
te ordenamiento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica),
María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Ber-
nardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo
(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo,
Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz
(rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María
del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez
(rúbrica).»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia no tiene registrados oradores y considera el
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asunto suficientemente discutido y, por tratarse de un artí-
culo único, no se hace la pregunta del 134 y se pide a la Se-
cretaría ordenar la apertura del sistema electrónico de vo-
tación por tres minutos, a efecto de recabar votación
nominal en lo general y en lo particular en un solo evento.

La Secretaria diputada Margarita del Sagrado Cora-
zón de Jesús Chávez Murguía: Háganse los avisos a que
se refiere el artículo 161 del Reglamento Interior. Ábrase el
sistema electrónico de votación por tres minutos para pro-
ceder a la votación en lo general y en lo particular del pro-
yecto de decreto. (...)

Ciérrese el sistema de votación electrónico. 

Se emitieron 351 votos en pro, cero votos en contra y tres
abstenciones, diputado Presidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bado por 351 votos en lo general y en lo particular, el
proyecto de decreto que reforma el artículo 17 de la Ley
General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos; pasa al Senado para sus efectos constitucio-
nales.

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma el artículo 88 de la
Ley General de Vida Silvestre. En virtud de que se en-
cuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la
Secretaría a la asamblea si se le dispensa la lectura al dic-
tamen.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se le dispensa la lectura al dicta-
men.

Los ciudadanos y ciudadanas diputadas que estén por la
afirmativa, sírvanse manifestarlo por favor... 

Los ciudadanos y ciudadanas diputadas que estén por la ne-
gativa, sírvanse manifestarlo... Mayoría por la afirmati-
va, diputado Presidente. Se dispensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el artículo
88 de la Ley General de Vida Silvestre

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60, 87,
88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, presenta a la consideración de esta honorable Asam-
blea, el siguiente: 

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales le
fue turnado para su estudio y Dictamen el expediente que
contiene la Iniciativa que reforma el artículo 88 de la Ley
General de Vida Silvestre, a cargo del Diputado Manuel
Velasco Coello, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, recibida en la sesión del martes 7 de
marzo de 2006. 

Tomando como base los elementos de información dispo-
nibles así como la propuesta multicitada, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo las siguientes:

Consideraciones

Como se desprende de la exposición de motivos de la ini-
ciativa que nos ocupa, �México es uno de los países con
mayor diversidad biológica del mundo, no sólo por poseer
un alto número de especies, que es la noción más común de
biodiversidad, sino también por su diversidad en otros ni-
veles de la variabilidad biológica, como el genético y el de
ecosistemas. Se estima que en el país se encuentra entre un
10 y 12% de las especies conocidas para la ciencia. De
acuerdo con la clasificación jerárquica de los hábitat te-
rrestres, elaborada por Dinerstein y colaboradores en 1995
para la WWF, México y Brasil son los países latinoameri-
canos con más tipos de ecosistemas, y nuestro país incluso
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es superior en cuanto a la variedad en tipos de hábitat y
ecorregiones. 

Se reconoce que México cuenta con un número total de es-
pecies descritas de casi 65,000, cifra muy por debajo de las
más de 200,000 especies que, en una aproximación conser-
vadora, se estima habitan en el país. De igual forma, Mé-
xico es la nación que cuenta con el número más alto de rep-
tiles del mundo con 704 especies (52% endémicas), lo que
representa el 11% de las especies de este grupo conocidas
en el planeta; en mamíferos, ocupa el quinto lugar con 491
especies (29% endémicas), el cuarto en anfibios (60% en-
démicos) y tiene una rica avifauna de más de 1,000 espe-
cies. 

Por otra parte, la flora mexicana consta de más de 23,000
especies, con un nivel de endemismo superior al 40%, en-
tre las que destacan familias como las cactáceas, con 850
especies (84% endémicas) y orquídeas con 920 especies
(48% endémicas), así como el género Pinus, con 48 espe-
cies (43% endémicas).

Es así, que México, junto con Brasil, Colombia e Indone-
sia son los países que se consideran más diversos del mun-
do y tienen consistentemente el mayor número de especies
de los principales grupos biológicos. México, Australia y
Estados Unidos son, dentro de los países miembros de la
OCDE, los más diversos; sin embargo, cuando se toma en
cuenta el área de cada país, México tiene muchas más es-
pecies por km2 de superficie que cualquier otro miembro
de esta organización. 

Contar con esta gran diversidad también constituye una
gran responsabilidad de conservación a nivel nacional e in-
ternacional. Lamentablemente, esta diversidad está en
constante peligro de desaparecer. Entre las causas que afec-
tan la diversidad de especies está la alteración de hábitat,
comúnmente por un cambio de ecosistemas a agro-ecosis-
temas (a menudo monocultivos), considerada la amenaza
más importante relacionada con cambios en el uso del sue-
lo. Seguida de ésta se encuentra la sobreexplotación, es de-
cir, extracción de individuos a una tasa mayor que la que
puede ser sostenida por la capacidad reproductiva natural
de la población que se está aprovechando. En consecuencia
de este sobreabuso de la capacidad la extinción de especies
es una de las consecuencias más importantes de la pérdida
de la biodiversidad. Aun cuando la extinción es un proceso
natural a la intensa transformación del hombre sobre el me-
dio natural, la extinción se debe a procesos antropogénicos. 

A pesar de esta pérdida de la naturaleza, se debe recono-
cer que, sin desarrollo económico, nuestras sociedades no
podrían continuar su existencia. Pero además se debe re-
conocer que, también debemos dejar claro que entre las
consecuencias menos deseables de ese desarrollo está la
agresión cotidiana al entorno natural. Esta agresión, que
avanzó casi sin límites durante varias décadas en todo el
mundo, ya ha tenido un impacto directo sobre la calidad
de vida de los humanos. El deterioro de la vida silvestre
incluyendo especies y, sobre todo, las comunidades eco-
lógicas de las que formaban parte, ha mermado ya nues-
tras posibilidades de un desarrollo equilibrado, mesurado y
consistente.

Ciertamente, mucha de esa merma en nuestras expectativas
obedece a las profundas modificaciones que aún se hacen a
extensas áreas naturales, con lo que innumerables especies,
de todo tipo de organismos, son removidas de una vez y pa-
ra siempre de la faz de la tierra. Pero por otra parte, hay un
segundo factor de deterioro que se adiciona al anterior: el
saqueo sistemático de especies silvestres en las pocas re-
giones naturales que aún quedan en todo el mundo. Con es-
te tipo de prácticas se ataca de manera directa a especies
que, por una razón u otra, son de interés para algunos gru-
pos humanos que cuentan con los recursos para promover
su captura -y más adelante su compraventa- sin escrúpulo
alguno. No se trata de aquellos grupos que cazan para so-
brevivir, sino de aquellos que aprovechando la pobreza de
algunas comunidades rurales en muchos sitios del mundo,
convencen a algunos de sus habitantes para capturar espe-
cies silvestres, se las compran a precios irrisorios y luego
las revenden en el mercado internacional con ganancias
exorbitantes. Esta dinámica actúa no sólo en contra del
equilibrio natural, sino que viola las leyes de protección a
la naturaleza. 

Sin duda existen algunos casos en los que se reproducen
plantas o animales en cautiverio, en criaderos especializa-
dos establecidos de manera lícita, a fin de satisfacer princi-
palmente el mercado de las mascotas y secundariamente
para el aprovechamiento de pieles y subproductos diversos,
pero este hecho no elimina el amplio negocio de la extrac-
ción de especies del medio silvestre para su venta o para su
domesticación. Las formas en que estas especies son co-
mercializadas varían mucho y pueden ser desde individuos
vivos para mascotas o exhibición, hasta trofeos de caza y
muestras de tejido. 

Estas acciones no sólo reducen las poblaciones de espe-
cies de flora y fauna, sino que afectan directamente la
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composición de los diversos ecosistemas. Es en este senti-
do que es importante estipular, dentro de la Ley General de
Vida Silvestre que el aprovechamiento extractivo que se
permita de la vida silvestre, no sea permitido si el objetivo
final de esta acción es la domesticación o su reproducción
para venta en cautiverio.�

Es por las razones expuestas por las cuales la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, somete a la
consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, el si-
guiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMA EL ARTÍCULO 88 DE LA LEY GENERAL
DE VIDA SILVESTRE. 

Artículo Único: Se reforma el artículo 88 de la Ley Gene-
ral de Vida Silvestre, para quedar como sigue: 

Artículo 88.- No se otorgarán autorizaciones si el aprove-
chamiento extractivo pudiera tener consecuencias negati-
vas sobre las respectivas poblaciones, el desarrollo de los
eventos biológicos, las demás especies que ahí se distribu-
yan y los hábitat, o cuyo destino final sea la domestica-
ción y se dejarán sin efectos las que se hubieren otorgado,
cuando se generaran tales consecuencias. 

De igual forma, no se otorgarán autorizaciones para el
aprovechamiento extractivo de especies nativas del me-
dio silvestre cuyo fin sea la reproducción para venta en
cautiverio. 

Transitorio

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al siguiente
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica),
María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Ber-
nardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo
(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo,
Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz

(rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María
del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez
(rúbrica).»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia no tiene registrados oradores, considera el
asunto suficientemente discutido y ruega a la Secretaría or-
denar la apertura del sistema electrónico de votación por
tres minutos, a efecto de recabar votación nominal en lo
general y en lo particular, en un solo acto.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres mi-
nutos, para proceder a la votación en lo general y en lo
particular, en un solo acto. (...)

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia da la más cordial de las bienvenidas a alumnos
de la escuela primaria �Tepoxcalli�, de Ecatepec, estado de
México, invitados por la Presidenta de esta honorable Cá-
mara de Diputados, doña Marcela González Salas y Petri-
cioli. Sean ustedes bienvenidos.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
Ciérrese el sistema electrónico de votación. 

Diputado Presidente, informo a usted que se han emitido
356 votos en pro, cero en contra y seis abstenciones.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bado en lo general y en lo particular, por 356 votos, el
proyecto de decreto que reforma el artículo 88 de la Ley
General de Vida Silvestre; pasa al Senado para sus efec-
tos constitucionales.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma el párrafo primero, la
fracción XX y adiciona una fracción XXI al artículo 15 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente.
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En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea si se le dis-
pensa la lectura al dictamen.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea en
votación económica, si es de dispensarse la lectura al dic-
tamen.

Las ciudadanas diputadas y ciudadanos diputados que es-
tén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo por favor... 

Las ciudadanas diputadas y ciudadanos diputados que es-
tén por la negativa... Mayoría por la afirmativa, diputa-
do Presidente. Se dispensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el párrafo
primero de la fracción XX y adiciona la fracción XXI al ar-
tículo 15 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales le
fue turnada para su análisis y dictamen, la iniciativa que re-
forma y adiciona el artículo 15, de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, nu-
meral 1; 45, numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; así
como de los artículos 60, 87, 88 y demás relativos y apli-
cables del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, esta Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la H.
Cámara de Diputados es competente para dictaminar la ini-
ciativa en comento por lo que se somete a la consideración
de la honorable Asamblea el presente Dictamen, con base
en los siguientes antecedentes y consideraciones:

ANTECEDENTES

1.- En sesión celebrada el día 22 de Marzo de 2006, el Di-
putado Angel Pasta Muñuzuri del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, presentó iniciativa que reforma y

adiciona el artículo 15 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente. 

2.- Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 23 frac-
ción f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, en esa
misma fecha acordó turnar la iniciativa que nos ocupa pa-
ra su análisis y dictamen a la Comisión de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales.

3.- Tomando como base los elementos de información dis-
ponibles así como la iniciativa multicitada, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo los siguientes:

CONSIDERANDOS 

El diputado propone que para la formulación y conducción
de la política ambiental y expedición de normas oficiales
mexicanas, en materia de preservación y restauración del
equilibrio ecológico y protección al ambiente el ejecutivo
federal debe observar los principios y valores en las frac-
ciones de la Ley de manera enunciativa y clara.

Como concepto de valores se entiende aquellos bienes uni-
versales que pertenecen a nuestra naturaleza como perso-
nas y que, en cierto sentido, nos humaniza porque mejoran
nuestra condición de personas y perfeccionan nuestra natu-
raleza humana.

México es considerado uno de los pocos países megadiver-
sos a escala mundial en cuanto a su biodiversidad; ello con-
duce a reflexionar que cuanto mejor percibamos nuestra
naturaleza, tanto más fácilmente percibiremos los valores
que le pertenecen.

El dominio y superioridad que el hombre ha ejercido sobre
el medio ambiente ha hecho que se subestime el valor de
los recursos naturales, creyendo que éstos tienen una capa-
cidad infinita, que pueden ser utilizados indiscriminada-
mente y que siempre estarán ahí para sostener la vida sobre
el planeta. Esto ha llevado al hombre a situarse bajo una
concepción antropocéntrica, en la que el ambiente es con-
siderado como algo fuera de él y del que se puede hacer
uso sin importar el futuro. 

Considerando que los problemas ambientales se dan en
diferentes niveles, desde la escala global de las grandes
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ciudades y poblaciones, hasta los entornos más inmediatos:
el hogar, la escuela, las fábricas; es necesario que desde to-
dos los ámbitos se aborden opciones para generar diferen-
tes soluciones, que lleven a una reflexión sobre el valor que
se le da a las actitudes y los hábitos tales como el consumo
y uso del agua, del suelo, los sistemas económicos de pro-
ducción, etcétera. Todo esto con la mira puesta en el futu-
ro hacia la búsqueda y construcción de sociedades susten-
tables. 

Los seres humanos tienen el derecho a una vida saludable
y productiva, en armonía con la naturaleza, por que el de-
recho al desarrollo debe ejercerse en forma tal, que res-
ponda equitativamente a las necesidades ambientales de las
generaciones presentes y futuras.

En cuanto al pago por los daños causados, consideramos
no viable esa adición, misma que ya esta considerada den-
tro de las sanciones civiles de la Ley de Responsabilidad
Civil, ya que su objetivo es responsabilizar al infractor, por
los daños que hubiere causado. Si quienes contaminan se
ven obligados a sufragar los costos de las lesiones al medio
ambiente, reducirán sus niveles de contaminación.

En esta época de crisis ecológica, el reto que plantea la
cuestión ambiental exige una respuesta global, lo ambien-
tal debe ser un elemento determinante en la sociedad de
nuestros días. La probabilidad de daños altamente destruc-
tivos para el medio ambiente y la sociedad humana, gene-
ran temor de consecuencias irreparables. 

La necesidad de abordar la problemática ambiental requie-
re de una perspectiva que involucre e incentive a todas las
personas y entidades federativas con la finalidad de buscar
alternativas o soluciones y la inculcación de valores. 

Las teorías de causalidad que generan el desequilibrio eco-
lógico son cuestionadas cuando se trata de determinar los
hechos y los autores frente al progresivo daño ecológico.

La implementación de un programa de educación ambien-
tal en todos los niveles de educación; básica, media y su-
perior como prioridad en los programas de gobierno, debe
ser considerada mediante el apoyo gubernamental. Ya que
sería el camino ideal para enfatizar la orientación del co-
nocimiento ecológico con la finalidad de sensibilizar y par-
ticipar en la prevención y solución de los problemas am-
bientales. 

De hecho la educación ambiental está presente desde los
años 70, aunque a partir de los años 90 el auge en México
ha sido particularmente notorio y visible teniendo como
prioridad la conservación de la naturaleza y la promoción
de el manejo adecuado de los recursos naturales.

La investigación es un proceso que se concibe como la in-
dagación continua y como aportación de explicaciones,
produciendo conocimiento y teorías o resolviendo proble-
mas prácticos. 

En este contexto de búsqueda de propuestas, la investiga-
ción debe considerarse una prioridad, implementando su
estudio pero no solo en universidades, sino en todos los ni-
veles de educación, particularmente en la enseñanza pri-
maria, donde los niños cuentan con una gran capacidad de
investigación de campo.

En cuanto a la solidaridad con países en los cuales el me-
dio ambiente ya es un problema latente, podemos remontar
la aparición de normas para crear principios comunes que
orienten el quehacer de la protección ambiental a escala
mundial, al abrigo de la Conferencia de Naciones Unidas
sobre el Medio Humano en Estocolmo, Suecia en 1972, de
donde surge un importante órgano subsidiario de Naciones
Unidas: el Programa de Naciones Unidas para el Medio
Ambiente �PNUMA-, la declaración de Estocolmo que
contiene 26 principios; el plan de acción para el medio hu-
mano y el Fondo Ambiental Voluntario.

La Cumbre de la Tierra en 1992, que por sus singular mo-
tivo reunió a 166 países, la Conferencia Internacional sobre
el Medio Ambiente y Desarrollo, también conocida como
Cumbre de Río, en la que se produjeron nuevos pilares pa-
ra responder a los mismos problemas aunque con más pre-
cisión: La declaración de Río sobre el Medio Ambiente y
Desarrollo que contiene 27 principios; La Agenda 21, que
es el plan de acción para el desarrollo sustentable en el si-
glo XXI; una declaración no vinculante que contiene prin-
cipios sobre la administración de la conservación y el des-
arrollo sustentable de todos los tipos de bosque; los
arreglos institucionales en la forma de la Comisión de Des-
arrollo Sustentable y un mecanismo financiero para la ins-
trumentación de la Agenda 21.

En esta cumbre se firmaron dos grandes instrumentos in-
ternacionales: La Convención de Cambio Climático y la
Convención sobre Biodiversidad. Más adelante la Conven-
ción sobre Desertificación y en el 2000 el Protocolo de
Cartagena sobre la Seguridad de la Biotecnología. 
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En el ámbito regional ha sido un gran logro haber creado la
Comisión de Cooperación Ambiental de América del Nor-
te prevista por el Acuerdo de Cooperación Ambiental de
América del Norte, y que es un organismo internacional
que le da reconocimiento al individuo para la defensa del
medio ambiente, como sujeto del derecho internacional,
condición solo reconocida por algunos tratados de dere-
chos humanos.

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, con las facultades que le
confieren los artículos 39, 40 y demás relativos de la Ley
Orgánica del Congreso General y los artículos 58 y 60 y
demás relativos del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General somete a la consideración de los in-
tegrantes de esta honorable asamblea el presente dictamen
con:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL AR-
TÍCULO 15 DE LA LEY GENERAL DEL EQUILI-
BRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AM-
BIENTE

Artículo Único.- Se reforman el párrafo primero; la frac-
ción XX, y se adiciona la fracción XXI al artículo 15 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, para quedar como sigue: 

Artículo 15.- Para la formulación y conducción de la polí-
tica ambiental y la expedición de normas oficiales mexica-
nas y demás instrumentos previstos en esta Ley, en materia
de preservación y restauración del equilibrio ecológico y
protección al ambiente, el Ejecutivo Federal observará los
siguientes principios y valores:

I. a XIX. �.

XX.- La educación es un medio para valorar la vida a tra-
vés de la prevención del deterioro ambiental, preservación,
restauración y el aprovechamiento sostenible de los ecosis-
temas y con ello evitar los desequilibrios ecológicos y da-
ños ambientales. Su impartición debe ser prioridad en
los programas de gobierno, para asegurar el equilibrio
ecológico y protección al ambiente, y

XXI.- La investigación científica debe ser prioritaria
como medio para resarcir los daños a nuestro ecosiste-
ma, debiéndose motivar su estudio en centros universi-
tarios.

TRANSITORIO

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos (rúbrica), Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut
(rúbrica), María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suá-
rez, Bernardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Ju-
lián Nazar Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez (rúbri-
ca), Roberto Antonio Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa,
Miguel Amezcua Alejo (rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica),
Adrián Chávez Ruiz (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo, Maximino
Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica),
Carlos Silva Valdés, María del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica),
Nancy Cárdenas Sánchez (rúbrica).»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia no tiene registrados oradores, considera el
asunto suficientemente discutido, pero para los efectos del
artículo 134, hace obligadamente la pregunta a la Asam-
blea respecto de las reservas.

No habiendo quien se reserve artículo alguno, se ruega a la
Secretaría ordenar la apertura del sistema electrónico de
votación por tres minutos, a efecto de recabar votación no-
minal en lo general y en lo particular, en un solo acto.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamen-
to Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres minutos,
para proceder a la votación en lo general y en lo particu-
lar, del proyecto de decreto en sus términos, en un solo
acto. (...)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. 

Presidente, se emitieron en pro 355 votos, en contra cero y
abstenciones tres.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bado en lo general y en lo particular, por 355 votos el
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proyecto de decreto que reforma el párrafo primero, la
fracción XX y adiciona una fracción XXI al artículo 15
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente; pasa al Senado para sus efectos cons-
titucionales.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO 
ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma el inciso d) de la frac-
ción II del artículo 47 Bis de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente. En virtud de que se
encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte
la Secretaría a la Asamblea si se le dispensa la lectura al
dictamen.

La Secretaria diputada Margarita del Sagrado Cora-
zón de Jesús Chávez Murguía: Por instrucciones de la
Presidencia se consulta a la Asamblea, en votación econó-
mica, si se le dispensa la lectura al dictamen.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa, sír-
vanse manifestarlo... 

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa, sír-
vanse manifestarlo... La mayoría por la afirmativa, di-
putado Presidente. Se dispensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el inciso d)
de la fracción II del artículo 47 Bis de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60, 87,
88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-

canos, presenta a la consideración de esta honorable Asam-
blea, el siguiente: 

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales le
fue turnado para su estudio y Dictamen el expediente que
contiene la Iniciativa que reforma el Artículo 47 bis de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, suscrita por los diputados Adrián Chávez Ruiz
y Jacqueline Argüelles Guzmán, de los Grupos Parlamen-
tarios de los Partidos de la Revolución Democrática y Ver-
de Ecologista de México, respectivamente; de fecha 20 de
octubre de 2005.

Tomando como base los elementos de información dispo-
nibles así como la propuesta multicitada, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo las siguientes:

Consideraciones

Como se desprende de la exposición de motivos de la ini-
ciativa que nos ocupa a raíz de la aplicación de un modelo
económico que privilegia la mayor ganancia al menor es-
fuerzo y con la menor responsabilidad, la civilización se ha
alejado progresivamente del equilibrio que reinaba origi-
nalmente en los ecosistemas que el hombre habitaba. El
costo ha sido muy alto, ya que en estos momentos esta en
juego incluso la supervivencia de la especie misma. Como
un mecanismo de contención, insuficiente quizás, mientras
no se modifiquen las causas de la destrucción de nuestro
entorno, se han establecido herramientas de conservación
que han permitido reconstituir paulatinamente áreas y acti-
vidades que anteriormente se encontraban en franco des-
equilibrio. Así, hoy la implementación de áreas protegidas
es una de las medidas tendientes a aminorar la acelerada
destrucción de nuestro entorno, permitiendo un aprovecha-
miento sustentable de los recursos de los ecosistemas que
se intentan proteger. 

Las Áreas Naturales Protegidas (ANPs), son consideradas
el instrumento de política ambiental con mayor definición
jurídica para la conservación de la biodiversidad. Éstas son
definidas, por la Comisión Nacional de Áreas Naturales Pro-
tegidas (Conanp), como �porciones terrestres o acuáticas del
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territorio nacional representativas de los diversos ecosiste-
mas, en donde el ambiente original no ha sido esencial-
mente alterado y que producen beneficios ecológicos cada
vez más reconocidos y valorados�. Se crean mediante un
decreto presidencial y las actividades que pueden llevarse
a cabo en ellas se establecen de acuerdo con la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
(LGEEPA). Están sujetas a regímenes especiales de pro-
tección, conservación, restauración y desarrollo, según ca-
tegorías establecidas en la ley. 

Es necesario, reconocer que en nuestro país, la creación de
dichas zonas no ha ido a la par de la generación de proyec-
tos de desarrollo sustentables y de los recursos económicos
y humanos necesarios para su adecuado funcionamiento,
llevando al surgimiento de conflictos entre los objetivos de
conservación de los recursos naturales y los de desarrollo
de las poblaciones que habitan en o en torno a ellas. La im-
portancia de la conservación ambiental, que en muchas
ocasiones ha implicado la exclusión de la gente, ahora, en
el marco de la sustentabilidad, debe dar paso a un énfasis
más amplio en la participación social en el uso sustentable
de los recursos naturales. 

Las ANPs de México tienen entre sus objetivos �asegurar
el aprovechamiento sustentable de los ecosistemas y sus
elementos�. En este mandato obliga a las ANPs que inclu-
yen porciones marinas a asegurar el aprovechamiento sus-
tentable de los recursos pesqueros en las áreas a su cargo.
Esta situación encierra una paradoja, ya que mientras que
la aplicación efectiva de LGEEPA obliga a los administra-
dores de la ANP?s a abordar la problemática pesquera, la
estructura y práctica de la administración pesquera no les
reconoce medios para su participación en este tema. 

Específicamente en las ANPs del noroeste de México que
incluyen porciones marinas, como la Reserva de la Biosfe-
ra �Alto Golfo de California� y �Delta del Río Colorado�,
en Baja California, y la Reserva de la Biosfera �El Vizcaí-
no�, el Parque Nacional �Bahía de Loreto� y el Parque Na-
cional �Cabo Pulmo�, en Baja California Sur, la actividad
pesquera suele tener una importancia preponderante, sien-
do fuente de empleo para un segmento significativo de la
población local. Por lo general, los principales conflictos
sociales, presiones sobre los recursos naturales, impactos
ambientales en islas y franjas costeras, y gran parte de la
vida económica de estas áreas están en relación con la ac-
tividad pesquera, por lo que su atención ha resultado un
compromiso ineludible para el personal encargado de cada
ANP. 

Existen fuertes problemas en las Áreas Naturales Protegi-
das donde habitan los pescadores, fundamentalmente por la
falta de consenso con estos actores en la definición de los
planes de manejo de las mismas o porque se percibe su es-
tablecimiento como una imposición del Gobierno Federal.
Alguna de la causa de estos problemas, se deben a una ma-
la coordinación e interpretación de las leyes vigentes rela-
cionadas al tema pesca y esta falta de coordinación repre-
senta una de las principales amenazas para la conservación
y uso sustentable de los recursos pesqueros en las áreas que
debieran ser modelos de manejo. 

Actualmente el Poder Ejecutivo Federal es el encargado de
administrar las pesquerías de México a través de la Comi-
sión Nacional de Pesca y Acuacultura (Conapesca), adscri-
ta a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Peca y Alimentación (Sagarpa). La Conapesca es la
encargada de fijar las políticas institucionales que debe se-
guir la administración pesquera a nivel nacional, teniendo
como asesoría técnica y científica al Instituto Nacional de
la Pesca (INP), para determinar a través de su Comité de
Normalización las normas administrativas y las normas
oficiales mexicanas en materia pesquera. De igual forma,
la Conapesca tiene entre sus atribuciones el realizar activi-
dades de inspección y vigilancia, así como otorgar las con-
cesiones y permisos de aprovechamiento. 

Por su parte, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales (Semarnat), a través de la Profepa tiene la res-
ponsabilidad de vigilar el cumplimiento de las condiciones
de los permisos para la pesca de especies que se encuentren
incluidas en la lista de especies en riesgo. Las atribuciones
de la Semarnat en materia de administración y conserva-
ción de los recursos pesqueros están definidas en los artí-
culos 32 Bis, fracciones II, V, VI y VII de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal. En este mismo orde-
namiento, en el artículo 35 se obliga a la Sagarpa a coordi-
narse con las dependencias competentes para la promoción
y fomento de la producción pesquera en todos sus aspectos. 

Adicionalmente la LGEEPA establece que: 

a) la realización de actividades pesqueras que puedan
poner en peligro la preservación de una o más especies
o causar daños al ecosistema requerirán previamente au-
torización en materia de impacto ambiental; 

b) la exploración, explotación, aprovechamiento y ad-
ministración de los recursos acuáticos vivos y no vivos,
se sujetará a lo que establezca esta ley, incluyendo la
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Ley de Pesca, las NOMs y demás disposiciones aplica-
bles; 

c) se deberá solicitar a los interesados la realización de
un estudio de impacto ambiental previo al otorgamiento
de concesiones, permisos y, en general, autorizaciones
para la realización de actividades pesqueras, cuando el
aprovechamiento de especies ponga en peligro su pre-
servación o pueda causar desequilibrio ecológico;

Por otra parte, el reglamento de la LGEEPA en materia de
ANPs indica que se requiere de autorización por parte de
SEMARNAT para realizar obras y actividades de aprove-
chamiento pesquero dentro de ANPs. 

De acuerdo a la clasificación que la propia LGEEPA hace
sobre áreas naturales protegidas, existen áreas en donde el
aprovechamiento de los recursos es permitido, al igual que
las actividades que en las comunidades se desarrollan. Tal
es el caso, que el artículo 47 Bis de la misma, establece las
actividades que son permitidas en las zonas y subzonas de
las ANPs. Sin embargo, en la fracción segunda inciso d)
sobre las zonas de aprovechamiento sustentable de los eco-
sistemas, se ha excluido de entre los temas de aprovecha-
miento, a la actividad pesquera. 

En dicha fracción se enlistan únicamente dos actividades:
agrícolas y pecuarias de baja intensidad. Si bien hablamos
de un aprovechamiento de los ecosistemas, debemos tam-
bién entonces considerar a los ecosistemas acuáticos y ma-
rinos, por lo tanto se deberían enlistar también la pesca y
la acuacultura. 

Es por las razones expuestas por las cuales la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, somete a la
consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, el si-
guiente:

PROYECTO DE DECRETO: POR EL QUE SE RE-
FORMA EL INCISO D DE LA FRACCIÓN II DEL
ARTÍCULO 47 BIS DE LA LEY GENERAL DEL
EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN
AL AMBIENTE.

Artículo único: Por el que se reforma el inciso d), de la
fracción II, del artículo 47 Bis de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, para quedar
como sigue: 

Artículo 47 Bis. ... 

I.- ... 

II ... 

a)- a -c) ...... 

d) De aprovechamiento sustentable de los ecosistemas:
aquellas superficies con usos agrícolas, pesqueros, acu-
ícolas y pecuarios, actuales.

En dichas subzonas se podrán realizar actividades agríco-
las, pesqueras, acuícolas y pecuarias de baja intensidad,
que se lleven a cabo en predios que cuenten con aptitud pa-
ra este fin, y en aquellos en que dichas actividades se rea-
licen de manera cotidiana, y actividades de agroforestería y
silvopastoriles, siempre y cuando sean compatibles con las
acciones de conservación del área, y que contribuyan al
control de la erosión y evitar la degradación de los suelos. 

La ejecución de las prácticas agrícolas, pecuarias, agrofo-
restales y silvopastoriles que no estén siendo realizadas en
forma sustentable, deberán orientarse hacia la sustentabili-
dad y a la disminución del uso de agroquímicos e insumos
externos para su realización. 

Las prácticas de aprovechamiento pesquero y acuícola
deberán de fundamentar su actividad en la sustentabi-
lidad y preservación de los recursos, guardando un
equilibrio con el medio ambiente, no introduciendo es-
pecies exóticas no nativas e invasoras que degraden el
equilibrio ecosistémico, evitando el vertimiento de los
desechos resultantes del proceso de aprovechamiento
del recurso y fomentando y promoviendo el uso de ar-
tes de pesca altamente selectivas y no depredatorias.

Transitorio

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al siguiente
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández,
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), Lorena Torres Ra-
mos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut (rúbrica),
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María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suárez, Ber-
nardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo
(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo,
Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz
(rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María
del Rosario Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez
(rúbrica).»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia no tiene registrados oradores, considera el
asunto suficientemente discutido y ordena a la Secretaría
sea tan gentil de abrir el sistema electrónico de votación
por tres minutos, a efecto de recabar votación nominal en
lo general y en lo particular del artículo único del proyecto
de decreto.

La Secretaria diputada Margarita del Sagrado Cora-
zón de Jesús Chávez Murguía: Háganse los avisos a que
se refiere el artículo 161 del Reglamento Interior. Ábrase el
sistema electrónico por tres minutos, para proceder a la vo-
tación en lo general y en lo particular del proyecto de de-
creto. (...)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. 

Se emitieron 360 votos a favor, cero votos en contra y tres
abstenciones.

Presidencia de la diputada 
María Marcela González Salas y Petricioli

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Aprobado en lo general y en lo particular,
por 360 votos el proyecto de decreto que reforma el in-
ciso d) de la fracción II del artículo 47 Bis de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambien-
te; pasa al Senado para sus efectos constitucionales.

Queremos dar la más cordial bienvenida a alumnos y maes-
tros de la escuela primaria �Rafael Ramírez�, de Jalapa,
Veracruz, ellos han sido invitados por nuestro compañero
el diputado federal doctor Miguel Ángel Llera Bello. �Se-
an ustedes bienvenidos a la Casa de la Nación.

LEY GENERAL DE CONSERVACION,
RESTAURACION Y APROVECHAMIENTO 

SUSTENTABLE DE HUMEDALES Y DEL 
ECOSISTEMA MANGLAR - LEY GENERAL DE 

DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: El siguiente punto del orden del día es la dis-
cusión del dictamen con proyecto de decreto que expide la
Ley General de Conservación, Restauración y Aprovecha-
miento Sustentables de Humedales y del Ecosistema Man-
glar y se reforma y adiciona la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable. En virtud de que se encuentra publi-
cado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la
Asamblea si se dispensa la lectura al dictamen.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se le dispensa la lectura al dicta-
men.

Los ciudadanos y ciudadanas diputados que estén por la
afirmativa, sírvanse manifestarlo... 

Los ciudadanos y ciudadanas diputadas que estén por la ne-
gativa, sírvanse manifestarlo... Mayoría por la afirmati-
va, diputada Presidenta. Se dispensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto por el que se expide la
Ley General de Conservación, Restauración y Aprovecha-
miento Sustentable de Humedales y del Ecosistema Man-
glar, y se reforma y adiciona la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
de la LIX Legislatura le fue turnada para su estudio, aná-
lisis y dictamen la Iniciativa Proyecto de Decreto por el
que se expide la Ley General de Conservación, Restaura-
ción y Aprovechamiento Sustentable de Humedales, pre-
sentada por la Diputada Nancy Cárdenas Sánchez, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática.

Año III, Segundo Periodo, 27 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados398



En el mismo sentido, a las  Comisiones Unidas  de Medio
Ambiente y Recursos Naturales y de Agricultura y Gana-
dería de esta LIX Legislatura, les fue turnada para su estu-
dio y dictamen, la iniciativa que crea la Ley de Protección
y Conservación del Ecosistema Manglar, y reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de Desarro-
llo Forestal Sustentable, presentada por el Diputado Omar
Ortega Álvarez del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.

Estas Comisiones con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 70 párrafo primero, 72 y 73, fracción XXX de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39
y 45 numeral 6, incisos e), f) y g), y numeral 7, de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; así como por los artículos 55, 56, 60, 65, 87, 88,
93 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, y habien-
do analizado el contenido las iniciativa de referencia y des-
pués de concluir que ambas tenían como fin la protección
a estos ecosistemas y que de ninguna manera se contrapo-
nen si no que en el mejor de los sentidos se complementan
otorgando de esta forma no solo una coherencia técnica,
también implica un orden legislativo, ya que si se adopta la
tendencia de crear leyes tan específicas como lo proponen
ambas, entonces sería necesario crear tantas leyes como
ecosistemas existen en el país. 

Al respecto el Instituto Nacional de Ecología opina que,
�resultaría del todo inconveniente e inoperante, dado que la
regulación de cualquier actividad implicaría el cumpli-
miento de distintas regulaciones, las cuales seguramente
terminaría por entorpecer la acción de la justicia ambiental,
al crearse incertidumbre respecto del ámbito de aplicación
de las diversas normas�, por lo que dicho Instituto propone
la conjunción de ambas propuestas en una sola Ley que da
origen al presente dictamen.

Por lo anterior estas Comisiones dictaminadoras,  somete-
mos a la consideración de esta honorable Asamblea el pre-
sente dictamen, basado en los siguientes:

ANTECEDENTES

1. Con fecha 14 de abril de 2005, a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales le fue turnado para su es-
tudio y dictamen el expediente que contiene la iniciativa
proyecto de decreto que expide la Ley de Conservación,
Restauración y Aprovechamiento Sustentable de Humeda-

les, presentada por la Diputada Federal Nancy Cárdenas
Sánchez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, haciendo uso de la facultad
que le confiere el artículo 71, fracción II de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicano, y que presentó
ante el pleno de la Cámara de Diputados de este H. Con-
greso de la Unión.

2. Con fecha 4 de mayo del 2005, a las Comisiones Unidas
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de Agricultu-
ra y Ganadería fue turnado para su estudio y dictamen el
expediente que contiene la Iniciativa Proyecto de Decreto
que expide la Ley de Protección y Conservación del Eco-
sistema Manglar, y se reforma y adiciona la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable, presentada por el diputado
Omar Ortega Álvarez, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. , haciendo uso
de la facultad que le confiere el artículo 71, fracción II de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano,
y que presentó ante el pleno de la Cámara de Diputados de
este H. Congreso de la Unión, haciendose llegar copia del
oficio dirigido a la Mesa Directiva por parte de la Comi-
sión de Agricultura y Ganadería por medio del cual decli-
nan el turno para ser la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales la competente para dictaminar el asunto
que nos ocupa.

3. En las iniciativas se hace mención a los antecedentes le-
gislativos, en los que se encuentran diversas disposiciones
que en cierta forma protegen a los ecosistemas de humeda-
les, en especial el ecosistema de manglar pero que no son
del todo completas, y dejan fuera aspectos importantes so-
bre el tema.

4. A pesar de estos esfuerzos legislativos, hay que recono-
cer, tal como se señala en la fundamentación de la iniciati-
va en estudio, que el tema de la protección de estos ecosis-
temas no esta debidamente integrado en la legislación
vigente y que la demanda nacional e internacional por brin-
dar a este ecosistema la protección jurídica necesaria cada
vez es más evidente.

5. La iniciativa Proyecto de Decreto que expide la Ley de
Protección y Conservación del Ecosistema Manglar men-
ciona en el proemio que para lograr su objeto requiere la
modificación de la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable con el mismo fin de otorgarle  protección y con-
servación al ecosistema manglar.
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6. Por las razones apuntadas en los numerales anteriores, la
aprobación de ordenamientos jurídicos que tutelen la pro-
tección y conservación del medio ambiente es menester del
poder legislativo y más aún que como en el caso que nos
ocupa existen dos propuestas de legisladores en el mismo
sentido, lo que refuerza la necesidad de contar con este or-
denamiento jurídico.

Tomando como base los elementos de información dispo-
nibles como las propuestas multicitadas, las Comisiones de
Medio Ambiente y Recurso Naturales y de Agricultura y
Ganadería se abocaron al estudio para cumplir con el man-
dato del Pleno de esta Cámara de Diputados.

En el presente trabajo de dictaminación, se recibieron de
los sectores involucrados en el tema, una serie de comen-
tarios y recomendaciones, mismos que fueron retomados e
incorporados en el mismo.

Por lo que dentro de las modificaciones realizadas con el
fin de dar congruencia jurídica y legislativa y lograr así una
sola iniciativa y dictamen que conjuntara el ánimo de los
legisladores de cada una de las presentadas, se realizaron
las siguientes modificaciones:

I. En sentido amplio las modificaciones realizadas al arti-
culado de ambas iniciativas fueron en relación a la redac-
ción, sin modificar de fondo el propósito del articulado ori-
ginal, lo anterior con el fin de presentar al Pleno de la
honorable Cámara de Diputados para su aprobación, un
dictamen sustentado en la práctica legislativa y en la con-
gruencia jurídica. 

II. En el mismo sentido se fortaleció lo relacionado con la
participación y coordinación con las entidades federativas
y a través de éstas con los municipios, respetando el marco
federalista y la soberanía de los órdenes de gobierno.

III. Cuidando en todo momento el principio de autoridad
responsable, éste se transparentaría con la aprobación del
presente dictamen, en especial en el caso de la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Con el fin de hacer del Conocimiento del Pleno de ésta H.
Cámara de Diputados de las bondades de las iniciativas
presentadas, estas Comisiones ponen a consideración de la
misma el siguiente capitulo que describe de manera sucin-
ta el:

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

El proyecto de decreto en análisis que se pone a considera-
ción de este pleno consta de diez títulos, treinta capítulos,
149 artículos y 6 artículos transitorios.

Esta Ley de Humedales otorga, especial atención a los
manglares y precisa como objetivos definir y difundir a la
sociedad un concepto  de humedal, con enfoque integral, a
partir del cual quedan definidos los valores intrínsecos de
estos ecosistemas y su importancia ara el mantenimiento de
las poblaciones humanas, para que a partir de su valoración
sea posible:

I. Crear una política nacional para la conservación, restau-
ración y aprovechamiento sustentable de humedales con
conceptos precisos y clara distribución de responsabilida-
des y competencias entre los tres órdenes de gobierno, con
el componente adicional de la participación social.

II. La conservación de estos ecosistemas, a través de un
esquema de participación comunitaria y del Estado, con la
inclusión integral de los sectores involucrados.

III. Definir las líneas generales de política para las activi-
dades de conservación, restauración, remediación y apro-
vechamiento de los humedales del país, con especial aten-
ción a los ecosistemas de manglar, así como los
procedimientos para realizar obras y actividades en éstos.
Todo ello, involucrando a los diversos actores de la socie-
dad, los tres órdenes de gobierno, los sectores académicos,
organizaciones sociales y a los sectores que aprovechan los
recursos naturales de los humedales del país.

IV. Generar a través de los programas de conservación par-
ticipativos el conocimiento de capacidades de uso de hu-
medales en el país, las alternativas para su aprovechamien-
to sustentable. Adicional a esto se promueve el fomento de
diversos instrumentos de política para la conservación y
aprovechamiento de humedales, como son la investiga-
ción, capacitación, manejo de información del estado de
los humedales, entre otros.

V. Igualmente considera necesario definir que medidas de
control se requieren para en su caso determinar infraccio-
nes, sanciones y responsabilidades cuando los humedales
sufren daños por la acción de la ciudadanía.
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De acuerdo con los antecedentes mencionados esta Comi-
siones Unidas que dictaminan hacen del conocimiento del
pleno las siguientes:

CONSIDERACIONES

1. La situación geográfica de México ha favorecido los
procesos que dan origen a la diversidad biológica en el
orbe. Es así que México esta considerado entre los doce
países que se denominan como Megadiversos, ya que
por una parte alberga cerca del 10 al 12 por ciento de las
especies conocidas por la ciencia y por otro lado, en el
territorio se encuentran distribuidos los cinco grupos de
ecosistemas representativos de América Latina.

2. Uno de los beneficios de contar con esta gran diver-
sidad de ecosistemas y promover su conservación son
los servicios y bienes ambientales que brindan a las po-
blaciones humanas. 

3. En el caso de los humedales, que comprenden diver-
sos ambientes tanto naturales como ratifícales que se ca-
racterizan por estar temporal o permanentemente inun-
dados por aguas dulces, estuarinas (salobres) o salinas e
incluyen las regiones marinas que no excedan los 6 me-
tros de profundidad con respecto al nivel medio de las
mareas bajas En ellos, quedan comprendidos los ecosis-
temas más productivos de la biosfera. Su elevada ferti-
lidad mantiene una rica y compleja cadena alimentaría
que en algunos casos trasciende en una levada produc-
ción pesquera. Gran parte de la fertilidad de estos eco-
sistemas en sus áreas costeras exportada e incrementa la
riqueza pesquera de la zona marina adyacente.

4. Entre los humedales más importantes con mayor co-
bertura en México es el ecosistema de manglar, que tie-
ne una extensión de 660, 000 ha., superior a la de la ma-
yoría de los países tropicales. Esta constituido por
vegetación arbórea de la zona de mareas y presenta una
gran variedad de formas que van desde un bosque bien
desarrollado hasta matorrales dispersos en las marismas
o formando parte de asociaciones vegetales únicas, co-
mo los petenes. 

5. Es evidente que los manglares representan una fuen-
te de vida y continuidad en la supervivencia de innume-
rables especies que habitan en dichos ecosistemas de
humedales costeros, en las zonas de manglar habitan di-
versas especies de aves, reptiles, mamíferos, insectos,
plantas epifitas, líquenes, hongos, son así mismo, zonas

de apareamiento y cría de gran cantidad de especies que
sirven como base de la alimentación humana, y repre-
sentan un refugio para formas de vida marina en etapa
larvaria, además de que protegen a las costas de la ero-
sión, y han proporcionado durante siglos multitud de re-
cursos a las poblaciones locales. 

6. Así en el caso de los humedales es claro observar los
beneficios tangibles en la dinámica de las poblaciones y
la sociedad en México, los cuales podemos clasificar en
tres tipos: 

a) Mantenimiento de procesos biogeomorfológicos,
lo que implica que al ser zonas naturales de descar-
ga de los acuíferos, potencialmente son zonas de re-
carga de las aguas subterráneas, que mantienen y
mejoran la calidad del agua, que presentan una alta
potencialidad para reducir los caudales y disminuir
la probabilidad de inundaciones, la retención de se-
dimentos y nutrientes, la estabilización de las condi-
ciones microclimáticas y se consideran como siste-
mas reguladores del clima local. 

b) Preservación de la diversidad genética, toda vez
que su alta productividad permite el mantenimiento
de poblaciones de flora, fauna y microorganismos
que hacen de estos ambientes ideales para la repro-
ducción y descanso de especies migratorias (i.e. tal
como las aves), sirven como zonas de desove y cría
de peces, crustáceos y moluscos, permite el desarro-
llo de especies de plantas y animales especializadas
a las condiciones extremas de una zona inundable. 

c) Aprovechamiento de los recursos naturales, que
de estos ecosistemas han realizado todas las culturas
del mundo establecidas en los márgenes de las cos-
tas, ríos, lagos y lagunas. El uso de los recursos va
desde aprovechar la fauna con fines socioeconómi-
co, ya sea para la autoalimentación y el comercio,
hasta el aprovechamiento de recursos tradicionales
como el uso de los manglares (madera), elaboración
de utensilios y artesanías, usos para el recreo y el tu-
rismo, entre otros; lo cual la confiere un alto valor en
las economías regionales.

7. Es necesario señalar que se estima que el área total de
manglares a nivel mundial es de aproximadamente 16
millones 530,000 ha, de los cuales, los manglares de
América Latina y el Caribe constituyen 5 millones
831,000 ha, o sea 35,3 por ciento del área total. De
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acuerdo con estos datos, las mayores extensiones de es-
tos bosques se localizan en Brasil con 2.500.000 ha de
su superficie y México con 660.000 ha.

8. La revisión de trabajos recientes sobre valuación eco-
nómica de los bienes y servicios ambientales que pro-
veen los manglares y el efecto de la deforestación, la
acuacultura y otras actividades económicas, nos mues-
tran claramente que la decisión global de haber perdido
mas de 50 por ciento del capital natural de los ecosiste-
mas de manglar fue tomada sin considerar el valor de
sus servicios ambientales.

9. A pesar de mantener todavía importantes recursos fo-
restales y marinos, una gran variedad de suelos y una al-
ta diversidad de especies y ecosistemas, el modelo de
desarrollo y las políticas públicas en los últimos años,
han incrementado, más que frenado el deterioro de los
recursos. 

10. En este sentido, los esfuerzos por conservar y prote-
ger el ambiente se han enfocado a la priorización de las
zonas de alta diversidad, a través de la figura de las áre-
as naturales protegidas, que se adecuan al manejo parti-
cular de cada una de ellas. Esta estrategia ha funciona-
do de forma más o menos regular en los últimos años.
Sin embargo, estas figuras (las que están operando de
forma efectiva) solo cubren un porcentaje de las regio-
nes prioritarias para la conservación definidas por Co-
nabio, mientras que otros ecosistemas de importancia
quedan vulnerables. 

11. Uno de los ecosistemas que han recibido con gran
intensidad los impactos del desarrollo no planeado en
México son los humedales. Los impactos en los ecosis-
temas acuáticos en especial los humedales se pueden
clasificar de acuerdo a los procesos que modifican las
propiedades naturales de los humedales en nuestro país
de la siguiente forma: 

El cambio de uso de suelo es un problema intenso en el
país, donde no solo se afecta a las zonas de humedal si-
no a todos los biomas del territorio. Así las tasas de
cambio de uso de suelo en México señalan estimaciones
de más de 600,000 ha por año de perdidas de cubierta de
vegetación forestal, básicamente por avance de la fron-
tera agropecuaria.

En el caso de las tasa de cambio de uso de suelo para los
humedales se han realizado estudios especializados pa-

ra los tipo de vegetación que los constituyen, así existen
trabajos que reportan tasa de cambio en manglares,
otros tipos de vegetación hidrófila, lagunas costeras y
arrecifes de coral. 

12. Las cifras en torno al ecosistema de manglar, son
alarmantes, ya que  hasta ahora, más del 50 por ciento
de los manglares del mundo han desaparecido y como
dato es de señalarse que históricamente se consideraba
que el 75 por ciento de la línea de costa de los trópicos
estaba cubierta por manglar; de ese total, hoy sólo que-
da 25 por ciento.

13. En nuestro país, la cobertura original del manglar ha
disminuido considerablemente, para 1994 se estimó que
se había perdido 65 por ciento de este ecosistema; si-
tuándose entre los primeros sitios de América Latina en
perdida de manglares. En ese mismo año, el Inventario
Nacional Forestal determinó que quedaban 721 mil hec-
táreas de manglar en todo el país, en 1999, la norma de
emergencia sobre protección de manglar NOM-EM-
001-1999 estableció que el manglar ocupa 660 mil hec-
táreas del territorio nacional. Los cambios de uso de
suelo en estos casos se observan con tendencias a la am-
pliación de la frontera agrícola-ganadera, la destrucción
ocasionada por el desarrollo de centros turísticos y la
construcción de granjas camaronícolas.

14. Por otro lado los estudios sobre la tasa de cambio en
los tipos de vegetación hidrófila (sin considerar a los
manglares), registran tasas de cambio de -0.59, lo cual
parecer no ser una tasa elevada al compararlo con otros
tipos de vegetación. Sin embargo, de acuerdo con el es-
tudio ejecutado por el Instituto de Geografía, UNAM,
financiado por el Instituto Nacional de Ecología, se pre-
dice que con esta tasa y considerando que la superficie
no es tan amplia se ha perdido cerca del 26 por ciento de
este tipo de vegetación desde 1973, y de esta forma se
plantean tres escenarios de pérdidas donde el mas reser-
vado calcula que en el año 2030 ya no existiría este uso
en México. 

15. Sin embargo la tala irracional de vegetación como
árboles y arbustos, ya sea con el fin de extraer ilegal-
mente la madera, o de destruir humedales para reempla-
zarlo con alguna construcción turística o industrial o de
utilizar esas tierras para agricultura o ganadería puede
tener graves consecuencias, en el caso de humedales
costeros tanto sobre el entorno marino, por las pesque-
rías dependientes del manglar, como sobre el terrestre,
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porque ya no hay freno a la erosión o inundación por el
mar. 

16. Ecosistemas de humedales costeros, como los man-
glares proveen protección contra inundaciones, huraca-
nes y efecto del oleaje; control de la erosión de la línea
de costa y cuencas; soporte biofísico a otros ecosistemas
costeros; son proveedores de áreas de crianza, repro-
ducción y alimentación de especies de importancia co-
mercial; brindan mantenimiento de la biodiversidad;
funcionan como trampas y almacenamiento de material
orgánico, nutrientes y contaminantes; ayudan a la ex-
portación de material orgánico; son pilar de la resisten-
cia de sistemas costeros adyacentes; sirven como pro-
ductores de oxígeno y sumideros o almacenes del
bióxido de carbono; se erigen como una trampa de agua
dulce y recarga de mantos freáticos; ayudan a la forma-
ción de suelos mantenimiento de fertilizantes y regula-
ción de clima local y global; son hábitat temporal o to-
tal de especies de importancia comercial para la pesca;
ayudan al mantenimiento de la calidad de agua, son
fuente de inspiración artística y sobre todo fuente de in-
formación científica.

17. Otro factor que afecta enormemente a los humeda-
les se refiere a la contaminación de los cuerpos de agua.
A partir de los estudios de la OMS donde se estima que
una quinta parte de la población mundial no cuenta con
agua de calidad, es posible inferir la situación en la que
se encuentra México. 

18. En el año 2000 se extrajeron cerca de 75 km3 de
agua, lo que representa el 15% del agua disponible. Es-
ta agua es utilizada principalmente por el sector agríco-
la y pecuario, de donde se deriva la principal fuente de
aguas residuales. 

19. En los países en desarrollo solo se tratan cerca del
10 por ciento del agua utilizada, lo que significa que el
resto de agua es vertida a los cuerpos de agua sin trata-
miento contaminándolos de forma severa. 

20. Así en México se han tomado medidas para monito-
rear la calidad el agua, resultando en un índice de cali-
dad del agua, el cual ha arrojado información importan-
te en este rubro. De tal suerte que los cuerpos de agua
superficial registran altos niveles de bacterias conifor-
mes, tanto en ríos, lagos y lagunas. De los análisis re-
portados sólo el 6 por ciento de los cuerpos de agua tie-
nen una calidad excelente, el 20 por ciento calidades

aceptables, y el resto (51 por ciento) mantiene cierto
grado de contaminación que va desde ligero a severo. 

21. Por otro lado la presión de las poblaciones humanas
han afectado dos recursos básicos de la biosfera, los
suelos como uno de los recursos mas explotados, su mal
manejo ha favorecido la perdida de fertilidad y produc-
tividad de las actividades económicas relacionada y por
otro lado esta el agua, la cual es vital para la vida y de
ellos se obtienen recursos relacionados, tal como los re-
cursos pesqueros. 

22. En este sentido uno de los pilares de la actividad
pesquera en México es la producción de camarón, esta
actividad ha tenido un desarrollo histórico afortunado
en términos económicos, ya que genera cerca del 43 por
ciento del valor total de la producción pesquera nacio-
nal. 

23. Los camarones se caracterizan por desarrollar su ci-
clo de vida en mar abierto y las lagunas costeras. A par-
tir de estas características existe una tendencia actual al
desarrollo de granjas semi-intensivas en las que se re-
gistran densidades de 80,000 a 180,000 postlarvas por
hectárea e intensivas donde la post-larva de camarón es
concentrada en los estanques a una densidad de 350,000
a 600,000 post-larvas por hectárea. El camarón cultiva-
do, especialmente en estos sistemas es altamente vulne-
rable a infecciones parasitarias, virus y bacterias que tie-
nen el potencial de propagarse a la población nativa o
infectar a otras poblaciones de invertebrados y generar
problemas económicos y ecológicos. 

24. La preservación de ecosistemas costeros, como los
manglares tienen un papel fundamental para los seres
humanos, ya que aseguran la sustentabilidad de la pesca
regional y constituyen zonas de desove y crianza de es-
pecies de importancia comercial por lo que se estima
que dos terceras partes de las poblaciones de peces en el
mundo y entre 80 y 90 por ciento de las pesquerías del
Golfo de México dependen del manglar en uno o más de
sus ciclos de vida. 

25. Las labores de gestión del gobierno mexicano para
administrar y regular el aprovechamiento de los recur-
sos naturales han tendido un desarrollo más o menos
lento, lo que ha implicado no cubrir por completo las
necesidades de protección y conservación más que en
tiempos recientes. 
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26. Es de recordar que el ánimo de los legisladores para
la realización y presentación de la iniciativas en dicta-
men, se remonta a la omisa atención que dan las autori-
dades al problema de la devastación de los manglares o
también denominados humedales costeros en zona de
manglar, y que lejos de preservar y poner en marcha lo
establecido en la original Norma Oficial Mexicana
NOM 022, que establecía la preservación, conservación,
aprovechamiento sustentable y restauración de los hu-
medales costeros en zonas de manglar, la modifico con
la adición de un numeral 4.43 con lo cual y bajo un cri-
terio de �compensación� se permite la construcción de
obras en  humedales costeros en zona de manglar que
anteriormente no estaban permitidos, lo que deja a este
tipo de ecosistema al arbitrio de la decisión personal de
un servidor publico quien con base  a un informe pre-
ventivo o de manifestación de impacto ambiental, auto-
riza proyectos que implican su deforestación.

27. La protección jurídica de los ecosistemas de hume-
dales, en especial del manglar, que se pretende con la
aprobación del presente dictamen, ayudaría a resolver
las deficiencias y lagunas jurídicas existentes en el tra-
tamiento de este ecosistema.

28. El marco jurídico básico que protege el medio am-
biente esta constituido por cerca de 15 instrumentos
normativos y regulatorios. De estos instrumentos solo
una porción pequeña incide en la protección, conserva-
ción y aprovechamiento de los humedales. 

29. En este sentido se considera que la legislación en
materia de humedales es insuficiente para asegura la
protección, conservación y aprovechamiento sustenta-
ble de sus recursos, toda vez que la problemática y la re-
alidad que impera en estos ecosistemas es mayor que las
medidas que se han tomado hasta la fecha. 

30. No existe evidencia histórica de la promoción de le-
yes que pretendan proteger ecosistemas específicos. De
tal forma que durante el sexenio pasado se llevaron a ca-
bo un gran número de iniciativas de ley para la protec-
ción del ambiente y hubo una producción de normas ofi-
ciales que permitieron empatar los intereses de
desarrollo con la conservación. Sin embargo, el trabajo
desarrollado no ha sido suficiente, pues las tasas de pér-
dida de cobertura vegetal siguen tendencias aceleradas y
los esquemas sectoriales son rebasados por la realidad. 

31. En este sentido, la aprobación de una �Ley General
para la Conservación, Restauración y Aprovechamien-
tos Sustentable de los Humedales, en especial del Eco-
sistema de Manglar,�. tendrá entre sus principales obje-
tivos el definir y difundir a la sociedad un concepto de
humedal, con un enfoque integral, a partir del cual que-
den definidos los valores intrínsecos de estos ecosiste-
mas y su importancia para el mantenimiento de las po-
blaciones humanas, para que a partir de su valoración
sea posible: I) crear una política nacional para la con-
servación y uso de los humedales, II) la conservación de
estos ecosistemas, a través de un esquema de participa-
ción comunitaria y del Estado, con la inclusión integral
de los sectores involucrados, III) definir las líneas gene-
rales para la restauración ecológica de los humedales
del país, involucrando a los sectores académicos, orga-
nizaciones sociales y a los sectores que aprovechan sus
recursos, IV) establecer los esquemas de protección y la
definición clara de las atribuciones de las instituciones
del Estado para cumplir con la tarea de proteger y res-
guardar los recursos naturales del país y V) generar a
través del conocimiento de las capacidades de uso de
cada humedal en el territorio nacional, las alternativas
sustentables para su aprovechamiento y manejo de estos
ecosistemas. 

Una vez expuestas las consideraciones anteriores, estima-
mos conveniente señalar, las siguientes:

CONCLUSIONES

PRIMERA: Los miembros de estas Comisiones conside-
ramos que las reformas propuestas contribuyen, sin lugar a
dudas, al fortalecimiento del derecho ambiental mexicano. 

SEGUNDA: Es por las razones expuestas por las cuales
éstas Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recurso
Naturales y de Agricultura y Ganadería, consideran que es
de aprobarse el presente Dictamen que tiene como funda-
mento y origen las Iniciativas propuestas reúnen los requi-
sitos de forma y fondo, por lo que someten a la considera-
ción del Pleno de ésta H. Cámara de Diputados.

TERCERA: Por lo antes expuesto y fundado, nos permi-
timos someter a la consideración de ésta H. Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, el siguiente Proyecto de
Decreto, por el que se el que se expide la LEY GENERAL
DE CONSERVACION, RESTAURACIÓN Y APRO-
VECHAMIENTO SUSTENTABLE DE HUMEDALES
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Y DEL ECOSISTEMA MANGLAR, Y SE REFORMA
Y ADICIONA LA LEY GENERAL DE DESARRO-
LLO FORESTAL SUSTENTABLE.

ARTÍCULO PRIMERO. Se expide la Ley General de
Conservación, Restauración y Aprovechamiento Sustenta-
ble de Humedales y del Ecosistema Manglar, y se Reforma
y Adiciona la Ley General de Desarrollo Forestal Sustenta-
ble, para quedar como sigue: 

LEY GENERAL DE CONSERVACION, 
RESTAURACIÓN Y APROVECHAMIENTO 
SUSTENTABLE DE HUMEDALES Y DEL 

ECOSISTEMA MANGLAR, Y SE REFORMA Y
ADICIONA LA LEY GENERAL DE 

DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Único
De las Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria de los artícu-
los 4° párrafo cuarto, 27 párrafos tercero y quinto y 73
fracción XXIX-G de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, sus disposiciones son de orden e
interés público y de observancia general en todo el territo-
rio nacional y tiene por objeto establecer las bases para: 

I. Conservar, restaurar y aprovechar de manera sustentable
los ecosistemas acuáticos denominados humedales, sus zo-
nas de transición y amortiguamiento y la biodiversidad que
en ellos se desarrolla, en especial de comunidades de ve-
getación hidrófila como el manglar, características de los
humedales costeros.

II. Aplicar la Convención Relativa a los Humedales de Im-
portancia Internacional Especialmente como Hábitat de
Aves Acuáticas.

III. Promover la creación de un sistema de información so-
bre estos ecosistemas en México para favorecer su conser-
vación y aprovechamiento. 

IV: Evitar el deterioro, pérdida, contaminación o cualquier
factor de degradación de los humedales, que afecte los ser-
vicios ambientales que brindan a las poblaciones humanas
y los procesos de ecológicos y evolutivos que mantienen su
biodiversidad. 

V. Fomentar la conservación de los humedales, así como de
la flora y fauna asociada a ellos, definiendo los criterios ge-
nerales para la restauración ecológica de los ecosistemas
perturbados. 

VI. Definir los esquemas de concurrencia entre la Federa-
ción, las Entidades Federativas, el Distrito Federal y los
municipios para la conservación, restauración y aprove-
chamiento sustentable de los humedales. 

VII. Ordenar el aprovechamiento sustentable de los hume-
dales y recursos asociados, de acuerdo a los criterios del
desarrollo sustentable, que contribuyan a mantener la di-
versidad y productividad de los ecosistemas, resultando en
el mejoramiento del bienestar social. 

VIII. Definir las bases para la participación social en las
tareas de conservación, restauración y aprovechamiento
sustentable de los humedales.

Artículo 2. El Estado tiene derecho soberano sobre los
ecosistemas de humedal, su zona de transición y amorti-
guamiento por ser un bien nacional de utilidad pública.

Como recurso forestal, las comunidades vegetales de los
humedales son patrimonio del Estado, por lo que no es sus-
ceptible de posesión o cualquier otro medio de apropiación
privada y sobre él no puede adquirirse el dominio ni nin-
gún otro derecho real, por prescripción de propiedad priva-
da. Los derechos constituidos sobre bienes de propiedad
privada y comunal deberán ejercitarse de conformidad con
las limitaciones y objetivos establecidos en la Constitu-
ción, en otras leyes relacionadas y en esta Ley. 

El Estado determinará en coordinación con el sector públi-
co y privado, y con las comunidades indígenas, y comuni-
dades y organizaciones locales, las condiciones para la
conservación y el uso sustentable de los ecosistemas de hu-
medal y sus servicios.

Artículo 3. En especial, se declara de utilidad pública los
ecosistemas de humedal costero con la comunidad vegetal
de manglar. 

El ecosistema donde se encuentra la comunidad vegetal de
manglar, denominado para el objeto de esta Ley, ecosiste-
ma de manglar, y que se localiza en el territorio nacional se
declara en riesgo y será objeto de protección especial.
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Son también parte integrante constituyente del ecosistema
de manglar los componentes abióticos, así como la zona de
transición ó ecotono y la zona de amortiguamiento.

Se incluyen dentro del ecosistema de manglar sus áreas ta-
ladas, abandonadas, reforestadas y en proceso de regenera-
ción natural en la zona costera marítima.

Artículo 4. Las áreas de humedales declaradas como áreas
naturales protegidas, se sujetarán a las disposiciones esta-
blecidas en la Ley General de Desarrollo Forestal Susten-
table, la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección
al Ambiente y la Ley General de Vida Silvestre.

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Bajo Impacto: Cuando la obra o actividad que se preten-
da llevar a cabo no cause desequilibrio ecológico, ni reba-
se los límites y condiciones señalados en los reglamentos y
normas oficiales mexicanas ecológicas emitidas por la Fe-
deración para proteger al ambiente, antes de dar inicio a la
obra o actividad de que se trate. 

II. Biomo: Comunidad ecológica regional importante ca-
racterizada por formas de vida distintivas y especies vege-
tales (biomos terrestres) o animales (biomos marinos).

III. Comisión Intersecretarial: Comisión Intersecretarial
para el Desarrollo Rural Sustentable. 

IV. CNA: Comisión Nacional del Agua.

V. Comunidad: Cualquier grupo de organismos pertene-
cientes a varias especies distintas que concurren en el mis-
mo hábitat o área e interactúan mediante relaciones tróficas
y especiales; típicamente está caracterizado por la referen-
cia a una o más especies dominantes.

VI. CONAFOR: Comisión Nacional Forestal.

VII. CONANP: Comisión Nacional de Áreas Naturales
Protegidas.

VIII. Consejo: Consejo Nacional de Humedales.

IX. Consejos de Cuenca: Órganos colegiados de integra-
ción mixta, que serán instancia de coordinación y concer-
tación, apoyo, consulta y asesoría, entre �la CNA�, inclu-
yendo el Organismo de Cuenca que corresponda, y las
dependencias y entidades de las instancias federal, estatal o

municipal, y los representantes de los usuarios de agua y de
las organizaciones de la sociedad, de la respectiva cuenca
hidrológica o región hidrológica. 

X. Conservación: La protección, cuidado, manejo y mante-
nimiento de los ecosistemas, los hábitats, las especies y las
poblaciones de la vida silvestre, dentro o fuera de sus en-
tornos naturales, de manera que se salvaguarden las condi-
ciones naturales para su permanencia a largo plazo.

XI. Cuenca Hidrológica: Es la unidad del territorio, nor-
malmente delimitada por un parte aguas o divisoria de las
aguas -aquella línea poligonal formada por los puntos de
mayor elevación en dicha unidad-, en donde ocurre el agua
en distintas formas, y ésta se almacena o fluye hasta un
punto de salida que puede ser el mar u otro cuerpo recep-
tor interior, a través de una red hidrográfica de cauces que
convergen en uno principal, o bien el territorio en donde las
aguas forman una unidad autónoma o diferenciada de
otras, aun sin que desemboquen en el mar. En dicho espa-
cio delimitado por una diversidad topográfica, coexisten
los recursos agua, suelo, flora, fauna, otros recursos natu-
rales relacionados con éstos y el medio ambiente. La cuen-
ca hidrológica conjuntamente con los acuíferos, constituye
la unidad de gestión de los recursos hídricos. La cuenca hi-
drológica está a su vez integrada por subcuencas y estas úl-
timas están integradas por microcuencas. 

XII. Ecosistema: La unidad funcional básica de interacción
de los organismos vivos entre sí y de éstos con el ambien-
te, en un espacio y tiempo determinados.

XIII. Ecosistema o Comunidad: en Riesgo: Aquellos in-
cluidos en alguna de las siguientes categorías:

a) Probablemente Extintos: Aquellos ecosistemas o comu-
nidades de México, que dentro del territorio nacional han
desaparecido;

b) En Peligro de Extinción: Aquellos ecosistemas o comu-
nidades cuyas áreas de distribución o tamaño de su super-
ficie en el territorio nacional han disminuido drásticamen-
te poniendo en riesgo su viabilidad, debido a factores tales
como la destrucción o modificación drástica de espacios de
vida o hábitats, aprovechamiento no sustentable, enferme-
dades o depredaciòn, entre otros;

c) Amenazados: Aquellos ecosistemas o comunidades, que
podrían llegar a encontrarse en peligro de desaparecer a
corto o mediano plazos, si siguen operando los factores que
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inciden negativamente en su viabilidad, al ocasionar el de-
terioro o modificación de espacios de vida o hábitats o dis-
minuir directamente el tamaño del ecosistema o comunida-
des; y

d) Sujetos a Protección Especial: Aquellos ecosistemas o
comunidades, que podrían llegar a encontrarse amenazadas
por factores que inciden negativamente en su viabilidad,
por lo que se determina la necesidad de propiciar su recu-
peración y conservación o la recuperación y conservación
de ecosistemas de comunidades asociadas.

XIV. Hálofita o Vegetación Halófila: Plantas que represen-
tan adaptación fisiológica para tolerar concentraciones va-
riadas de sal en el agua y en el suelo.

XV. Hidrófila: Plantas cuyo ciclo de vida se desarrolla en
el medio acuático.

XVI. Humedales: Las zonas de transición entre los siste-
mas acuáticos y terrestres que constituyen áreas de inunda-
ción temporal o permanente, sujetas o no a la influencia de
mareas, como pantanos, ciénagas y marismas, cuyos lími-
tes los constituyen el tipo de vegetación hidrófila de pre-
sencia permanente o estacional; las áreas en donde el sue-
lo es predominante hídrico; y las áreas lacustres o de suelos
permanentemente húmedos por la descarga natural de acu-
íferos.

XVII. Humedales Costeros: Ecosistemas costeros de tran-
sición entre aguas continentales y marinas, cuya vegeta-
ción se caracteriza por ser halófita e hidrófita, estacional o
permanente, y que dependen de la circulación continua del
agua salobre y marina. Asimismo, se incluyen las regiones
marinas de no más de 6 m de profundidad en relación al ni-
vel medio de la marea más baja.

XVIII. Laguna Costera: Ecosistemas costeros de transi-
ción entre aguas continentales y marinas, cuya vegetación
se caracteriza por ser halófita e hidrófita, estacional o per-
manente, y que dependen de la circulación continua del
agua salobre y marina. Asimismo, se incluyen las regiones
marinas de no más de 6 m de profundidad en relación al ni-
vel medio de la marea más baja. 

XIX. Ley de Aguas: Ley de Aguas Nacionales. 

XX. Ley de Desarrollo: Ley de Desarrollo Rural Susten-
table. 

XXI. Ley Forestal: Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable. 

XXII. Ley: Ley General de Conservación, Restauración y
Aprovechamiento Sustentable de Humedales y del Ecosis-
tema Manglar.

XXIII. Ley de Vida Silvestre: Ley General de Vida Silves-
tre.

XXIV.- Manglar: Comunidad arbórea y arbustiva de las re-
giones costeras tropicales y subtropicales, compuestas por
especies halófitas facultativas o halófilas que poseen ca-
racterísticas ecofisiológicas distintivas como raíces aéreas,
viviparidad, filtración y fijación de algunos tóxicos, meca-
nismos de exclusión o excreción de sales; pueden crecer en
diferentes salinidades que van desde 0 hasta 90 ppm alcan-
zando su máximo desarrollo en condiciones salobres
(Aprox. 15 ppm). En el ámbito nacional existen cuatro es-
pecies Rhizophora mangle, Avicennia germinans, Lagun-
cularia racemosa y Rhizophora harrisonii.

XXV. Marisma: Planicie de inundación costera que se in-
unda temporalmente por efecto de las mareas con vegeta-
ción halófila terrestre, generalmente con suelos salinos. 

XXVI. Normas Oficiales Mexicanas: Aquellas expedidas
por �la SECRETARÍA�, en los términos de la Ley Federal
sobre Metrología y Normalización.

XXVII. Ordenamiento Ecológico: El instrumento de polí-
tica ambiental cuyo objeto es regular o inducir el uso del
suelo y las actividades productivas, con el fin de lograra la
protección del medio ambiente y la preservación y el apro-
vechamiento sustentable de los recursos naturales, a partir
del análisis de las tendencias de deterioro y las potenciali-
dades de aprovechamiento de los mismos.

XXVIII. Organismos de Cuenca: Unidad técnica, adminis-
trativa y jurídica especializada, con carácter autónomo,
adscrita directamente al Titular de �la CNA�, cuyas atribu-
ciones se establecen en la Ley de Aguas y sus reglamentos,
y cuyos recursos y presupuesto específicos son determina-
dos por �la CNA�.

XXIX. Programa Nacional Hídrico: Documento rector que
integra los planes hídricos de las cuencas a escala nacional,
en el cual se definen la disponibilidad, el uso y aprovecha-
miento del recurso, así como las estrategias, prioridades y
políticas, para lograr el equilibrio del desarrollo regional
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sustentable y avanzar en la gestión integrada de los recur-
sos hídricos. 

XXX. Programas de Conservación Participativos: Los pro-
gramas integrales para la conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de los humedales, elaborados
a partir de un proceso incluyente y desde una perspectiva
de ecosistemas que permite el manejo adecuado de los hu-
medales. 

XXXI. Remediación: Conjunto de medidas a las que se so-
meten los sitios contaminados para eliminar o reducir los
contaminantes hasta un nivel seguro para la salud y el am-
biente o prevenir su dispersión en el ambiente sin modifi-
carlos.

XXXII. Restauración: Conjunto de actividades tendientes
a la recuperación y restablecimiento de las condiciones que
propician la evolución y continuidad de los procesos natu-
rales.

XXXIII. Río: Corriente de agua natural, perenne o inter-
mitente, que desemboca a otras corrientes, o a un embalse
natural o artificial, o al mar. 

XXXIV. Secretaría de Agricultura: Secretaría de Agricul-
tura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación. 

XXXV. SECRETARÍA: Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales. 

XXXVI. Servicios Ambientales: Los beneficios de interés
social que aportan los diferentes ecosistemas, entre cuya
diversidad cabe destacar los siguientes: la conservación de
los ciclos hidrológicos, el control de la erosión, el control
de inundaciones, la recarga de los acuíferos, el manteni-
miento de los escurrimientos en calidad y cantidad, la pu-
rificación de cuerpos de agua, la captura de carbono, de
contaminantes y componentes ambientales, la generación
de oxígeno, la modulación o regulación climática, la miti-
gación del impacto de los fenómenos naturales con efecto
adverso, la formación, protección y recuperación de suelos,
la fijación de nitrógeno, la conservación y protección de la
biodiversidad, la polinización de las plantas, el control bio-
lógico de plagas, la protección del hábitat de la vida sil-
vestre, la conservación de los ecosistemas, el paisaje y la
recreación, entre otros.

XXXVII. Unidades de Conservación: Son las Unidades de
Conservación de Ecosistemas Acuáticos y que están dentro

de la estructura de la CONANP como instancias especiali-
zadas en la conservación, restauración y aprovechamiento
sustentable de humedales.

XXXVIII. Vegetación Hidrofita: Reunión de especies ve-
getales adaptadas a vivir en el agua o hábitats muy hume-
dos.

XXXIX. Zona de Amortiguamiento: Áreas adyacentes a
los ecosistemas de humedal en las que el aprovechamiento
y uso de la tierra es parcialmente restringido para dar un es-
trato adicional de protección a éstos o al área a proteger en
sí, a la vez que proveen de importantes beneficios para las
comunidades vecinas.

XL. Zona de Transición: Ecotono o frontera entre comuni-
dades o biomos adyacentes.

Artículo 6. La conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de los ecosistemas de humedal, sus zo-
nas de transición y amortiguamiento y la biodiversidad que
en ellos se desarrolla, en especial de los ecosistemas de
manglar, se sujetarán a las disposiciones establecidas en la
presente Ley, la Ley General del Equilibrio Ecológico y
Protección al Ambiente, la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, la Ley General de Vida Silvestre, la Ley
de Aguas Nacionales, la Ley General de Bienes Nacionales
y la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

Capítulo II.
Distribución de Competencias y Coordinación.

Artículo 7. La Federación, las Entidades Federativas, el
Distrito Federal y los municipios ejercerán sus atribuciones
en materia de conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de humedales, de conformidad con la
distribución de competencias previstas en esta Ley y en
otros ordenamientos legales. 

Artículo 8. Son facultades de la Federación:

I. Formular y conducir la política nacional en materia de
conservación, restauración y  aprovechamiento sustentable
de humedales.

II. Diseñar, organizar y aplicar los instrumentos de política
previstos en esta Ley, garantizando una adecuada coordi-
nación entre la Federación, las Entidades Federativas y los
municipios.
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III. Verificar el cumplimiento de esta Ley y de las disposi-
ciones que de ella deriven.

IV. Celebrar acuerdos nacionales e internacionales de co-
ordinación, cooperación y concertación en la materia de es-
ta Ley.

V. Emitir recomendaciones a autoridades Federales, Esta-
tales y Municipales, con el propósito de promover el cum-
plimiento de esta Ley.

VI. Llevar a cabo las visitas de inspección y labores de vi-
gilancia correspondientes.

VII. Imponer medidas de seguridad y sanciones a las in-
fracciones que se cometan en la materia de esta Ley, y

VIII. Las demás que esta Ley u otras disposiciones legales
atribuyan a la Federación.

Artículo 9. Corresponden a las Entidades Federativas, de
conformidad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes loca-
les en la materia, las siguientes facultades:

I. Formular, conducir y evaluar la política estatal en mate-
ria de esta Ley, en concordancia con la política nacional.

II. Aplicar los criterios de política previstos en esta Ley y
en las leyes locales en la materia.

III. Celebrar acuerdos y convenios de coordinación, coo-
peración y concertación en la materia de la presente Ley.

IV. Hacer del conocimiento de las autoridades competen-
tes, y en su caso denunciar, las infracciones previstas en es-
ta Ley, y

V. Atender los demás asuntos que en materia de conserva-
ción, restauración y aprovechamiento sustentable de hume-
dales les concede esta Ley u otros ordenamientos en con-
cordancia con ella y que no estén otorgados expresamente
a la Federación.

Artículo 10. Corresponde a los municipios, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en la
materia, las siguientes facultades:

I. Diseñar, formular y aplicar, en concordancia con la polí-
tica nacional y estatal, la política del municipio en la mate-
ria de esta Ley.

II. Aplicar los criterios de política previstos en esta Ley y
en las leyes locales en materia de conservación, restaura-
ción y aprovechamiento sustentable de humedales, que no
estén expresamente reservadas a la Federación o a las En-
tidades Federativas.

III. Celebrar acuerdos y convenios de coordinación, coo-
peración y concertación en la materia de la presente Ley.

IV. Hacer del conocimiento de las autoridades competen-
tes, y en su caso denunciar, las infracciones previstas en es-
ta Ley, y

V. Atender los demás asuntos que en materia de conserva-
ción, restauración y aprovechamiento sustentable de hume-
dales les concede esta Ley u otros ordenamientos en con-
cordancia con ella y que no estén otorgados expresamente
a la Federación o a las Entidades Federativas.

Artículo 11. Corresponden al Gobierno del Distrito Fede-
ral en materia de conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de humedales, conforme a las disposi-
ciones legales que expida la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal, las facultades a que se refieren los artícu-
los 6º. y 7º. de esta Ley.

Artículo 12. Los Congresos de los Estados, con arreglo a
sus respectivas Constituciones y, en su caso, la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal, con arreglo a su Estatuto
de Gobierno, expedirán las disposiciones legales que sean
necesarias para regular las materias de su competencia pre-
vistas en esta Ley.

Título Segundo
De la Gestión en la Conservación de Humedales

Capítulo I
De la Autoridad en Materia 

de Conservación de Humedales

Artículo 13. Las atribuciones que esta Ley otorga a la Fe-
deración, serán ejercidas por el Poder Ejecutivo Federal a
través de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales.

La SECRETARÍA establecerá los lineamientos, normas e
instrumentos de política, la ejecución y coordinación de las
acciones para la conservación, la restauración y el aprove-
chamiento sustentable de los humedales. 
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Artículo 14. Son atribuciones de la SECRETARÍA en ma-
teria de conservación de humedales: 

I. Formular y conducir la política nacional en materia de
conservación, restauración y aprovechamiento sustentable
de humedales.

II. Promover el cumplimiento y activa participación en la
Convención de Diversidad Biológica y en la Convención
Relativa a los Humedales de Importancia Internacional Es-
pecialmente como Hábitat de Aves Acuáticas, así como co-
ordinar las actividades inherentes a la aplicación de dichos
tratados y representar al país antes las instancias interna-
cionales correspondientes. 

III. Establecer y presidir el Consejo Nacional de Humeda-
les y promover los esquemas de cooperación entre la CO-
NANP, la CONAFOR y con la CNA, en especifico, con los
Organismos de Cuenca descritos en la Ley de Aguas Na-
cionales, y demás organismos del Sector. 

IV. Impulsar una estrategia nacional para el desarrollo sus-
tentable en los ecosistemas de humedal. 

V. Planificar, desarrollar, administrar, manejar, proteger y
controlar las áreas naturales protegidas de ecosistemas de
humedales de competencia federal.

VI. Dictar las líneas estratégicas, los programas y las ac-
ciones tendientes a la conservación, la protección, la res-
tauración, el desarrollo sustentable y el mantenimiento de
los servicios ambientales que brindan los humedales a las
poblaciones humanas. 

VII. Proponer al Ejecutivo Federal los proyectos de ley, re-
glamentos, decretos y acuerdos relativos a la conservación,
restauración y aprovechamiento sustentable de humedales. 

VIII. Promover la investigación científica y los criterios
para ejecutar actividades enfocadas a la conservación, res-
tauración y aprovechamiento sustentable de humedales. 

IX. Promover la creación de incentivos y la inclusión en los
programas de desarrollo de componentes relacionados con el
aprovechamiento de los recursos naturales en humedales. 

X. Orientar de acuerdo a los principios del desarrollo sus-
tentable las políticas e instrumentos de aprovechamiento
de los humedales y los recursos asociados. 

XI. Coordinarse con la CNA para incorporar la política na-
cional en materia de conservación, restauración y aprove-
chamiento sustentable de humedales dentro del Programa
Nacional Hídrico. 

XII. Implementar a través de los Consejos Nacional, Re-
gionales y Estatales de Humedales con la participación de
los Organismos de Cuenca los programas y acciones diri-
gidas a la conservación, restauración y aprovechamiento de
los humedales y los recursos asociados a ellos. 

XIII. Establecer las Unidades de Conservación de Ecosis-
temas Acuáticos para coordinar los programas y acciones
dirigidas a la conservación, restauración y aprovechamien-
to de los humedales y los recursos asociados a ellos. 

XIV. Integrar y actualizar el Subsistema Nacional de In-
formación de Humedales que deberá formar parte del Sis-
tema Nacional de Información Ambiental y Recursos Na-
turales en concordancia de la Ley Federal de Transparencia
y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 

XV. Coordinarse con la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación a fin de aplicar
la presente Ley a través de sus órganos sectorizados, en es-
pecial con la Comisión Intersecretarial, la Comisión Na-
cional de Pesca y el Instituto Nacional de la Pesca. 

XVI. Emitir declaratorias y proponer los criterios técnicos
para establecer las zonas de restauración de los humedales. 

XVII. Regular y fomentar las acciones del sector público y
privado tendientes a la conservación, restauración y apro-
vechamiento sustentable de humedales en bienes y zonas
de jurisdicción nacional. 

XVIII. Emitir las Normas Oficiales Mexicanas en materia
de conservación, restauración y aprovechamiento sustenta-
ble de humedales. 

XIX. Celebrar conforme a lo previsto en la presente ley,
acuerdos y convenios en materia de conservación, restau-
ración y aprovechamiento sustentable de humedales con
los gobiernos del Distrito Federal o de los Estados, con la
participación en su caso, de sus municipios, así como con
instituciones de índole público, así como personas físicas o
morales de los sectores social y privado. 
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XX. Celebrar convenios con entidades o instituciones ex-
tranjeras y organismos afines para la asistencia y coopera-
ción técnica, el intercambio de información relacionada,
bajo los principios de reciprocidad u beneficios comunes,
con el propósito de fomentar la cooperación científica y ad-
ministrativa en materia de conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de humedales. 

XXI. Verificar el cumplimiento de esta Ley y de las dispo-
siciones que de ella deriven. 

XXII. Imponer las sanciones que correspondan a las in-
fracciones que se comentan en materia de conservación,
restauración y aprovechamiento sustentable de humedales. 

XXIII. Las demás que esta Ley y otras disposiciones jurí-
dicas las señalen.

Artículo 15. Los acuerdos y convenios de coordinación que
en materia de esta Ley que celebre la Federación, por con-
ducto de la SECRETARÍA, con los gobiernos del Distrito
Federal o de los Estados, con la participación en su caso, de
sus municipios, podrán versar sobre los siguientes asuntos: 

I. La planeación, instrumentación y ejecución de progra-
mas de manejo dirigidos a la conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de los humedales y los recur-
sos asociados a ellos.

II. La participación en la planeación, constitución y admi-
nistración de las Unidades de Conservación de Ecosiste-
mas Acuáticos.

III. La concertación de acciones e inversiones para la con-
servación, restauración y aprovechamiento sustentable de
los humedales y los recursos asociados a ellos.

IV. Imponer las sanciones que correspondan a las infraccio-
nes que se comentan en materia de conservación, restaura-
ción y aprovechamiento sustentable de humedales. 

V. Las demás que le señalen esta Ley y otras disposiciones
sobre la materia.

Artículo 16. La coordinación y acciones en materia de
conservación, restauración y aprovechamiento sustentable
de humedales, se llevarán a cabo a través de las Unidades
de Conservación de Ecosistemas Acuáticos, de las que la
SECRETARÍA tendrá cuando menos una en cada región
hidrológica.

Artículo 17. La SECRETARÍA, mediante convenios de
coordinación con las dependencias competentes de los go-
biernos Federal, Estatales, del Distrito Federal y municipa-
les, establecerá y operará las Unidades de Conservación de
Ecosistemas Acuáticos en las regiones hidrológicas, las
cuales, tendrán los siguientes objetivos:

I. Aplicar localmente la Convención Relativa a los Hume-
dales de Importancia Internacional Especialmente como
Hábitat de Aves Acuáticas.

II. Coadyuvar en el establecimiento y cumplimiento de las
declaratorias de humedales como áreas naturales protegi-
das y zonas de restauración. 

III. Apoyar el proceso de descentralización de responsabi-
lidades y funciones hacia los estados y municipios median-
te el establecimiento de instancias locales de administra-
ción directa, encargadas de la ejecución, control y
vigilancia de los programas de conservación, restauración
y aprovechamiento sustentable de humedales.

IV. Impulsar la adopción de prácticas de producción y
aprovechamiento sustentable de humedales.

V. Promover instancias de convergencia de las acciones,
servicios y recursos públicos, sociales y privados, destina-
dos a la conservación, restauración y aprovechamiento sus-
tentable de humedales, y

VI. Las demás que la Ley y el reglamento señalen.

Artículo 18. Las Unidades de Conservación de Ecosiste-
mas Acuáticos tendrán las siguientes funciones: 

I. Operar los servicios técnicos y administrativos que para
su funcionamiento resulten necesarios 

II. Elaborar o aprobar según sea el caso los programas y
proyectos específicos de conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de humedales.

III. Formular el presupuesto anual de la Unidad. 

IV. Coordinar y asesorar la ejecución de los trabajos y ac-
tividades de conservación, restauración y aprovechamiento
de humedales. 

V. Administrar y difundir la información referente a la con-
servación, restauración y aprovechamiento de humedales. 
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VI. Participar en el diseño de la estrategia nacional para el
desarrollo sustentable con relación a la conservación, res-
tauración y aprovechamiento de humedales, y vigilar su
ejecución y seguimiento. 

VII. Promover y participar en la elaboración del Inventario
Nacional de Humedales e integrarlo al Subsistema Nacio-
nal de Información de Humedales. 

VIII. Operar un esquema de clasificación de humedales
del territorio nacional común para todas las Unidades de
Conservación de Ecosistemas Acuáticos, indicando el esta-
tus de conservación y sus características generales. 

IX. Diseñar y ejecutar un Sistema de Indicadores de Ges-
tión sobre las políticas en materia de conservación, restau-
ración y aprovechamiento de humedales.

X. Ejecutar los programas de capacitación y adiestramien-
to dirigidos a las comunidades, organizaciones productivas
y organizaciones no gubernamentales sobre técnicas espe-
cíficas para llevar a cabo actividades de conservación, res-
tauración y aprovechamiento sustentable de los humedales
y recursos naturales asociados. 

XI. Supervisar la correcta ejecución de actividades de con-
servación, restauración y aprovechamiento sustentable de
humedales, así como vigilar el cumplimiento de las limita-
ciones de uso y aprovechamiento previstas en la presente
Ley. 

XII. Representar a la SECRETARÍA  en el ámbito de su
competencia y jurisdicción. 

XIII. Las demás que esta Ley o su reglamento les señalen

Capítulo II
De la Participación Social

Artículo 19. La SECRETARÍA promoverá la participación
ordenada de la sociedad en la política nacional en materia
de conservación, restauración y aprovechamiento sustenta-
ble de humedales, a través de las siguientes actividades: 

I. Integrar y organizar la participación de las organizacio-
nes de productores rurales, de las industrias turísticas y de
la sociedad civil en las estrategias y programas de la polí-
tica nacional en materia de conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de humedales. 

II. Proponer y gestionar ante las instancias publicas fe-
derales responsables de los instrumentos de regulación y
fomento de las actividades dirigidas al desarrollo rural
sustentable, los ajustes necesarios para que dichos ins-
trumentos coadyuven a la conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de los ecosistemas de hu-
medal 

III. Promover la participación de los gobiernos estatales y
municipales en la política nacional en la materia. 

IV. Promover la creación del Consejo Nacional de Hume-
dales y los Consejos Regionales y Estatales de Humedales.

Artículo 20. Se crea el Consejo Nacional de Humedales,
como órgano de carácter consultivo y de asesoramiento en
las materias que le señale esta Ley y en las que se le soli-
cite su opinión. El reglamento interno del Consejo estable-
cerá la composición y funcionamiento del mismo, en el que
formarán parte entre otros, y en el número y forma que se
determine, representantes de la SECRETARÍA, de la CO-
NANP, de la CNA y de otras dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal relacionadas, así como
por representantes de instituciones académicas y centros de
investigación, empresarios, organizaciones no guberna-
mentales y organizaciones de carácter social y privado, re-
lacionadas con la materia de conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de humedales. El reglamento
especificará el procedimiento en el que la convocatoria pa-
ra la incorporación proporcional y equitativa de los secto-
res profesionales, académicos, sociales, ejidos, comunida-
des indígenas, pequeños propietarios e industriales, y otros
no gubernamentales relacionados con los asuntos de esta
Ley, sea pública, proporcional y equitativa. Dicho Consejo
será presidido por el titular de la SECRETARÍA, contará
con una presidencia suplente a cargo del titular de la CO-
NANP, un Secretario Técnico designado por el titular de la
CONANP, así como con un suplente de éste que será de-
signado por el titular de la SECRETARÍA.

Artículo 21. El Consejo Nacional de Humedales tendrá las
siguientes atribuciones: 

I. Conocer y recomendar a la SECRETARÍA las políticas
en materia de conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de humedales, que permitan la coordi-
nación entre las dependencias e instituciones de las Admi-
nistración Pública Federal y otras que deban intervenir en
materia de humedales. 
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II. Proponer a la SECRETARÍA las recomendaciones que
estime pertinentes para mejorar, ejecutar o reorientar polí-
ticas, programas, estudios, proyectos y acciones específi-
cas en materia de conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de humedales.

III. Recomendar a la SECRETARÍA las propuestas para
incluir humedales en la categoría normativa de área natural
protegida de acuerdo a lo establecido en la normatividad
aplicable. 

IV. Asesorar a la SECRETARÍA en el diseño y ejecución
de las políticas y estrategias nacionales en materia de con-
servación, restauración y aprovechamiento sustentable de
humedales, así como participar en su control y evaluación.

V. Recomendar a la SECRETARÍA la creación de las Uni-
dades de Conservación de Ecosistemas Acuáticos como
entidad especializada para la ejecución de las políticas pa-
ra la conservación, restauración y aprovechamiento susten-
table de humedales en cada región hidrológica. 

VI. Atender las consultas que en materia de en materia de
conservación, restauración y aprovechamiento sustentable
de humedales le sean planteadas por la SECRETARÍA.

VII. Promover el fomento de la reconversión productiva en
el aprovechamiento sustentable de los humedales, privile-
giando la diversificación productiva, la reversión del dete-
rioro de los recursos naturales, la producción de bienes y
servicios ambientales, la protección de la diversidad y el
paisaje, todo ello con un enfoque de desarrollo sustentable. 

VIII. Las demás que esta Ley y el reglamento les señale.

Artículo 22. La SECRETARÍA, junto con los gobiernos de
las Entidades Federativas y de los municipios, promoverá
la integración de Consejos Regionales y Estatales de Hu-
medales, como órganos de carácter consultivo, asesora-
miento y concertación, en materia de planeación, supervi-
sión, evaluación de las políticas y aprovechamiento,
conservación y restauración de humedales. 

En ellos podrán participar representantes de las dependen-
cias y entidades del Poder Ejecutivo Federal, de los Go-
biernos de las Entidades Federativas y de los municipios,
de ejidos, comunidades indígenas, pequeños propietarios,
industriales, y demás personas físicas o morales relaciona-
das e interesadas en cada una de las demarcaciones. En las
leyes locales que se expidan en la materia, se establecerá la

composición y atribuciones de los Consejos Estatales de
Humedales, sin perjuicio de las atribuciones que la presen-
te Ley les otorga. En la constitución de estos Consejos se
propiciará la representación proporcional y equitativa de
sus integrantes y que sus normas de operación interna res-
pondan a las necesidades, demandas, costumbres e intere-
ses de cada territorio o demarcación. La SECRETARÍA
promoverá y facilitará la comunicación de los Consejos
Nacional, Regionales y Estatales de Humedales.

Artículo 23. Las acciones orientadas a la conservación,
restauración y aprovechamiento sustentable de los hume-
dales serán coordinadas considerando los órganos existen-
tes para este fin y los incluidos en esta Ley. 

Título Tercero
De la Política Nacional de Conservación, 

Restauración y Aprovechamiento 
Sustentable de Humedales

Capítulo Único
De las Disposiciones Generales

Artículo 24. Los principios que rigen en la política nacio-
nal de conservación, restauración y aprovechamiento sus-
tentable de los humedales son: 

I. Los humedales son ecosistemas frágiles, por lo que es
necesario mantener su equilibrio ecológico. 

II. Es responsabilidad del Estado garantizar a todos la ciu-
dadanía, que depende de los ecosistemas de humedales, el
derecho a vivir en un ambiente sano y ecológicamente
equilibrado, que garantice un desarrollo sustentable como
una condición esencial de la vida. El mantenimiento de los
procesos biológicos y ecológicos en estos ecosistemas ga-
rantiza la permanencia de los servicios ambientales que
brindan a las poblaciones humanas. 

III. La gestión para la conservación y aprovechamiento de
los humedales se realizara de forma integral y desde la
perspectiva de las cuencas hidrológicas, el enfoque ecosis-
témico de las mismas y el ordenamiento ecológico del te-
rritorio. 

IV. El enfoque ecosistémico de la gestión es una estrategia
para integrar el manejo de los recursos hídricos, el suelo,
los recursos biológicos y el mantenimiento o restauración
de los ecosistemas naturales, mediante la incorporación de
criterios ecológicos, económicos y sociales. 
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V. La consideración de la política nacional de conserva-
ción, restauración y aprovechamiento sustentable de los
humedales dentro del Programa Nacional Hídrico. 

VI. El ordenamiento ecológico del territorio es un compo-
nente principal en la política nacional de conservación, res-
tauración y aprovechamiento sustentable de humedales al
considerarlos como ecosistemas estratégicos dentro de las
cuencas hidrológicas. 

VII. Los humedales proporcionan servicios ambientales
que deben reconocerse y cuantificarse a través de valora-
ciones económicas sobre las funciones y beneficios a las
poblaciones humanas para ser considerados dentro de la
planeación sectorial. 

VIII. La gestión en la conservación y aprovechamiento de
los humedales se llevará a cabo de forma descentralizada,
donde los estados y municipios tienen un papel esencial
dentro de la política nacional. 

IX. El manejo integral de los ecosistemas de humedales
mantendrá un enfoque social, donde se consideran las ne-
cesidad de las sociedad dentro las regiones o cuencas hi-
drológicas, reconociendo los valores intrínsecos, así como
los tangibles e intangibles. 

X. El aprovechamiento sustentable de los humedales y sus
recursos naturales deberá ser regulado por el Estado, en sus
tres órdenes de gobierno. 

XI. Las personas físicas o morales que afecten los procesos
de los ecosistemas de humedal son responsables de reme-
diar y restaurar la afectación, tomando las medidas técnicas
y científicas para hacerlo 

XII. El uso transparente de la información sobre los hume-
dales en el territorio nacional como uno de los componen-
tes más importantes para el ajuste y corrección de políticas
sobre el manejo de estos ecosistemas. 

XIII. La participación informada de la sociedad a través de
la actualización de los procesos y técnicas de educación
ambiental acordes a la realidad nacional y al nivel socio-
cultural de las poblaciones en el país.

Artículo 25. La conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de los humedales se realizará sobre las
bases y métodos que tiendan a mantener los procesos eco-
lógicos de los humedales, observando la ausencia de afec-

tación de los procesos productivos en el ecosistema y ase-
gurando la permanencia de los servicios ambientales que
brindan. 

Artículo 26. Los procesos de conservación de los humeda-
les deberán resaltar los servicios ambientales que brindan a
las poblaciones humanas, así como contar con la evalua-
ción económica de los servicios mencionados. 

Artículo 27. La integridad del ecosistema acuático y sus
relaciones con los ecosistemas terrestres son prioritarias y
debe considerarse para cualquier actividad y obras que se
pretenda llevar a cabo en la región hidrológica donde están
inmersos los humedales. 

Artículo 28. Todas las actividades que pretendan llevarse
a cabo en los humedales deben promover la integridad de
los hábitats de las especies biológicas que en ellos se des-
arrollen, ya sean estas permanentes o estacionales. 

Artículo 29. Las estrategias de conservación, restauración
y aprovechamiento sustentable deberán considerar como
una actividad primordial el monitoreo de especies de aves
migratorias y residentes, toda vez que constituyen el ele-
mento biológico más conspicuo en los humedales y dan
evidencia del estado de conservación de los ecosistemas. 

Título Cuarto
De la Restauración y Remediación de Humedales

Capítulo Único
De la Restauración y Remediación

Artículo 30. Los procesos de restauración y remediación
deberán favorecer y propiciar la regeneración natural e in-
tegral del ecosistema, mediante el restablecimiento de los
flujos naturales del agua, el establecimiento de las comuni-
dades biológicas y la interacción con el medio físico. 

Artículo 31. Durante el proceso de restauración y reme-
diación deberán observarse los cambios biofísicos en el
ecosistema, considerando las variables de mayor importan-
cia para dictaminar la ausencia de afectación de los proce-
sos ecológicos, siguiendo lo establecido en las normas ofi-
ciales mexicanas aplicables. 

Artículo 32. Los lineamientos específicos para la restaura-
ción y remediación de humedales en el territorio nacional se-
rán elaborados por la SECRETARÍA con la opinión técnica
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de los miembros de los Consejos Nacional, Regionales y Es-
tatales de Humedales. 

Artículo 33. Las actividades de restauración y remediación
que se pretendan implementar en un humedal afectado de-
berán contar con la autorización de la SECRETARÍA, así
como de los miembros de los Consejos Regionales o Esta-
tales de Humedales. 

Este requerimiento, tendrá como excepción las situaciones
de emergencia ecológica o contingencia ambiental que de-
claren la propia Federación, los gobiernos de los Estados y
Distrito Federal y los gobiernos municipales. Las declara-
torias correspondientes deberán ser publicadas en el Diario
Oficial de la Federación, en el Periódico o Gaceta Oficial
de los Estados y Distrito Federal.

Artículo 34. Toda actividad de restauración y remediación
deberá integrar un programa de monitoreo de mediano y
largo plazo para evaluar la evolución del proceso y en ca-
so de ser necesario poder ajustarlos a los objetivos de la
restauración o la remediación. 

Artículo 35. Las obras y actividades de restauración y re-
mediación deberán evitar la afectación de las corrientes na-
turales del agua, más cuando sea necesario, se deberá jus-
tificar técnicamente, evaluando las posibles consecuencias
de tales cambios. Todas estas obras deberán evitar la frag-
mentación del humedal y la posible afectación de los pro-
cesos ecológicos del mismo. 

Artículo 36. El vertimiento de aguas tratadas en los eco-
sistemas de humedal estará permitido como una medida de
restauración y remediación cuando las corrientes superfi-
ciales cambien, o cuando la sobreexplotación de las aguas
subterráneas haya afectado la dinámica del sistema hidro-
lógico de los humedales y siempre y cuando este respalda-
da técnicamente y cuente con la autorización de la SE-
CRETARÍA a través del procedimiento de evaluación de
impacto ambiental.

Artículo 37. Los proyectos de restauración y remediación
deberán incluir solamente especies nativas y se realizará
bajo los criterios ecológicos que la propia SECRETARÍA
determine.

Queda estrictamente prohibida la introducción de especies
exóticas para la restauración y remediación de humedales. 

Título Quinto
Del Aprovechamiento Sustentable de Humedales

Capítulo I
De las Disposiciones Generales

Artículo 38. El aprovechamiento sustentable de los hume-
dales y sus recursos naturales se realizará sobre las bases
del desarrollo sustentable. Cada de una de las actividades o
usos deberán fomentar el mantenimiento de los procesos
ecológicos que permitan la alta productividad de estos eco-
sistemas. 

Artículo 39. En los ecosistemas de humedales sólo se po-
drán realizar aprovechamientos de recursos naturales que
generen beneficios a los pobladores que ahí habiten y que
sean acordes con los esquemas de desarrollo sustentables,
los programas de ordenamiento ecológico, los programas
de conservación participativos, las normas oficiales mexi-
canas y demás disposiciones legales aplicables.

Los aprovechamientos deberán llevarse a cabo para:

I. Autoconsumo, o

II. Desarrollo de actividades y proyectos de manejo y apro-
vechamiento sustentables de la vida silvestre, así como
agrícolas, ganaderos, forestales, agroforestales, pesqueros,
acuícolas o mineros siempre y cuando:

a) No se introduzcan especies silvestres exóticas diferentes
a las ya existentes o transgénicas;

b) Se mantenga la cobertura vegetal, estructura y composi-
ción de la masa forestal y la biodiversidad;

c) No se afecte significativamente el equilibrio hidrológico
del área o ecosistema de humedal o que constituyan el há-
bitat de las especies nativas;

d) No se afecten zonas de reproducción o especies en veda
o en riesgo;

e) Tratándose de aprovechamientos forestales, pesqueros y
mineros, cuenten con la autorización respectiva y la mani-
festación de impacto ambiental autorizada, en los términos
de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables;

f) En los aprovechamientos pesqueros, el volumen de pes-
ca incidental no sea mayor que el volumen de la especie
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objeto de aprovechamiento, ni impliquen la captura inci-
dental de especies consideradas en riesgo por las disposi-
ciones legales y reglamentarias aplicables; y

g) No se realice la extracción de corales y materiales pé-
treos de los ecosistemas de humedal costero.

Artículo 40. La SECRETARÍA implementará nuevos pa-
trones para la valoración de los servicios ambientales de
los humedales, lo que permita implementar el pago por ser-
vicios ambientales por estos conceptos.

Artículo 41. La SECRETARÍA con base en los programas
de conservación participativos, podrá otorgar autorizacio-
nes a las comunidades, organizaciones locales, dueños y
poseedores en áreas de humedales para el aprovechamien-
to de los recursos en estos ecosistemas.

Artículo 42. En los ecosistemas de humedales solamente
se podrán llevar a cabo las siguientes formas de aprove-
chamiento:

I. Aprovechamiento no extractivo.

II. Aprovechamiento de subsistencia.

III. Aprovechamiento extractivo.

IV. Colecta científica y con propósitos de enseñanza.

Artículo 43. El aprovechamiento no extractivo incluye a
las actividades que no impliquen la remoción de ejempla-
res, partes o derivados, o la destrucción directa o indirecta
de las especies vegetales o animales dentro de los ecosiste-
mas de humedales, o la destrucción, degradación o deterio-
ro de los elementos terrestres y acuáticos que sustentan es-
tos ecosistemas.

Artículo 44. El aprovechamiento o uso de subsistencia in-
cluye a las actividades no comerciales realizadas para ob-
tener recursos naturales para el autoconsumo derivados di-
rectamente de los ecosistemas de humedales y cuya
extracción no afecta la supervivencia de los recursos fores-
tales y que incluyen, pero no se limita a: ramas caídas, ho-
jas, semillas, frutos, flores, líquenes, musgos, hongos, resi-
nas, plantas epifitas, entre otros.

Artículo 45. El aprovechamiento extractivo incluye tanto
el uso de subsistencia para las especies vegetales, como el

aprovechamiento forestal sustentable con fines comercia-
les. La colecta, pesca, caza y captura de especies silvestres
de los ecosistemas de humedales estará regulada por la Ley
de Pesca y la Ley General de Vida Silvestre.

Artículo 46. La colecta científica y con propósitos de en-
señanza se deberá ajustar a lo dispuesto por esta Ley, la
Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Am-
biente y La Ley General de Vida Silvestre. 

Artículo 47. La Secretaría, con la opinión favorable del
Consejo Nacional podrá otorgar permisos para que se rea-
licen obras o actividades dentro de los humedales que re-
vistan importancia de seguridad nacional.

Artículo 48. Cualquier obra o actividad deberá cumplir
con las medidas establecidas para la conservación y pro-
tección del ecosistema de humedal en esta Ley, su regla-
mento, y otras leyes y normas aplicables.

Artículo 49. En caso de que sea necesario trazar una vía de
comunicación en un humedal o sus zonas colindantes se
deberá garantizar que la vía de comunicación sea trazada
sobre pilotes que permitirán el libre flujo hidráulico dentro
y hacia adentro del ecosistema, así como garantizar el libre
paso de la fauna silvestre. 

Capítulo II
Del Aprovechamiento Agrícola 

Artículo 50. Las personas físicas o morales que se dedican
a las actividades agrícolas en las zonas de humedales, ad-
yacentes a los mismos o que interactúen directa o indirec-
tamente, deberán seleccionar cultivos, técnicas y sistemas
de aprovechamiento sustentable que favorezcan la integri-
dad del ecosistema de humedal en el contexto de las cuen-
cas hidrológicas. 

Artículo 51. El uso y extracción de agua en las actividades
agrícolas deberá someterse a lo establecido en esta Ley, así
como en la Ley de Aguas. 

Artículo 52. Las actividades agrícolas deben ser compati-
bles con el programa de conservación participativo que se
indica en esta Ley, así como con la Ley de Desarrollo. 

Artículo 53. Cuando se utilicen estrategias de control para
plagas con productos agrícolas se deberán privilegiar las
utilizadas en métodos agroecológicos o naturales. El uso de
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controles biológicos que impliquen la liberación de espe-
cies exóticas deberá contar con el respaldo técnico y la au-
torización de las autoridades competentes, de acuerdo con
lo establecido en esta Ley y demás ordenamientos aplica-
bles. 

Artículo 54. Queda prohibido el verter desechos resultan-
tes de la aplicación de agroquímicos en los cultivos hacía
los humedales o afluentes de los mismos. 

Artículo 55. Queda prohibida la construcción de infraes-
tructura fija con fines de apoyo para la producción dentro
de los ecosistemas de humedal o en las zonas donde se in-
terfiera los flujos naturales de agua. 

Artículo 56. En caso de que sea necesario trazar una vía de
comunicación en un humedal o sobre un humedal, se de-
berá garantizar que la vía de comunicación es trazada so-
bre pilotes que permitirán el libre flujo hidráulico dentro
del ecosistema, así como garantizar el libre paso de la fau-
na silvestre. 

Artículo 57. La construcción de vías de comunicación ale-
dañas, colindantes o paralelas al flujo del humedal deberá
incluir drenes y alcantarillas que permitan el libre flujo del
agua. 

Capítulo III
Del Aprovechamiento Pesquero y Acuícola

Artículo 58. Las personas que se dedican a las actividades
pesqueras y acuícolas en las zonas de humedales, adyacen-
tes a los mismos o que interactúen directa o indirectamen-
te, deberán seleccionar cultivos, técnicas y sistema de apro-
vechamiento sustentable que favorezcan la integridad del
ecosistema de humedal en el contexto de las cuencas hi-
drológicas. 

Artículo 59. Las características de los cultivos acuícolas
deberán estar enfocadas al mantenimiento de la productivi-
dad de los ecosistemas de humedal, respetando la biodi-
versidad de los mismos y privilegiando el uso de especies
nativas de acuerdo a lo establecido en las normas oficiales
mexicanas en la materia. 

Artículo 60. Queda prohibido el verter los desechos resul-
tantes de la aplicación de compuestos y sustancias veteri-
narias procedentes de los cultivos acuícolas hacía los hu-
medales o afluentes de los mismos. 

Capítulo IV
Del Aprovechamiento Forestal

Artículo 61. Los aprovechamientos de productos foresta-
les maderables de los humedales, deberán ser congruentes
con las políticas de aprovechamiento sustentable de hume-
dales y se integrarán a través de programas de conserva-
ción participativos, así como contar con un programa de
manejo forestal de acuerdo a lo establecido en la Ley Ge-
neral de Desarrollo Forestal Sustentable. 

Artículo 62. Los aprovechamientos forestales no madera-
bles de los humedales que refieran el uso de vegetación
quedarán restringidos a los usos establecidos en los pro-
gramas de conservación participativos y demás instrumen-
tos jurídicos aplicables. 

Artículo 63. Se deberá incorporar los criterios ecosistémi-
cos y de desarrollo sustentable para los programas que se
pretendan llevar a cabo en los humedales y se privilegiaran
los enfocados a la producción de servicios y bienes am-
bientales. 

Capítulo V
Del Aprovechamiento mediante el Turismo

Artículo 64. La actividad turística como un componente
del desarrollo sustentable se desarrollará en los ecosiste-
mas de humedal en congruencia de los programas de con-
servación participativa. 

Artículo 65. Toda actividad turística que se pretenda llevar
a cabo en humedales deberá ser de bajo impacto de acuer-
do con los criterios y lineamientos establecidos por el Con-
sejo Nacional, con la participación de la Secretaría de Tu-
rismo, así como lo descrito en las normas oficiales
mexicanas en la materia. 

Artículo 66. La infraestructura turística ubicada dentro de
un humedal costero debe ser de bajo impacto, con materia-
les locales, de preferencia en palafitos que no alteren el flu-
jo superficial del agua, cuya conexión sea a través de vere-
das flotantes, en áreas lejanas de sitios de anidación y
percha de aves acuáticas, y requiere de zonificación, moni-
toreo y la correspondiente autorización en materia de im-
pacto ambiental.

Artículo 67. Las actividades de turismo náutico en los hu-
medales costeros deben llevarse a acabo de tal forma que
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se evite cualquier daño al entorno ecológico, así como a las
especies de fauna silvestre que en ellos se encuentran. 

Artículo 68. El turismo educativo y el ecológico o ecotu-
rismo, en el humedal costero deberán llevarse a cabo a tra-
vés de veredas flotantes, evitando la compactación del sus-
trato y el potencial de riesgo de disturbio a zonas de
anidación de aves, tortugas y otras especies. 

Capítulo VI
De Otros Aprovechamientos

Artículo 69. Cualquier uso distinto a los descritos que se
pretenda realizar debe ser congruente con la política nacio-
nal en materia de conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de humedales, con las políticas y pro-
gramas relacionados con el desarrollo rural, urbano y de
ordenamiento territorial del ecosistema de humedal donde
se pretenda realizar la obra o actividad y de conformidad
en lo establecido en esta Ley y demás disposiciones apli-
cables. 

Artículo 70. El aprovechamiento ganadero en los humeda-
les solo podrá permitirse mediante el cumplimiento de las
disposiciones que le señalen esta Ley, su reglamento y
otras disposiciones sobre la materia. 

Artículo 71. Las obras o actividades extractivas relaciona-
das con la producción de sal, sólo podrán ubicarse en sali-
trales naturales; los bordos no deberán exceder el límite na-
tural del salitral, ni obstruir el flujo natural de agua en el
ecosistema. 

Capítulo VII.
De las Excepciones

Artículo 72. Serán excepciones a esta Ley las obras o ac-
tividades que revistan importancia o seguridad nacional. 

Se consideran proyectos de seguridad nacional aquellos
que busquen evitar un daño o perjuicio a la nación.

Se consideran proyectos de importancia nacional aquellas
obras o actividades, que brinden un beneficio directo a la
nación.

No se incluyen desarrollos turísticos, urbanos, agrícolas,
ganaderos, industriales, o acuícolas.

Artículo 73. Los proyectos exceptuados deberán presentar
una manifestación de impacto ambiental autorizada. Estos
proyectos exceptuados no podrán afectar más del uno por
ciento del total de la unidad del ecosistema de humedal en
el predio o área a ser afectada.

Artículo 74. Queda prohibido realizar obras o actividades
de importancia o seguridad nacional en predios o zonas co-
lindantes a predios o áreas en los que ya se haya autoriza-
do algún proyecto de excepción.

Artículo 75. Los proyectos deberán cumplir con las medi-
das establecidas para la protección y conservación del eco-
sistema del manglar de esta Ley, su reglamento, y otras  le-
yes y normas aplicables.

Capítulo VIII
De la Protección y Evaluación 

Ambiental de Obras y Actividades.

Artículo 76. Queda prohibido el relleno, desmonte y que-
ma de la vegetación en los humedales interiores y costeros
para fines de convertirlos en áreas agrícolas, potreros, re-
llenos sanitarios, asentamientos humanos o cualquier obra
que implique la pérdida de la comunidad vegetal, que no
haya sido autorizada de acuerdo a la legislación vigente y
que cuente con un estudio de impacto ambiental en la mo-
dalidad correspondiente. 

Artículo 77. Queda prohibido el establecimiento de zonas
de tiro o disposiciones de materiales productos degradados
o azolves en el interior de los humedales y en las zonas
donde los flujos hidrológicos naturales se vean afectados. 

Artículo 78. Queda prohibida la disposición de residuos
sólidos urbanos, peligrosos y de manejo especial en el in-
terior de los humedales y en los márgenes y bordos de los
mismos, así como en las zonas donde los flujos hidrológi-
cos naturales se vean afectados. 

Artículo 79. La extracción de agua subterránea por bom-
beo en áreas colindantes a un humedal costero debe de ga-
rantizar el balance hidrológico en el cuerpo de agua y la ve-
getación, evitando la intrusión de la cuña salina en el
acuífero. 

Artículo 80. Queda prohibida cualquier obra o actividad que
afecte negativamente de manera directa o indirecta a la di-
námica y funcionamiento de los ecosistemas de humedales
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o que interrumpan el flujo hidrológico adentro o hacia el
mismo, con excepción de:

I. Infraestructura portuaria.

II. Obras hidráulicas.

III. Obras necesarias para la exploración y explotación pe-
trolera y

IV. Vías generales de comunicación.

V. Actividades de bajo impacto con fines u objetivos co-
merciales.

Las obras y actividades exceptuadas requieren de una ma-
nifestación de impacto ambiental de competencia federal y
no podrán afectar más del uno por ciento del total de la uni-
dad del ecosistema de humedal en el predio o área a ser
afectada.

La SECRETARÍA determinará a través del reglamento
aquellas otras obras o actividades a que se refiere este artí-
culo, que puedan afectar negativamente de manera directa
o indirecta la dinámica y funcionamiento de los humedales.

No se permitirá la construcción y operación de obras de in-
fraestructura, que no estén relacionada con los procesos de
conservación, restauración y aprovechamiento sustentables
de los humedales. 

Artículo 81. No requerirán de la presentación de una ma-
nifestación de impacto ambiental la construcción de vi-
viendas unifamiliares para las comunidades asentadas en
estos ecosistemas y las actividades pesqueras que no se en-
cuentran previstas en la fracción XII del artículo 28 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, y que de acuerdo con la Ley de Pesca y su re-
glamento no requieren de la presentación de una manifes-
tación de impacto ambiental, así como de las de navega-
ción, autoconsumo o subsistencia de las comunidades
asentadas en estos ecosistemas.

Artículo 82. Las obras de infraestructura de impacto am-
biental acumulativo, sinérgico, significativo o relevante,
que tengan fines u objetivos comerciales y que estén pre-
vistos para la prestación de servicios comerciales, turísti-
cos, de transformación o cualquier otra que implique el
cambio de uso de suelo y que pueda causar afectación a la

integridad de los ecosistemas de humedales en el contexto
de las cuencas hidrográficas, no estarán permitidas. 

Título Sexto
De la Conservación, Restauración

y Aprovechamiento Sustentable 
de los Ecosistemas de Manglar

Capítulo I
De las Disposiciones Generales

Artículo 83. El ecosistema de manglar, su zona de transi-
ción y amortiguamiento será aprovechado y manejado de la
siguiente manera: 

I. Las especies de la fauna silvestre que se encuentran en el
ecosistema de manglar en su zona de transición y amorti-
guamiento, serán aprovechadas de conformidad con esta
Ley y las leyes de la materia.

II. La vegetación y todos los recursos complementarios,
podrán ser utilizados, exclusivamente para el uso y apro-
vechamiento de las comunidades y organizaciones locales
del manglar.

III. En actividades de turismo ecológico que cuenten con
un programa de conservación participativo, estudios de im-
pacto y mitigación ambiental que garanticen el equilibrio
de las condiciones físicas, químicas y biológicas del eco-
sistema y que cuenten con la participación y aprobación de
las comunidades y organizaciones locales. 

IV. Toda actividad de bioprospección y de investigación
científica y social, se realizará con el aval de las institucio-
nes académicas y de investigación reconocidos en el estu-
dio del medio ambiente y en especial del manglar del país,
con la participación de las comunidades y organizaciones
locales. 

V. Las actividades de acuacultura y pesca deberán observar
en todo momento los lineamientos establecidos para la
conservación y protección del manglar.

Capítulo II
De la Conservación, Protección y Control

Artículo 84. Se prohíbe la tala irracional y la explotación
inmoderada del ecosistema manglar, su zona de transición
y amortiguamiento, su aprovechamiento se permitirá de
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acuerdo con lo establecido en la Ley General de Vida Sil-
vestre para especies en riesgo.

En las labores de pesca y acuacultura, se prohíbe el uso de
productos químicos o biológicos tóxicos, contaminantes,
explosivos y otros que afecten al ecosistema de manglar, su
zona de transición y amortiguamiento. 

Artículo 85. En todas las actividades dentro del manglar,
así como en las zonas colindantes al mismo se deberá pre-
venir que el vertimiento de agua que contenga contami-
nantes orgánicos y químicos, sedimentos, carbón metales
pesados, solventes, grasas, aceites combustibles o modifi-
quen la temperatura del cuerpo de agua; alteren el equili-
brio ecológico, dañen el ecosistema o a sus componentes
vivos. 

Las descargas provenientes de granjas acuícolas, centros
pecuarios, industrias, centros urbanos, desarrollos turísti-
cos y otras actividades productivas que se vierten a los hu-
medales costeros deberán ser tratadas y cumplir cabalmen-
te con las normas establecidas según el caso.

Artículo 86. Queda prohibida la instalación de granjas ca-
maronícolas industriales intensivas o semintensivas en zo-
nas de manglar y lagunas costeras, y queda limitado a zo-
nas de marismas y a terrenos más elevados sin vegetación
primaria en los que la superficie del proyecto no exceda el
equivalente de 10 por ciento de la superficie de la laguna
costera receptora de sus efluentes en lo que se determina la
capacidad de carga de la unidad hidrológica.

Artículo 87. Cualquier persona física o moral o autoridad
gubernamental que en el ejercicio de sus funciones llega-
ren a conocer los hechos que constituyan infracción a la
presente Ley, están obligados a notificar a las autoridades
competentes para que tome las acciones inmediatas que de-
tengan el daño ecológico.

Artículo 88. Está expresamente prohibido en las áreas del
ecosistema manglar, su zona de transición y amortigua-
miento obstaculizar o interrumpir el flujo y reflujo normal
de las aguas, sea con la construcción de muros o instala-
ciones de cualquier clase.

Artículo 89. La construcción de vías de comunicación ale-
dañas, colindantes o paralelas al flujo del manglar, deberá
incluir drenes y alcantarillas que permitan el libre flujo del
agua y de luz. Se deberá dejar una franja de protección de

100 m (cien metros) como mínimo la cual se medirá a par-
tir del límite del derecho de vía al límite de la comunidad
vegetal, y los taludes recubiertos con vegetación nativa que
garanticen su estabilidad.

Artículo 90. Las actividades productivas como la agrope-
cuaria, acuícola intensiva o semi-intensiva, infraestructura
urbana, la turística o alguna otra que sea aledaña o colin-
dante con la vegetación de un manglar, deberá dejar una
distancia mínima de 100 m respecto al límite de la vegeta-
ción, en la cual no se permitirán actividades productivas o
de apoyo.

Capítulo III
De la Forestación, Reforestación

y Regeneración Natural.

Artículo 91. Se declara de interés público la forestación y
reforestación del ecosistema de manglar. El Ejecutivo Fe-
deral destinará en el proyecto de Presupuesto de la Federa-
ción una partida para la realización las actividades encami-
nadas a la conservación y restauración del manglar.

Artículo 92. La SECRETARÍA procederá a realizar o au-
torizar la forestación y reforestación mediante convenios
con organismos de desarrollo, comunidades y organizacio-
nes locales y otras entidades del sector público y privado,
en estricto cumplimiento de la Legislación en la materia.

Artículo 93. La SECRETARÍA de manera coordinada con
la CONAFOR, promoverá el establecimiento y manteni-
miento de viveros forestales para suministrar las plantas
que se requieran para la forestación y reforestación del eco-
sistema de manglar.

Artículo 94. La SECRETARÍA con el apoyo de la CONA-
FOR, levantará un catastro y creará un registro de las áre-
as forestadas y reforestadas en el ecosistema manglar.

Artículo 95. Toda regeneración natural o reforestada de
bosque de manglar queda incorporada al ecosistema man-
glar.

Capítulo IV
De las Vedas

Artículo 96. La Secretaría podrá establecer limitaciones al
aprovechamiento de los ecosistemas de humedales, inclu-
yendo las vedas y su modificación o levantamiento, de
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acuerdo con lo previsto en el artículo 81 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente Protec-
ción y el artículo 71 de la Ley General de Vida Silvestre.

En lo específico, esta Ley establece la veda permanente al
tamaño mínimo de captura de los recursos faunísticos y a
toda especie ovada y en épocas de reproducción del man-
glar. Los tamaños mínimos serán definidos con sujeción a
estudios científicos realizados por el Instituto Nacional de
Pesca y el Instituto Nacional de Ecología, los mismos que
se realizarán con la participación de las comunidades y or-
ganizaciones locales y tomando en cuenta las condiciones
especificas de cada cuenca hidrológica establecido en el
ámbito de la Ley de Pesca y la Ley General de Vida Sil-
vestre. Para efectos de la participación de la sociedad, los
estudios realizados deberán ser publicados con oportuni-
dad en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico o
Gaceta Oficial de los Estados y Distrito Federal.

Título Séptimo
De las Autorizaciones para el 

Desarrollo de Obras y Actividades

Capítulo I
De los Programas de Conservación Participativos

Artículo 97. Las políticas de conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de humedales se integrarán a
través de programas de conservación participativos. Estos
se conciben como instrumentos técnicos de planeación y
seguimiento que describen las acciones y procedimientos
para la conservación, la restauración y el aprovechamiento
de los humedales, elaborados a partir de un proceso inclu-
yente y desde una perspectiva de ecosistemas que permite
el manejo adecuado de los humedales.

Los programas de conservación participativos deberán
contener la delimitación precisa del área de humedal, su-
perficie, la zonificación correspondiente, así como las mo-
dalidades a las que se sujetará la conservación, restaura-
ción y el aprovechamiento sustentable del humedal. En el
reglamento de la presente Ley se determinarán los crite-
rios, metodología y procedimientos para su debida realiza-
ción.

Corresponderá a la SECRETARÍA otorgar la autorización
de los programas de conservación participativos, previa
opinión técnica de la CONANP, la CONAFOR y la CNA,
así como de los Consejos Regionales o Estatales de Hume-
dales. 

Con relación a los programas de conservación participati-
vos, el reglamento de la presente Ley o las normas oficia-
les mexicanas establecerán las características, modalidades
y los aspectos de procedimiento no considerados en la mis-
ma.

Artículo 98. Los programas de conservación participativos
son los instrumentos inmediatos de manejo de los humeda-
les y pueden servir como base para proponerlos como áre-
as naturales protegidas, con las obligaciones y derechos
que este proceso conlleve.

Artículo 99. Los programas de conservación participativos
deberán promover la integridad de las relaciones funciona-
les de los humedales costeros, en especial en lo que se re-
fiere a las partes altas de la cuenca hidrológica, los ríos y
cauces secundarios, así como la comunicación entre lagu-
nas, esteros, y marismas. 

Artículo 100. Los programas de conservación participati-
vos deberán desarrollar un componente de educación am-
biental adecuado a la región hidrológica y a los ecosiste-
mas presentes, donde las técnicas pedagógicas sean
adecuadas al nivel social, económico y cultural de la re-
gión. 

Artículo 101. Los programas de conservación participati-
vos tomará parte en los procesos de ordenamiento ecológi-
co del territorio, por lo que deberán aportar toda la infor-
mación disponible sobre los humedales en la regiones
hidrológicas a fin incluir dentro del análisis del ordena-
miento mejorando las fases de validación social. 

Artículo 102. Los programas de conservación participati-
vos deberán contemplar las acciones y actividades enfoca-
das a la restauración y remediación de los ecosistemas de
humedal afectado por factores ya sean de origen humano o
no. 

Artículo 103. El uso de bioindicadores para evaluar estado
de conservación de los humedales deberá formar parte in-
tegral de los programas de conservación participativos. 

Artículo 104. Los procesos de afectación de los humeda-
les por factores de contaminación deberán evitarse me-
diante acciones y programas concretos de vigilancia y pre-
vención, los cuales deberán estar integrados en los
programas de conservación participativos en cada región
hidrológica. 
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Artículo 105. Los mecanismos para prevenir el vertimien-
to de agua que contenga contaminantes que dañen el eco-
sistema o a sus componentes biológicos deberán estar inte-
grados dentro de los programas de conservación
participativos y regirse por la normatividad aplicable en la
materia. 

Capítulo II
Concesiones, Licencias y Permisos

Artículo 106. La SECRETARÍA a través de sus distintas
unidades administrativas, podrán otorgar los permisos, au-
torizaciones, licencias y concesiones que se requieran a las
comunidades locales y sus pobladores, instituciones de
educación, investigación y capacitación, en áreas de eco-
sistemas de humedales para su conservación, restauración,
aprovechamiento sustentable y administración, en términos
de lo establecido por las disposiciones legales y reglamen-
tarias aplicables.

Artículo 107. Se requerirá de autorización por parte de la
Secretaría para realizar dentro de los ecosistemas de hume-
dales, atendiendo a los programas de conservación partici-
pativos y las zonas establecidas, y sin perjuicio de las dis-
posiciones legales aplicables, las siguientes obras y
actividades:

I: Colecta de ejemplares de vida silvestre, así como de
otros recursos biológicos con fines de investigación cientí-
fica.

II. La investigación y monitoreo que requiera de manipu-
lar ejemplares de especies en riesgo.

III. El aprovechamiento de la vida silvestre, así como el
manejo y control de ejemplares y poblaciones que se tor-
nen perjudiciales.

IV. El aprovechamiento de recursos biológicos con fines de
utilización en la biotecnología.

V. Aprovechamiento forestal.

VI. Aprovechamiento de recursos pesqueros.

VII. Obras que, en materia de impacto ambiental, requie-
ran autorización en los términos del artículo 28 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente y de esta Ley.

VIII. Uso y aprovechamiento de aguas nacionales.

IX. Uso y aprovechamiento de la zona federal marítimo te-
rrestre.

X. Prestación de servicios turísticos.

XI. Filmaciones, actividades de fotografía, la captura de
imágenes o sonidos por cualquier medio, con fines comer-
ciales que requieran de equipos compuestos por más de un
técnico especializado como apoyo a la persona que opera
el equipo principal.

XII. Actividades comerciales, excepto las que se realicen
dentro de la zona de asentamientos humanos,

XIII. Actividades y usos locales tradicionales, que no pre-
senten riesgos para los ecosistemas de humedales, ni para
la supervivencia de especies de la vida silvestre.

XIV. Obras y trabajos de exploración y explotación mine-
ras.

Capítulo III
De los Requisitos y Procedimientos

Artículo 108. Los requisitos y procedimientos para la ob-
tención de las diversas autorizaciones serán definidos en el
reglamento de la Ley y demás disposiciones legales aplica-
bles.

Artículo 109. La SECRETARÍA mantendrá un registro de
las diversas autorizaciones otorgadas.

Capítulo IV
De la Prórroga y la Revocación

Artículo 110. Las diversas autorizaciones podrán ser pro-
rrogadas o revocadas por la SECRETARÍA.

La SECRETARÍA determinará en el reglamento de la Ley,
y las demás disposiciones legales los requisitos y demás
términos para las autorizaciones que podrán ser prorroga-
das, 

Artículo 111. Serán causas de revocación de las autoriza-
ciones cualquiera de los siguientes supuestos:

I. El incumplimiento de las obligaciones y las condiciones
establecidas en ellas;
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II. Dañar a los ecosistemas de humedales como conse-
cuencia del uso o aprovechamiento, y

III. Infringir las disposiciones previstas en esta Ley, el pro-
gramas de conservación participativo, en su caso el pro-
grama de manejo del área protegida respectiva y las demás
disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Artículo 112. Las autorizaciones no podrán cederse, enaje-
narse o traspasarse por ningún caso.

Artículo 113. El trámite para dar por terminada una auto-
rización será ante la SECRETARÍA, los beneficiarios po-
drán presentar pruebas de descargo en el plazo de 30 días.
Comprobada la causal de terminación, la SECRETARÍA
expedirá el Acuerdo de terminación de la autorización.

Título Octavo
De los Instrumentos para la Conservación 

y Aprovechamiento de Humedales

Capítulo I
De la Investigación y Capacitación

Artículo 114. Uno de los instrumentos esenciales en la
conservación, restauración y aprovechamiento sustentable
de los humedales serán las líneas de investigación estraté-
gicas, la transferencia tecnológica y la información y capa-
citación técnica. 

Artículo 115. La SECRETARÍA autorizará la investiga-
ción en los humedales que sea de probado interés científi-
co. Estas investigaciones deberán ser previamente conoci-
das por la comunidad y organizaciones locales quienes
deberán preferentemente participar en el proceso de inves-
tigación y ser informadas y beneficiarias de los resultados
obtenidos

Artículo 116. La SECRETARÍA, con la colaboración de
los Consejos Nacional, Regionales y Estatales elaborará un
Plan Nacional de Investigación de Ecosistemas de Hume-
dal, su zona de transición y amortiguamiento que permitan
desarrollar la conservación, restauración y aprovechamien-
to sustentable de estos ecosistemas.

La SECRETARÍA otorgará los respectivos permisos y da-
rá prioridad a aquellas actividades de investigación que im-
pulsen la conservación, restauración y aprovechamiento
sustentable de estos ecosistemas.

Artículo 117. La SECRETARÍA con el apoyo del Consejo
Nacional de Humedales diseñará los esquemas de partici-
pación de las dependencias gubernamentales de investiga-
ción en la materia, para que desarrollen un componente
dentro de sus actividades de trabajo destinadas a desarro-
llar criterios para la conservación, restauración y aprove-
chamiento sustentable de los humedales. 

Artículo 118. La SECRETARÍA a través de las Unidades
de Conservación de Ecosistemas Acuáticos y con el apoyo
del Consejo Nacional de Humedales promoverá la creación
de un directorio de técnicos calificados en la conservación,
restauración y el aprovechamiento sustentable de humeda-
les. Su objetivo será la creación de una red de prestadores
de servicios especializados en la materia y fomentar los
vínculos que permitan el desarrollo de programas y pro-
yectos específicos para la conservación, restauración y
aprovechamiento sustentable de los humedales. 

Artículo 119. Aquella persona o grupos de personas de co-
munidades localizadas en las áreas de humedales, que no
cuenten con recursos económicos para contratar un presta-
dor de servicios especializados, podrán acudir a la SE-
CRETARÍA a través de las Unidades de Conservación de
Ecosistemas Acuáticos para que se les brinde los servicios
correspondientes. 

Artículo 120. La SECRETARÍA a través de las Unidades
de Conservación de Ecosistemas Acuáticos establecerá
programas de capacitación directa a organizaciones de pro-
ductores, a la sociedad organizada y en general, a toda per-
sona física o moral que así lo solicite, referentes a la con-
servación, restauración y aprovechamiento sustentable de
los humedales. 

Artículo 121. La SECRETARÍA con el apoyo del Consejo
Nacional de Humedales establecerá los medios para contar
con un catálogo de técnicas y métodos aprobados de res-
tauración y aprovechamiento sustentable de humedales co-
mo ecosistemas integrados a las cuencas hidrológicas, con
información oportuna sobre la naturaleza de las técnicas,
los fundamentos científicos en que se basan, las referencias
bibliográficas correspondientes, los derechos de propiedad
intelectual, y las condiciones necesarios, riesgos y precau-
ciones en su aplicación. 

Artículo 122. La SECRETARÍA establecerá, coordinará y
ejecutará mecanismos de capacitación técnica y científica
por medio de becas, a usuarios ancestrales y a cualquier
persona en actividades que permitan el aprovechamiento
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sustentable de los humedales, su zona de transición y
amortiguamiento.

Artículo 123. La SECRETARÍA está facultada para sus-
cribir convenios con organismos públicos o privados, na-
cionales o extranjeros sin fines de lucro para la asistencia
técnico científica, creación de: estaciones científicas, siste-
mas de información local, nacional e internacional y las de-
más actividades que se establezcan en esta Ley.

Capítulo II
De la Educación y Cultura 

para la Conservación de Humedales

Artículo 124. La SECRETARÍA promoverá coordinada-
mente con las dependencias competentes una cultura que
reconozca la importancia de los humedales como ecosiste-
ma estratégico en el ciclo hidrológico y por la gran canti-
dad de servicios ambientales que brindan a la sociedad a
través de las siguientes acciones: 

I. Campañas permanentes y eventos especiales de difusión
orientada a fomentar la participación de la sociedad en la
conservación y aprovechamiento de los humedales. 

II. Establecer espacios permanentes de discusión y difu-
sión sobre la cultura de conservación de humedales y los
recursos naturales asociados. 

III. El diseño, la elaboración y publicación de materiales
de comunicación educativa en la materia. 

IV. Otras que sean de interés para fortalecer la cultura de
conservación de humedales.

Artículo 125. La SECRETARÍA promoverá la experien-
cia, prácticas y conocimiento de las comunidades que han
aprovechado de forma tradicional los recursos de los hu-
medales, así como de las organizaciones productivas, a tra-
vés de foros regionales. 

Capítulo III
Del Fomento y el Mercado 
de Servicios Ambientales

Artículo 126. Las instituciones públicas de financiamien-
to, crédito y afianzamiento, establecerán los mecanismos
en sus procedimientos de selección y aprobación de pro-
puestas y solicitudes, para que los proyectos apoyados fi-

nancieramente cuenten con méritos en materia de conser-
vación y aprovechamiento sustentable de humedales y
cuencas hidrográficas. 

Artículo 127. La SECRETARÍA y la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público coordinarán con la participación
de los estados y el Distrito Federal, el establecimientos de
Fondos para la conservación, restauración y aprovecha-
miento sustentable de humedales a fin de apoyar la formu-
lación de proyectos y programas específicos de la política
nacional en materia de conservación y aprovechamiento de
humedales. 

Artículo 128. La SECRETARÍA promoverá el desarrollo
de mercados de bienes y servicios ambientales relaciona-
dos con los ecosistemas de humedal. 

Artículo 129. La SECRETARÍA establecerá los acuerdos
y acciones que permitan contar con los conocimientos, pro-
cedimientos, disposición de recursos, información del mer-
cado y demás elementos necesarios para hacer el pago de
los bienes y servicios ambientales productos de los hume-
dales. 

Artículo 130. La SECRETARÍA promoverá la formación
de personas físicas y morales en materia de valoración y
certificación de bienes y servicios ambientales, a fin de que
presten asesoría a quien haga aprovechamiento de los hu-
medales. 

Capítulo IV
Del Subsistema de Información de Humedales

Artículo 131. La SECRETARÍA realizará y actualizará de
forma periódica el Subsistema Nacional de Información
sobre Humedales, de acuerdo con los lineamientos que es-
tablezca el Consejo Nacional, que permitirá dirigir de for-
ma adecuada la política nacional en materia de conserva-
ción, restauración y aprovechamiento sustentable de
humedales, que deberá integrarse al Sistema Nacional de
Información Ambiental y Recursos Naturales. 

Artículo 132. El Subsistema deberá contener al menos los
siguientes aspectos: 

I. El Inventario Nacional de Humedales 

II. La clasificación de los humedales de acuerdo a su natu-
raleza 
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III. Una regionalización de los humedales de acuerdo a las
cuencas hidrológicas 

IV. Situación actual de conservación de los humedales y
tendencia en la dinámica en el uso de suelo 

V. Un inventario de los recursos naturales asociados a los
humedales 

VI. Un inventario de la diversidad biológica asociada a los
humedales 

VII. Los niveles de degradación de los humedales 

VIII. Un sistema de información geográfica de los hume-
dales en el territorio nacional.

Artículo 133. La SECRETARÍA en coordinación con el
Consejo Nacional de Humedales elaborará un sistema de
indicadores que permitan evaluar el estado de conserva-
ción de los humedales en el corto, mediano y largo plazo,
así como medir el impacto de las políticas ambientales en
materia de conservación, restauración y aprovechamiento
sustentable de humedales. 

Título Noveno
Medidas de Control, de Seguridad y Sanciones

Capítulo I
De las Infracciones

Artículo 134. La SECRETARÍA establecer los esquemas
de vigilancia y monitoreo de los ecosistemas de humedal
para verificar el cumplimiento de esta Ley. 

Artículo 135. Los usuarios, propietarios o poseedores de
los predios donde se desarrollan los ecosistemas a que se
refiere la presente Ley están obligados a prestar toda cola-
boración a las autoridades competentes a fin de permitirles
realizar las evaluaciones necesarias para cumplir con lo
dispuesto en el artículo anterior. 

Artículo 136. Habrá responsabilidad solidaria en los si-
guientes supuestos: 

I. Cuando los daños causados a los humedales se produz-
can por la acumulación de actividades provocadas por di-
ferentes personas. 

II. Cuando sean varios los responsables de la infracción y
no sea posible determinar el grado de participación

Artículo 137. Son infracciones en términos de esta Ley, las
siguientes: 

I. Llevar a cabo acciones y actividades en los ecosistemas
de humedales en contravención de lo dispuesto en esta Ley. 

II. Incumplir lo dispuesto por esta Ley con relación a la
conservación, restauración, remediación y aprovechamien-
to sustentable de los ecosistemas de humedales.

III. Incumplir las disposiciones autorizadas en los progra-
mas de conservación participativos 

IV. La extracción no autorizada de recursos naturales de los
humedales objetos de esta Ley. 

V. Causar deterioro a los ecosistemas de humedales o en
los flujos hídricos naturales por la construcción o modifi-
cación de obras públicas o privadas con fines urbanos, in-
dustriales, agropecuarios, forestales, pesqueros, comercia-
les o de servicios. 

VI. Contaminar el medio ambiente terrestre, acuático o aé-
reo y producir efectos nocivos con sustancias químicas o
naturales en los ecosistemas de humedales. 

VII. Atentar contra la vida silvestre y nativa que se des-
arrollan en las cuencas hidrográficas y las comunidades
que viven en ellas; 

VIII. Provocar el cambio de la composición físico quími-
ca de los suelos en la zona de transición y amortiguamien-
to 

IX. Obstaculizar al personal autorizado de la SECRETA-
RÍA la realización de visitas de inspección y/o monitoreo. 

X. Incurrir en falsedad respecto de cualquier información o
documento que se presente a la SECRETARÍA. 

XI. Las demás que señale la Ley, las demás disposiciones
legales y reglamentarias aplicables..

Artículo 138. Adicional a las infracciones señaladas en el
artículo 138 de esta Ley, se constituyen como infracciones
a la presente Ley en el caso específico del ecosistema de
manglar las siguientes:
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I. Destruir, talar, quemar, dañar, transportar y comercializar
los productos bióticos sean originarios, de regeneración na-
tural o reforestada artificialmente del manglar y su zona de
transición y amortiguamiento. 

II. Obstaculizar con muros o construcción de cualquier ti-
po al ecosistema manglar, su zona de transición y amorti-
guamiento; 

III. Realizar cualquier tipo de construcción con fines de lu-
cro, que impacten directamente al manglar. 

IV. La construcción de proyectos turísticos dentro de los
propios manglares. 

V. Impedir o interrumpir el paso, flujo y reflujo de aguas de
las cuencas hidrográficas en el ecosistema manglar, su zo-
na de transición y amortiguamiento; 

VI. Destruir parcial o totalmente la vida silvestre y nativa
del ecosistema de manglar.

VII. Introducir especies florísticas o faunísticas distintas a
las originarias y que provoquen cambios en la composición
física, química y biológica del ecosistema manglar, su zo-
na de transición y amortiguamiento y de la cuenca hidro-
gráfica; 

VIII. El aprovechamiento no autorizado de madera en pie,
de productos diferentes de la madera, como las gomas, re-
sinas, cortezas, frutos, bejucos, raíces y otros elementos de
la flora silvestre o nativa del ecosistema de manglar; 

IX. Realice actividades en los ecosistemas de manglar sin
contar con los permisos y las autorizaciones respectivas; 

X. Realice actividades dentro de los ecosistemas de manglar
incumpliendo los términos y condiciones establecidos en los
permisos y las autorizaciones respectivas así como si in-
cumple las demás disposiciones de esta Ley, sus reglamen-
tos y las normas oficiales mexicanas que deriven de aquella; 

XI. Presente a la SECRETARÍA y demás dependencias, in-
formación y/o documentación a que se refiere este ordena-
miento que sea falsa. 

XII. Impedir y obstaculizar el libre tránsito dentro del eco-
sistema manglar, su zona de transición y amortiguamiento,
ríos, esteros y canales; constituye delito por el mero hecho
del principio de ejecución. 

XIII. La construcción de proyectos turísticos dentro de los
propios manglares y su zona de transición y amortigua-
miento.

XIV. Las demás que señale la Ley, las demás disposiciones
legales y reglamentarias aplicables.

Capítulo II
De las Sanciones

Artículo 139. La falta de cumplimiento a las disposicio-
nes de la presente Ley, serán sancionadas por la SECRE-
TARÍA. 

Artículo 140. Para el caso de las infracciones mencionadas
en el capítulo anterior, la SECRETARÍA podrá aplicar una
o varias de las siguientes sanciones, sin demérito de las
previstas en otros ordenamientos legales aplicables: 

I. Multa equivalente de trescientos a treinta mil días de sa-
lario mínimo vigente del área geográfica de que se trate, al
momento de imponer la sanción 

II. Suspensión o cancelación definitiva en la asignación de
apoyos gubernamentales 

III. Clausura temporal o definitiva, parcial o total, de las
obras y actividades realizadas dentro de las zonas de hu-
medales o aquellas que obstaculicen con muros o construc-
ción de cualquier tipo al ecosistema de humedal, su zona
de transición y amortiguamiento cuando: 

a) Las infracciones generen posibles riesgos o efectos ad-
versos al ecosistema manglar o a la diversidad biológica o
a la sanidad animal, vegetal o acuícola; o

b) El infractor no hubiere cumplido en los plazos y condi-
ciones impuestas por las Secretarías competentes, con las
medidas de seguridad o de urgente aplicación ordenadas.

IV. El decomiso de los instrumentos, ejemplares u organis-
mos obtenidos o productos relacionados directamente con
las infracciones cometidas; 

V. Suspensión, modificación, revocación o cancelación de
las concesiones, permisos, licencias o en general autoriza-
ciones otorgadas para la realización de las actividades cali-
ficadas como infracciones 
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VI. Imposiciones de acciones compensatorias de restaura-
ción y remediación de los humedales y sus procesos ecoló-
gicos.

VII. Arresto administrativo hasta por treinta y seis horas;

Artículo 141. En el marco de esta Ley y demás disposi-
ciones aplicables, para la imposición de las sanciones se to-
mará en cuenta: 

I. La gravedad de la falta; 

II. Los daños que se hubieren producido o puedan produ-
cirse, así como el tipo, localización y cantidad del recurso
dañado;

III. La intención de la acción; 

IV. El beneficio directo obtenido por el aprovechamiento
de los humedales; 

V. La reincidencia si la hubiere; 

VI. Las condiciones económicas, sociales y culturales del
infractor; y 

VII. Las demás que se señalen en el reglamento de la pre-
sente Ley.

En el caso de reincidencia, se duplicará el monto de la mul-
ta que corresponda, para los efectos de esta Ley, se consi-
dera reincidente el infractor que, habiendo sido declarado
responsable a partir de la fecha en que la autoridad compe-
tente lo determine mediante resolución definitiva, incurra
nuevamente en una o varias conductas infractoras estable-
cidas en el capítulo anterior. 

Artículo 142. Si una vez transcurrido el plazo concedido
por la autoridad para subsanar la o las infracciones que se
hubieren cometido y resultare que las infracciones subsis-
ten, la autoridad podrá imponer multas por cada día que
transcurra sin obedecer el mandato, sin que el total de las
mismas exceda el monto máximo permitido en el artículo
140 de esta Ley. 

Artículo 143. Las sanciones a que se refiere el artículo an-
terior se aplicará si perjuicio, en su caso, de las penas que
correspondan cuando los actos u omisiones constitutivos
de las infracciones a que se refiere esta ley sean también
constitutivos de delito, y sin perjuicio de la responsabilidad

civil o ambiental que pudiera resultar para lo cuál será apli-
cable lo dispuesto por el artículo 203 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

Artículo 144. Son aplicables supletoriamente a este capí-
tulo en cuanto a responsabilidades administrativas, las dis-
posiciones del Capítulo Único del Título Cuarto de la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo, con excepción
del artículo 70-A de dicho ordenamiento. 

Capítulo III
De las Responsabilidades

Artículo 145. Las sanciones a que se refiere el artículo an-
terior se aplicarán sin perjuicio, en su caso, de las penas
que correspondan cuando los actos u omisiones constituti-
vos de las infracciones a que se refiere esta Ley sean tam-
bién constitutivos de delito conforme al Código Penal Fe-
deral.

Artículo 146. Independiente, de las sanciones de carácter
administrativa o penal que en su caso lleguen a determi-
narse por la autoridad judicial, conforme al párrafo ante-
rior, toda persona física o moral que, por sí o a través de sus
representantes con pleno conocimiento de que se trata de
un ecosistema de humedal, generen daños o deterioros a
terceros en sus bienes, por el uso o manejo indebido de di-
chos ecosistema, será responsable y estará obligada a repa-
rarlos en los términos de esta ley y la legislación civil fe-
deral. La responsabilidad civil regulada en esta ley es
objetiva, atiende al indebido manejo de los ecosistemas de
humedales, y es exigible con independencia de la culpa o
negligencia de la persona que haya causado el daño a los
bienes de terceros, al medio ambiente o a la diversidad bio-
lógica, la cual se presume siempre a cargo de quién o quie-
nes realizan tales actividades, salvo prueba en contrario.
Cuando la responsabilidad por el mismo daño o deterioro
recaiga en diversas personas, serán solidariamente respon-
sables, a no ser que se pruebe de manera plena el grado de
participación de cada uno de ellos en la acción u omisión
que lo hubiere causado.

Artículo 147. El incumplimiento por parte de los servido-
res públicos de las disposiciones contenidas en la presente
Ley, su reglamento y normas oficiales mexicanas que de
ella deriven, darán lugar a responsabilidad en términos de
lo establecido en el Título Cuarto de la Constitución, la Ley
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos,
la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de
los Servidores Públicos, la Ley Federal de Procedimiento
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Administrativo y las leyes estatales de responsabilidades
de los servidores públicos. Las responsabilidades a que se
refiere este artículo se aplicaran sin perjuicio de las sancio-
nes de carácter penal o civil que en su caso lleguen a de-
terminarse por la autoridad judicial.

Título Décimo
Del Recurso de Revisión

Capítulo Único

Artículo 148. Las resoluciones definitivas dictadas en los
procedimientos administrativos con motivo de la aplica-
ción de esta Ley, sus reglamentos y las normas que de ella
deriven, podrán ser impugnadas por los afectados median-
te el recurso de revisión, dentro de los quince días siguien-
tes a la fecha de su notificación, o ante las instancias juris-
diccionales competentes. 

El recurso de revisión se interpondrá directamente ante la
Secretaría que emitió la resolución impugnada, quien en su
caso, otorgará su admisión, y el otorgamiento o la denega-
ción de la suspensión del acto recurrido, turnando el recur-
so a su superior jerárquico en la misma Secretaría para su
resolución definitiva.

Artículo 149. Por lo que se refiere a los demás trámites re-
lativos a la substanciación del recurso de revisión a que se
refiere el artículo anterior, se estará a lo dispuesto en Títu-
lo Sexto de la Ley Federal de Procedimiento Administrati-
vo.

TRANSITORIOS

Artículo Primero. La presente Ley entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Artículo Segundo. Hasta en tanto las legislaturas locales
dicten las leyes, y los ayuntamientos las ordenanzas, regla-
mentos y bandos de policía y buen gobierno, para regular
las materias que según las disposiciones de este ordena-
miento son de competencia de estados y municipios co-
rresponderá a la Federación aplicar esta Ley en el ámbito
local, coordinándose para ello con las autoridades estatales
y con su participación, con los municipios que correspon-
da según el caso.

Artículo Tercero. El Gobierno Federal, y en su caso los de
las Entidades Federativas y municipios garantizarán las

previsiones presupuéstales suficientes, incluyendo la dota-
ción de los recursos humanos y materiales, a las autorida-
des responsables de la aplicación de esta Ley.

Artículo Cuarto. El Ejecutivo con la participación del
Consejo Nacional expedirá el reglamento dentro del plazo
comprendido de 180 días naturales a partir de la publica-
ción de la presente Ley. 

Artículo Quinto. Cualquier persona física o moral, que se
encuentre ocupando, en forma ilegal (sin autorización,
concesión o permiso) áreas de humedales, en especial del
ecosistema de manglar, sus zonas de transición y amorti-
guamiento será desalojada de forma inmediata. 

Artículo Sexto. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan a la presente Ley.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adiciona una Fracción VI
al Artículo 2, se reforma la Fracción I del Artículo 4 y
se adiciona la Fracción XVII al Artículo 7 recorriéndo-
se las demás, de la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable para quedar como sigue:

Artículo 2. Son objetivos generales de esta Ley:

I-V �

VI. Contribuir a la conservación y protección de los eco-
sistemas de manglar.

Artículo 4. Se declara de utilidad pública:

I.- La conservación, protección y restauración de los eco-
sistemas forestales y sus elementos, las cuencas hidrológi-
cas forestales, así como de los humedales incluyendo las
humedales costeros poblados de manglares o de otras es-
pecies de similares características;

�

Artículo 7. 

XVII.- Manglar: Comunidad arbórea y arbustiva de las
regiones costeras tropicales y subtropicales, compuestas
por especies halófitas facultativas o halófilas que poseen
características ecofisiológicas distintivas como raíces aére-
as, viviparidad, filtración y fijación de algunos tóxicos,
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mecanismos de exclusión o excreción de sales; pueden cre-
cer en diferentes salinidades que van desde 0 hasta 90 ppm
alcanzando su máximo desarrollo en condiciones salobres
(Aprox. 15 ppm). En el ámbito nacional existen cuatro es-
pecies Rhizophora mangle, Avicennia germinans, Lagun-
cularia racemosa y Rhizophora harrisonii.

XVIII�

TRANSITORIO

ÚNICO: El presente decreto entrara en vigor al siguiente
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, DF, a los     del mes de
de 2006.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano, Roberto Aquiles Aguilar Hernández (rúbrica),
Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Cabrera Padilla
(rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra, Raúl Leonel Pa-
redes Vega, Raúl Rogelio Chavarría Salas, Lorena Torres Ramos (rú-
brica en contra), Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina Vázquez Saut
(rúbrica), María Guadalupe García Velasco, Guillermo Tamborrel Suá-
rez, Bernardo Loera Carrillo, Óscar Rodríguez Cabrera, Julián Nazar
Morales (rúbrica), Víctor Manuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio
Marrufo Torres (rúbrica), Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo
(rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica), Ernesto Alarcón Trujillo
(rúbrica), Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Pascual Si-
gala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés (rúbrica), María del Rosario
Herrera Ascencio (rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez (rúbrica), Adrián
Chávez Ruiz.»

Es de segunda lectura.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Esta Presidencia no tiene registrados para ha-
blar en lo general sobre este proyecto de decreto, sin em-
bargo, para los efectos del artículo 134 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General, se pregunta
a la Asamblea si se va a reservar algún artículo para discu-
tirlo en lo particular. En virtud de que no hay oradores, so-
licito a la Secretaría abra el sistema electrónico hasta por
tres minutos, para proceder a la votación en lo general y en
lo particular de los proyectos de decreto.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres mi-

nutos para proceder a la votación en lo general y en lo par-
ticular del proyecto de decreto. (...)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. Diputada Pre-
sidenta, informo a usted que se emitieron 105 votos, 261 en
contra y nueve abstenciones. Repito la votación Presiden-
ta, 105 en pro, 261 en contra y nueve abstenciones.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: No se aprueba. Consulte la Secretaría si se de-
vuelve o no todo el proyecto de decreto a la Comisión.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica,
consulto a la Asamblea si es de devolverse el dictamen a la
Comisión.

Los ciudadanos y ciudadanas diputados que estén por la
afirmativa, sírvanse manifestarlo... 

Los ciudadanos y ciudadanas diputados que estén por la
negativa, sírvanse manifestarlo... Tengo duda en la vota-
ción diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Por favor vuelva a solicitar al Pleno, que se
pongan de pie quienes estén a favor de que se devuelva a
la Comisión.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Los
ciudadanos diputados y ciudadanas diputadas que estén por
la negativa de que se devuelva a la Comisión, sírvanse po-
nerse de pie. Que no se devuelva... Mayoría por la nega-
tiva, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: En tal virtud, se desecha el proyecto de de-
creto.
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